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PRESENTACION

El 12 de septiembre de 1988 la Coordinadora Nacional de Viudas de Guate
mala -CONAVIGUA- surge y afirma sus objetivos en promover el desarrollo
integral de la mujer y la equidad de género, trabajar contra la militarización
del país y el reclutamiento militar forzoso, ante todo promover el respeto de
los Derechos Humanos.

En los últimos años, CONAVIGUA a profundizado la lucha por los Derechos
Humanos y los Derechos Colectivos de los Pueblos Indígenas, e impulsa jun
to al movimiento indígena el BIEN VIVIR de nuestros pueblos y nacionalida
des, lo cual significa la convivencia armónica entre la humanidad y nuestra
Madre Tierra.

En el marco de la promoción y la defensa de nuestros derechos a la dignidad
como Pueblos y por el respeto a nuestro Territorio, publicamos la compilación
de Leyes Nacionales y Convenios Internacionales Ratificados por el Estado
de Guatemala para promover, respetar y garantizar los Derechos Humanos y
los Derechos Colectivos de los Pueblos Indígenas.

La publicación y divulgación de dichas leyes y convenios se convierte en un
mecanismo de información para los pueblos Mayas, Garifunas, Xinkas y Ladi
nos para la exígibilidad de sus derechos individuales y colectivos.

Con el afán de contribuir a profundizar nuestros conocimientos sobre los De
rechos Colectivos de los Pueblos Indígenas, CONAVIGUA publica este docu
mento que permite ser una herramienta para luchar por la unidad y dignidad
de nuestros Pueblos.

POR LA UNIDAD Y DIGNIDAD DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

CONAVIGUA Y MOJOMAYAS PRESENTES
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA
DE GUATEMALA

INVOCANDO EL NOMBRE DE DIOS

Nosotros, los representantes del pueblo de Guatemala, electos libre y democráticamente,
reunidos en Asamblea Nacional Constituyente, con el fin de organizar jurídica y politicamente
el Estado; afirmando la primada de la persona humana como sujeto y fin del orden social;
reconociendo a la familia como génesis primario y fundamental de los valores espirituales y
morales de la sociedad y, al Estado, como responsable de la promoción del bien común, de
la consolidación del régimen de legalidad, seguridad, justicia, igualdad, libertad y paz; inspi
rados en los ideales de nuestros antepasados y recogiendo nuestras tradiciones y herencia
cultural; decididos a impulsar la plena vigencia de los Derechos Humanos dentro de un orden
institucional estable, permanente y popular, donde gobernados y gobernantes procedan con
absoluto apego al derecho.

SOLEMNEMENTE DECRETAMOS,
SANCIONAMOS Y PROMULGAMOS

LA SIGUIENTE:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA
REPÚBLICA DE GUATEMALA



é4/y .«««. 'fl fNSTRUMENTOS Nactono/os e/nlemaoonalosparo/o Monss
I ̂  WW -u 0£RECHOS DB LOS PUEBLOS IND/GEfMS

TÍTULO I
La persona humana, fines y deberes del Estado

CAPITULO UNICO

Artículo 1o. Protección a la persona. El Estado de Guatemala se organiza para proteger a
la persona y a la familia; su fin supremo es la realización del bien común.

Artículo 2o. Deberes del Estado. Es deber del Estado garantizarle a los habitantes de la Re
pública la vida, la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la persona.

TÍTULO II
Derechos humanos

CAPITULO I

Derechos Individuales

Artículo 3o. Derecho a la vida. El Estado garantiza y protege la vida humana desde su con
cepción, así como la integridad y la seguridad de la persona.

Artículo 4o. Libertad e igualdad. En Guatemala todos los seres humanos son libres e igua
les en dignidad y derechos. El hombre y la mujer, cualquiera que sea su estado civil, tienen
iguales oportunidades y responsabilidades. Ninguna persona puede ser sometida a servi
dumbre ni a otra condición que menoscabe su dignidad. Los seres humanos deben guardar
conducta fraternal entre si.

Artículo 5o. Libertad de acción. Toda persona tiene derecho a hacer lo que la ley no pro
hibe, no está obligada a acatar órdenes que no estén basadas en ley y emitidas conforme a
ella.

Tampoco podrá ser perseguida ni molestada por sus opiniones o por actos que no impliquen
infracción a la misma.

Artículo 6o. Detención legal. Ninguna persona puede ser detenida o presa, sino por causa
de delito o falta y en virtud de orden librada con apego a la ley por autoridad judicial compe
tente. Se exceptúan los casos de flagrante delito o falta. Los detenidos deberán ser puestos
a disposición de la autoridad judicial competente en un plazo que no exceda de seis horas, y
no podrán quedar sujetos a ninguna otra autoridad.
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El funcionario, o agente de la autoridad que infrinja lo dispuesto en este articulo será san
cionado conforme a la Ley, y los tribunales, de oficio, iniciarán el proceso correspondiente.

Articulo 7o. Notificación de la causa de detención. Toda persona detenida deberá ser
notificada inmediatamente, en forma verbal y por escrito, de la causa que motivó su deten
ción, autoridad que la ordenó y lugar en el que permanecerá. La misma notificación deberá
hacerse por el medio más rápido a la persona que el detenido designe y la autoridad será
responsable de la efectividad de la notificación.

Articulo 8o. Derechos del detenido. Todo detenido deberá ser informado inmediatamente

de sus derechos en forma que le sean comprensibles, especialmente que puede proveerse
de un defensor, el cual podrá estar presente en todas las diligencias policiales y Judiciales.

El detenido no podrá ser obligado a declarar sino ante autoridad judicial competente.

Articulo 9o. Interrogatorio a detenidos o presos. Las autoridades judiciales son las únicas
competentes para interrogar a los detenidos o presos. Esta diligencia deberá practicarse
dentro de un plazo que no exceda de veinticuatro horas.

El interrogatorio extrajudicial carece de valor probatorio.

Articulo 10. Centro de detención legal. Las personas aprehendidas por la autoridad no po
drán ser conducidas a lugares de detención, arresto o prisión diferentes a los que están legal
y públicamente destinados al efecto. Los centros de detención, arresto o prisión provisional,
serán distintos a aquellos en que han de cumplirse las condenas.

Las autoridades y sus agentes, que violen lo dispuesto en el presente articulo, serán perso
nalmente responsables.

Artículo 11. Detención por faltas o infracciones. Por faltas o por infracciones a los regla
mentos no deben permanecer detenidas las personas cuya identidad pueda establecerse
mediante documentación, por el testimonio de persona de arraigo, o por la propia autoridad.

En dichos casos, bajo pena de la sanción correspondiente, la autoridad limitará su cometido a
dar parte del hecho a juez competente y a prevenir al infractor, para que comparezca ante el
mismo dentro de las cuarenta y ocho horas hábiles siguientes. Para este efecto, son hábiles
todos los días del año, y las horas comprendidas entre las ocho y las dieciocho horas.

Quienes desobedezcan el emplazamiento serán sancionados conforme a la ley. La persona
que no pueda identificarse conforme a lo dispuesto en este artículo, será puesta a disposición
de la autoridad judicial más cercana, dentro de la primera hora siguiente a su detención.

Articulo 12. Derecho de defensa. La defensa de la persona y sus derechos son inviolables.
Nadie podrá ser condenado, ni privado de sus derechos, sin haber sido citado, oído y vencido
en proceso legal ante juez o tribunal competente y preestablecido.

Ninguna persona puede ser juzgada por Tribunales Especiales o secretos, ni por procedi
mientos que no estén preestablecidos legalmente.
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Artículo 13. Motivos para auto de prisión. No podrá dictarse auto de prisión, sin que pro
ceda información de haberse cometido un delito y sin que concurran motivos racionales sufi
cientes para creer que la persona detenida lo ha cometido o participado en él.

Las autoridades policiales no podrán presentar de oficio, ante los medios de comunicación
social, a ninguna persona que previamente no haya sido indagada por tribunal competente.

Articulo 14. Presunción de inocencia y publicidad del proceso. Toda persona es inocen
te. mientras no se le haya declarado responsable judicialmente, en sentencia debidamente
ejecutoriada.

El detenido, el ofendido, el Ministerio Público y los abogados que hayan sido designados por
los interesados, en forma verbal o escrita, tienen derecho de conocer, personalmente, todas
las actuaciones, documentos y diligencias penales, sin reserva alguna y en forma inmediata.

Artículo 15. irretroactividad de la ley. La ley no tiene efecto retroactivo, salvo en material
penal cuando favorezca al reo.

Articulo 16. Declaración contra si y parientes. En proceso penal, ninguna persona puede
ser obligada a declarar contra sí misma, contra su cónyuge o persona unida de hecho legal
mente, ni contra parientes dentro de los grados de ley.

Articulo 17. No hay delito ni pena sin ley anterior. No son punibles las acciones u omisio
nes que no estén calificadas como delito o falta y penadas por ley anterior a su perpetración.

No hay prisión por deuda.

Articulo 18. Pena de muerte. La pena de muerte no podrá imponerse en los siguientes
C3S0S!

a) Con fundamento en presunciones;
b) A las mujeres;

c) A los mayores de sesenta años;

d) A los reos de delitos políticos y comunes conexos con los políticos; y
e) A reos cuya extradición haya sido concedida bajo esa condición.

Contra la sentencia que imponga la pena de muerte, serán admisibles todos los recursos
legales pertinentes, inclusive el de casación; éste siempre será admitido para su trámite. La
pena se ejecutará después de agotarse todos los recursos.

El Congreso de la República podrá abolir la pena de muerte.

Articulo 19. Sistema penitenciario. El sistema penitenciario debe tender a la readaptación
social y a la reeducación de los reclusos y cumplir en el tratamiento de los mismos, con las
siguientes normas minimas:

a) Deben ser tratados como seres humanos; no deben ser discriminados por motivo
alguno, ni podrán infligírseles tratos crueles, torturas físicas, morales, psíquicas, coac-
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dones o molestias, trabajos incompatibles con su estado físico, acciones denigrantes
a su dignidad, o* hacerles victimas de exacciones, ni ser sometidos a experimentos
cientiflcos:

b) Deben cumplir las penas en los lugares destinados para el efecto. Los centros penales
son de carácter civil y con personal especializado; y

c) Tienen derecho a comunicarse, cuando lo soliciten, con sus familiares, abogado de
fensor, asistente religioso o médico, y en su caso, con el representante diplomático o
consular de su nacionalidad.

La infracción de cualquiera de las normas establecidas en este articulo, da derecho al dete
nido a reclamar del Estado la indemnización por los daños ocasionados y la Corte Suprema
de Justicia ordenará su protección inmediata.

El Estado deberá crear y fomentar las condiciones para el exacto cumplimiento de lo precep
tuado en este articulo.

Artículo 20. Menores de edad. Los menores de edad que transgredan la ley son inimputa-
bles. Su tratamiento debe estar orientado hacia una educación integral propia para la niñez
y la juventud.

Los menores, cuya conducta viole la ley penal, serán atendidos por instituciones y personal
especializado. Por ningún motivo pueden ser recluidos en centros penales o de detención
destinados para adultos. Una ley especifica regulará esta materia.

Artículo 21. Sanciones a funcionarlos o empleados públicos. Los funcionarios, emplea
dos públicos u otras personas que den o ejecuten órdenes contra lo dispuesto en los dos
artículos anteriores, además de las sanciones que les imponga la ley, serán destituidos inme
diatamente de su cargo, en su caso, e inhabilitados para el desempeño de cualquier cargo o
empleo público.

El custodio que hiciera uso indebido de medios o armas contra un detenido o preso, será
responsable conforme a la Ley Penal. El delito cometido en esas circunstancias es impres
criptible.

Articulo 22. Antecedentes penales y policiales. Los antecedentes penales y policiales no
son causa para que a las personas se les restrinja en el ejercicio de sus derechos que esta
Constitución y las leyes de la República les garantizan, salvo cuando se limiten por ley, o en
sentencia firme, y por el plazo fijado en la misma.

Articulo 23. Inviolabilidad de la vivienda. La vivienda es inviolable. Nadie podrá penetrar
en morada ajena sin permiso de quien la habita, salvo por orden escrita de juez competente
en la que se especifique el motivo de la diligencia y nunca antes de las seis ni después de
las dieciocho horas. Tal diligencia se realizará siempre en presencia del interesado, o de su
mandatario.
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Artículo 24. Inviolabiíídad de correspondencia, documentos y libros. La corresponden
cia de toda persona, sus documentos y libros son inviolables. Sólo podrán revisarse o in
cautarse, en virtud de resolución firme dictada por juez competente y con las formalidades
legales. Se garantiza el secreto de la correspondencia y de las comunicaciones telefónicas,
radiofónicas, cablegráficas y otros productos de la tecnología moderna.

Los libros, documentos y archivos que se relacionan con el pago de impuestos, tasas, arbi
trios y contribuciones, podrán ser revisados por la autoridad competente de conformidad con
la ley. Es punible revelar el monto de los impuestos pagados, utilidades, pérdidas, costos y
cualquier otro dato referente a las contabilidades revisadas a personas individuales o jurídi
cas, con excepción de los balances generales, cuya publicación ordene la ley.

Los documentos o informaciones obtenidas con violación de este articulo no producen fe ni
hacen prueba en juicio.

Articulo 25. Registro de personas y vehículos. El registro de las personas y de los vehícu
los, sólo podrá efectuarse por elementos de las fuerzas de seguridad cuando se establezca
causa justificada para ello. Para ese efecto, los elementos de las fuerzas de seguridad de
berán presentarse debidamente uniformados y pertenecer al mismo sexo de los requisados,
debiendo guardarse el respeto a la dignidad, intimidad y decoro de las personas.

Articulo 26. Libertad de locomoción. Toda persona tiene libertad de entrar, permanecer,
transitar y salir del territorio nacional y cambiar de domicilio o residencia, sin más limitaciones
que las establecidas por la ley.

No podrá expatriarse a ningún guatemalteco, ni prohibírsele la entrada al territorio nacional o
negársele pasaporte u otros documentos de identificación.

Los guatemaltecos pueden entrar y salir del país sin llenar el requisito de visa.

La ley determinará las responsabilidades en que incurran quienes infrinjan esta disposición.
Articulo 27. Derecho de asilo. Guatemala reconoce el derecho de asilo y lo otorga de acuer
do con las prácticas internacionales.

La extradición se rige por lo dispuesto en tratados internacionales.

Por delitos políticos no se intentará la extradición de guatemaltecos, quienes en ningún caso
serán entregados a gobierno extranjero, salvo lo dispuesto en tratados y convenciones con
respecto a los delitos de lesa humanidad o contra el derecho internacional.

No se acordará la expulsión del territorio nacional de un refugiado político, con destino al país
que lo persigue.

Artículo 28. Derecho de petición. Los habitantes de la República de Guatemala tienen de
recho a dirigir, individual o colectivamente, peticiones a la autoridad, la que está obligada a
tramitarlas y deberá resolverlas conforme a la ley.
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En materia administrativa el término para resolver las peticiones y notificar las resoluciones
no podrá exceder de treinta días.

En materia fiscal, para impugnar resoluciones administrativas en los expedientes que se ori
ginen en reparos o ajustes por cualquier tributo, no se exigirá al contribuyente el pago previo
del impuesto o garantía alguna.

Articulo 29. Libre acceso a tribunales y dependencias del Estado. Toda persona tiene
libre acceso a los tribunales, dependencias y oficinas del Estado, para ejercer sus acciones y
hacer valer sus derechos de conformidad con la ley.

Los extranjeros únicamente podrán acudir a la vía diplomática en caso de denegación de
justicia.

No se califica como tal, el solo hecho de que el fallo sea contrario a sus intereses y en todo
caso, deben haberse agotado los recursos legales que establecen las leyes guatemaltecas.

Articulo 30. Publicidad de los actos administrativos. Todos los actos de la administración
son públicos. Los interesados tienen derecho a obtener, en cualquier tiempo, informes, co
pias, reproducciones y certificaciones que soliciten y la exhibición de los expedientes que de
seen consultar, salvo que se trate de asuntos militares o diplomáticos de seguridad nacional,
o de datos suministrados por particulares bajo garantía de confidencia.

Artículo 31. Acceso a archivos y registros estatales. Toda persona tiene el derecho de
conocer lo que de ella conste en archivos, fichas o cualquier otra forma de registros esta
tales, y la finalidad a que se dedica esta información, así como a corrección, rectificación y
actualización.

Quedan prohibidos los registros y archivos de filiación política, excepto los propios de las
autoridades electorales y de los partidos políticos.

Articulo 32. Objeto de citaciones. No es obligatoria la comparecencia ante autoridad, fun
cionario o empleado público, si en las citaciones correspondientes no consta expresamente
el objeto de la diligencia

Articulo 33. Derecho de reunión y manifestación. Se reconoce el derecho de reunión
pacífica y sin armas.

Los derechos de reunión y de manifestación pública no pueden ser restringidos, disminuidos
o coartados; y la ley los regulará con el único objeto de garantizar el orden público.

Las manifestaciones religiosas en el exterior de los templos son permitidas y se rigen por la
ley.

Para el ejercicio de estos derechos bastará la previa notificación de los organizadores ante
la autoridad competente.

Articulo 34. Derecho de asociación. Se reconoce el derecho de libre asociación.
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Nadie está obligado a asociarse ni a formar parte de grupos o asociaciones de autodefensa
o similares. Se exceptúa el caso de la colegiación profesional.

Artículo 35. Libertad de emisión del pensamiento. Es libre la emisión del pensamiento por
cualesquiera medios de difusión, sin censura ni licencia previa. Este derecho constitucional
no podrá ser restringido por ley o disposición gubernamental alguna. Quien en uso de esta
libertad faltare al respeto a la vida privada o a la moral, será responsable conforme a la ley.

Quienes se creyeren ofendidos tienen derecho a la publicación de sus defensas, aclaracio
nes y rectificaciones.

No constituyen delito o falta las publicaciones que contengan denuncias, críticas o imputa
ciones contra funcionarios o empleados públicos por actos efectuados en el ejercicio de sus
cargos.

Lps funcionarios y empleados públicos podrán exigir que un tribunal de honor, integrado
en la forma que determine la ley, declare que la publicación que los afecta se basa en he
chos inexactos o que los cargos que se les hacen son infundados. El fallo que reivindique
al ofendido, deberá publicarse en el mismo medio de comunicación social donde apareció la
imputación.

Las actividad de los medios de comunicación social es de interés público y éstos en ningún
caso podrán ser expropiados. Por faltas o delitos en la emisión del pensamiento no podrán
ser clausurados, embargados, intervenidos, confiscados o decomisados, ni interrumpidos en
su funcionamiento las empresas, los talleres, equipo, maquinaria y enseres de los medios de
comunicación social.

Es libre el acceso a las fuentes de información y ninguna autoridad podrá limitar ese derecho.

La autorización, limitación o cancelación de las concesiones otorgadas por el Estado a las
personas, no pueden utilizarse como elementos de presión o coacción para limitar el ejercicio
de la libre emisión del pensamiento.

Un jurado conocerá privativamente de los delitos o faltas a que se refiere este artículo.

Todo lo relativo a este derecho constitucional se regula en la Ley Constitucional de Emisión
del Pensamiento.

Los propietarios de los medios de comunicación social, deberán proporcionar cobertura so
cioeconómica a sus reporteros, a través de la contratación de seguros de vida.

Articulo 36. Libertad de religión. El ejercicio de todas las religiones es libre. Toda persona
tiene derecho a practicar su religión o creencia, tanto en público como en privado, por medio
de la enseñanza, el culto y la observancia, sin más limites que el orden público y el respeto
debido a la dignidad de la jerarquía y a los fieles de otros credos.

Artículo 37. Personalidad jurídica de las iglesias. Se reconoce la personalidad jurídica de
la Iglesia Católica. Las otras iglesias, cultos, entidades y asociaciones de carácter religioso
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obtendrán el reconocimjento de su personalidad jurídica conforme las reglas de su institución
y el Gobierno no podrá negarlo si no fuese por razones de orden público.

El Estado extenderá a la Iglesia Católica, sin costo alguno, títulos de propiedad de los bienes
inmuebles que actualmente y en forma pacífica posee para sus propios fines, siempre que
hayan formado parte del patrimonio de la Iglesia Católica en ei pasado. No podrán ser afec
tados los bienes inscritos a favor de terceras personas, ni los que el Estado tradicionalmente
ha destinado a sus servicios.

Los bienes inmuebles de las entidades religiosas destinados al culto, a la educación y a la
asistencia social, gozan de exención de impuestos, arbitrios y contribuciones.

Articulo 38. Tenencia y portación de armas. Se reconoce el derecho de tenencia de armas
de uso personal, no prohibidas por la ley, en el lugar de habitación. No habrá obligación de
entregarlas, salvo en los casos que fuera ordenado por juez competente.

Se reconoce el derecho de portación de armas, regulado por la ley.

Articulo 39. Propiedad Privada. Se garantiza la propiedad privada como un derecho in
herente a ia persona humana. Toda persona puede disponer libremente de sus bienes de
acuerdo con la ley.

El Estado garantiza el ejercicio de este derecho y deberá crear las condiciones que faciliten

al propietario el uso y disfrute de sus bienes, de manera que se alcance el progreso individual
y el desarrollo nacional en beneficio de los guatemaltecos.

Articulo 40. Expropiación. En casos concretos, la propiedad privada podrá ser expropiada
por razones de utilidad colectiva, beneficio social o interés público debidamente comproba
das. La expropiación deberá sujetarse a los procedimientos señalados por la ley, y el bien
afectado se justipreciará por expertos tomando como base su valor actual.

La indemnización deberá ser previa y en moneda efectiva de curso legal, a menos que con
el interesado se convenga en otra forma de compensación.

Sólo en caso de guerra, calamidad publica o grave perturbación de la paz puede ocuparse o
intervenirse la propiedad, o expropiarse sin previa indemnización, pero ésta deberá hacerse
inmediatamente después que haya cesado la emergencia. La ley establecerá las normas a
seguirse con la propiedad enemiga.

La forma de pago de las indemnizaciones por expropiación de tierras ociosas será fijado por
la ley. En ningún caso el término para hacer efectivo dicho pago podrá exceder de diez años.

Artículo 41. Protección al derecho de propiedad. Por causa de actividad o delito político
no puede limitarse el derecho de propiedad en forma alguna. Se prohibe la confiscación de
bienes y la imposición de multas confiscatorias. Las multas en ningún caso podrán exceder
del valor del impuesto omitido.
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Artículo 42. Derecho de autor o inventor. Se reconoce el derecho de autor y el derecho de
inventor; los titulares de los mismos gozarán de la propiedad exclusiva de su obra o invento,
de conformidad con la ley y los tratados internacionales.

Articulo 43. Libertad de industria, comercio y trabajo. Se reconoce la libertad de industria,
de comercio y de trabajo, salvo las limitaciones que por motivos sociales o de interés nacional
impongan las leyes.

Articulo 44. Derechos inherentes a la persona humana. Los derechos y garantías que
otorga la Constitución no excluyen otros que, aunque no figuren expresamente en ella, son
inherentes a la persona humana.

El interés social prevalece sobre el interés particular.

Serán nulas ipso jure las leyes y las disposiciones gubernativas o de cualquier otro orden
que disminuyan, restrinjan o tergiversen los derechos que la Constitución garantiza.

Articulo 45. Acción contra infractores y legitimidad de resistencia. La acción para enjui
ciar a los infractores de los derechos humanos es pública y puede ejercerse mediante simple
denuncia, sin caución ni formalidad alguna. Es legitima la resistencia del pueblo para la pro
tección y defensa de los derechos y garantías consignados en la Constitución.

Articulo 46. Preeminencia del Derecho Internacional. Se establece el principio general de
que en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones aceptados y ratificados
por Guatemala, tienen preeminencia sobre el derecho interno.

CAPITULO II

Derechos Sociales

SECCIÓN PRIMERA
Familia

Articulo 47. Protección a la familia. El Estado garantiza la protección social, económica y
jurídica de la familia. Promoverá su organización sobre la base legal del matrimonio, la igual
dad de derechos de los cónyuges, la paternidad responsable y el derecho de las personas a
decidir libremente el número y espaciamiento de sus hijos.

Articulo 48. Unión de hecho. El Estado reconoce la unión de hecho y la ley preceptuará
todo lo relativo a la misma.

Articulo 49. Matrimonio. El matrimonio podrá ser autorizado por los alcaldes, concejales,
notarios en ejercicio y ministros de culto facultados por la autoridad administrativa correspon
diente.
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Articulo 50. Igualdad de los hijos. Todos los hijos son iguales ante la ley y tienen los mis
mos derechos. Toda discriminación es punible.

Articulo 51. Protección a menores y ancianos. El Estado protegerá la salud física, mental
y moral de los menores de edad y de los ancianos. Les garantizará su derecho a la alimenta
ción, salud, educación y seguridad y previsión social.

Artículo 52. Maternidad. La maternidad tiene la protección del Estado, el que velará en
forma especial por el estricto cumplimiento de los derechos y obligaciones que de ella se
deriven.

Articulo 53. Mínusválidos. El Estado garantiza la protección de los minusválidos y personas
que adolecen de limitaciones físicas, psíquicas o sensoriales. Se declara de interés nacional
su atención médico-social, asi como la promoción de políticas y servicios que permitan su re
habilitación y su reincorporación integral a la sociedad. La ley regulará esta materia y creará
los organismos técnicos y ejecutores que sean necesarios.

Articulo 54. Adopción. El Estado reconoce y protege la adopción. El adoptado adquiere
la condición de hijo del adoptante. Se declara de interés nacional la protección de los niños
huérfanos y de los niños abandonados.

Articulo 55. Obligación de proporcionar alimentos. Es punible la negativa a proporcionar
alimentos en la forma que la ley prescribe.

Artículo 56. Acciones contra causas de desintegración familiar. Se declara de interés
social, las acciones contra el alcoholismo, la drogadicción y otras causas de desintegración
familiar.

El Estado deberá tomar las medidas de prevención, tratamiento y rehabilitación adecuadas
para hacer efectivas dichas acciones, por el bienestar del individuo, la familia y la sociedad.

SECCIÓN SEGUNDA

Cultura

Articulo 57. Derecho a la cultura. Toda persona tiene derecho a participar libremente en
la vida cultural y artística de la comunidad, asi como a beneficiarse del progreso científico y
tecnológico de la Nación.

Articulo 58. Identidad cultural. Se reconoce el derecho de las personas y de las comunida
des a su identidad cultural de acuerdo a sus valores, su lengua y sus costumbres.

Artículo 59. Protección e investigación de la cultura. Es obligación primordial de Estado
proteger, fomentar y divulgar la cultura nacional; emitir las leyes y disposiciones que tiendan
a su enriquecimiento, restauración, preservación y recuperación; promover y reglamentar su
investigación científica, asi como la creación y aplicación de tecnología apropiada.
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Artículo 60. Patrimonio cultural. Forman el patrimonio cultural de la Nación los bienes y
valores paleontológicos, arqueológicos, históricos y artísticos del país y están bajo la protec
ción del Estado. Se prohibe su enajenación, exportación o alteración, salvo los casos que
determine la ley.

Articulo 61. Protección al patrimonio cultural. Los sitios arqueológicos, conjuntos monu
mentales y el Centro Cultural de Guatemala, recibirán atención especial del Estado, con el
propósito de preservar sus características y resguardar su valor histórico y bienes culturales.

Estarán sometidos a régimen especial de conservación el Parque Nacional Tikal, el Parque
Arqueológico de Quiriguá y la ciudad de Antigua Guatemala, por haber sido declarados Pa
trimonio

Mundial, asi como aquellos que adquieran similar reconocimiento.

Articulo 62. Protección al arte, folklore y artesanías tradicionales. La expresión artística
nacional, el arte popular, el folklore y las artesanías e industrias autóctonas, deben ser objeto
de protección especial del Estado, con el fin de preservar su autenticidad. El Estado propicia
rá la apertura de mercados nacionales e internacionales para la libre comercialización de la
obra de los artistas y artesanos, promoviendo su producción y adecuada tecnificación.

Articulo 63. Derecho a la expresión creadora. El Estado garantiza la libre expresión crea
dora, apoya y estimula al científico, al intelectual y al artista nacional, promoviendo su forma
ción y superación profesional y económica.

Artículo 64. Patrimonio natural. Se declara de interés nacional la conservación, protección
y mejoramiento del patrimonio natural de la Nación. El Estado fomentará la creación de par
ques nacionales, reservas y refugios naturales, los cuales son inalienables. Una ley garanti
zará su protección y la de la fauna y la flora que en ellos exista.

Articulo 65. Preservación y promoción de la cultura. La actividad del Estado en cuanto a
la preservación y promoción de la cultura y sus manifestaciones, estará a cargo de un órgano
específico con presupuesto propio.

SECCIÓN TERCERA
Comunidades indígenas

Artículo 66. Protección a grupos étnicos. Guatemala está formada por diversos grupos
étnicos entre los que figuran los grupos indígenas de ascendencia maya. El Estado recono
ce, respeta y promueve sus formas de vida, costumbres, tradiciones, formas de organización
social, el uso del traje indígena en hombres y mujeres, idiomas y dialectos.

Articulo 67. Protección a las tierras y las cooperativas agrícolas indígenas. Las tierras
de las cooperativas, comunidades indígenas o cualesquiera otras formas de tenencia co
munal o colectiva de propiedad agraria, así como el patrimonio familiar y vivienda popular,
gozarán de protección especial del Estado, de asistencia crediticia y de técnica preferencial,
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que garanticen su posesión y desarrollo, a fin de asegurar a todos los habitantes una mejor
calidad de vida.

Las comunidades indigenas y otras que tengan tierras que históricamente les pertenecen y
que tradicionalmente han administrado en forma especial, mantendrán ese sistema.

Artículo 68. Tierras para comunidades indígenas. Mediante programas especiales y legis
lación adecuada, el Estado proveerá de tierras estatales a las comunidades indígenas que
las necesiten para su desarrollo.

Articulo 69. Traslación de trabajadores y su protección. Las actividades laborales que
impliquen traslación de trabajadores fuera de sus comunidades, serán objeto de protección
y legislación que aseguren las condiciones adecuadas de salud, seguridad y previsión social
que impidan el pago de salarios no ajustados a la ley, la desintegración de esas comunidades
y en general todo trato discriminatorio.

Articulo 70. Ley especifica. Una ley regulará lo relativo a las materias de esta sección.

SECCIÓN CUARTA

Educación

Articulo 71. Derecho a la educación. Se garantiza la libertad de enseñanza y de criterio
docente. Es obligación del Estado proporcionar y facilitar educación a sus habitantes sin dis
criminación alguna. Se declara de utilidad y necesidad públicas la fundación y mantenimiento
de centros educativos culturales y museos.

Articulo 72. Fines de la educación. La educación tiene como fin primordial el desarrollo
integral de la persona humana, el conocimiento de la realidad y cultura nacional y universal.

Se declaran de interés nacional la educación, la instrucción, formación social y la enseñanza
sistemática de la Constitución de la República y de los derechos humanos.

Articulo 73. Libertad de educación y asistencia económica estatal. La familia es fuente
de la educación y los padres tienen derecho a escoger la que ha de impartirse a sus hijos
menores. El Estado podrá subvencionar a los centros educativos privados gratuitos y la ley
regulará lo relativo a esta materia. Los centros educativos privados funcionarán bajo la ins
pección del Estado. Están obligados a llenar, por lo menos, los planes y programas oficiales
de estudio. Como centros de cultura gozarán de la exención de toda clase de impuestos y
arbitrios.

La enseñanza religiosa es optativa en los establecimientos oficiales y podrá impartirse dentro
de los horarios ordinarios, sin discriminación alguna.

El Estado contribuirá al sostenimiento de la enseñanza religiosa sin discriminación alguna.

Articulo 74. Educación obligatoria. Los habitantes tienen el derecho y la obligación de
recibir la educación inicial, preprimaria, primaria y básica, dentro de los límites de edad que
fije la ley.
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La educación impartida por e! Estado es gratuita.

El Estado proveerá y promoverá becas y créditos educativos.

La educación científica, la tecnólogica y la humanistica constituyen objetivos que e! Estado
deberá orientar y ampliar permanentemente.

El Estado promoverá la educación especial, la diversificada y la extraescolar.

Artículo 75. Alfabetización. La alfabetización se declara de urgencia nacional y es obliga
ción social contribuir a ella. El Estado debe organizaría y promoverla con todos los recursos
necesarios.

Artículo 76. Sistema educativo y enseñanza bilingüe. La administración del sistema edu
cativo deberá ser descentralizado y regionalizado.

En las escuelas establecidas en zonas de predominante población indígena, la enseñanza
deberá impartirse preferentemente en forma bilingüe.

Artículo 77. Obligaciones de los propietarios de empresas. Los propietarios de las em
presas industriales, agrícolas, pecuarias y comerciales están obligados a establecer y man
tener. de acuerdo con la ley, escuelas, guarderías y centros culturales para sus trabajadores
y población escolar.

Articulo 78. Magisterio. El Estado promoverá la superación económica, social y cultural del
magisterio, incluyendo el derecho a la jubilación que haga posible su dignificación efectiva.
Los derechos adquiridos por el magisterio nacional tienen carácter de mínimos e irrenuncia-
bles. La ley regulará estas materias.

Artículo 79. Enseñanza agropecuaria. Se declara de interés nacional el estudio, aprendiza
je, exp icacion, comercialización e industrialización agropecuaria. Se crea como entidad des-
^ntralizada, autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio propio, la Escuela Nacional
Centra de Agricultura; debe organizar, dirigir y desarrollar los planes de estudio agropecuario
y forestal de la Nación a nivel de enseñanza media; y se regirá por su propia ley orgánica,
correspon lendole una asignación no menor del cinco por ciento del presupuesto ordinario
del Ministerio de Agricultura.

Artículo 80. Promoción de la ciencia y la tecnología. El Estado reconoce y promueve la
ciencia y la tecnología como bases fundamentales del desarrollo nacional. La ley normará lo
pertinente.

Articulo 81. Títulos y diplomas. Los títulos y diplomas cuya expedición corresponda al Es-
lado. tienen plena validez legal. Los derechos adquiridos por el ejercicio de las profesiones
acreditadas por dichos títulos, deben ser respetados y no podrán emitirse disposiciones de
cualquier clase que los limiten o restrinjan.
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SECCIÓN QUINTA

Universidades

Articulo 82. Autonomía de la Universidad de San Carlos de Guatemala. La Universidad

de San Carlos de Guatemala, es una institución autónoma con personalidad jurídica.

En su carácter de única universidad estatal le corresponde con exclusividad dirigir, organizar
y desarrollar la educación superior del Estado y la educación profesional universitaria estatal,
así como la difusión de la cultura en todas sus manifestaciones. Promoverá por todos los
medios a su alcance la Investigación en todas las esferas del saber humano y cooperará al
estudio y solución de los problemas nacionales.

Se rige por su Ley Orgánica y por los estatutos y reglamentos que ella emita, debiendo obser
varse en la conformación de los órganos de dirección, el principio de representación de sus
catedráticos titulares, sus graduados y sus estudiantes.

Artículo 83. Gobierno de la Universidad de San Carlos de Guatemala. El gobierno de
la Universidad de San Carlos de Guatemala corresponde al Consejo Superior Universitario,
integrado por el Rector, quien lo preside; los decanos de la facultades; un representante del
colegio profesional, egresado de la Universidad de San Carlos de Guatemala, que correspon
da a cada facultad; un catedrático titular y un estudiante por cada facultad.

Articulo 84. Asignación presupuestaria para la Universidad de San Carlos de Guate
mala. Corresponde a la Universidad de San Carlos de Guatemala una asignación privativa
no menor del cinco por ciento del Presupuesto General de Ingresos Ordinarios del Estado,
debiéndose procurar un Incremento presupuestal adecuado al aumento de su población es
tudiantil o al mejoramiento del nivel académico.

Articulo 85. Universidades privadas. A las universidades privadas, que son Instituciones
Independientes, les corresponde organizar y desarrollar la educación superior privada de la
Nación, con el fin de contribuir a la formación profesional, a la investigación científica, a la
difusión de la cultura y al estudio y solución de los problemas nacionales.

Desde que sea autorizado el funcionamiento de una universidad privada, tendrá personalidad
jurídica y libertad para crear sus facultades e Institutos, desarrollar sus actividades académi
cas y docentes, así como para el desenvolvimiento de sus planes y programas de estudio.

Articulo 86. Consejo de la Enseñanza Privada Superior. El Consejo de la Enseñanza
Privada Superior tendrá las funciones de velar porque se mantenga el nivel académico en
las universidades privadas sin menoscabo de su independencia y de autorizar la creación
de nuevas universidades; se Integra por dos delegados de la Universidad de San Carlos de
Guatemala, dos delegados por las universidades privadas y un delegado electo por los pre
sidentes de los colegios profesionales que no ejerza cargo alguno en ninguna universidad.

La presidencia se ejercerá en forma rotativa. La ley regulará esta materia.
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Artículo 87. Reconocimiento de grados, títulos, diplomas e incorporaciones. Sólo serán
reconocidos en Guatemala, los grados, títulos y diplomas otorgados por las universidades
legalmente autorizadas y organizadas para funcionar en el país, salvo lo dispuesto por trata
dos internacionales.

La Universidad de San Carlos de Guatemala, es la única facultada para resolver la incorpora
ción de profesionales egresados de universidades extranjeras y para fijar los requisitos pre
vios que al efecto hayan de llenarse, así como para reconocer títulos y diplomas de carácter
universitario amparados por tratados internacionales. Los títulos otorgados por universidades
centroamericanas tendrán plena validez en Guatemala al lograrse la unificación básica de los
planes de estudio.

No podrán dictarse disposiciones legales que otorguen privilegios en perjuicio de quienes
ejercen una profesión con titulo o que ya han sido autorizados legalmente para ejercerla.

Articulo 88. Exenciones y deducciones de los impuestos. Las universidades están exen
tas del pago de toda clase de impuestos, arbitrios y contribuciones, sin excepción alguna.

Serán deducibles de la renta neta gravada por el Impuesto sobre la Renta las donaciones que
se otorguen a favor de las universidades, entidades culturales o científicas.

El Estado podrá dar asistencia económica a las universidades privadas, para el cumplimiento
de sus propios fines.

No podrán ser objeto de procesos de ejecución ni podrán ser intervenidas la Universidad de

San Carlos de Guatemala y las universidades privadas, salvo el caso de las universidades
privadas cuando la obligación que se haga valer provenga de contratos civiles mercantiles
o laborales.

Articulo 89. Otorgamiento de grados, títulos y diplomas. Solamente las universidades
legalmente autorizadas podrán otorgar grados y expedir títulos y diplomas de graduación en
educación superior.

Articulo 90. Colegiación profesional. La colegiación de los profesionales universitarios es
obligatoria y tendrá por fines la superación moral, científica, técnica y material de las profe
siones universitarias y el control de su ejercicio.

Los colegios profesionales, como asociaciones gremiales con personalidad jurídica, funcio
narán de conformidad con la Ley de Colegiación Profesional obligatoria y los estatutos de
cada colegio se aprobarán con independencia de las universidades de las que fueren egre
sados sus miembros.

Contribuirán al fortalecimiento de la autonomía de la Universidad de San Carlos de Guatema
la y a los fines y objetivos de todas las universidades del país.

En todo asunto que se relacione con el mejoramiento del nivel científico y técnico cultural de
las profesiones universitarias, las universidades del país podrán requerir la participación de
los colegios profesionales.
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SECCIÓN SEXTA

Deporte

Articulo 91. Asignación presupuestaria para el deporte. Es deber del Estado el fomento y
la promoción de la educación física y el deporte. Para ese efecto, se destinará una asignación
privativa no menor del tres por ciento del Presupuesto General de Ingresos Ordinarios del
Estado. De tal asignación el cincuenta por ciento se destinará al sector del deporte federado
a través de sus organismos rectores, en la forma que establezca la ley; veinticinco por ciento
a educación física, recreación y deportes escolares; y veinticinco por ciento al deporte no
federado.

Artículo 92. Autonomía del deporte. Se reconoce y garantiza la autonomía del deporte
federado a través de sus organismos rectores, Confederación Deportiva Autónoma de Gua-
temaia y

Comité Olímpico Guatemalteco, que tienen personalidad jurídica y patrimonio propio, que
dando exonerados de toda clase de impuestos y arbitrios.

SECCIÓN SÉPTIMA
Salud, seguridad y asistencia social

Artículo 93. Derecho a la salud. El goce de la salud es derecho fundamental del ser huma
no, sin discriminación alguna.

Artículo 94. Obligación del Estado, sobre salud y asistencia social. El Estado velará por
la salud y la asistencia social de todos los habitantes. Desarrollará, a través de sus institu
ciones, acciones de prevención, promoción, recuperación, rehabilitación, coordinación y las
complementarlas pertinentes a fin de procurarles el más completo bienestar físico, mental
y social.

Articulo 95. La salud, bien público. La salud de los habitantes de la Nación es un bien
público. Todas las personas e instituciones están obligadas a velar por su conservación y
restablecimiento.

Articulo 96. Control de calidad de productos. El Estado controlará la calidad de los pro
ductos alimenticios, farmacéuticos, químicos y de todos aquellos que puedan afectar la salud
y bienestar de los habitantes. Velará por el establecimiento y programación de la atención
primaria de la salud, y por el mejoramiento de las condiciones de saneamiento ambiental
básico de las comunidades menos protegidas.

Articulo 97. Medio ambiente y equilibrio ecológico. El Estado, las municipalidades y los
habitantes del territorio nacional están obl gados a propiciar el desarrollo social, económico y
tecnoiógico que prevenga la contaminacic-n del ambiente y mantenga el equilibrio ecológico.
Se dictarán todas las normas necesarias para garantizar que la utilización y el aprovecha-
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miento de la fauna, de ia flora, de la tierra y del agua, se realicen racionalmenle, evitando su
depredación.

Articuio 98. Participación de las comunidades en programas de salud. Las comunidades
tienen el derecho y el deber de participar activamente en ia planificación, ejecución y evalua
ción de ios programas de salud.

Artículo 99. Alimentación y nutrición. El Estado velará porque la alimentación y nutrición
de la población reúna los requisitos minimos de salud. Las instituciones especializadas del
Estado deberán coordinar sus acciones entre si o con organismos internacionales dedicados
a ia salud, para lograr un sistema alimentarlo nacional efectivo.

Articulo 100. Seguridad social. El Estado reconoce y garantiza el derecho a la seguridad
social para beneficio de los habitantes de la Nación. Su régimen se instituye como función
pública, en forma nacional, unitaria y obligatoria.

El Estado, los empleadores y los trabajadores cubiertos por el régimen, con la única excep
ción de lo preceptuado por el articulo 88 de esta Constitución, tienen obligación de contribuir
a financiar dicho régimen y derecho a participar en su dirección, procurando su mejoramiento
progresivo.

La aplicación del régimen de seguridad social corresponde al Instituto Guatemalteco de Se
guridad Social, que es una entidad autónoma con personalidad jurídica, patrimonio y funcio
nes propias, goza de exoneración total de impuestos, contribuciones y arbitrios, establecidos
o por establecerse. El Instituto Guatemalteco de Seguridad Social debe participar con las
instituciones de salud en forma coordinada.

El Organismo Ejecutivo asignará anualmente en el Presupuesto de Ingresos y Egresos del
Estado, una partida especifica para cubrir la cuota que corresponde al Estado como tal y
como empleador, ia cual no podrá ser transferida ni cancelada durante el ejercicio fiscal y
sera fijada de conformidad con los estudios técnicos actuariales del instituto.

Contra las resoluciones que se dicten en esta materia, proceden los recursos administrativos
y el de lo contencioso-admlnistrativo de conformidad con la ley. Cuando se trate dé presta
ciones que deba otorgar e! régimen, conocerán los tribunales de trabajo y previsión social.

SECCIÓN OCTAVA
Trabajo

«

Artículo 101. Derecho al trabajo. El trabajo es un derecho de ia persona y una obligación
social. E! régimen laboral del pais debe organizarse conforme a principios de justicia social.

Artículo 102. Derechos sociales mínimos de la legislación del trabajo. Son derechos
sociales minimos que fundamentan la legislación del trabajo y la actividad de los tribunales
y autoridades:



instrumentos Nacionales e Intomaaonales para la Defensa . :| WW 29
de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

a) Derecho a la libre elección de trabajo y a condiciones económicas satisfactorias que ga
ranticen al trabajador y a su familia una existencia digna;

b) Todo trabajo será equitativamente remunerado, salvo lo que al respecto determine la ley;
c) Igualdad de salarlo para igual trabajo prestado en igualdad de condiciones, eficiencia y

antigüedad;

d) Obligación de pagar al trabajador en moneda de curso legal. Sin embargo, el trabajador
del campo puede recibir, a su voluntad, productos alimenticios hasta en un treinta por
ciento de su salario. En este caso el empleador suministrará esos productos a un precio
no mayor de su costo;

e) Inembargabilidad del salario en los casos determinados por la ley. Los implementos per
sonales de trabajo no podrán ser embargados por ningún motivo.
No obstante, para protección de la familia del trabajador y por orden judicial, sí podrá
retenerse y entregarse parte del salario a quien corresponda,

f) Fijación periódica del salario mínimo de conformidad con la ley,
g) La jornada ordinaria de trabajo efectivo diurno no puede exceder de ocho horas diarias de

trabajo, ni de cuarenta y cuatro horas a la semana, equivalente a cuarenta y ocho horas
para los efectos exclusivos del pago del salario.

La jornada ordinaria de trabajo efectivo nocturno no puede exceder de seis horas diarias,
ni de treinta y seis a la semana. La jornada ordinaria de trabajo efectivo mixto no puede
exceder de siete horas diarias, ni de cuarenta y dos a la semana.

Todo trabajo efectivamente realizado fuera de las jornadas ordinarias, constituye jornada
extraordinaria y debe ser remunerada como tal. La ley determinará las situaciones de
excepción muy calificadas en las que no son aplicables las disposiciones relativas a las
jornadas de trabajo.

Quienes por disposición de la ley, por la costumbre o por acuerdo con los empleadores
laboren menos de cuarenta y cuatro horas semanales en jornada diurna, treinta y seis en
jornada nocturna, o cuarenta y dos en jornada mixta, tendrán derecho a percibir íntegro
el salario semanal.

Se entiende por trabajo efectivo todo el tiempo que el trabajador permanezca a las órdenes
o a disposición del empleador;

h) Derecho del trabajador a un día de descanso remunerado por cada semana ordinaria de
trabajo o por cada seis días consecutivos de labores. Los días de asueto reconocidos por
la ley también serán remunerados;

i) Derecho del trabajador a quince días hábiles de vacaciones anuales pagadas después
de cada año de servicios continuos, a excepción de los trabajadores de empresas agro
pecuarias, quienes tendrán derecho de diez días hábiles. Las vacaciones deberán ser
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efectivas y no podrá el empleador compensar este derecho en forma distinta, salvo cuando
ya adquirido cesare la relación del trabajo;

j) Obligación del empleador de otorgar cada año un aguinaldo no menor del ciento por ciento
del salario mensual, o el que ya estuviere establecido si fuere mayor, a los trabajadores que
hubieren laborado durante un año ininterrumpido y anterior a la fecha del otorgamiento. La
ley regulará su forma de pago. A los trabajadores que tuvieren menos del año de servicios,
tal aguinaldo les será cubierto proporcionalmente al tiempo laborado;

k) Protección a la mujer trabajadora y regulación de las condiciones en que debe prestar sus
servicios.

a. No deben establecerse diferencias entre casadas y solteras en materia de trabajo.

b. La ley regulará la protección a la maternidad de la mujer trabajadora, a quien no se le
debe exigir ningún trabajo que requiera esfuerzo que ponga en peligro su gravidez. La
madre trabajadora gozará de un descanso forzoso retribuido con el ciento por ciento
de su salario, durante los treinta días que precedan al parto y los cuarenta y cinco días
siguientes. En la época de la lactancia tendrá derecho a dos períodos de descanso
extraordinarios, dentro de la jornada. Los descansos pre y postnatal serán ampliados
según sus condiciones físicas, por prescripción médica;

I) Los menores de catorce años no podrán ser ocupados en ninguna clase de trabajo, salvo
las excepciones establecidas en la ley. Es prohibido ocupar a menores en trabajos incom
patibles con su capacidad física o que pongan en peligro su formación moral.

Los trabajadores mayores de sesenta años serán objeto de trato adecuado a su edad;
m) Protección y fomento al trabajo de los ciegos, minusválidos y personas con deficiencias

físicas, psíquicas o sensoriales;

n) Preferencia a los trabajadores guatemaltecos sobre los extranjeros en igualdad de condi
ciones y en los porcentajes determinados por la ley. En paridad de circunstancias, ningún
trabajador guatemalteco podrá ganar menor salario que un extranjero, estar sujeto a condi
ciones inferiores de trabajo, ni obtener menores ventajas económicas u otras prestaciones;

ñ) Fijación de las normas de cumplimiento obligatorio para empleadores y trabajadores en
los contratos individuales y colectivos de trabajo. Empleadores y trabajadores procurarán
el desarrollo económico de la empresa para beneficio común;

o) Obligación del empleador de indemnizar con un mes de salario por cada año de servicios
continuos cuando despida injustificadamente o en forma indirecta a un trabajador, en tanto
la ley no establezca otro sistema más conveniente que le otorgue mejores prestaciones.

Para los efectos del cómputo de servicios continuos se tomarán en cuenta la fecha en que
se haya iniciado la relación de trabajo, cualquiera que ésta sea;

p) Es obligación del empleador otorgar al cónyuge o conviviente, hijos menores o incapaci
tados de un trabajador que fallezca estando a su servicio, una prestación equivalente a
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un mes de salario por cada año laborado. Esta prestación se cubrirá por mensualidades
vencidas y su monto no será menor del último salario recibido por el trabajador.

Si la muerte ocurre por causa cuyo riesgo esté cubierto totalmente por el régimen de
seguridad social, cesa esta obligación del empleador. En caso de que este régimen no
cubra integramente la prestación, el empleador deberá pagar la diferencia:

q) Derecho de sindicalización libre de los trabajadores. Este derecho lo podrán ejercer sin
discriminación alguna y sin estar sujetos a autorización previa, debiendo únicamente cumplir
con llenar los requisitos que establezca la ley. Los trabajadores no podrán ser despedidos
por participar en la formación de un sindicato, debiendo gozar de este defecho a partir del
momento en que den aviso a la Inspección General de Trabajo.

Sólo los guatemaltecos por nacimiento podrán intervenir en la organización, dirección
y asesoría de las entidades sindicales. Se exceptúan los casos de asistencia técnica
gubernamental y lo dispuesto en tratados internacionales o en convenios intersindicales
autorizados por el Organismo Ejecutivo;

r) El establecimiento de instituciones económicas y de previsión social que, en beneficio
de los trabajadores, otorguen prestaciones de todo orden, especialmente por invalidez,
jubilación y sobrevivencia;

s) Si el empleador no probare la justa causa del despido, debe pagar al trabajador a título de
daños y perjuicios un mes de salario si el juicio se ventila en una instancia, dos meses de
salario en caso de apelación de la sentencia, y si el proceso durare en su trámite más de
dos meses, deberá pagar el cincuenta por ciento del salario del trabajador, por cada mes
que excediere el trámite de ese plazo, hasta un máximo, en este caso, de seis meses; y

t) El Estado participará en convenios y tratados intemacionales o regionales que se refieran a
asuntos de trabajo y que concedan a los trabajadores mejores protecciones o condiciones.

En tales casos, lo establecido en dichos convenios y tratados se considerará como parte de
los derechos mínimos de que gozan los trabajadores de la República de Guatemala.

Articulo 103. Tutelaridad de las leyes de trabajo. Las leyes que regulan las relaciones
entre empleadores y el trabajo son conciliatorias, tutelares para los trabajadores y atenderán
a todos los factores económicos y sociales pertinentes. Para el trabajo agrícola la ley tomará
especialmente en cuenta sus necesidades y las zonas en que se ejecuta.

Todos los conflictos relativos al trabajo están sometidos a jurisdicción privativa. La ley esta
blecerá las normas correspondientes a esa jurisdicción y los órganos encargados de ponerlas
en práctica.

Artículo 104. Derecho de huelga y paro. Se reconoce el derecho de huelga y paro ejercido
de conformidad con la ley, después de agotados todos los procedimientos de conciliación.

Estos derechos podrán ejercerse únicamente por razones de orden económico-social. Las
leyes establecerán los casos y situaciones en que no serán permitidos la huelga y el paro.
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Artículo 105. Viviendas de los trabajadores. El Estado, a través de las entidades especí
ficas, apoyará la planificación y construcción de conjuntos habitacionales. estableciendo los
adecuados sistemas de financiamiento, que permitan atender los diferentes programas, para
que los trabajadores puedan optar a viviendas adecuadas y que llenen las condiciones de
salubridad.

Los propietarios de las empresas quedan obligados a proporcionar a sus trabajadores, en los
casos establecidos por la ley, viviendas que'llenen los requisitos anteriores.

Artículo 106. Irrenunciabílídad de los derechos laborales. Los derechos consignados en
esta sección son írrenunciables para los trabajadores, susceptibles de ser superados a través
de la contratación individual o colectiva, y en la forma que fija la ley. Para este fin el Estado
fomentará y protegerá la negociación colectiva. Serán nulas ipso jure y no obligarán a los
trabajadores, aunque se expresen en un contrato colectivo o individual de trabajo, en un
convenio o en otro documento, las estipulaciones que impliquen renuncia, disminución, tergi
versación o limitación de los derechos reconocidos a favor de los trabajadores en la Constitu
ción, en la ley, en los tratados internacionales ratificados por Guatemala, en los reglamentos
u otras disposiciones relativas al trabajo.

En caso de duda sobre la interpretación o alcance de las disposiciones legales, reglamenta
rias o contractuales en materia laboral, se interpretarán en el sentido más favorable para los
trabajadores.

SECCIÓN NOVENA
Trabajadores del Estado

Artículo 107. Trabajadores del Estado. Los trabajadores del Estado están al servicio de
la administración pública y nunca de partido político, grupo, organización o persona alguna.

Artículo 108. Régirnen de los trabajadores del Estado. Las relaciones del Estado y sus
entidades descentralizadas o autónomas con sus trabajadores se rigen por la Ley de Servi
cio Civil, con excepción de aquellas que se rijan por leyes o disposiciones propias de dichas
entidades.

Los trabajadores del Estado o de sus entidades descentralizadas y autónomas que por ley o
por costumbre reciban prestaciones que supere a las establecidas en la Ley de Servicio Civil,
conservarán ese trato.

Artículo 109. Trabajadores por planilla. Los trabajadores del Estado y sus entidades des
centralizadas o autónomas que laboren por planilla, serán equiparados en salarios, presta
ciones y derechos a los otros trabajadores del Estado.

Artículo 110. Indemnización. Los trabajadores del Estado, al ser despedidos sin causa justi
ficada, recibirán su indemnización equivalente a un mes de salario por cada año de servicios
continuos prestados. Este derecho en ningún caso excederá de diez meses de salario.
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Articulo 111. Régimen de entidades descentralizadas. Las entidades descentralizadas del
Estado, que realicen funciones económicas similares a las empresas de carácter privado,
se regirán en sus relaciones de trabajo con el personal a su servicio por las leyes laborales
comunes, siempre que no menoscaben otros derechos adquiridos.

Articulo 112. Prohibición de desempeñar más de un cargo público. Ninguna persona
puede desempeñar más de un empleo o cargo público remunerado, con excepción de quie
nes presten servicios en centros docentes o instituciones asistenciales y siempre que haya
compatibilidad en los horarios.

Articulo 113. Derecho a optar a empleos o cargos públicos. Los guatemaltecos tienen
derecho a optar a empleos o cargos públicos y para su otorgamiento no se atenderá más que
a razones fundadas en méritos de capacidad, idoneidad y honradez.

Articulo 114. Revisión a la jubilación. Cuando un trabajador del Estado que goce del bene
ficio de la jubilación, regrese a un cargo público, dicha jubilación cesará de inmediato, pero
al terminar la nueva relación laboral, tiene derecho a optar por la revisión del expediente
respectivo y a que se le otorgue el beneficio derivado del tiempo servido y del último salario
devengado, durante el nuevo cargo.

Conforme las posibilidades del Estado, se procederá a revisar periódicamente las cuantías
asignadas a jubilaciones, pensiones y montepíos.

Articulo 115. Cobertura gratuita del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social a jubi
lados. Las personas que gocen de jubilación, pensión o montepío del Estado e instituciones
autónomas y descentralizadas, tienen derecho a recibir gratuitamente la cobertura total de los
servicios médicos del Instituto Guatemalteco de Seguridad Social.

Artículo 116. Regulación de la huelga para trabajadores del Estado. Las asociaciones,
agrupaciones y los sindicatos formados por trabajadores del Estado y sus entidades descen
tralizadas y autónomas, no pueden participar en actividades de política partidista.

Se reconoce el derecho de huelga de los trabajadores del Estado y sus entidades descentra
lizadas y autónomas. Este derecho únicamente podrá ejercitarse en la forma que preceptúe
la ley de la materia y en ningún caso deberá afectar la atención de los servicios públicos
esenciales.

Articulo 117. Opción al régimen de clases pasivas. Los trabajadores de las entidades
descentralizadas o autónomas que no estén afectos a descuentos para el fondo de clases
pasivas, ni gocen de los beneficios correspondientes, podrán acogerse a este régimen y, la
dependencia respectiva, en este caso, deberá aceptar la solicitud del interesado y ordenar a
quien corresponde que se hagan los descuentos correspondientes.
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SECCION DECIMA

Régimen económico y social

Artículo 118. Principios del Régimen Económico y Social. El régimen económico y social
de la República de Guatemala se funda en principios de justicia social.

Es obligación del Estado orientar la economía nacional para lograr la utilización de los recur
sos naturales y el potencial humano, para incrementar la riqueza y tratar de lograr el pleno
empleo y la equitativa distribución del ingreso nacional.

Cuando fuere necesario, el Estado actuará complementando la iniciativa y la actividad priva
da, para el logro de los fines expresados.

Articulo 119. Obligaciones del Estado. Son obligaciones fundamentales del Estado:

a) Promover el desarrollo económico de la Nación, estimulando la iniciativa en actividades
agrícolas, pecuarias, industriales, turísticas y de otra naturaleza;

b) Promover en forma sistemática la descentralización económica administrativa, para lograr
un adecuado desarrollo regional del país;

c) Adoptar las medidas que sean necesarias para la conservación, desarrollo y aprovecha
miento de los recursos naturales en forma eficiente;

d) Velar por la elevación del nivel de vida de todos los habitantes del país, procurando el
bienestar de la familia;

e) Fomentar y proteger la creación y funcionamiento de cooperativas proporcionándoles la
ayuda técnica y financiera necesaria;

Otorgar incentivos, de conformidad con la ley, a las empresas industriales que se esta
blezcan en el interior de la República y contribuyan a la descentralización;

9) Fomentar con prioridad la construcción de viviendas populares, mediante sistemas de
finandamiento adecuados a efecto que el mayor número de familias guatemaltecas las
disfruten en propiedad. Cuando se trate de viviendas emergentes o en cooperativa, el
sistema de tenencia podrá ser diferente;

h) Impedir el funcionamiento de prácticas excesivas que conduzcan a la concentración de
bienes y medios de producción en detrimento de la colectividad'

La defensa de consumidores y usuarios en cuanto a la preservación de la calidad de los
productos de consumo interno y de exportación para garantizarles su salud, seguridad y
legítimos intereses económicos;

j) Impulsar activamente programas de desarrollo rural que tiendan a incrementar y diversificar
la producción nacional con base en el principio de la propiedad privada y de la protección
al patrimonio familiar. Debe darse al campesino y al artesano ayuda técnica y económica;

k) Proteger la formación de capital, el ahorro y la inversión;
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I) Promover el desarrollo ordenado y eficiente del comercio interior y exterior del país, fo
mentando mercados para los productos nacionales;

m) Mantener dentro de la política económica, una relación congruente entre el gasto público
y la producción nacional; y

n) Crear las condiciones adecuadas para promover la inversión de capitales nacionales y
extranjeros.

Artículo 120. intervención de empresas que prestan servicios públicos. El Estado podrá,
en caso de fuerza mayor y por el tiempo estrictamente necesario, intervenir las empresas
que prestan servicios públicos esenciales para la comunidad, cuando se obstaculizare su
funcionamiento.

Articulo 121. Bienes del Estado. Son bienes del Estado:

a) Los de dominio público;

b) Las aguas de la zona marítima que ciñe las costas de su territorio, los lagos, ríos nave
gables y sus riberas, los ríos vertientes y arroyos que sirven de limite internacional de
la República, las caídas y nacimientos de agua de aprovechamiento hidroeléctrico, las
aguas subterráneas y otras que sean susceptibles de regulación por la ley y las aguas no
aprovechadas por particulares en la extensión y término que fije la ley;

c) Los que constituyen el patrimonio del Estado, incluyendo los del municipio y de las enti
dades descentralizadas o autónomas;

d) La zona marítimo terrestre, la plataforma continental y el espacio aéreo, en la extensión y
forma que determinen las leyes o los tratados internacionales ratificados por Guatemala;

e) El subsuelo, los yacimientos de hidrocarburos y los minerales, asi como cualesquiera otras
substancias orgánicas o inorgánicas del subsuelo;

O Los monumentos y las reliquias arqueológicas;

g) Los ingresos fiscales y municipales, así como los de carácter privativo que las leyes asignen
a las entidades descentralizadas y autónomas; y

h) Las frecuencias radioeléctricas.

Articulo 122. Reservas territoriales del Estado. El Estado se reserva el dominio de una faja
terrestre de tres kilómetros a lo largo de los océanos, contados a partir de la linea superior
de las mareas; de doscientos metros alrededor de las orillas de los lagos; de cien metros a
cada lado de las riberas de los ríos navegables; de cincuenta metros alrededor de las fuentes
y manantiales donde nazcan las aguas que surtan a las poblaciones.

Se exceptúan de las expresadas reservas:

a) Los inmuebles situados en zonas urbanas; y

b) Los bienes sobre los que existen derechos inscritos en el Registro de la Propiedad, con
anterioridad al primero de marzo de mil novecientos cincuenta y seis.
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Los extranjeros necesitarán autorización del Ejecutivo, para adquirirán propiedad, inmuebles
comprendidos en las excepciones de los dos incisos anteriores. Cuando se trate de propie
dades declaradas como monumento nacional o cuando se ubiquen en conjuntos monumen
tales, el Estado tendrá derecho preferencial en toda enajenación.

Artículo 123. Limitaciones en ias fajas fronterizas. Sólo los guatemaltecos de origen, o
las sociedades cuyos miembros tengan las mismas calidades, podrán ser propietarios o po
seedores de inmuebles situados en la faja de quince kilómetros de ancho a lo largo de las
fronteras, medidos desde la línea divisoria. Se exceptúan los bienes urbanos y los derechos
inscritos con anterioridad al primero de marzo de mil novecientos cincuenta y seis.

Articulo 124. Enajenación de ios bienes nacionales. Los bienes nacionales sólo podrán
ser enajenados en la forma que determine la ley, la cual fijará las limitaciones y formalidades
a que deba sujetarse la operación y sus objetivos fiscales.

Las entidades descentralizadas o autónomas, se regirán por lo que dispongan sus leyes y
reglamentos.

Articulo 125. Explotación de recursos naturales no renovables. Se declara de utilidad y
necesidad públicas, la explotación técnica y racional de hidrocarburos, minerales y demás
recursos naturales no renovables.

El Estado establecerá y propiciará las condiciones propias para su exploración, explotación
y comercialización.

Artículo 126. Reforestación. Se declara de urgencia nacional y de interés social, la refores
tación del país y la conservación de los bosques. La ley determinará la forma y requisitos para
la explotación racional de los recursos forestales y su renovación, incluyendo las resinas, go
mas, productos vegetales silvestres no cultivados y demás productos similares, y fomentará
su industrialización. La explotación de todos estos recursos, corresponderá exclusivamente
a personas guatemaltecas, individuales o jurídicas. j

Los bosques y la vegetación en las riberas de los rios y lagos, y en las cercanías de las fuen
tes de aguas, gozarán de especial protección.

Artículo 127. Régimen de aguas. Todas las aguas son bienes de dominio público, inaliena
bles e imprescriptibles. Su aprovechamiento, uso y goce, se otorgan en la forma establecida
por la ley, de acuerdo con el interés social. Una ley específica regulará esta materia.

Artículo 128. Aprovechamiento de aguas, lagos y ríos. El aprovechamiento de las aguas
de los lagos y de los ríos, para fines agrícolas, agropecuarios, turísticos o de cualquier otra
naturaleza, que contribuya al desarrollo de la economía nacional, está al servicio de la comu
nidad y no de persona particular alguna, pero los usuarios están obligados a reforestar las
riberas y los cauces correspondientes, así como a facilitar las vías de acceso.

Artículo 129. Electrificación. Se declara de urgencia nacional, la electrificación del país, con
base en planes formulados por el Estado y las municipalidades, en la cual podrá participar la
iniciativa privada.
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Articulo 130. Prohibición de monopolios. Se prohiben los monopolios y privilegios. El Es
tado, limitará el funcionamiento de las empresas que absorban o tiendan a absorber, en
perjuicio de la economía nacional, la producción en uno o más ramos industriales o de una
misma actividad comercial o agropecuaria. Las leyes determinarán lo relativo a esta materia.
El Estado protegerá la economía de mercado e impedirá las asociaciones que tiendan a res
tringir la libertad del mercado o a perjudicar a los consumidores.

Articulo 131. Servicio de transporte comercial. Por su importancia económica en el de
sarrollo del país, se reconoce de utilidad pública, y por lo tanto, gozan de la protección del
Estado, todos los servicios de transporte comercial y turístico, sean terrestres, marítimos
o aéreos, dentro de los cuales quedan comprendidas las naves, vehículos, instalaciones y
servicios.

Las terminales terrestres, aeropuertos y puertos marítimos comerciales, se consideran bie
nes de uso público común y asi como los servicios de transporte, quedan sujetos únicamente
a la jurisdicción de autoridades civiles. Queda prohibida la utilización de naves, vehículos
y terminales, propiedad de entidades gubernamentales y del Ejército Nacional, para fines
comerciales; esta disposición no es aplicable a las entidades estatales descentralizadas que
presten servicio de transporte.

Para la instalación y explotación de cualquier servicio de transporte nacional o internacional,
es necesaria la autorización gubernamental. Para este propósito, una vez llenados los requi
sitos legales correspondientes por el solicitante, la autoridad gubernativa deberá extender la
autorización inmediatamente.

Artículo 132. Moneda. Es potestad exclusiva del Estado, emitir y regular la moneda, asi,
como formular y realizar las políticas que tiendan a crear y mantener condiciones cambia
rlas y crediticias favorables al desarrollo ordenado de la economía nacional. Las actividades
monetarias, bancadas y financieras, estarán organizadas bajo el sistema de banca central,
el cual ejerce vigilancia sobre todo lo relativo a la circulación de dinero y a la deuda pública.
Dirigirá este sistema, la Junta Monetaria, de la que depende el Banco de Guatemala, entidad
autónoma con patrimonio propio, que se regirá por su Ley Orgánica y la Ley Monetaria.

La Junta Monetaria se integra con los siguientes miembros:

a) El Presidente, quien también lo será del Banco de Guatemala, nombrado por el Presidente
de la República y por un periodo establecido en la ley;

b) Los ministros de Finanzas Públicas, Economía y Agricultura, Ganadería y Alimentación;

c) Un miembro electo por el Congreso de la República;

d) Un miembro electo por las asociaciones empresariales de comercio, industria y agricultura;

e) Un miembro electo por los presidentes de los consejos de administración o juntas directivas
de los bancos privados nacionales; y

f) Un miembro electo por el Consejo Superior de la Universidad de San Carlos de Guatemala.
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Estos tres últimos miembros durarán en sus funciones un año.

Todos ios miembros de la Junta Monetaria, tendrán suplentes, salvo el Presidente, a quien lo
sustituye el Vicepresidente y los ministros de Estado, que serán sustituidos por su respectivo
viceministro.

El Vicepresidente de la Junta Monetaria y del Banco de Guatemala, quien también será nom
brado por el Presidente de la República, podrá concurrir a las sesiones de la Junta Monetaria,
juntamente con el Presidente, con voz, pero sin voto, excepto cuando sustituya al Presidente
en sus funciones, en cuyo caso, si tendrá voto.

El Presidente, el Vicepresidente y los designados por el Consejo Superior Universitario y por
el Congreso de la República, deberán ser personas de reconocida honorabilidad y de notoria
preparación y competencia en materia económica y financiera.

Los actos y decisiones de la Junta Monetaria, están sujetos a los recursos administrativos y
al de lo contencioso-administrativo y de casación.

Artículo 133. Junta Monetaria. La Junta Monetaria tendrá a su cargo la determinación de la
política monetaria, cambiarla y crediticia del pais y velará por la liquidez y solvencia del Sis
tema Sanearlo Nacional, asegurando la estabilidad y el fortalecimiento del ahorro nacional.

Con la finalidad de garantizar la estabilidad monetaria, cambiarla y crediticia del pais, la Junta
Monetaria no podrá autorizar que el Banco de Guatemala otorgue financiamiento directo o
indirecto, garantía o aval al Estado, a sus entidades descentralizadas o autónomas ni a las
entidades privadas no bancarias. Con ese mismo fin, el Banco de Guatemala no podrá adqui
rir los valores que emitan o negocien en el mercado primario dichas entidades. Se exceptúa
de estas prohibiciones el financiamiento que pueda concederse en casos de catástrofes o de
sastres públicos, siempre y cuando el mismo sea aprobado por las dos terceras partes del nú
mero total de diputados que integran el Congreso, a solicitud del Presidente de la República.

La Superintendencia de Bancos, organizada conforme a la ley, es el órgano que ejercerá la
vigilancia e inspección de bancos, instituciones de crédito, empresas financieras, entidades
afianzadoras, de seguros y las demás que la ley disponga.

Artículo 134. Descentralización y autonomía. El municipio y las entidades autónomas y
descentralizadas, actúan por delegación del Estado.

La autonomía, fuera de los casos especiales contemplados en la Constitución de la Repú
blica, se concederá únicamente, cuando se estime indispensable para la mayor eficiencia
de la entidad y el mejor cumplimiento de sus fines. Para crear entidades descentralizadas y
autónomas, será necesario el voto favorable de las dos terceras partes del Congreso de la
República.

Se establecen como obligaciones mínimas del municipio y de toda entidad descentralizada y
autónoma, las siguientes:
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a) Coordinar su política, con la política general del Estado y, en su caso, con la especial del
Ramo a que correspondan:

b) Mantener estrecha coordinación con el órgano de planificación del Estado;

c) Remitir para su información al Organismo Ejecutivo y al Congreso de la República, sus
presupuestos detallados ordinarios y extraordinarios, con expresión de programas, pro
yectos, actividades, ingresos y egresos. Se exceptúa a la Universidad de San Carlos de
Guatemala.

Tal remisión será con fines de aprobación, cuando asi lo disponga la ley;

d) Remitir a los mismos organismos, las memorias de sus labores y los informes específicos
que les sean requeridos, quedando a salvo el carácter confidencial de las operaciones de
los particulares en los bancos e instituciones financieras en general;

e) Dar las facilidades necesarias para que el órgano encargado del control fiscal, pueda
desempeñar amplia y eficazmente sus funciones; y

f) En toda actividad de carácter internacional, sujetarse a la política que trace el Organismo
Ejecutivo.

De considerarse inoperante el funcionamiento de una entidad descentralizada, será suprimi
da mediante el voto favorable de las dos terceras partes del Congreso de la República.

CAPITULO 11!

Deberes y derechos cívicos y políticos

Artículo 135. Deberes y derechos cívicos. Son derechos y deberes de los guatemaltecos,
demás de los consignados en otras normas de la Constitución y leyes de la República, los
siguientes;

a) Servir y defender a la Patria;

b) Cumplir y velar, porque se cumpla la Constitución de la República;

c) Trabajar por el desarrollo cívico, cultural, moral, económico y social de los guatemaltecos;

d) Contribuir a los gastos públicos, en la forma prescrita por la ley;

e) Obedecer las leyes;

f) Guardar el debido respeto a las autoridades; y

g) Prestar servicio militar y social, de acuerdo con la ley.

Artículo 136. Deberes y derechos políticos. Son derechos y deberes de los ciudadanos:

a) Inscribirse en el Registro de Ciudadanos;
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b) Elegir y ser electo;

c) Velar por la libertad y efectividad del sufragio y la pureza del proceso electoral;

d) Optar a cargos públicos;

e) Participar en actividades políticas; y

f) Defender el principio de alternabilidad y no reelección en el ejercicio de la Presidencia de-
la República.

Artículo 137. Derecho de petición en materia política. El derecho de petición en material
política, corresponde exclusivamente a los guatemaltecos.

Toda petición eri esta materia, deberá ser resuelta y notificada, en un término que no exceda¡
de ocho días. Si la autoridad no resuelve en ese término, se tendrá por denegada la petición
y el interesado podrá interponer los recursos de ley.

CAPÍTULO IV

Limitación a los derechos constitucionales

Articulo 138. Limitación a los derechos constitucionales. Es obligación del Estado y de
las autoridades, mantener a los habitantes de la Nación, en el pleno goce de los derechos
que la Constitución garantiza. Sin embargo, en caso de invasión del territorio, de perturbación
grave de a paz, de actividades contra la seguridad del Estado o calamidad pública, podrá
cesar la plena vigencia de los derechos a que se refieren los artículos 5o.. 6o., 9o., 26, 33,
primer párrafo del articulo 35, segundo párrafo del artículo 38 y segundo párrafo del artículo
116.

Al concurnr cualquiera de los casos que se indican en el párrafo anterior, el Presidente de
¡a República, hara la declaratoria correspondiente, por medio de decreto dictado en Consejo
de Ministros y se aplicaran las disposiciones de la Ley de Orden Público. En el estado de
prevención, no sera necesaria esta formalidad.

El decreto especificará:

a) Los motivos que lo justifiquen;

b) Los derechos que no puedan asegurarse en su plenitud;

c) El territorio que afecte; y

d) El tiempo que durará su vigencia.

Además, en el propio decreto, se convocará al Congreso, para que dentro del término de tres
días, lo conozca, lo ratifique, modifique o impruebe. En caso de que el Congreso estuviere
reunido, deberá conocerlo inmediatamente.
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Los efectos del decreto no podrán exceder de treinta días por cada vez. Si antes de que
venza el plazo señalado, hubieren desaparecido las causas que motivaron el decreto, se le
hará cesar en sus efectos y para este fin, todo ciudadano tiene derecho a pedir su revisión.
Vencido el plazo de treinta dias, automáticamente queda restablecida la vigencia plena de los
derechos, salvo que se hubiere dictado nuevo decreto en igual sentido. Cuando Guatemala
afronte un estado real de guerra, el decreto no estará sujeto a las limitaciones de tiempo,
consideradas en el párrafo anterior.

Desaparecidas las causas que motivaron el decreto a que se refiere este articulo, toda per
sona tiene derecho a deducir las responsabilidades legales procedentes, por los actos inne
cesarios y medidas no autorizadas por la Ley de Orden Público.

Articulo 139. Ley de Orden Público y Estados de Excepción. Todo lo relativo a esta
materia, se regula en la Ley Constitucional de Orden Público.

La Ley de Orden Público, no afectará el funcionamiento de los organismos del Estado y sus
miembros gozarán siempre de las inmunidades y prerrogativas que les reconoce la ley; tam
poco afectará el funcionamiento de los partidos politicos.

La Ley de Orden Público, establecerá las medidas y facultades que procedan, de acuerdo
con la siguiente gradación:

a) Estado de prevención;

b) Estado de alarma:

c) Estado de calamidad pública;

d) Estado de sitio; y

e) Estado de guerra.

TÍTULO lil
El Estado

CAPITULO I

El Estado y su forma de gobierno

Artículo 140. Estado de Guatemala. Guatemala es un Estado libre, independiente y sobera
no, organizado para garantizar a sus habitantes el goce de sus derechos y de sus libertades.

Su sistema de Gobierno es republicano, democrático y representativo.

Articulo 141. Soberanía. La soberanía radica en el pueblo quien la delega, para su ejercicio,
en los Organismos Legislativo, Ejecutivo y Judicial. La subordinación entre los mismos, es
prohibida.
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Articulo 142. De la soberanía y el territorio. El Eslado ejerce plena soberanía, sobre;

a) El territorio nacional integrado por su suelo, subsuelo, aguas interiores, el mar territorial
en la extensión que fija la ley y el espacio aéreo que se extiende sobre los mismos;

b) La zona contigua del mar adyacente al mar territorial, para el ejercicio de determinadas
actividades reconocidas por el derecho internacional; y

c) Los recursos naturales y vivos del lecho y subsuelo marinos y los existentes en las aguas
adyacentes a las costas fuera del mar territorial, que constituyen la zona económica ex
clusiva, en la extensión que fija la ley, conforme la práctica Internacional.

Articulo 143. Idioma oficial. El Idioma oficial de Guatemala, es el español. Las lenguas ver
náculas, forman parte del patrimonio cultural de la Nación.

CAPITULO II

Nacionalidad y ciudadanía

Articulo 144. Nacionalidad de origen. Son guatemaltecos de origen, los nacidos en el terri
torio de la República de Guatemala, naves y aeronaves guatemaltecas y los hijos de padre
o rnadre guatemaltecos, nacidos en el extranjero. Se exceptúan los hijos de funcionarios
diplomáticos y de quienes ejerzan cargos legalmente equiparados.

A ningún guatemalteco de origen, puede privársele de su nacionalidad.

Articulo 145. Nacionalidad de centroamericanos. También se consideran guatemaltecos
de origen, a los nacionales pornacimiento, de las repúblicas que constituyeron la Federa
ción de Centroamérica, si adquieren domicilio en Guatemala y manifestaren ante autoridad
competente, su deseo de ser guatemaltecos. En este caso podrán conservar su nacionalidad
de origen, sin perjuicio de lo que se establezca en tratados o convenios centroamericanos.

Articulo 146. Naturalización. Son guatemaltecos, quienes obtengan su naturalización, de
conformidad con (a ley.

Los guatemaltecos naturalizados, tienen los mismos derechos que los de origen salvo las
limitaciones que establece esta Constitución. '

Articulo 147. Ciudadanía. Son ciudadanos los guatemaltecos mayores de dieciocho años
de edad. Los ciudadanos no tendrán más limitaciones, que las que establecen ésta Consti
tución y la ley.

Articulo 148. Suspensión, pérdida y recuperación de la ciudadanía. La ciudadanía
suspende, se pierde y se recobra de conformidad con lo que preceptúa la ley. se
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CAPÍTULO III

Relaciones internacionales del Estado

Articulo 149. De las relaciones internacionales. Guatemala normará sus relaciones con

otros Estados, de conformidad con los principios, reglas y prácticas internacionales con el
propósito de contribuir al mantenimiento de la paz y la libertad, al respeto y defensa de los
derechos humanos, al fortalecimiento de los procesos democráticos e instituciones interna
cionales que garanticen el beneficio mutuo y equitativo entre los Estados.

Artículo 150. De la comunidad centroamericana. Guatemala, como parte de la comuni
dad centroamericana, mantendrá y cultivará relaciones de cooperación y solidaridad con los
demás Estados que formaron la Federación de Centroamérica; deberá adoptar las medidas
adecuadas para llevar a la práctica, en forma parcial o total, la unión política o económica
de Centroamérica. Las autoridades competentes están obligadas a fortalecer la integración
económica centroamericana sobre bases de equidad.

Articulo 151. Relaciones con Estados afines. El Estado mantendrá relaciones de amistad,
solidaridad y cooperación con aquellos Estados, cuyo desarrollo económico, social y cultural,
sea análogo al de Guatemala, con el propósito de encontrar soluciones apropiadas a sus
problemas comunes y de formular conjuntamente, políticas tendientes al progreso de las
naciones respectivas.

TÍTULO IV

Poder Público

CAPITULO I

Ejerciclo del Poder Público

Articulo 152. Poder Público. El poder proviene del pueblo. Su ejercicio está sujeto a las
limitaciones señaladas por esta Constitución y la ley.

Ninguna persona, sector del pueblo, fuerza armada o política, puede arrogarse su ejercicio.

Articulo 153. Imperio de la ley. El imperio de la ley se extiende a todas las personas que se
encuentren en el territorio de la República.

Artículo 154. Función pública; sujeción a la ley. Los funcionarios son depositarios de la
autoridad, responsables legalmente por su conducta oficial, sujetos a la ley y jamás superio
res a ella.
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Los funcionaríos y empleados públicos están al servicio del Estado y no de partido político
alguno.

La función pública no es delegable, excepto en los casos señalados por la ley, y no podrá
ejercerse sin prestar previamente juramento de fidelidad a la Constitución.

Artículo 155. Responsabilidad por infracción a la ley. Cuando un dignatario, funcionario o
trabajador del Estado, en el ejercicio de su cargo, infrinja la ley en perjuicio de particulares, el
Estado o la institución estatal a quien sirva, será solidariamente responsable por los daños y
perjuicios que se causaren.

La responsabilidad civil de los funcionarios y empleados públicos, podrá deducirse mientras
no se hubiere consumado la prescripción, cuyo término será de veinte años.

La responsabilidad criminal se extingue, en este caso, por el transcurso del doble del tiempo
señalado por la ley para la prescripción de la pena.

Ni los guatemaltecos ni los extranjeros, podrán reclamar al Estado, indemnización por daños
o perjuicios causados por movimientos armados o disturbios civiles.

Articulo 156. No obligatoriedad de órdenes iiegaies. Ningún funcionario o empleado pú
blico, civil o militar, está obligado a cumplir órdenes manifiestamente ilegales o que impliquen
la comisión de un delito.

CAPÍTULO II

Organismo Legislativo

SECCIÓN PRIMERA
Congreso

Articulo 157. Potestad legislativa e integración del Congreso de la República. La potes-
a  egislativa corresponde al Congreso de la República, compuesto por diputados electos
drrectarnente por el pueblo en sufragio universal y secreto, por el sistema de distritos electo
rales y lista nacional, para un período de cuatro años, podiendo ser reelectos.

Cada uno de los departamentos de la República, constituye un distrito electoral. El Municipio
de Guatemala forma el distrito central y los otros municipios del departamento de Guatemala
constituyen el distrito de Guatemala. Por cada distrito electoral deberá elegirse como míni
mo un diputado. La ley establece el número de diputados que corresponda a cada distrito
de acuerdo a su población. Un número equivalente al veinticinco por ciento de diputados
distritales será electo directamente como diputados por lista nacional.
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En caso de falta definitiva de un diputado se declarará vacante el cargo. Las vacantes se
llenarán, según el caso, llamando al postulado que aparezca en la respectiva nómina distrital
o lista nacional a continuación del último cargo adjudicado.

Articulo 158. Sesiones del Congreso. El periodo anual de sesiones del Congreso se inicia
el catorce de enero de cada año sin necesidad de convocatoria. El Congreso se reunirá en
sesiones ordinarias del catorce de enero al quince de mayo y del uno de agosto al treinta de
noviembre de cada año. Se reunirá en sesiones extraordinarias cuando sea convocado por la
Comisión Permanente o por el Organismo Ejecutivo para conocer los asuntos que motivaron
la convocatoria. Podrá conocer de otras materias con el voto favorable de la mayoría absoluta
del total de diputados que lo integran. El veinticinco por ciento de diputados o más tiene dere
cho de pedir a la Comisión Permanente la convocatoria del Congreso por razones suficientes
de necesidad y conveniencia públicas. Si la solicitare por lo menos la mitad más uno del total
de diputados, la Comisión Permanente deberá proceder inmediatamente a la convocatoria.

Artículo 159. Mayoría para resoluciones. Las resoluciones del Congreso, deben tomarse
con el voto favorable de la mayoría absoluta de los miembros que lo integran, salvo los casos
en que la ley exija un número especial.

Artículo 160. Autorización a diputados para desempeñar otro cargo. Los diputados pue
den desempeñar el cargo de ministro o funcionario de Estado o de cualquier otra entidad es
centralizada o autónoma. En estos casos deberá concedérseles permiso por el tiempo que
duren en sus funciones ejecutivas. En su ausencia temporal, se procederá de con ormi a
con el último párrafo del articulo 157.

Artículo 161. Prerrogativas de los diputados. Los diputados son representantes del pueblo
y dignatarios de la Nación: como garantía para el ejercicio de sus funciones gozaran, es e
el día que se les declare electos, de las siguientes prerrogativas.

a) Inmunidad personal para no ser detenidos ni juzgados, si la Corte Suprema de Justicia no
declara previamente que ha lugar a formación de causa, después de conocer el in orme
del juez pesquisidor que deberá nombrar para el efecto. Se exceptúa el caso de flagrante
delito en que el diputado sindicado deberá ser puesto inmediatamente a disposición de
la Junta Directiva o Comisión Permanente del Congreso para los efectos del antejuicio
correspondiente.

b) Irresponsabilidad por sus opiniones, por su iniciativa y por la manera de tratar los negocios
públicos, en el desempeño de su cargo.

Todas las dependencias del Estado tienen la obligación de guardar a los diputados las con
sideraciones derivadas de su alta investidura. Estas prerrogativas no autorizan arbitrariedad,
exceso de iniciativa personal o cualquier orden de maniobra tendientes a vulnerar el principio
de no reelección para el ejercicio de la Presidencia de la República. Sólo el Congreso será
competente para juzgar y calificar si ha habido arbitrariedad o exceso y para imponer las
sanciones disciplinarias pertinentes.
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Hecha la declaratoria a que se refiere el inciso a) de este artículo, los acusados quedan. 
sujetos a la jurisdicción de juez competente. Si se les decretare prisión provisional quedan 
suspensos en sus funciones en tanto no se revoque el auto de prisión. 

En caso de sentencia condenatoria firme, el cargo quedará vacante. 

Artículo 162. Requisitos para el cargo de diputado. Para ser electo diputado se requiere 
ser guatemalteco de origen y estar en el ejercicio de sus derechos ciudadanos . 

.. , 
Artículo 163. Junta Directiva y Comisión Permanente. El Congreso elegirá, cada año, su 
Junta Directiva. Antes de clausurar su período de sesiones ordinarias elegirá la Comisión 
Permanente, presidida por el Presidente del Congreso, la cual funcionará mientras el Con­
greso no esté reunido. 

La integración y las atribuciones de la Junta Directiva y de la Comisión Permanente serán 
fijadas en la Ley de Régimen Interior. 

Artículo 164. Prohibiciones y compatibilidades. No pueden ser diputados: 

a) Los funcionarios y empleados de los Organismos Ejecutivo, Judicial y del Tribunal y Con­
traloría de Cuentas, así como los Magistrados del Tribunal Supremo Electoral y el Director 
del Registro de Ciudadanos; 

b) Quienes desempeñen funciones docentes y los profesionales al servicio de establecimientos 
de asistencia social, están exceptuados de la prohibición anterior; 

a) Los contratistas de obras o empresas públicas que se costeen con fondos del Estado o del 
municipio, sus fiadores y los que de resultas de tales obras o empresas, tengan pendiente 
reclamaciones de interés propio; 

b) Los parientes del Presidente de la República y los del Vicepresidente dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o segundo de afinidad; 

e) Los que habiendo sido condenados en juicio de cuentas por sentencia firme, no hubieren 
solventado sus responsabilidades; 

d) Quienes representen los intereses de compañías o personas individuales que exploten 
servicios públicos; y 

e) Los militares en servicio activo. 

Si al tiempo de su elección, o posteriormente, el electo resultare incluido en cualquiera de las 
prohibiciones contenidas en este artículo, se declarará vacante su puesto. Es nula la elección 
de diputado que recaiga en funcionario que ejerza jurisdicción en el distrito electoral que lo 
postule, o que la hubiere ejercido tres meses antes de la fecha en que se haya convocado a 
la elección. 

El cargo de diputado es compatible con el desempeño de misiones diplomáticas temporales 
o especiales y con la representación de Guatemala en congresos internacionales. 
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SECCIÓN SEGUNDA 
Atribuciones del Congreso 

Artículo 165. Atribuciones. Corresponde al Congreso de la República: 

a) Abrir y cerrar sus períodos de sesiones; 
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b) Recibir el juramento de ley al Presidente y Vicepresidente de la República, al Presidente 
del Organismo Judicial y darles posesión de sus cargos; 

e) Aceptar o no la renuncia del Presidente o del Vicepresidente de la República. El Congreso 
comprobará la autenticidad de la renuncia respectiva; 

d) Dar posesión de la Presidencia de la República, al Vicepresidente en caso de ausencia 
absoluta o temporal del Presidente; 

e) Conocer con anticipación, para los efectos de la sucesión temporal, de la ausencia del 
territorio nacional del Presidente y Vicepresidente de la República. En ningún caso podrán 
ausentarse simultáneamente el Presidente y Vicepresidente. 

f) Elegir a los funcionarios que, de conformidad con la Constitución y la ley, deban ser de­
signados por el Congreso; aceptarles o no la renuncia y elegir a las personas que han de 
sustituirlos; 

g) Desconocer al Presidente de la República si, habiendo vencido su período constitucional, 
continúa en el ejercicio del cargo. En tal caso, el Ejército pasará automáticamente a de­
pender del Congreso; 

h) Declarar si ha lugar o no a formación de causa contra el Presidente y Vicepresidente de 
la República, Presidente y Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Tribunal Su­
premo Electoral y de la Corte de Constitucionalidad, Ministros, Viceministros de Estado 
cuando estén encargados del despacho, Secretarios de la Presidencia de la República. 
Subsecretarios que los sustituyan, Procurador de los Derechos Humanos, Fiscal General 
Y Procurador General de la Nación. 

Toda resolución sobre esta materia ha de tomarse con el voto favorable de las dos terceras 
partes del número total de diputados que integran el Congreso; 

i) Declarar, con el voto de las dos terceras partes del número total de diputados que integran 
el Congreso, la incapacidad física o mental del Presidente de la República para el ejercicio 
del cargo. La declaratoria debe fundarse en dictamen previo de una comisión de cinco 
médicos, designados por la Junta Directiva del Colegio respectivo a solicitud del Congreso; 

j) Interpelar a los ministros de Estado; y 

D bis) Conceder condecoraciones propias del Congreso de la República, a guatemaltecos 
y extranjeros. 

k) Todas las demás atribuciones que le asigne la Constitución y otras leyes. 
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Artículo 166.1nterpelaciones a ministros. Los ministros de Estado, tienen la obligación de 
presentarse al Congreso, a fin de contestar las interpelaciones que se les formulen por uno o 
más diputados. Se exceptúan aquéllas que se refieran a asuntos diplomáticos u operaciones 
militares pendientes. 

Las preguntas básicas deben comunicarse al ministro o ministros interpelados, con cuarenta 
y ocho horas de anticipación. Ni el Congreso en pleno, ni autoridad alguna, podrá limitar a los 
diputados al Congreso el derecho de interpelar, calificar las preguntas o restringirlas. 

Cualquier diputado puede hacer las preguntas adicionales que estime pertinentes relaciona­
das con el asunto o asuntos que motiven la interpelación y de ésta podrá derivarse el plan­
teamiento de un voto de falta de confianza que deberá ser solicitado por cuatro diputados, 
por lo menos, y tramitado sin demora, en la misma sesión o en una de las dos inmediatas 
siguientes. 

Artículo 167. Efectos de la interpelación. Cuando se planteare la interpelación de un minis·. 
tro, éste no podrá ausentarse del país, ni excusarse de responder en forma alguna. 

Si se emitiere voto de falta de confianza a un ministro, aprobado por no menos de la mayorla 
absoluta del total de diputados al Congreso, el ministro presentará inmediatamente su dimi· 
sión. El Presidente de la República podrá aceptarla, pero si considera en Consejo de Minis· 
tras, que el acto o actos censurables al ministro se ajustan a la conveniencia nacional Y a la 
política del gobierno, el interpelado podrá recurrir ante el Congreso dentro de los ocho días. 
a partir de la fecha del voto de falta de confianza. Si no lo hiciere, se le tendrá por separado: 
de su cargo e inhábil para ejercer el cargo de ministro de Estado por un período no menor, 
de seis meses. · 

Si el ministro afectado hubiese recurrido ante el Congreso, después de oídas las explicacio­
nes presentadas y discutido el asunto y ampliada la interpelación, se votará sobre la ratifica· 
ción de la falta de confianza, cuya aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos terceras 
partes que integran el total de diputados al Congreso. Si se ratificara el voto de falta de con· 
fianza, se tendrá al ministro por separado de su cargo de inmediato. 

En igual forma, se procederá cuando el voto de falta de confianza se emitiere contra varios 
ministros y el número no puede exceder de cuatro en cada caso. 

Artículo 168. Asistencia de Ministros al Congreso. Cuando para el efecto sean invitados, 
los Ministros de Estado están obligados a asistir a las sesiones del Congreso, de las comi· 
sienes y de los bloques legislativos. No obstante, en toda caso podrán asistir y participar con 
voz en toda discusión atinente a materias de su competencia. Podrán hacerse representar 
por los Viceministros. 

Todos Jos funcionarios y empleados públicos están obligados a acudir e informar al Congreso, 
cuanto éste, sus comisiones o bloques legislativos lo consideren necesario . 
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Artículo 169. Convocatoria a elecciones por el Congreso. Es obligación del Congreso, 
o en su defecto de la Comisión Permanente, convocar sin demora a elecciones generales 
cuando en la fecha indicada por la Ley, el Tribunal Supremo Electoral no lo hubiere hecho. 

Artículo 170. Atribuciones específicas. Son atribuciones específicas del Congreso: 

a) Calificar las credenciales que extenderá el Tribunal Supremo Electoral a los diputados 
electos; 

b) Nombrar y remover a su personal administrativo. Las relaciones del Organismo Legislativo 
con su personal administrativo, técnico y de servicios, será regulado por una ley específica, 
la cual establecerá el régimen de clasificación, de sueldos, disciplinario y de despidos; 

Las ventajas laborales del personal del Organismo Legislativo, que se hubieren obtenido 
por ley, acuerdo interno, resolución o por costumbre, no podrán ser disminuidas o tergi­
versadas; 

e) Aceptar o no las renuncias que presentaren sus miembros; 

d) Llamar a los diputados suplentes en caso de muerte, renuncia, nulidad de elección, permiso 
temporal o imposibilidad de concurrir de los propietarios; y 

e) Elaborar y aprobar su presupuesto, para ser incluido en el del Estado. 

Artículo 171. Otras atribuciones del Congreso. Corresponde también al Congreso: 

a} Decretar, reformar y derogar las leyes; 

b) Aprobar, modificar o improbar, a más tardar treinta días antes de entrar en vigencia, el 
Presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado. El Ejecutivo deberá enviar el proyecto 
de presupuesto al Congreso con ciento veinte días de anticipación a la fecha en que 
principiará el ejercicio fiscal. Si al momento de iniciarse el año fiscal el presupuesto no 
hubiere sido aprobado por el Congreso, regirá de nuevo el presupuesto en vigencia en 
el ejercicio anterior, el cual podrá ser modificado o ajustado por el Congreso; 

e) Decretar impuestos ordinarios y extraordinarios conforme a las necesidades del Estado y 
determinar las bases de su recaudación; 

d) Aprobar o improbar anualmente, en todo o en parte, y previo informe de la Contraloría de 
Cuentas, el detalle y justificación de todos los ingresos y egresos de las finanzas públicas, 
que le presente el Ejecutivo sobre el ejercicio fiscal anterior; 

e) Decretar honores públicos por grandes servicios prestados a la Nación. En ningún caso 
podrán ser otorgados al Presidente o Vicepresidente de la República, en el período de su 
gobierno, ni a ningún otro funcionario en el ejercicio de su cargo; 

f) Declarar la guerra y aprobar o improbar los tratados de paz; 
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g) Decretar amnistía por delitos políticos y comunes conexos cuando lo exija la convenienci~ 
pública; 

h) Fijar las características de la moneda, con opinión de la Junta Monetaria. 

i) Contraer, convertir, consolidar o efectuar otras operaciones relativas a la deuda pública 
interna o externa. En todos los casos deberá oírse previamente las opiniones del Ejecutivo 
y de la Junta Monetaria; 

Para que el Ejecutivo, la Banca Central o cualquier otra entidad estatal pueda concluir 
negociaciones de empréstitos u otras formas de deudas. en el interior o en el exterior, será 
necesaria la aprobación previa del Congreso. así como para emitir obligaciones de toda 
clase; 

j) Aprobar o improbar los proyectos de ley que sobre reclamaciones al Estado, por crédit~ 
no reconocidos, sean sometidos a su conocimiento por el Ejecutivo y señalar asignaciones 
especiales para su pago o amortización. Velar porque sean debidamente pagados los 
créditos contra el Estado y sus instituciones derivados de condenas de los tribunales; 

k) Decretar, a solicitud del Organismo Ejecutivo, reparaciones o indemnizaciones en caso de 
reclamación internacional, cuando no se haya recurrido a arbitraje o a juicio internacional; 

1) Aprobar, antes de su ratificación, los tratados , convenios o cualquier arreglo internacional 
cuando: 

1) Afecten a leyes vigentes para las que esta Constitución requiera la misma mayoría de 
votos. 

2) Afecten el dominio de la Nación, establezcan la unión económica o política de Centro­
américa, ya sea parcial o total, o atribuyan o transfieran competencias a organismos, 
instituciones o mecanismos creados, dentro de un ordenamiento jurídico comunitario 
concentrado para realizar objetivos regionales y comunes en el ambito centroamericano. 

3) Obliguen financieramente al Estado, en proporción que exceda al uno por ciento del 
Presupuesto de Ingresos Ordinarios o cuando el monto de la obligación sea indeter· 
minado. · 

4) Constituyan compromiso para someter cualquier asunto a decisión judicial o arbitraje 
internacionales. 

S) Contengan cláusula general de arbitraje o de sometimiento a jurisdicción internacional; 
y 

m) Nombrar comisiones de investigación en asuntos específicos de la administración pública1 

que planteen problemas de interés nacional. 

Articulo 172 Mayoría calificada. Aprobar antes de su ratifi.cación, con el voto de las dos 
terceras partes del total de diputados que integran el Congreso, los tratados, convenios o 
cualquier arreglo internacional, cuando: 
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a} Se refieran al paso de ejércitos extranjeros por el territorio nacional o al establecimiento 
temporal de bases militares extranjeras; y 

b} Afecten o puedan afectar la seguridad del Estado o pongan fin a un estado de guerra. 

Artículo 173. Procedimiento Consultivo. Las decisiones políticas de especial trascenden­
cia deberán ser sometidas a procedimiento consultivo de todos los ciudadanos. 

La consulta será convocada por el Tribunal Supremo Electoral a iniciativa del Presidente de 
la República o del Congreso de la República, que fijarán con precisión la o las preguntas que 
se someterán a los ciudadanos. 

La Ley Constitucional Electoral regulará lo relativo a esta institución. 

SECCIÓN TERCERA 
Formación y Sanción de la Ley 

Artículo 174. Iniciativa de ley. Para la formación de las leyes tienen iniciativa los diputados 
al Congreso, el Organismo Ejecutivo, la Corte Suprema de Justicia, la Universidad de San 
Carlos de Guatemala a y el Tribunal Supremo Electoral. 

Artículo 175. Jerarquía constitucional. Ninguna ley podrá contrariar las disposiciones de 
la Constitución. Las leyes que violen o tergiversen los mandatos constitucionales son nulas 
ipso jure. 

Las leyes calificadas como constitucionales requieren, para su reforma, el voto de las dos 
terceras partes del total de diputados que integran el Congreso, previo dictamen favorable de 
la Corte de Constitucionalidad. 

Artículo 176. Presentación y discusión. Presentado para su trámite un proyecto de ley, se 
observará el procedimiento que prescribe la Ley Orgánica y de Régimen Interior del Orga­
nismo Legislativo. Se pondrá a discusión en tres sesiones celebradas en distintos días y no 
podrá votarse hasta que se tenga por suficientemente discutido en la tercera sesión. Se ex­
ceptúan aquellos casos que el Congreso declare de urgencia nacional con el voto favorable 
de las dos terceras partes del número total de diputados que lo integran. 

Artículo 177. Aprobación, sanción y promulgación. Aprobado un proyecto de ley, la Junta 
Directiva del Congreso de la República, en un plazo no mayor de diez días, lo enviará al Eje­
cutivo para su sanción, promulgación y publicación. 

Artículo 178. Veto. Dentro de los quince días de recibido el decreto y previo acuerdo tomado 
en Consejo de Ministros, el Presidente de la República podrá devolverlo al Congreso con 
las observaciones que estime pertinentes, en ejercicio de su derecho de veto. Las leyes no 
podrán ser vetadas parcialmente. 

Si el Ejecutivo no devolviere el decreto dentro de los quince días siguientes a la fecha de 
su recepción, se tendrá por sancionado y el Congreso lo deberá promulgar como ley dentro 
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de los ocho días siguientes. En caso de que el Congreso clausurare sus sesiones antes de 
que expire el plazo en que puede ejercitarse el veto, el Ejecutivo deberá devolver el decreto 
dentro de los primeros ocho días del siguiente periodo de sesiones ordinarias. 

Artículo 179. Primacía legislativa. Devuelto el decreto al Congreso, la Junta Directiva lo 
deberá poner en conocimiento del Pleno en la siguiente sesión, y el Congreso. en un plazo 
no mayor de treinta días, podrá reconsiderarlo o rechazarlo. Si no fueren aceptadas las ra­
zones del veto Y el Congreso rechazare el veto por las dos terceras partes del total de sus 
miembros, el Ejecutivo deberá, obligad amente sancionar y promulgar el decreto dentro de los 
ocho días siguientes de haberlo recibido. Si el Ejecutivo no lo hiciere, la Junta Directiva def 
Congreso ordenará su publicación en un plazo que no excederá de tres días, para que surta 
efectos como ley de la República. 

Artículo 180. Vigencia. La ley empieza a regir en todo el territorio nacional, ocho días des­
pués de su publicación íntegra en el Diario Oficial, a menos que la misma ley amplíe o res­
trinja dicho plazo o su ámbito territorial de aplicación. 

Artículo 181. Disposiciones del Congreso. No necesitan de sanción del Ejecutivo las dis­
posiciones del Congreso relativas a su Régimen Interior y las contenidas en los artículos 165 
y 170 de esta Constitución. 

CAPÍTULO 111 

Organismo Ejecutivo 

SECCIÓN PRIMERA 
Presidente de la República 

Artículo 182. Presidencia de la República e integración del Organismo Ejecutivo. El 
Presidente de la República es el Jefe del Estado de Guatemala y ejerce las funciones del 
Organismo Ejecutivo por mandato del pueblo. 

El Presidente de la República actuará siempre con los Ministros, en Consejo o separada.. 
mente con uno o más de ellos; es el Comandante General del Ejército, representa la unidad 
nacional y deberá velar por los intereses de toda la población de la República. 

El Presidente de la República juntamente con el Vicepresidente, los Ministros, Viceministros y 
demás funcionarios dependientes integran el Organismo Ejecutivo y tienen vedado favorecer 
a partido político alguno. 

Artículo 183. Funciones del Presidente de fa República. Son funciones del Presidente de 
la República: 

a) Cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes; 
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b) Proveer a la defensa y a la seguridad de la Nación, así como a la conservación del orden 

público; 

e) Ejercer el mando de las Fuerzas Armadas de la Nación con todas las funciones y atribu­
ciones respectivas. 

d) Ejercer el mando de toda la fuerza pública; 

e) Sancionar, promulgar, ejecutar y hacer que se ejecuten las leyes, dictar los decretos para 
los que estuviere facultado por la Constitución, así como los acuerdos, reglamentos y 
órdenes para el estricto cumplimiento de las leyes, sin alterar su espíritu; 

f) Dictar las disposiciones que sean necesarias en tos casos de emergencia grave o de 
calamidad pública, debiendo dar cuenta al Congreso en sus sesiones inmediatas; 

g) Presentar iniciativas de ley al Congreso de la República; 

h) Ejercer el derecho de veto con respecto a las leyes emitidas por el Congreso, salvo los 
casos en que no sea necesaria la sanción del Ejecutivo de conformidad con la Constitución; 

i) Presentar anualmente al Congreso de la República, al iniciarse su período de sesiones, 
informe escrito de la situación general de la República y de los negocios de su adminis­
tración realizados durante el año anterior; 

j) Someter anualmente al Congreso, para su aprobación, con no menos de ciento veinte 
días de anticipación a la fecha en que principiará el ejercicio fiscal por medio del ministerio 
respectivo, el proyecto de presupuesto que contenga en forma programática, el detalle de 
los ingresos y egresos del Estado. Si el Congreso no estuviere reunido deberá celebrar 
sesiones extraordinarias para conocer el proyecto; 

k) Someter a la consideración del Congreso para su aprobación, y antes de su ratificación, 
los tratados y convenios de carácter internacional y los contratos y concesiones sobre 
servicios públicos; 

1) Convocar al Organismo Legislativo a sesiones extraordinarias cuando los intereses de la 
República lo demanden; 

m) Coordinar en Consejo de Ministros, la política de desarrollo de la Nación; 

n) Presidir el Consejo de Ministros y ejercer la función de superior jerárquico de los funcio­
narios y empleados del Organismo Ejecutivo; 

ñ) Mantener la integridad territorial y la dignidad de la Nación; 

o) Dirigir la política exterior y las relaciones internacionales; celebrar, ratificar y denunciar 
tratados y convenios de conformidad con la Constitución; 

P) Recibir a los representantes diplomáticos, así como expedir y retirar el exequátur a los 
cónsules; 

q) Administrar la hacienda pública con arreglo a la ley; 
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r) Exonerar de multas y recargos a Jos contribuyentes que hubieren incurrido en ellas por no 
cubrir los impuestos dentro de los términos legales o por actos u omisiones en el orden 
administrativo; 

s) Nombrar y remover a los Ministros de Estado, Viceministros, Secretarios y Subsecretarios 
de la Presidencia, embajadores y demás funcionarios que le corresponda conforme a la 
ley; 

t) Conceder jubilaciones, pensiones y montepíos de conformidad con la ley; 

u) Conceder condecoraciones a guatemaltecos y extranjeros; y 

v) Dentro de los quince días siguientes de concluido, informar al Congreso de la República· 
sobre el propósito de cualquier viaje que hubiere realizado fuera del territorio nacional Y 
acerca de los resultados del mismo. · 

w) Someter cada cuatro meses al Congreso de la República, por medio del ministerio respec-
tivo, un informe analítico de la ejecución presupuestaria, para su conocimiento Y controL 

x) Todas las demás funciones que le asigne esta Constitución o la ley. 

Artículo 184. Elección del Presidente y Vicepresidente de la República. El Presidente y1 

Vicepresidente de la República serán electos por el pueblo para un periodo improrrogable de' 
cuatro años, mediante sufragio universal y secreto. 

Si ninguno de los candidatos obtiene la mayoría absoluta se procederá a segunda elección. 
dentro de un plazo no mayor de sesenta ni menor de cuarenta y cinco días, contados 81 

partir de la primera y en día domingo, entre los candidatos que hayan obtenido las dos más 
altas mayorías relativas. 

Artículo 185. Requisitos para optar a los cargos de Presidente o Vicepresidente de la 
República. Podrán optar a cargo de Presidente o Vicepresidente de la República, los guate-; 
maltecos de origen que sean ciudadanos en ejercicio y mayores de cuarenta años. 

Artículo 186. Prohibiciones para optar a los cargos de Presidente o Vicepresidente efe, 
la República. No podrán optar al cargo de Presidente o Vicepresidente de la República: 

a) El caudillo ni los tefes de un golpe de Estado, revolución armada o movimiento similar,. 
que haya alterado el orden constitucional, ni quienes como consecuencia de tales; 
hechos asuman la Jefatura de Gobierno; 

b) La persona que ejerza la Presidencia o Vicepresidencia de la República cuando se hag, 
la elección para dicho cargo, o que la hubiere ejercido durante cualquier tiempo dentro det 
período presidencial en que se celebren las elecciones; 

e) Los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad del Pre­
sidente o Vicepresidente de la República, cuando este último se encuentre ejerciendo la· 
Presidencia, y los de las personas a que se refiere el inciso primero de este artículo; 

d) El que hubiese sido ministro de Estado, durante cualquier tiempo en Jos seis meses ante­
riores a la elección; 

;~ 

1111... 
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e) Los miembros del Ejército, salvo que estén de baja o en situación de retiro por lo menos 
cinco años antes de la fecha de convocatoria; 

f) Los ministros de cualquier religión o culto; y 

g) Los magistrados del Tribunal Supremo Electoral. 

Artículo 187. Prohibición de reelección. La persona que haya desempeñado durante cual­
quier tiempo el cargo de Presidente de la República por elección popular, o quien la haya 
ejercido por más de dos años en situación de titular, no podrá volver a desempeñarlo en 
ningún caso. 

La reelección o la prolongación del período presidencial por cualquier medio, son punibles de 
conformidad con la ley. El mandato que se pretenda ejercer será nulo. 

Artículo 188. Convocatoria a elecciones y toma de posesión. La convocatoria a eleccio­
nes y la toma de posesión del Presidente y del Vicepresidente de la República, se regirán por 
lo establecido en la Ley Electoral y de Partidos Políticos. 

Artículo 189. Falta temporal o absoluta del Presidente de la República. En caso de falta 
temporal o absoluta del Presidente de la República, lo sustituirá el Vicepresidente. Si la falta 
fuere absoluta el Vicepresidente desempeñará la Presidencia hasta la terminación del pe­
ríodo constitucional; y en caso de falta permanente de ambos, completará dicho período la 
persona que designe el Congreso de la República, con el voto favorable de las dos terceras 
partes del total de diputados. 

SECCIÓN SEGUNDA 
Vicepresidente de la República 

Artículo 190. Vicepresidente de la República. El Vicepresidente de la República ejercerá 
las funciones del Presidente de la República en los casos y forma que establece la Consti­
tución. 

Será electo en la misma planilla con el Presidente de la República, en idéntica forma y para 
igual período. El Vicepresidente deberá reunir las mismas calidades que el Presidente de la 
República, gozará de iguales inmunidades y tiene en el orden jerárquico del Estado, el grado 
inmediato inferior al de dicho funcionario. 

Artículo 191. Funciones del Vicepresidente. Son funciones del Vicepresidente de la Re­
pública: 

a) Participar en las deliberaciones del Consejo de Ministros con voz y voto; 

b) Por designación del Presidente de la República, representarlo con todas las preeminencias 
que al mismo correspondan, en actos oficiales y protocolarios o en otras funciones; 

e) Coadyuvar, con el Presidente de la República, en la dirección de la política general del 
gobierno; 
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d) Participar, conjuntamente con el Presidente de la República. en la formulación de la politica 
exterior y las relaciones internacionales, asi como desempeñar misiones diplomáticas o 
de otra naturaleza en el exterior; 

e) Presidir el Consejo de ministros en ausencia del Presidente de la República : 

f) Presidir los órganos de asesoría del Ejecutivo que establezcan las leyes; 

g) Coordinar la labor de los ministros de Estado: y 

h) Ejercer las demás atribuciones que le señalen la Constitución y las leyes. 

A rtículo 192. Falta del Vicepresidente En caso de falta absoluta del Vicepresidente de 1$ 
República o renuncia del mismo, será sustituido por la persona que designe el Congreso d: 
la República, escogiéndola de una tema propuesta por el Presidente de la República; en tales 
casos el sustituto fungirá hasta terminar el periodo con iguales funciones y preeminencias. 

SECCIÓN TERCERA 
Ministros de Estado 

Artículo 193. Ministerios. Para el despacho de los negocios del Organismo Ejecutivo, habrá 
los ministerios que la ley establezca, con las atribuciones y la competencia que la misma 
señale. 

Articulo 194. Funciones del ministro. Cada ministerio estará a cargo de un ministro de 
Estado, quien tendrá las siguientes funciones: 

a) Ejercer jurisdicción sobre todas las dependencias de su ministerio; 

b) Nombrar y remover a los funcioharlos y empleados de su ramo. cuando le corresponda 
hacerlo conforme a la ley; 

e) Refrendar los decretos. acuerdos y reglamentos dictados por el Presidente de la Repú· 
blica, relacionados con su despacho para que tengan validez; 

d) Presentar al Presidente de la República el plan de trabajo de su ramo y anualmente una 
memoria de las labores desarrolladas; 

e) Presentar anualmente al Presidente de la República. en su oportunidad, el proyecto de 
presupuesto de su ministerio. 

f) Dirigir, tramitar, resolver e inspeccionar todos los negocios relacionados con su ministerio. 

g) Participar en las deliberaciones del Consejo de Ministros y suscribir los decretos y acuerdos 
que el mismo emita: 

h) (SUPRIMIDO POR ARTÍCULO 20, REFORMA CONSTITUCIONAL) 

i) Velar por el es~ricto cumplimiento de las leyes, la probidad administrativa y la correcto 
Inversión de los fondos públicos en los negocios confiados a su cargo. 
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Artículo 195. Consejo de Ministros y su responsabilidad El Presidente, el Vicepresidente 
de la República y los ministros de Estado, reunidos en sesión, constituyen el Consejo de 
Ministros el cual conoce de los asuntos sometidos a su consideración por el Presidente de la 
República, quien lo convoca y preside. 

Los ministros son responsables de sus actos, de conformidad con esta Constitución y las 
leyes, aún en el caso de que obren por orden expresa del Presidente. De las decisiones del 
Consejo de Ministros serán solidariamente responsables los ministros que hubieren concurri­
do, salvo aquellos que hayan hecho constar su voto adverso. 

Artículo 196. Requisitos para ser ministro de Estado. Para ser ministro de Estado se 
requiere: 

a) Ser guatemalteco; 

b) Hallarse en el goce de los derechos de ciudadanos: y 

e) Ser mayor de treinta años. 

Artículo 197. Prohibiciones para ser ministro de Estado. No pueden ser ministros de 

Estado: 

a) Los parientes del Presidente o Vicepresidente de la República, así como los de otro ministro 
de Estado, dentro del cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; 

b) Los que habiendo sido condenados en juicio de cuentas no hubieren solventado sus res­
ponsabilidades; 

e) Los contratistas de obras o empresas que se costeen con fondos del Estado, de sus 
entidades descentralizadas, autónomas o semiautónomas o del municipio, sus fiadores y 
quienes tengan reclamaciones pendientes por dichos negocios; 

d) Quienes representen o defiendan intereses de personas individuales o jurídicas que ex-
ploten servicios públicos; y 

e) Los ministros de cualquier religión o culto. 

En ningún caso pueden los ministros actuar como apoderados de personas individuales o 
jurídicas, ni gestionar en forma alguna negocios de particulares. 

Artículo 198. Memoria de actividades de los ministerios. Los ministros están obligados 
a presentar anualmente al Congreso, en los primeros diez días del mes de febrero de cada 
año, la memoria de las actividades de sus respectivos ramos, que deberá contener además 
la ejecución presupuestaria de su ministerio. 

Artículo 199. Comparecencia obligatoria a interpelaciones. Los ministros tienen la obli­
gación de presentarse ante el Congreso, con el objeto de contestar las interpelaciones que 
se les formule. 
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Artículo 200. Viceministros de Estado. En cada Ministerio de Estado habrá un viceministro 
Para ser viceministro se requieren las mismas calidades que para ser ministro. 

Para la creación de plazas adicionales de viceministros será necesaria la opinión favorable 
del Consejo de Ministros. 

Articulo 201. Responsabil idad de los ministros y viceministros. Los ministros y vicemi­
nistros de Estado son responsables de sus actos, de acuerdo con lo que prescribe el articu~ 

195 de esta Constítución y lo que determina la Ley de Responsabilidades. 

Artículo 202. Secretarios de la Presidencia. El Presidente de la República tendrá los secre­
tarios que sean necesarios. Las atribuciones de éstos serán determinadas por la ley. 

Los secretarios General y Privado de la Presidencia de la República, deberán reunir los 
mismos requisitos que se exigen para ser ministro y gozarán de iguales prerrogativas e irr 
munidades. · 

CAPÍTULO IV 

Organismo Judicial 

SECCIÓN PRIMERA 
Disposiciones Generales 

Artículo 203. Independencia del Organismo Judicial y potestad de juzgar. La justicia se 
imparte de conformidad con la Constitución y las leyes de la República. Corresponde a los 
tribunales de justicia la potestad de juzgar y promover la ejecución de lo juzgado. Los otros 
organismos del Estado deberán prestar a los tribunales el auxilio que requieran para el cunt 
plimiento de sus resoluciones. 

Los magistrados y jueces son independientes en el ejercicio de sus funciones y únicamente 
están sujetos a la Constitución de la República y a las leyes. A quienes atentaren contra la 
independencia del Organismo Judicial, además de imponérseles las penas fijadas por el CÓ' 
digo Penal. se les inhabilitará para ejercer cualquier cargo público. 

La función jurisdiccional se ejerce, con exclusividad absoluta. por la Corte Suprema de Justr 
cia y por los demás tribunales que la ley establezca. 

Ninguna otra autoridad podrá intervenir en la administración de justicia. 

Articulo 204. Condiciones esenciales de la administración de justicia. Los tribunales dd 
justicia en toda resolución 0 sentencia ·observarán obligadamente el principio de que la ConS' 
titución de la República prevalece sobre cualquier ley o tratado. 
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Artículo 205. Garantías del Organismo Judicial. Se instituyen como garantías del Organis­
mo Judicial, las siguientes: 

a) La independencia funcional; 

b) La independencia económica; 

e) La no remoción de los magistrados y jueces de primera instancia, salvo los casos esta-
blecidos por la ley; y 

d) La selección del personal. 

Artículo 206. Derecho de antejuicio para magistrados y jueces. Los magistrados y jue­
ces gozarán del derecho de antejuicio en la forma que lo determina la ley. El Congreso de la 
República tiene competencia para declarar si ha lugar o no a formación de causa contra el 
Presidente del Organismo Judicial y los magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

Corresponde a esta última la competencia en relación a los otros magistrados y jueces. 

Artículo 207. Requisitos para ser magistrado o juez. Los magistrados y jueces deben ser 
guatemaltecos de origen, de reconocida honorabilidad, estar en el goce de sus derechos ciu­
dadanos y ser abogados colegiados, salvo las excepciones que la ley establece con respecto 
a este último requisito en relación a determinados jueces de jurisdicción privativa y jueces 
menores. 

La ley fijará el número de magistrados, así como la organización y funcionamiento de los 
tribunales y los procedimientos que deban observarse, según la materia de que se trate. 

La función de magistrado o juez es incompatible con cualquier otro empleo, con cargos di­
rectivos en sindicatos y partidos políticos, y con la calidad de ministro de cualquier religión. 

Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia prestarán ante el Congreso de la Repúbli­
ca, la protesta de administrar pronta y cumplida justicia. Los demás magistrados y jueces, la 
prestarán ante la Corte Suprema de Justicia. 

Artículo 208. Periodo de funciones de magistrados y jueces. Los magistrados, cualquiera 
que sea su categoría, y los jueces de primera instancia, durarán en sus funciones cinco años, 
pudiendo ser reelectos los primeros y nombrados nuevamente los segundos. Durante ese 
período no podrán ser removidos ni suspendidos, sino en los casos y con las formalidades 
que disponga la ley. 

Articulo 209. Nombramiento de jueces y personal auxiliar. Los jueces, secretarios y per­
sonal auxiliar serán nombrados por la Corte Suprema de Justicia. 

Se establece la carrera judicial. Los ingresos, promociones y ascensos se harán mediante 
oposición. Una ley regulará esta materia. 

Articulo 21 O. Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial. Las relaciones laborales de los 
funcionarios y empleados del Organismo Judicial, se normarán por su Ley de Servicio Civil. 
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Artículo 200. Viceministros de Estado. En cada Ministerio de Estado habrá un viceministro, 
Para ser viceministro se requieren las mismas calidades que para ser ministro. 

Para la creación de plazas adicionales de viceministros sera necesaria la opinión favorable 
del Consejo de Ministros. 

Artículo 201. Responsabilidad de los ministros y viceministros. Los ministros y vicemi­
nistros de Estado son responsables de sus actos, de acuerdo con lo que prescribe el articulo 

195 de esta Constitución y lo que determina la Ley de Responsabilidades. 

Artículo 202. Secretarios de la Presidencia. El Presidente de la República tendrá los secre­
tarios que sean necesarios. Las atribuciones de éstos serán determinadas por la ley. 

Los secretarios General y Privado de la Presidencia de la República, deberán reunir los 
mismos requisitos que se exigen para ser ministro y gozarán de iguales prerrogativas e irr 
munidades. 

CAPÍTULO IV 

Organismo Judicial 

SECCIÓN PRIMERA 
Disposiciones Generales 

Articulo 203. Independencia del Organismo Judicial y potestad de juzgar. La justicia se 
imparte de conformidad con la Constitución y las leyes de la República. Corresponde a lo~ 
tribunales de justicia la potestad de juzgar y promover la ejecución de lo juzgado. Los otros 
organismos del Estado deberán prestar a los tribunales el auxilio que requieran para el curw 
pUmiento de sus resoluciones. 

Los magistrados y jueces son independientes en el ejercicio de sus funciones y únicamente 
están sujetos a la Constitución de la República y a las leyes. A quienes atentaren contra la 
independencia del Organismo Judicial, además de imponérseles las penas fijadas por el CÓ' 
digo Penal, se les inhabilitará para ejercer cualquier cargo público. 

La función jurisdiccional se ejerce, con exclusividad absoluta, por la Corte Suprema de Justi' 
cia y por los demás tribunales que la ley establezca. 

Ninguna otra autoridad podrá intervenir en la administración de justicia. 

Artículo 204. Condiciones esenciales de la administración de justicia. Los tribunales da 
justicia en toda resolución o sentencia'observarán obligadamente el principio de que la Cons· 
títución de la República prevalece sobre cualquier ley o tratado. 



INSTRUMENTOS NaCionales o lntomacionalos para la Defensa 
do los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS 59 
Artículo 205. Garantías del Organismo Judicial. Se instituyen como garantías del Organis­
mo Judicial, las siguientes: 

a) La independencia funcional; 

b) La independencia económica; 

e) La no remoción de los magistrados y jueces de primera instancia, salvo los casos esta-
blecidos por la ley; y 

d) La selección del personal. 

Artículo 206. Derecho de antejuicio para magistrados y jueces. Los magistrados y jue­
ces gozarán del derecho de antejuicio en la forma que lo determina la ley. El Congreso de la 
República tiene competencia para declarar si ha lugar o no a formación de causa contra el 
Presidente del Organismo Judicial y los magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

Corresponde a esta última la competencia en relación a los otros magistrados y jueces. 

Artículo 207. Requisitos para ser magistrado o juez. Los magistrados y jueces deben ser 
guatemaltecos de origen, de reconocida honorabilidad, estar en el goce de sus derechos ciu­
dadanos y ser abogados colegiados, salvo las excepciones que la ley establece con respecto 
a este último requisito en relación a determinados jueces de jurisdicción privativa y jueces 
menores. 

La ley fijará el número de magistrados, así como la organización y funcionamiento de los 
tribunales y los procedimientos que deban observarse, según la materia de que se trate. 

La función de magistrado o juez es incompatible con cualquier otro empleo, con cargos di­
rectivos en sindicatos y partidos políticos, y con la calidad de ministro de cualquier religión. 

Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia prestarán ante el Congreso de la Repúbli­
ca, la protesta de administrar pronta y cumplida justicia. Los demás magistrados y jueces, la 
prestarán ante la Corte Suprema de Justicia. 

Artículo 208. Período de funciones de magistrados Y jueces. Los magistrados, cualquiera 
que sea su categoría, y los jueces de primera instancia, durarán en sus funciones cinco años, 
pudiendo ser reelectos los primeros y nombrados nuevamente los segundos. Durante ese 
período no podrán ser removidos ni suspendidos, sino en los casos y con las formalidades 
que disponga la ley. 

Artículo 209. Nombramiento de jueces y personal auxiliar. Los jueces, secretarios y per­
sonal auxiliar serán nombrados por la Corte Suprema de Justicia. 

Se establece la carrera judicial. Los ingresos, promociones y ascensos se harán mediante 
oposición. Una ley regulará esta materia. 

Artículo 21 O. Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial. Las relaciones laborales de los 
funcionarios y empleados del Organismo Judicial, se normarán por su Ley de Servicio Civil. 
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Los jueces y magistrados no podrán ser separados, suspendidos, trasladados ni jubilados, 
sino por alguna de las causas y con las garantías previstas en la ley. 

Artículo 211. Instancias en todo proceso. En ningún proceso habrá más de dos instancias 
y el magistrado o juez que haya ejercido jurisdicción en alguna de ellas no podrá conocer en' 
la otra ni en casación, en el mismo asunto, sin incurrir en responsabilidad. 

Ningún tribunal o autoridad puede conocer de procesos fenecidos, salvo los casos y formas 
de revisión que determine la ley. 

Artículo 212. Jurisdicción específica de Jos tribunales. Los tribunales comunes conoce­
rán de todas las controversias de derecho privado en las que el Estado, el municipio o cua~ 
quier otra entidad descentralizada o autónoma actúe como parte. 

Artículo 213. Presupuesto del Organismo Judicial. Es atribución de la Corte Suprema de' 
Justicia formular el presupuesto del ramo; para el efecto, se le asigna una cantidad no menor' 
del dos por ciento del Presupuesto de Ingresos Ordinarios del Estado, que deberá entregar·' 
se a la Tesorería del Organismo Judicial cada mes en forma proporcional y anticipada por el] 
órgano correspondiente. 

Son fondos privativos del Organismo Judicial los derivados de la administración de justicia y; 
su inversión corresponde a la Corte Suprema de Justicia. El Organismo Judicial deberá publ~ 
car anualmente su presupuesto programático e informará al Congreso de la República cada 
cuatro meses acerca de los alcances y de la ejecución analítica del mismo. 

SECCIÓN SEGUNDA 
Corte Suprema de Justicia 

Artículo 214. Integración de la Corte Suprema de Justicia. La Corte Suprema de Justicia 
se integra con trece magistrados, incluyendo a su presidente, y se organizará en las cámaras: 
que la misma aetermine. Cada cámara tendrá su presidente. 

El Presrdente del Organismo Judicial lo es también de la Corte Suprema de Justicia cuya 
autoridad se extiende a los tribunales de toda la República. 

En caso de falta temporal del Presidente del Organismo Judicial o cuando conforme a la ley 
no pueda ac!uar o conocer, en determinados casos, lo sustituirán los demás magistrados de 
la Corte ~uprema de Justicia en el orden de su designación. 

Artículo 215. Elección de la Corte Suprema de Justicia. Los Magistrados de la Corte Su· 
prema de Justicia serán electos por el Congreso de la República para un periodo de cinco 
años, de una nómina de veintiséis candidatos propuestos por una comisión de postulación 
integrada por un representante de los Rectores de las Universidades del país, quien la presi· 
de, los Decanos de las Facultades de Derecho o Ciencias Jurídicas y Sociales de cada Uni· 
versidad del país, un número equivalente de representantes electos por la Asamblea General 
del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala y por igual número de representantes 

i 
_j 
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electos por los magistrados titulares de la Corte de Apelaciones y demás tribunales a que se 
refiere el artículo 217 de esta Constitución. 

La elección de candidatos requiere del voto de por lo menos las dos terceras partes de los 
miembros de la Comisión. 

En las votaciones tanto para integrar la Comisión de Postulación como para la integración de 
la nómina de candidatos, no se aceptará ninguna representación. 

Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia elegirán, entre sus miembros, con el voto 
favorable de las dos terceras partes, al presidente de la misma, el que durará en sus funcio­
nes un año y no podrá ser reelecto durante ese período de la Corte. 

Artículo 216. Requisitos para ser magistrado de la Corte Suprema de Justicia. Para 
ser electo magistrado de la Corte Suprema de Justicia, se requiere, además de los requisi­
tos previstos en el artículo 207 de esta Constitución, ser mayor de cuarenta años. y haber 
desempeñado un período completo como magistrado de la Corte de apelaciones o de los 
tribunales colegiados que tengan la misma calidad, o haber ejercido la profesión de abogado 
por más de diez años. 

SECCIÓN TERCERA 
Corte de Apelaciones y otros tribunales 

Artículo 217. Magistrados. Para ser magistrado de la Corte de Apelaciones, de los tribuna­
les colegiados y de otros que se crearen con la misma categoría, se requiere, además de los 
requisitos señalados en el articulo 207, ser mayor de treinta y cinco años, haber sido juez de 
primera instancia o haber ejercido por más de cinco años la profesión de abogado. 

Los magistrados titulares a que se refiere este artículo serán electos por el Congreso de la 
República, de una nómina que contenga el doble del número a elegir, propuesta por una co­
misión de postulación integrada por un representante de los Rectores de las Universidades 
del país, quien la preside, los decanos de las facultades de Derecho o Ciencias Jurídicas y 
Sociales de cada Universidad del país, un número equiva,ente de miembros electos por la 
Asamblea General del Colegio de Abogados y Notarios de Guatemala Y por igual número de 
representantes electos por los magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 

La elección de candidatos requiere el voto de por lo menos las dos terceras partes de los 
miembros de la Comisión. 

En las votaciones, tanto para elegir la Comisión de Postulación como para la integración de 
la nómina de candidatos, no se aceptará ninguna representación. 

Artículo 218. Integración de la Corte de Apelaciones. La Corte de Apelaciones se integra 
con el número de salas que determine la Corte Suprema de Justicia, la que también fijará su 
sede y jurisdicción. 
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Artículo 219. Tribunales militares. Los tribunales militares conocerán de los delitos o faltas 
cometidos por los integrantes del Ejército de Guatemala. 

Ningún civil podrá ser juzgado por tribunales militares. 

Artículo 220. Tribunales de Cuentas. La función judicial en materia de cuentas será ejercida 
por los jueces de primera instancia y el Tribunal de Segunda Instancia de Cuentas. 

Contra las sentencias y Jos autos definitivos de cuentas que pongan fin al proceso en los 
asuntos de mayor cuantía, procede el recurso de casación. Este recurso es inadmisible en 
los procedimientos económico-coactivos. 

Artículo 221. Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. Su función es de contralor de 
la juridicidad de la administración pública y tiene atribuciones para conocer en caso de co,.... •· 
tienda por actos o resoluciones de la administración y de las entidades descentralizadas y 
autónomas del Estado, así como en los casos de controversias derivadas de contratos y 
concesiones administrativas. · 

Para ocurrir a este Tribunal, no será necesario ningún pago o caución previa. Sin embargo, la 
ley podrá establecer determinadas situaciones en las que el recurrente tenga que pagar inte­
reses a la tasa corriente sobre Jos impuestos que haya discutido o impugnado y cuyo pago al 
Fisco se demoró en virtud del recurso. 

Contra las resoluciones y autos que pongan fin al proceso, puede interponerse el recurso de 
casación. 

Artículo 222. Magistrados suplentes. Los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia 
serán suplidos por los magistradQs de los tribunales a que se refiere el artículo 217 de esta 
Constitución, conforme lo disponga la Ley del Organismo Judicial, siempre que reúnan los 
mismos requisitos de aquéllos. 

Los magistrados de los tribunales a que se refiere el artículo 217 de esta Constitución ten­
drán como suplentes a los magistrados que con tal categoría haya electo el Congreso de la 
República. 

Los magistrados suplentes serán electos en la misma oportunidad y forma que los titulares ~ . 
de la misma nómina . 
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TÍTULO V 

Estructura y Organización del Estado 

CAPÍTULO 1 

Régimen Político Electoral 

Artículo 223. Libertad de formación y funcionamiento de las organizaciones políticas. 
El Estado garantiza la libre formación y funcionamiento de las organizaciones políticas y sólo 
tendrán las limitaciones que esta Constitución y la ley determinen. 

To~o lo relativo al ejercicio del sufragio, los derechos políticos, organizaciones políticas, au­
tondades y órganos electorales y proceso electoral, será regulado por la ley constitucional 
de la materia. 

Una vez hecha la convocatoria a elecciones, queda prohibido al Presidente de la República, 
a los funcionarios del Organismo Ejecutivo, a los alcaldes y a los funcionarios municipales 
hacer propaganda respecto de las obras y actividades realizadas. 

CAPÍTULO 11 

Régimen administrativo 

Artículo 224. División administrativa. El territorio de la República, se divide para su admi­
nistración en departamentos y éstos en municipios. 

La administración será descentralizada y se establecerán regiones de desarrollo con criterios 
económicos, sociales y culturales que podrán estar constituidos por uno o más departamen­
tos para dar un impulso racionalizado al desarrollo integral del país. 

Sin embargo, cuando así convenga a los intereses de la Nación, el Congreso podrá modificar 
la división administrativa del país, estableciendo un régimen de regiones, departamentos y 
municipios, o cualquier otro sistema, sin menoscabo de la autonomía municipal. 

Artículo 225. Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural. Para la organización y 
coordinación de la administración pública, se crea el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano 
Y Rural coordinado por el Presidente de la República e integrado en la forma que la ley es­
tablezca. 

Este Consejo tendrá a su cargo la formulación de las políticas de desarrollo urbano y rural, 
así como la de ordenamiento territorial. 
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Artículo 226. Consejo Regional de Desarrollo Urbano y Rural. Las regiones que conforme· 
a la ley se establezcan, contarán con un Consejo Regional de Desarrollo Urbano y Rural, pre­
sidido por un representante del Presidente de la República e integrado por los gobernadores 
de los departamentos que forman la región, por un representante de las corporaciones muni­
cipales de cada uno de los departamentos incluidos en la misma y por los representantes de 
las entidades públicas y privadas que la ley establezca. 

Los presidentes de estos consejos integrarán ex officio el Consejo Nacional de Desarrollo 
Urbano y Rural. 

Artículo 227. Gobernadores. El gobierno de los departamentos estará a cargo de un gober· 
nador nombrado por el Presidente de la República, deberá reunir las mismas calidades que 
un ministro de Estado y gozará de las mismas inmunidades que éste, debiendo haber estado 
domiciliado durante los cinco años anteriores a su designación en el departamento para el 
que fuere nombrado. 

Artículo 228. Consejo departamental. En cada departamento habrá un Consejo Departa­
mental que presidirá el gobernador; estará integrado por los alcaldes de todos los municipios¡ 
y representantes de los sectores público y privado organizados, con el fin de promover eJ, 
desarrollo del departamento. 

Artículo 229. Aporte financiero del gobierno central a los departamentos. Los consejos 
regionales y departamentales, deberán de recibir el apoyo financiero necesario para su furr 
cionamiento del Gobierno Central. 

Artículo 230. Registro General de la Propiedad. El Registro General de la Propiedad, de­
berá ser organizado a efecto de que en cada departamento o región, que la ley específica: 
determine, se establezca su propio registro de la propiedad y el respectivo catastro fiscal. 

Artículo 231. Región metropolitana. La ciudad de Guatemala como capital de la República 
Y su área_ de infl~encia urbana, constituirán la región metropolitana, integrándose en la misma· 
el Consejo Regronal de Desarrollo respectivo. 

Lo relati_vo a su jurisdicción territorial, organización administrativa y participación financiera 
del Gob1erno Central, será determinado por la ley de la materia. 

CAPÍTULO 111 

Régimen de Control y Fiscalización 

Artículo 232. Contraloría General de Cuentas. La Contraloría General de Cuentas es una 
institución técnica descentralizada, con funciones fiscalizadoras de los ingresos, egresos Yen 
general de todo interés hacendario de los organismos del Estado, los municipios, entidades 
descentralizadas y autónomas, así como de cualquier persona que reciba fondos del Estado 
o que haga colectas públicas. 
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También están sujetos a esta fiscalización los contratistas de obras públicas y cualquier otra 
persona que, por delegación del Estado, invierta o administre fondos públicos. 

Su organización, funcionamiento y atribuciones serán determinados por la ley. 

Artículo 233. Elección del Contratar General de Cuentas. El jefe de la Contraloría General 
de Cuentas, será electo para un período de cuatro años, por el Congreso de la República, 
por mayoría absoluta de diputados que conformen dicho Organismo. Sólo podrá ser removi­
do por el Congreso de la República en los casos de negligencia, delito y falta de idoneidad. 
Rendirá informe de su gestión al Congreso de la República, cada vez que sea requerido y de 
oficio dos veces al año. Gozará de iguales inmunidades que los magistrados de la Corte de 
Apelaciones. En ningún caso el Contralor General de Cuentas podrá ser reelecto. 

El Congreso de la República hará la elección a que se refiere este artículo de una nómina de 
seis candidatos propuestos por una comisión de postulación integrada por un representante 
de los Rectores de las Universidades del país, quien la preside, los Decanos de las Faculta­
des que incluyan la carrera de Contaduría Pública y Auditoría de cada Universidad del país 
y un número equivalente de representantes electos por la Asamblea General del Colegio de 
Economistas, Contadores Públicos y Auditores y Administradores de Empresas. 

Para la elección de candidatos se requerirá el voto de por lo menos las dos terceras partes 
de los miembros de dicha Comisión. 

En las votaciones, tanto para integrar la Comisión de Postulación como para la integración de 
la nómina de candidatos, no se aceptará ninguna representación. 

Artículo 234. Requisitos del Contratar General de Cuentas. El Contralor General de Cuen­
tas será el Jefe de la Contraloría General de Cuentas y debe ser mayor de cuarenta años, 
guatemalteco, contador público y auditor, de reconocida honorabilidad y prestigio profesional, 
estar en el goce de sus derechos ciudadanos, no tener juicio pendiente en materia de cuentas 
y haber ejercido su profesión por lo menos diez años. 

Articulo 235. Facultades del Contratar General de Cuentas. El Contralor General de 
Cuentas tiene la facultad de nombrar y remover a los funcionarios y empleados de las dis­
tintas dependencias de la Contrataría y para nombrar interventores en los asuntos de su 
competencia, todo ello conforme a la Ley de Servicio Civil. 

Artículo 236. Recursos legales. Contra los actos y las resoluciones de la Contra lo ría Gene­
ral de Cuentas, proceden los recursos judiciales y administrativos que señala la ley. 

CAPÍTULO IV 

Régimen Financiero 

Artículo 237. Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado. El Presupuesto 
General de Ingresos y Egresos del Estado, aprobado para cada ejercicio fiscal, de confor-
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midad con Jo establecido en esta Constitución, incluirá la estimación de todos Jos ingresos a 
obtener y el detalle de Jos gastos e inversiones por realizar. 

La unidad del presupuesto es obligatoria y su estructura programática. Todos Jos ingresos 
del Estado constituyen un fondo común indivisible destinado exclusivamente a cubrir sus 
egresos. 

Los Organismos, las entidades descentralizadas y las autónomas podrán tener presupuestos 
Y fondos privativos, cuando la ley así lo establezca, sus presupuestos se enviarán obligatoria 
Y anualmente al Organismo Ejecutivo y al Congreso de la República, para su conocimiento e 
integración al presupuesto general; y además, estarán sujetos a los controles y fiscalización 
de los órganos correspondientes del Estado. La ley podrá establecer otros casos de depen­
dencias del Ejecutivo cuyos fondos deben administrarse en forma privativa para asegurar su 
eficiencia. El incumplimiento de la presente disposición es punible y son responsables perso­
nalmente los funcionarios bajo cuya dirección funcionen las dependencias. 

No podrán incluirse en el Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado gastos con­
fidenciales o gasto alguno que no deba ser comprobado o que no esté sujeto a fiscalización. 
Esta disposición es aplicable a Jos presupuestos de cualquier organismo, institución, empre­
sa o entidad descentralizada o autónoma. 

El Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado y su ejecución analítica, son docu­
mentos públicos, accesibles a cualquier ciudadano que quiera consultarlos, para cuyo efecto 
el Ministerio de Finanzas Públicas dispondrá qué copias de los mismos obren en la Biblioteca 
Nacional, en el Archivo General de Centro América y en las bibliotecas de las universidades 
del país. En igual forma deberán proceder los otros organismos del Estado y las entidades 
descentralizadas y autónomas que manejen presupuesto propio. Incurrirá en responsabilidad 
penal el funcionario público que de cualquier manera impida o dificulte la consulta. 

Los Organismos o entidades estatales que dispongan de fondos privativos están obligados a 
publicar anualmente con detalle el origen y aplicación de los mismos, debidamente auditado 
por la Contraloría General de Cuentas. Dicha publicación deberá hacerse en el Diario Oficial 
dentro de los seis meses siguientes a la finalización de cada ejercicio fiscal. 

Artículo 238. Ley Orgánica del Presupuesto. La Ley Orgánica del Presupuesto regulará: 

a) la formulación, ejecución y liquidación del Presupuesto General de Ingresos y Egresos. 
del Estado y las normas a las que conforme esta Constitución se somete su discusión y 
aprobación; 

b) Los casos en que puedan transferirse fondos dentro del total asignado para cada orga­
nismo, dependencia, entidad descentralizada o autónoma, las transferencias de partidas 
deberán ser notificadas de inmediato al Congreso de la República y a la Contraloría de 
Cuentas. 

No podrán transferirse fondos de programas de inversión a programas de funcionamiento 
o de pago de la deuda pública. 

:11111....,, 

-~ 
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e) El uso de economías y la inversión de cualquier superávit e ingresos eventuales; 
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d) Las normas y regulaciones a que está sujeto todo lo relativo a la deuda pública interna y 
externa, su amortización y pago; 

e) Las medidas de control y fiscalización a las entidades que tengan fondos privativos, en lo 
que respecta a la aprobación y ejecución de su presupuesto; 

f) La forma y cuantía de la remuneración de todos los funcionarios y empleados públicos, 
incluyendo los de las entidades descentralizadas o autónomas. 

Regulará específicamente los casos en los que algunos funcionarios, excepcionalmente 
Y por ser necesario para el servicio público, percibirán gastos de representación. 

Quedan prohibidas cualesquiera otras formas de remuneración y será personalmente 
responsable quien las autorice; 

g) La forma de comprobar los gastos públicos. 

h) Las formas de recaudación de los ingresos públicos. 

Cuando se contrate obra o servicio que abarque dos o más años fiscales, deben provisionar­
se adecuadamente los fondos necesarios para su terminación en los presupuestos corres­
pondientes. 

Artículo 239. Principio de legalidad. Corresponde con exclusividad al Congreso de la Re­
pública, decretar impuestos ordinarios y extraordinarios, arbitrios y contribuciones especia­
les, conforme a las necesidades del Estado y de acuerdo a la equidad y justicia tributaria, así 
como determinar las bases de recaudación, especialmente las siguientes: 

a) El hecho generador de la relación tributaria; 

b) Las exenciones; 

e) El sujeto pasivo del tributo y la responsabilidad solidaria; 

d) La base imponible y el tipo impositivo; 

e) Las deducciones, los descuentos, reducciones y recargos; y 

f) Las infracciones y sanciones tributarias. 

Son nulas ipso jure las disposiciones, jerárquicamente inferiores a la ley, que contradigan 
o tergiversen las normas legales reguladoras de las bases de recaudación del tributo. Las 
disposiciones reglamentarias no podrán modificar dichas bases y se concretarán a normar 
lo relativo al cobro administrativo del tributo y establecer los procedimientos que faciliten su 
recaudación. 

Artículo 240. Fuente de inversiones y gastos del Estado. Toda ley que implique inversio­
nes y gastos del Estado, debe indicar la fuente de donde se tomarán los fondos destinados 
a cubrirlos. 



--

68 
/NSTRUII.é/110$ 11.1 :.otM'c'!.<' lnt•·• '""" t'cs tMrilkl 0eJor:. 

d~ lo:. OERECIIOS OE 1 O. $'VFBLOS 1.'/DiG:J,!J 

Si la inversión o el gasto no se encuentran incluidos e identificados en el Presupuesto C-s­
neral de Ingresos y Egresos del Estado aprobado para el ejercicio fiscal respectivo, el pre­
supuesto no podrá ampliarse por el Congreso de la Repúbllca sin la opinión favorable da 
Organismo Ejecutivo. 

Si la opinión del Organismo Ejecutivo fuere desfavorable, el Congreso de la República so~ 
podrá aprobar la ampliación con el voto de por lo menos las dos terceras partes del numer. 
total de diputados que lo integran. 

Articulo 241. Rendición de cuentas del Estado. El Organismo Ejecutivo presentará anual­
mente al Congreso de la República la ret'ldición de cuentas del Estado. 

El ministerio respectivo formulará la liquidación del presupuesto anual y la someterá a conoo 
miento de la Contraloria General de Cuentas dentro de los tres primeros meses de cada año. 
Recibida la liquidación la Contraloria General de Cuentas rendirá informe y emitirá dictame: 
en un plazo no mayor de dos meses, debiendo remitirlos al Congreso de la República. el qtl! 
aprobara o improbará la liquidación. 

En caso de improbación, el Congreso de la República debera pedir los informes o explica­
ciones pertinentes y si íuere por causas punibles se certificará lo conducente al Ministeri: 
Público. 

Aprobada la liquidación del presupuesto, se publicará. en el Diario Oficial una síntesis de IOi 
estados financieros del Estado. 

Los organismos, entidades descentralizadas o autónomas del Estado, con presupuesto pro­
pio, presentarán al Congreso de la República en la misma forma y plazo. la liquidación corres­
pondiente, para satisfacer el principio de unidad en la fiscalización de los ingresos y egresos 
del Estado. 

Articulo 242. Fondo de Garantía. Con el fin de financiar programas de desarrollo econó­
mico Y social que realizan las organizaciones no lucrativas del sector privado, reconocidas 
legalmente en el país, el Estado constituirá un fondo especifico de g~rantia de sus propios 
recursos, de entidades descentralizadas o autónomas, de aportes privados o de origen ínter· 
nacional. Una ley regulará esta materia. 

Artícu lo 243. Principio de capacidad de pago. El sistema tributario debe ser justo y equi­
tativo. Para el efecto las leyes tributarias seran estructuradas conforme al principio de cap& 
cidad de pago. 

Se prohiben los tributos confiscatorios y la doble o múltiple tributación interna. Hay doble o 
múltiple tributación, cuando un mismo hecho generador atribuible al mismo sujeto pasivo, es 
gravado dos o más veces, por uno o mas sujetos con poder tributario y por el mismo event(l 
o periodo de Imposición. 

Los casos ele doble o múltiple tributación al ser promulgada la presente Constitución. deberá~ 
eliminarse progresivamente, para no dañar al fisco. 
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CAPÍTULO V 

Ejército 
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Artículo 244. Integración, organización y fines del Ejército. El Ejército de Guatemala, es 
una institución destinada a mantener la independencia, la soberanía y el honor de Guatema­
la, la integridad del territorio, la paz y la seguridad interior y exterior. 

Es único e indivisible, esencialmente profesional, apolítico, obediente y no deliberante. 

Está integrado por fuerzas de tierra, aire y mar. 

Su organización es jerárquica y se basa en los principios de disciplina y obediencia. 

Articulo 245. Prohibición de grupos armados ilegales. Es punible la organización y funcio­
namiento de grupos armados no regulados por las leyes de la República y sus reglamentos. 

Artículo 246. Cargos y atribuciones del Presidente en el Ejército. El Presidente de la 
República es el Comandante General del Ejército e impartirá sus órdenes por conducto del 
oficial general o coronel o su equivalente en la Marina de Guerra, que desempeñe el cargo 
de Ministro de la Defensa Nacional. 

En ese carácter tiene las atribuciones que le señale la ley y en especial las siguientes: 

a) Decretar la movilización y desmovilización; y 

b) Otorgar los ascensos de la oficialidad del Ejército de Guatemala en tiempo de paz y en 
estado de guerra, así como conferir condecoraciones y honores militares en los casos 
y formas establecidas por la Ley Constitutiva del Ejército y demás leyes y reglamentos 
militares. Puede asimismo, conceder pensiones extraordinarias. 

Artículo 247. Requisitos para ser oficial del Ejército. Para ser oficial del Ejército de Gua­
temala, se requiere ser guatemalteco de origen y no haber adoptado en ningún tiempo na­
cionalidad extranjera. 

Artículo 248. Prohibiciones. Los integrantes del Ejército de Guatemala en servicio activo, 
no pueden ejercer el derecho de sufragio, ni el derecho de petición en materia política. 

Tampoco pueden ejercer el derecho de petición en forma colectiva. 

Artículo 249. Cooperación del Ejército. El Ejército prestará su cooperación en situaciones 
de emergencia o calamidad pública. 

Artículo 250. Régimen legal del Ejército. El Ejército de Guatemala, se rige por lo precep­
tuado en la Constitución, su Ley Constitutiva y demás leyes y reglamentos militares. 
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CAPÍTULO VI

MINISTERIO PÚBLICO Y PROCURADURÍA
GENERAL DE LA NACIÓN

Artículo 251. Ministerio Público. El Ministerio Público es una institución auxiliar de la admi
nistración pública y de los tribunales con funciones autónomas, cuyos fines principales son
velar por el estricto cumplimiento de las leyes del pais. Su organización y funcionamiento se
regira por su ley orgánica.

El Jefe del Ministerio Público será el Fiscal General de la República y le corresponde el ejer
cicio de la acción penal pública. Deberá ser abogado colegiado y tener las mismas calidades
que os magisyados de la Corte Suprema de Justicia y será nombrado por el Presidente de
la República de una nómina de seis candidatos propuesta por una comisión de postulación.

! Presidente de la Corte Suprema de Justicia, quien ia preside, ios Decanos
Mil el í Jurídicas y Sociales de las Universidades del
Kesid'rdTi'^drnardfHS:!^^^^^^^

El Fiscal General de la Nación durará n ¡atr^ - ■ .
mismas preeminencias e inmunidades que f ^"nciones y tendrá las
El Presidente de la República podrá reLvírir.^^'® Suprema de Justicia,
da. verlo por causa justificada debidamente estableci-

Artículo 252. Procuraduría General de la MaoiAre i „ d ^ . . ..
tiene a su,cargo la función de asesoría y consultaría ria. General de la Nación
organización y funcionamiento se regirá por su ley orgánica ^ entidades estatales. Su
El Procurador General de la Nación ejerce la rpnracor,fcs,.:A j i r- . . . . ,
Procuraduría General de la Nación. Será nortibrado por el Presidenta ^ 'a
podrá también removerte por causa justificada debidamente estabiecidaVara ser Procltraí"
General de la Nación se necesita Mr Mogada colegiado y tener tes mismas ¿Mades comí'
pendientes a magistrado de la Corte Suprema de Justicia. "'fes-

El Procurador General de la Nación durará cuatro años en el ejercicio de sus funcionect
tendrá las mismas preeminencias e inmunidades que los magistrados de la Corte Suprr ̂
de Justicia.
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!  CAf^ÍTULO VII

Régir^en Municipal

Artículo 253. Autonomía Municipal. L^s municipios de la República de Guatemala, son
instituciones autónomas.

Entre otras funciones les corresponde:

a) Elegir a sus propias autoridades;

b) Obtener y disponer de sus recursos; Y

c) Atender los servicios públicos lócale®, el ordenamiento territorial de su jurisdicción y el
cumplimiento de sus fines propios.

Para los efectos correspondientes emitirán las ordenanzas y reglamentos respectivos.

Articulo 254. Gobierno Municipal. El gobierno municipal será ejercido por un concejo el
cual se integra con el alcalde, los síndicos y concejales, electos directamente por sufragio
universal y secreto para un periodo de cuatro años, pudiendo ser reelectos.

Articulo 255. Recursos económicos del municipio. Las corporaciones municipales debe
rán procurar el fortalecimiento económico de sus respectivos municipios, a efecto de poder
realizar las obras y prestar los servicios gue les sean necesarios.

La captación de recursos deberá ajustarsa al principio establecido en el articulo 239 de esta

Constitución, a la'ley y a las necesidades de los municipios.

Articulo 256. (DEROGADO POR ARTÍCULO 36, REFORMAS CONSTITUCIONALES).

Articulo 257. Asignación para las municipalidades. El Organismo Ejecutivo incluirá anual
mente en el Presupuesto General de Ingresos Ordinarios del Estado, un diez por ciento del
mismo para las municipalidades del país. Este porcentaje deberá ser distribuido en la forma
en que la ley determine y destinado por lo menos en un noventa por ciento para programas
y proyectos de educación, salud preventiva, obras de infraestructura y servicios públicos que
mejoren la calidad de vida de los habitantes. El diez por ciento restante podrá utilizarse para
financiar gastos de funcionamiento.

Queda prohibida toda asignación adicional dentro del Presupuesto General de Ingresos y
Egresos del Estado para las municipalidades, que no provenga de la distribución de los por
centajes que por ley les corresponda sobre impuestos específicos.

Articulo 258. Derecho de antejuicio de los alcaldes. Los alcaldes no podrán ser detenidos
ni enjuiciados, sin que preceda declaración de autoridad judicial competente de que ha lugar
a formación de causa, salvo el caso de flagrante delito.
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Artículo 259. Juzgado de Asuntos Municipales. Para la ejecución de sus ordenanzas y el
cumplimiento de sus disposiciones, las municipalidades podrán crear, de conformidad con la
ley, su Juzgado de Asuntos Municipales y su Cuerpo de Policía de acuerdo con sus recursos
y necesidades, los que funcionarán bajo órdenes directas del alcalde.

Artículo 260. Privilegios y garantías de los bienes municipales. Los bienes, rentas, ar
bitrios y tasas son propiedad exclusiva del municipio y gozarán de las mismas garantías y
privilegios de la propiedad del Estado.

Artículo 261. Prohibiciones de eximir tasas o arbitrios municipaies. Ningún organismo
del Estado está facultado para eximir de tasas o arbitrios municipales a personas individuales
o jurídicas, salvo las propias municipalidades y lo que al respecto establece esta Constitución.

Artículo 262. Ley de Servicio Municipal. Las relaciones laborales de los funcionarios y em
pleados de las municipalidades, se normarán por la Ley de Servicio Municipal.

TÍTULO VI

Garantías Constitucionales y Defensa del Orden Constitucional

CAPÍTULO I

Exhibición personal

itZÍpnido n rnhihw^^^'^° ̂  exhibición personal. Quien se encuentre ilegalmente preso,
la nárriíHa Ha al! ^ cualquier otro modo del goce de su libertad individual, amenazado de
lau tiana dararh^n a Vejámenes, aun cuando su prisión o detención fuere fundada enley, tiene derecho a pedir su inmediata exhibición ante los tribunales de justicia, ya sea con

rJ ío.rci2ra mía ° vejámenes o terminela coacción a que estuviere sujeto.

Si el tribunal decretare la libertad de la persona Ilegalmente recdulda, ésta quedará Ubre en el
mismo acto y lugar. ^

Cuando así se solicite o el juez o tribunal lo juzgue pertinente, la exhibición reclamada se
practicará en el lugar donde se encuentre el detenido, sin previo aviso ni notificación.

Es ineludible la exhibición personal del detenido en cuyo favor se hubiere solicitado.

Artículo 264. Responsabilidades de los infractores. Las autoridades que ordenen el ocul-
tamiento del detenido o que se nieguen a presentarlo al tribunal respectivo, o que en cual
quier forma burlen esta garantía, asi como los agentes ejecutores, incurrirán en el delito de
plagio y serán sancionados de conformidad con la ley.
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Si como resultado de las diligencias practicadas no se localiza a la persona a cuyo favor se
interpuso la exhibición, el tribunal de oficio, ordenará inmediatamente la pesquisa del caso,
hasta su total esclarecimiento.

CAPÍTULO II

Amparo

Articulo 265. Procedencia del amparo. Se instituye el amparo con el fin de proteger a las
personas contra las amenazas de violaciones a sus derechos o para restaurar el imperio de
los mismos cuando la violación hubiere ocurrido. No hay ámbito que no sea susceptible de
amparo, y procederá siempre que los actos, resoluciones, disposiciones o leyes de autoridad
lleven implícitos una amenaza, restricción o violación a los derechos que la Constitución y las
leyes garantizan.

CAPITULO 11!

Inconstitucionaiidad de las leyes

Articulo 266. Inconstitucionaiidad de las leyes en casos concretos. En casos concretos,
en todo proceso de cualquier competencia o jurisdicción, en cualquier instancia y en casación
y hasta antes de dictarse sentencia, las partes podrán plantear como acción, excepción o
incidente, la inconstitucionaiidad total o parcial de una ley. El tribunal deberá pronunciarse al
respecto.

Articulo 267. Inconstitucionaiidad de las leyes de carácter general. Las acciones en
contra de leyes, reglamentos o disposiciones de carácter general que contengan vicio parcial
o total de inconstitucionaiidad, se plantearán directamente ante el Tribunal o Corte de Cons-
titucionalidad.

CAPÍTULO IV

Corte de Constitucionalidad

Articulo 268. Función esencial de la Corte de Constitucionalidad. La Corte de Consti
tucionalidad es un tribunal permanente de jurisdicción privativa, cuya función esencial es la
defensa del orden constitucional; actúa como tribunal colegiado con independencia de los
demás organismos del Estado y ejerce funciones especificas que le asigna la Constitución y
la ley de la materia.
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La independencia económica de ia Cort^ de Constitucionaiidad, será garantizada con un
porcentaje de los ingresos que corresponq^n al Organismo Judicial.

Artículo 269. integración de la Corte de ¿Jonstitucionalidad. La Corte de Constitucionaii
dad se integra con cinco magistrados tituj^fes, cada uno de los cuales tendrá su respectivo
suplente. Cuando conozca de asuntos de ¡^constitucionaiidad en contra de ia Corte Suprema
de Justicia, el Congreso de ia República, Presidente o ei Vicepresidente de la República,
el número de sus integrantes se elevará a ̂iete, escogiéndose ios otros dos magistrados por
sorteo de entre ios suplentes.

Los magistrados durarán en sus funcione^ cinco años y serán designados en la siguiente
forma:

a) Un magistrado por el pleno de la Corte suprema de Justicia;
b) Un magistrado por el pleno del Congrego de la República;
c) Un magistrado por ei Presidente de la República en Consejo de Ministros;
d) Un magistrado por el Consejo Superior iJniversitario de la Universidad de San Carlos de

Guatemala; y

e) Un magistrado por la Asamblea del Colegio de Abogados.
Simultáneamente con la designación del titular, se hará la del respectivo suplente, ante el
Congreso de la República.

de ia Corte de Constituciona|¡dad se hará efectiva noventa días después que
la del Congreso de la República.

wma!ii<stra?ín^^^ fnagistrgdos de la Corte de Constitucionaiidad. Paraser magistrado de la Corte de Constitucionaiidad, se requiere llenar los siguientes requisitos:
a) Ser guatemalteco de origen;

b) Ser abogado colegiado;

c) Ser de reconocida honorabilidad; y

d) Tener por lo menos quince años de graduación profesional.

Los magistrados de ia Corte de Constitucionaiidad gozarán de las mismas prerrogativas e
inmunidades que los magistrados de la Corte Suprema de Justicia

Artículo 271. Presidencia de la Corte de constitucionaiidad. La Presidencia de ia Corte
de Constitucionaiidad será desempeñada p^r los mismos magistrados titulares que la inte
gran, en forma rotativa, en período de un año, comenzando por el de mayor edad y siguiendo
en orden descendente de edades.

Artículo 272. Funciones de la Corte de Constitucionaiidad. La Corte de Constitucionaii
dad tiene las siguientes funciones:

a) Conocer en única instancia de las impugnaciones interpuestas contra leyes o disposiciones
de carácter general, objetadas parcial o totalmente de inconstitucionalidad;
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b) Conocer en única instancia en calidad de Tribunal Extraordinario de Amparo en las accio
nes de amparo interpuestas en contra del Congreso de la República, la Corte Suprema
de Justicia, el Presidente y el Vicepresidente de la República;

c) Conocer en apelación de todos los amparos interpuestos ante cualquiera de los tribuna
les de justicia Si la apelación fuere en contra de una resolución de amparo de la Corte
Suprema de Justicia, la Corte de Constitucionalidad se ampliará con dos vocales en la
forma prevista en el artículo 268;

d) Conocer en apelación de todas las impugnaciones en contra de las leyes objetadas de
inconstitucionalidad en casos concretos, en cualquier juicio, en casación, o en los casos
contemplados por la ley de la materia;

e) Emitir opinión sobre la constitucionalidad de los tratados, convenios y proyecto de ley, a
solicitud de cualquiera de los organismos del Estado;

f) Conocer y resolver lo relativo a cualquier conflicto de jurisdicción en materia de constitu
cionalidad;

g) Compilar la doctrina y principios constitucionales que se vayan sentando con motivo de
las resoluciones de amparo y de inconstitucionalidad de las leyes, manteniendo al día el
boletín o gaceta jurisprudencial;

h) Emitir opinión sobre la inconstitucionalidad de las leyes vetadas por el Ejecutivo alegando
inconstitucionalidad; e

i) Actuar, opinar, dictaminar o conocer de aquellos asuntos de su competencia establecidos
en la Constitución de la República.

CAPÍTULO V

Comisión y Procurador de Derechos Humanos

Artículo 273. Comisión de Derechos Humanos y Procurador de la Comisión. El Con
greso de la República designará una Comisión de Derechos Humanos formada por un di
putado por cada partido político representado en el correspondiente periodo. Esta Comisión
propondrá al Congreso tres candidatos para la elección de un Procurador, que deberá reunir
las calidades de los magistrados de la Corte Suprema de justicia y gozará de las mismas in
munidades y prerrogativas de los diputados al Congreso. La ley regulará las atribuciones de
la Comisión y del Procurador de los Derechos Humanos a que se refiere este artículo.

Articulo 274. Procurador de los Derechos Humanos. El Procurador de los Derechos Hu
manos es un comisionado del Congreso de la República para la defensa de los Derechos
Humanos que la Constitución garantiza. Tendrá facultades de supervisar la administración;
ejercerá su cargo por un periodo de cinco años, y rendirá informe anual al pleno del Congre
so con el que se relacionará a través de ja Comisión de Derechos Humanos.
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Artículo 275. Atribuciones del Procurador de los Derechos Humanos. El Procurador
de los Derechos Humanos tiene las siguientes atribuciones:

a) Promover el buen funcionamiento y la agilización de la gestión administrativa guberna
mental, en materia de Derechos Humanos;

b) Investigar y denunciar comportamientos administrativos lesivos a los intereses de las
personas;

c) Investigar toda clase de denuncias que le sean planteadas por cualquier persona, sobre
violaciones a los Derechos Humanos;

d) Recomendar privada o públicamente a los funcionarios la modificación de un comporta
miento administrativo objetado;

e) Emitir censura pública por actos o comportamientos en contra de los derechos constitu
cionales;

f) Promover acciones o recursos, judiciales o administrativos, en los casos en que sea pro
cedente; y

g) Las otras funciones y atribuciones que le asigne la ley.
El Procurador de los derechos Humanos, oficio o a instancia de parte, actuará con la
debida diligencia para que, durante el régirnen de excepción, se garanticen a plenitud los
derechos fundamentales cuya vigencia no hubiere sido expresamente restringida. Para el
cumplimiento de sus funciones todos los dia^ y horas son hábiles.

capítulo VI

Ley de Amparo, Exhibición (Personal y de Constitucionaiidad

Articulo 276. Ley Constitucional de la materia. Una ley constitucional desarrollará lo reía
tivo al amparo, a la exhibición personal y a ja constitucionaiidad de las leyes.

Título vii
Reformas ̂  la Constitución

CAPÍTULO ÚNICO
Reformas ̂  la Constitución

Articulo 277. Iniciativa. Tiene iniciativa p^ra proponer reformas a la Constitución:

a) El Presidente de ia República en Concejo de Ministros;

b) Diez o más diputados al Congreso de la República;
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c) La Corte de Constitucionalidad; y

d) El pueblo mediante petición dirigida al C,j(igreso de la República, por no menos de cinco
mil ciudadanos debidamente empadron^j;jos por el Registro de Ciudadanos.

En cualquiera de los casos anteriores, el COh|^reso de la República debe ocuparse sin demo
ra alguna del asunto planteado.

Artículo 278. Asamblea Nacional Constityyente. Para reformar éste o cualquier articulo
de los contenidos en el Capítulo I del Titulo || de esta Constitución, es indispensable que el
Congreso de la República, con el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros
que lo integran, convoque a una Asamblea fjacional Constituyente. En el decreto de convo
catoria señalará el artículo o los artículos qij^ haya de revisarse y se comunicará al Tribunal
Supremo Electoral para que fije la fecha en se llevarán a cabo las elecciones dentro del
plazo máximo de ciento veinte dias, precediéndose en lo demás conforme a la Ley Electoral
Constitucional.

Artículo 279. Diputados a la Asamblea hj^cional Constituyente. La Asamblea Nacional
Constituyente y el Congreso de la Repúblic^ podrán funcionar simultáneamente. Las calida
des requeridas para ser diputado a la Asambl®^ Nacional Constituyente son las mismas que
se exigen para ser Diputado al Congreso y iíjs diputados constituyentes gozarán de iguales
inmunidades y prerrogativas.

No se podrá simultáneamente ser diputado ̂  la Asamblea Nacional Constituyente y al Con
greso de la República.

Las elecciones de diputados a la Asamblea |\lacional Constituyente, el número de diputados
a elegir y las demás cuestiones relacionada^, con el proceso electoral se normarán en igual
forma que las elecciones al Congreso de la f?epública.

Artículo 280. Reformas por el Congreso y consulta popular. Para cualquier otra reforma
constitucional, será necesario que el Congreso de la República, será necesario que el Con
greso de la República la apruebe con el vot^ afirmativo de las dos terceras partes del total de
diputados. Las reformas no entrarán en vigencia sino hasta que sean ratificadas mediante la
consulta popular a que se refiere el articulo 173 de esta Constitución.

Si el resultado de la consulta popular fuero de ratificación de la reforma, ésta entrará en vi
gencia sesenta dias después que el Tribunal Supremo Electoral anuncie el resultado de la
consulta.

Artículo 281. Artículos no reformables. En ningún caso podrán reformarse los articulo 140,
141, 165 inciso g), 186 y 187, ni en forma glguna toda cuestión que se refiera a la forma re
publicana de gobierno, al principio de no reelección para el ejercicio de la Presidencia de la
República, ni restársele efectividad o vigei^r^ia a los artículos que estatuyen la alternabilidad
en el ejercicio de la Presidencia de la RepCipUca, asi como tampoco dejárseles en suspenso
o de cualquier otra manera variar o modificar su contenido.
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TÍTULO VIH

Disposiciones transitorias y finaies

CAPÍTULO ÚNICO
Disposiciones transitorias y finales

Artículo 1. Ley de Servicio del Organismo Legislativo, la ley especifica que regule las re-
aciones del Organismo Legislativo con su personal, deberá ser emitida dentro de los treinta
días siguientes a la instalación de dicho Organismo.

Articulo 2. Juzgados menores. Ninguna autoridad municipal desempeñará funciones judi-
cia es por lo que en un plazo no mayor de dos años a partir de la vigencia de esta Constitu-
aon deberán desligarse de las municipalidades del país los juzgados menores y el Organis-
o Judicial nombrara a las autoridades especificas, regionalizando y designando jueces en

donde corresponda.

Dentro de ese plazo deberán dictarse las leye^ y otras disposiciones necesarias para el de
bido cumplimiento de este artículo.

í.l'»!ü!.°i?" de la nacionalidad. Quienes hubieren obtenido la nacionalidadg  malteca, de origen o por naturalización, 1^ conservarán con plenitud de derechos.
El Congreso de la República emitirá una ley relativa a la nacionalidad, a la brevedad posible.

Síop" f E' Gobierno de la República, organizado de acuerdo con el
• Fundamental de Gobierno y sus reforryias, conservará sus funciones hasta que tomeposesión la persona electa para el cargo de Presidente de la República.

J®,Gobierno contenido en Decreto-Ley 24-82 de fecha 27 de abril
de 1982, 36-82 de fecha 9 de junio de 1982. ̂ 7-83 de fecha 8 de agosto de 1983 y demás
retomas, continuaran en vigencia hasta el mcirriento de inicio de la vigencia de esta Consti
tución.

Articulo 5. Elecciones generales. El 3 de noviembre de 1985 se practicará elecciones
generales para Presidente y Vicepresidente la República, diputados al Congreso de la
República y corporaciones municipales de to^o el país, de acuerdo con lo establecido por
la Ley Electoral específica emitida por la Jefatura de Estado para la celebración de dichas
elecciones generales.

Si fuere procedente, se efectuará una segund^ elección para Presidente y Vicepresidente de
la República, el 8 de diciembre de 1985 con Sijjeción a la misma ley.

El Tribunal Supremo Electoral organizará dicl^¿,s comicios y hará la calificación definitiva de
sus resultados, proclamando a los ciudadano^ electos.
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Artículo 6. Congreso de la República. La Asamblea Nacional Constituyente dará posesión
de sus cargos a los diputados declarados electos por el Tribunal Supremo Electoral el dia 14
de enero de 1986.

Los diputados electos al Congreso de la República celebrarán sesiones preparatorias de
manera que en el mismo acto de toma de posesión de sus cargos, tome posesión también
la Junta Directiva del Congreso de la República integrada en la forma que establece esta
Constitución.

Articulo 7. Disolución de la Asamblea Nacional Constituyente. Una vez cumplido el man
dato de dar posesión a los diputados electos al Congreso de la República y quedar organiza
do el Congreso el día 14 de enero de 1986, la Asamblea Nacional Constituyente de la Repú
blica de Guatemala, electa el lo. de junio de 1984, dará por terminadas sus funciones y por
agotado su mandato ese mismo día, procediendo a disolverse. Previamente a su disolución,
examinará sus cuentas y les concederá su aprobación.

Articulo 8. Presidencia de la República. El Congreso de la República, una vez instalado
conforme a las normas precedentes, queda obligado a dar posesión de su cargo a la persona
declarada electa como Presidente de la República por el Tribunal Supremo Electoral y lo cual
hará en sesión solemne que celebrará, a más tardar, a las 16:00 horas del día 14 de enero de
1986. En el mismo acto, el Congreso de la República dará posesión de su cargo a la persona
declarada electa por el Tribunal Supremo Electoral como Vicepresidente de la República.

En las sesiones preparatorias del Congreso de la República, elaborará y organizará el cere
monial necesario.

Articulo 9. Municipalidades. Las corporaciones municipales electas tomarán posesión de
sus cargos e iniciarán el periodo para el que fueran electas, el 15 de enero de 1986.
El Congreso de la República deberá emitir un nuevo Código Municipal, la Ley de Servicio
Municipal, Ley Preliminar de Regionalización y un Código Tributario Municipal, ajustados a
los preceptos constitucionales, a más tardar, en el plazo de un año a contar de la instalación
del Congreso.

Articulo 10. Corte Suprema de Justicia. Los magistrados de la Corte Suprema de Justicia
y demás funcionarios cuya designación corresponda al Congreso de la República, por esta
vez, serán nombrados y tomarán posesión de sus cargos en el tiempo comprendido del 15 de
enero de 1986 al 14 de febrero del mismo año. Su periodo terminará en las fechas estableci
das en esta Constitución y la Ley de Servicio Civil del Organismo Judicial.

Seis meses después de haber tomado posesión de sus cargos los integrantes de la Corte
Suprema de Justicia, en ejercicio de su iniciativa de ley, deberán enviar al Congreso de la
República el proyecto de ley de integración del Organismo Judicial.

Articulo 11. Organismo Ejecutivo. Dentro del primer año de vigencia de esta Constitución,
el Presidente de la República, en ejercic.o de su iniciativa de ley, deberá enviar al Congreso
de la República el proyecto de ley del Organismo Ejecutivo.
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Artículo 12. Presupuesto. A partir del inicio de la vigencia de la Constitución, el Gobierno
de la República podrá someter al conocimiento del Congreso de la República el Presupuesto
General de Ingresos y Egresos del Estado puesto en vigencia por el anterior gobierno.

De no modificarse, continuará su vigencia durante el ejercicio fiscal de 1986.

Artículo 13. Asignación para alfabetización. Se asigna a la alfabetización el uno por ciento
del Presupuesto General de Ingresos Ordinarios del Estado, para erradicar el analfabetismo
de la población económica activa, durante los tres primeros gobiernos originados de esta
Constitución, asignación que se deducirá, en esos periodos, del porcentaje establecido en el
artículo 91 de esta Constitución.

Articulo 14. Comité Nacional de Alfabetización. La aprobación de los presupuestos y pro
gramas de alfabetización, la fiscalización y supervisión de su desarrollo, estarán a cargo de
un Comité Nacional de Alfabetización compuesto por los sectores público y privado, la mitad
mas uno de sus miembros será del sector público. Una Ley de Alfabetización será emitida por
el Congreso de la República en los seis meses siguientes a la vigencia de esta Constitución
Articulo 15. Integración de Fetén. Se declara de urgencia nacional, el fomento y desarrollo
econornico del departamento de Retén, para su efectiva integración a la economía nacional
ua ley determinará las medidas y actividades que tiendan a tales propósitos.

Artículo 16. Decretos-Leyes. Se reconoce la validez jurídica de los decretos-leyes eman.
dos del Gobierno de la República a partir del 23 de marzo de 1982, así como a todos los
administrativos y de gobierno realizados de conformidad con la ley a partir de dicha fecha
Artículo 17. Flnanclamiento a Partidos Políticos. Los partidos políticos gozarán de finan
ciamiento, a partir de las elecciones generales del 3 de noviembre de 1985, el que será ra!
lado por la Ley Electoral Constitucional.

Articulo 18. Divulgación de la Constitución. En el curso del año de su vigencia esta On
titucion será ampliamente divulgada en lenguas Quiché. Mam, Cakchiquel y Kekchi.
Articulo 19. Balice. El Ejecutivo queda facultado para realizar las gestiones que tienda
resolver la situación de los derechos de Guatemala respecto a Belice de conformidad ^
los intereses nacionales. Todo acuerdo definitivo deberá ser sometido por el Congreso d^!"
República al procedimiento de consulta popular previsto en el artículo 173 de la Constitu!-
El Gobierno de Guatemala promoverá relaciones sociales, económicas y culturales ,
población de Belice. ' la

Para los efectos de nacionalidad, los beliceños de origen quedan sujetos al régimen qu©
Constitución establece para los originarios i::je los países centroamericanos.

Artículo 20. Epígrafes. Los epígrafes que preceden a los artículos de esta Constitución
tienen validez interpretativa y no pueden ser citados con respecto al contenido y alcances !°
las normas constitucionales.
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Articulo 21. Vigencia de la Constitución. La presente Constitución Política de la República
de Guatemala entrará en vigencia el día 14 de enero de 1986 al quedar instalado el Congre
so de la República y no pierde su validez y vigencia pese a cualquier interrupción temporal
derivada de situaciones de fuerza.

Se exceptúan de la fecha de vigencia el presente articulo y los artículos 4,5,6.7,8,17 y 20
de las disposiciones transitorias y finales de esta Constitución, los cuales entrarán en vigor
el 1 de junio de 1985.

Articulo 22. Derogatoria. Se derogan todas las Constituciones de la República de Guate
mala y reformas constitucionales decretadas con anterioridad a la presente, asi como cuales
quiera leyes y disposiciones que hubiesen surtido iguales efectos.

Articulo 23. Para la adecuación del Congreso de la República a las reformas constituciona
les aprobadas ell 7 de noviembre de 1993, se deberá proceder de la manera siguiente:

a) Al estar vigente las presentes reformas constitucionales el Tribunal Supremo Electoral
deberá convocar a elecciones para diputados al Congreso de la República, las cuales
deberán realizarse en un plazo no menor de ciento veinte días después de convocadas.

b) Los diputados que resulten electos tomarán posesión de sus cargos treinta días después
de efectuada la elección, fecha en que termina el periodo y funciones de los diputados al
Congreso de la República que se instaló el 15 de enero de 1991.

c) El Congreso de la República que se instale de conformidad con las literales a) y b) del
presente articulo, concluirá sus funciones el 14 de enero de 1996. Ese mismo día tomarán
posesión los diputados que sean electos en las elecciones generales de 1995.

Articulo 24. Para la adecuación de la Corte Suprema de Justicia y de los demás tribunales
a que se refiere el Articulo 217 de esta Constitución, de la Contraloría General de Cuentas y
del Ministerio Público a las reformas constitucionales aprobadas, se procederá de la siguiente
manera:

a) El Congreso de la República que se instale de conformidad con el artículo transitorio an
terior, convocará, dentro de los tres dias siguientes a su instalación, a las comisiones de
postulación previstas en los artículos 2^6,217 y 233 de esta Constitución, para que en un
plazo no mayor de quince días procedgp a hacer las postulaciones correspondientes.

b) El Congreso de la República que se ínstale de conformidad con el artículo transitorio
anterior, deberá elegir a los magistrados de la Corte Suprema de Justicia y de los demás
tribunales a que se refiere el articulo 2i7 de esta Constitución y al Contralor General de
Cuentas dentro de los treinta días siguientes de instalado el nuevo Congreso, fecha en
que deberán tomar posesión los electos y en la que terminan los períodos y funciones de
los magistrados y contralor a quienes deberán sustituir.

c) Para los efectos de las disposiciones arteriores, el Congreso se reunirá en sesiones ex
traordinarias si fuese necesario.
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e)

f)

El Presidente de la República deberá nombrar al Procurador General de la Nación dentro
de los treinta días siguientes a la vigencia de las presentes reformas, fecha en que deberá
tomar posesión y en la que termina el período y funciones del procurador a quien sustituirá.

El Presidente de la República deberá nombrar al Fiscal General de la República dentro de
los treinta días siguientes a la vigencia de las presentes reformas, fecha en que deberá
tomar posesión.

El Procurador General de la Nación continuará desempeñando el cargo de Jefe del Minis
terio Público hasta que tome posesión el Fiscal General.

Artículo 25. Las disposiciones contenidas en los artículos 23 y 24 del Capítulo Único del Tí
tulo VIII de esta Constitución son de carácter especial y prevalecen sobre cualesquiera otras
de carácter general.

Artículo 26. A más tardar, dentro del plazo de dieciocho meses a partir de la fecha de la
vigencia de las presentes reformas, el Organismo Ejecutivo, a fin de modernizar y hacer
más eficiente la administración pública, en ejercicio de su iniciativa de ley, deberá enviar al
Congreso de la República una iniciativa de ley que contenga la Ley del Organismo Ejecutivo.
Artículo 27. Con el objeto de que las elecciones de los gobiernos municipales sean realiza
das en una misma fecha, conjuntamente con las elecciones presidenciales y de diputados,
en aque os muriicipios cuyos gobiernos municipales tomaron posesión en junio de 1993 para

1 s drinom A T" onnn elccciones lo serán para un periodo que concluirá el15 de enero del ano 2000. r- r

I efecto el Tribunal Supremo Electoral deberá tomar las medidas pertinentes.

CONSTITUYFNTl'ih^^ LA ASAMBLEA NACIONAL
DÍAS DEL MES ñp nc GUATEMALA A LOS TREINTA Y UNDIAS DEL MES DE MAYO DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y CINCO.

ROBERTO CARPIO NICOLLE,
Presidente alterno.

Diputado por Lista Nacional.

HECTOR ARAGON QUIÑONEZ,
Presidente alterno.

Diputado por Distrito Metrco jütano.

RAMIRO DE LEON CARPIO,
Presidente alterno.

Diputado por Lista Nacional.

GERMAN SCHEEL MONTES,

Primer Secretario.

Diputado por Quetzaltenango.

JUAN ALBERTO SALGUERO CAMBARA,
Segundo Secretario.
Diputado por Jutiapa.

TOMAS AYUSO PANTOJA,
Tercer Secretario.
Diputado por Retalhuleu.

ANTONIO ARENALES FORNO,
Cuarto Secretario.
Diputado por Distrito Metropolitano.

JULIO LOWENTHAL FONCEA,
Quinto Secretario.
Diputado por Lista Nacional.



INSTRUMENTOS Nacionales o Intomaaonalos para ta Defensa
de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

AIDA CECILIA MEJIA DE RODRIGUEZ,

Sexto Secretario.

Diputado por Lista Nacional.

CARLOS ARMANDO SOTO GOMEZ,

Diputado por Lista Nacional.

ALFONSO ALONSO SARILLAS,
Diputado por Lista Nacional.

JOSE FRANCISCO LOPEZ VIDAURRE,
Diputado por Lista Nacional.

ROBERTO ADOLFO VALLE VALDiZAN,
Diputado por Lista Nacional.

JORGE SKINNER-KLEE,
Diputado por Lista Nacional.

TELESFORO GUERRA CAHN,
Diputado por Lista Nacional.

FERNANDO LINARES BELTRANENA,
Diputado por Lista Nacional.

MARIO TARACENA DIAZ-SOL,
Diputado por Lista Nacional.

CARLOS ROBERTO MOLINA MENCOS,
Diputado por Lista Nacional.

ROBERTO JUAN CORDON SCHWANK,
Diputado por Lista Nacional.

RUDY FUENTES SANDOVAL,
Diputado por Lista Nacional.

DANILO ESTUARDO
PARRINELLO BLANCO,
Diputado por Lista Nacional.

RAFAEL ARRIAGA MARTINEZ,
Diputado por Lista Nacional.

AQUILES FAILLACE MORAN,
Diputado por Lista Nacional.

ALEJANDRO MALDONADO AGUIRRE,
Diputado por Lista Nacional.

ww 83

GRACIELA EUNICE LIMASCHAUL,

Diputado por Lista Nacional.

JOSE ADAN HERRERA LOPEZ,

Diputado por Lista Nacional.

RENE ARENAS GUTIERREZ,

Diputado por Lista Nacional.

LUIS ALFONSO LOPEZ,

Diputado por Lista Nacional.

PEDRO ADOLFO MURILLO DELGADO.

Diputado por Distrito Metropolitano.

JOSE ALFREDO GARCIA SIEKAVIZZA,

Diputado por Distrito Metropolitano.

LUIS ALFONSO CABRERA HIDALGO,
Diputado por Distrito Metropolitano.

ANA CATALINA SOBERANIS REYES,

Diputado por Distrito Metropolitano.

CARLOS ALFONSO GONZALEZ QUEZADA,
Diputado por Distrito Metropolitano.

GABRIEL LARIOS OCHAITA.
Diputado por Municipios de Guatemala.

RICHARD ALLAN SHAWARRIVILLAGA.
Diputado por Municipios de Guatemala.

CARLOS BENJAMIN ESCOBEDO
RODRIGUEZ,

Diputado por Municipios de Guatemala.

EDGAR DE LEON VARGAS,
Diputado por Municipios de Guatemala.

VICTOR HUGO GODOY MORALES,
Diputado por Municipios de Guatemala.

JOSE FRANCISCO GARCIA BAUER,
Diputado por Sacatepéquez.

JOSE AMANDO VIDES TOBAR,
Diputado por Sacatepéquez.
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ANDRES COYOTE PAJAL,
Diputado por Chimaltenango.

JOSE ADALBERTO GONZALEZ LOPEZ,
Diputado por Chimaltenango.

EDGAR FRANCISCO GUDIEL LEMUS,
Diputado por El Progreso.

JULIO CESAR PIVARAL Y PIVARAL,
Diputado por El Progreso.

WALTERIO DIAZ LOZANO,
Diputado por Escuintla.

CESAR DE PAZ DE LEON,
Diputado por Escuintla.

JOAQUIN ARTURO LOPEZ ROCA,
Diputado por Escuintla.

MARCO ANTONIO ROJAS DE YAPAN,
Diputado por Santa Rosa.

EDGAR ROLANDO FiGUEREDO ARA,
Diputado por Santa Rosa.

WENCESLAO BAUDILIO
ORDOÑEZ MOGOLLON,
Diputado por Soiolá.

RAFAEL TELLEZ GARCIA.
Diputado por Sololá.

GILBERTO RECINOS FIGUEROA,
Diputado por Quetzaltenango.

MIGUEL ANGEL VALLE TOBAR,
Diputado por Quetzaltenango.

MAURICIO QUIXTAN,
Diputado por Quetzaltenango.

MILTON ARNOLDO AGUIRRE FAJARDO.
Diputado por Zacapa.

ELDER VARGAS ESTRADA.
Diputado por Zacapa.
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BOANERGES ELiXALEN VILLEDA
MOSCOSO.
Diputado por Chiquimula.

JUAN CESAR GARCIA PORTILLO.
Diputado por Chiquimula.

JOSE SALVADOR CUTZ SOCH.
Diputado por Totonicapán.

ELIAN DARIO ACUÑA ALVARADO.
Diputado por Suchitepéquez.

CAMILO RODAS AYALA,
Diputado por Suchitepéquez.

MARCO VINICIO CONDE CARPIO.
Diputado por Retalhuleu.

MIGUEL ANGEL PONCIANO CASTILLO.
Diputado por San Marcos

JORGE RENE GONZALEZ ARGUETA,
Diputado por San Marcos.

VICTOR HUGO MIRANDA GODINEZ,
Diputado por San Marcos.

OSBERTO MOISES OROZCO GODINEZ.
Diputado por San Marcos.

RAMON ALVAREZ CAMPOLLO,
Diputado por San Marcos.

OCTAVIO ROBERTO HERRERA SOSA,
Diputado por Huehuetenango.

OSCAR LORENZO GARCIA,
Diputado por Huehuetenango.

ABEL MARIA ORDOÑEZ MARTINEZ,
Diputado por Huehuetenango.

MAURO FILIBERTO GUZMAN MORALES.
Diputado por Huehuetenango.

JORGE ANTONIO REYNA CASTILLO.
Diputado por Baja Verapaz.
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ELDER GABRIEL SESAM PEREZ,

Diputado por Baja Verapaz.

FRANCISCO CASTELLANOS LOPEZ,

Diputado por Petén.

GUILLERMO PELLECER ROBLES.
Diputado por Petén.

CARLOS ENRIQUE ARCHILA

MARROQUIN,
Diputado por Izabal.

AMILCAR OLIVERIO SOLIS GALVAN,

Diputado por Izaba!.

NERY DANILO SANDOVAL SANDOVAL,

Diputado por Jutiapa.

JOSE ROBERTO ALEJOS CAMBARA,
Diputado por Jutiapa.

JOSE RAUL SANDOVAL PORTILLO,

Diputado por Jalapa.
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ROLANDO AGAPITO SANDOVAL
SANDOVAL,

Diputado por Jalapa.

EDGAR ARNOLDO LOPEZ STRAUB,
Diputado por Quiché.

SILVERIO DE LEON LOPEZ,
Diputado por Quiché.

JOSE FRANCISCO MONROY GALINDO,
Diputado por Quiché.

FRANCISCO WALDEMAR
HIDALGO PONCE,
Diputado por Alta Verapaz.

ERIC MILTON QUIM CHEN,
Diputado por Alta Verapaz.

OLIVERIO GARCIA RODAS,
Diputado por Alta Verapaz.
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CÓDIGO MUNICIPAL

DECRETO NÚMERO 12-2002
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA

CONSIDERANDO;

Que de conformidad con la Constitución Política de la República el Estado, de Guatemala
se organiza para proteger a la persona y la familia, siendo su fin supremo la rea izacion e
bien común, y son deberes del Estado garantizar a los habitantes de la Repu ica a vi a,
la libertad, la justicia, la seguridad, la paz y el desarrollo integral de la persona, por o Q^e,
para el cumplimiento de tales fines, es imperativo modernizar el ordenamiento jurídico de la
Administración Pública.

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de la República reconoce y establece el nivel de Gobierrio Mu
nicipal. con autoridades electas directa y popularmente, lo que implica el régimen autonomo
de su administración, como expresión fundamental del poder local, y que la administración
pública será descentralizada, lo que hace necesario dar una mejor definición y organización
al régimen municipal respaldando la autonomía que la Carta Magna consagra, para que en el
marco de ésta se promueva su desarrollo integral y el cumplimiento de sus fines.

CONSIDERANDO:

Que el proceso de modernización y descentralización del Estado guatemalteco desarrolla
una nueva visión de administración que interpreta el contenido del Acuerdo de Paz Firme y
Duradera en cuanto a su compromiso de emitir una legislación municipal adecuada a la rea-

*  Publicado a páginas 1 a 13. del número 12, tomo 269, de fecha 13 de mayo de 2002, del Diario de Centro América
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lidad de la nación guatemalteca, la cual se caracteriza como de unidad nacional, multiétnica,
pluricultural y multilingüe.

POR TANTO:

En ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 171 literal a) de la Constitución
Política de la República de Guatemala.

DECRETA:

El siguiente:

CÓDIGO MUNICIPAL

TITULO I

GENERALIDADES

ARTÍCULO 1. Objeto. El presente Código tiene por objeto desarrollar los principios consti
tucionales referentes a la organización, gobierno, administración, y funcionamiento de los
municipios y demás entidades locales determinadas en este Código y el contenido de las
competencias que correspondan a los municipios en cuanto a las materias que éstas regulen.

ARTÍCULO 2. Naturaleza del municipio. El municipio es la unidad básica de la organización
territorial del Estado y espacio inmediato de participación ciudadana en los asuntos públicos.
Se caracteriza primordialmente por sus relaciones permanentes de vecindad, multietnicidad,
pluriculturalidad, y mulintilingüismo, organizado para realizar el bien común de todos los ha
bitantes de su distrito.

ARTÍCULO 3. Autonomía. En ejercicio de la autonomía que la Constitución Política de la
Repúljlica garantiza al municipio, éste elige a sus autoridades y ejerce por medio de ellas,
el gobierno y la administración de sus intereses, obtiene y dispone de sus recursos patrimo
niales, atiende los servicios públicos locales, el ordenamiento territorial de su jurisdicción, su
foilalecimiento económico y la emisión de sus ordenanzas y reglamentos. Para el cumpli
miento de los fines que le son inherentes coordinará sus políticas con las políticas generales
del Estado y en su caso, con la política especial del ramo al que corresponda.

Ninguna ley o disposición legal podrá contratar, disminuir o tergiversar la autonomía munici
pal establecida en la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 4. Entidades locales territoriales. Son entidades locales territoriales:

a) El municipio.
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b) Las entidades locales de ámbito temtoria! en que el municipio se divide, tales como: aldea,
caserío, paraje, cantón, barrio, zona, colonia, lotificación, parcelamiento urbano o agrario,
microregión, finca, y demás formas de ordenamiento territorial definidas localmente.

c) Los distritos metropolitanos.

d) Las mancomunidades de municipios.

ARTÍCULO 5. Servicio a los intereses públicos. Los municipios y otras entidades locales sir
ven a los intereses públicos que les están encomendados y actúan de acuerdo con los princi
pios de eficacia, eficiencia, descentralización, desconcentración y participación comunitaria,
con observancia dul ordenamiento jurídico aplicable.

ARTÍCULO 6. Competencias propias y atribuidas. Las competencias de los municipios son:

a) Propias y

b) Atribuidas por delegación.

Las competencias propias son todas aquellas inherentes a su autonomía establecida cons-
titucionalmente de acuerdo a sus fines propios. Las competencias atribuidas son las que el
Gobierno Central delega a los municipios mediante convenio y se ejercen en los térrninos de
la delegación o transferencia respetando la potestad de autoorganización de los servicios del
municipio, establecidos en ese Código.

ARTÍCULO 7. El municipio en el sistema jurídico. El municipio, como institución autónoma
de derecho público, tiene personalidad jurídica y capacidad para adquirir derechos y contraer
obligaciones, y en general para el cumplimiento de sus fines en los términos legalmente es a-
blecidos, y de conformidad con sus características multiétnicas, pluriculturales y multihngues.
Su representación la ejercen los órganos determinados en este Código.

ARTÍCULO 8. Elementos del municipio. Integran el municipio los elementos básicos siguien
tes:

a) La población.

b) El territorio.

c) La autoridad ejercida en representación de los habitantes, tanto por el Concejo Municipal
como por las autoridades tradicionales propias de las comunidades de su circunscripción.

d) La comunidad organizada.

e) La capacidad económica.

f) El ordenamiento jurídico municipal y el derecho consuetudinario del lugar.

g) El patrimonio del municipio.

ARTÍCULO 9. Del concejo y gobierno municipal. El Concejo Municipal es el órgano colegia
do superior de deliberación y de decisión de los asuntos municipales cuyos miembros son
solidaria y mancomunadamente responsables por la toma de decisiones y tiene su sede en
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la cabecera de la clrcünscripción municipal. El gobierno municipal corresponde ai Concejo
Municipal, el cual es responsable de ejerce la autonomía del municipio. Se integra por el al
calde, los síndicos y los concejales, todos electos directa y popularmente en cada municipio
de conformidad con la ley de la materia.

El alcaide es el encargado de ejecutar y dar seguimiento a las políticas, planes, programas y
proyectos autorizados por el Concejo Municipal.

ARTÍCUL010. Asociación de municipalidades. Las municipalidades podrán asociarse para
la defensa de sus intereses y el cumplimiento de sus fines generales y los que garantiza la
Constitución Política de la República, y en consecuencia, celebrar acuerdos y convenios para
el desarrollo común y el fortalecimiento institucional de las municipalidades.

Las asociaciones formadas por municipalidades tendrán personalidad jurídica propia y dis
tinta de cada municipalidad integrante, y se constituirán para la defensa de sus intereses
municipales, departamentales, regionales o nacionales y para la formulación, ejecución y
seguimiento de planes, programas, proyectos o la planificación, ejecución y evaluación en la
ejecución de obras o la prestación de servicios municipales.

Las Asociaciones de Municipalidades a nivel departamental, regional o nacional se regirán
por las disposiciones del presente Código y los estatutos que se les aprueben, pero en todo
caso, las munidpalidades que las integran estarán representadas por el alcalde o por quien
haga sus veces.

TITULO 11

POBLACIÓN Y TERRITORIO

CAPÍTULO I

POBLACIÓN

ARTÍCUL011. Población. La población del municipio está constituida por todos los habitan
tes de su circunscripción territorial.

ARTÍCULO 12. Vecindad. La vecindad es la circunscripción municipal en la que reside una
persona individual.

ARTÍCULO 13. Vecino y transeúnte. Es vecino la persona que tiene residencia continua
por más de un (1) año en una circunscripción municipal o quien, allí mismo, tiene ei asiento
principal de sus negocios o intereses patrimoniales de cualquier naturaleza. En ausencia de».
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estas circunstancias la persona individual será vecino de la circunscripción municipal en la
que se halle. Asimismo, se considera vecino el extranjero residente legalmente en el país y
radicado habitualmente en una circunscripción municipal. Es transeúnte quien se encuentre
accidentalmente en una circunscripción municipal, teniendo su vecindad en otra. Se presume
el ánimo de residir por la permanencia continua durante un (1) año en una circunscripción
municipal, cesando esa presunción si se comprobare que la residencia es accidental.

ARTÍCUL014. Calidad de vecino. La calidad de vecino se prueba con la cédula de vecindad,
cuyo uso es obligatorio, y que deberá extender el Alcalde Municipal, concejal u otro funcio
nario que designe el Concejo Municipal, en el caso de los mayores de edad. Los menores de
edad se identifican con la certificación de su partida de nacimiento y mantienen la vecindad
de sus padres.

ARTÍCUL015. Vecindad de guatemalteco en el extranjero. El guatemalteco que por razones
de trabajo, profesión, estudios u otra causa similar, radica temporalmente en el extranjero,
mantendrá su condición de vecino de la última circunscripción municipal en que aparezca
inscrito como tal.

ARTÍCULO 16. Registro de vecindad. Cada municipio tendrá su registro de vecindad en el
que constará la calidad de cada vecino mayor de edad y los demás datos personales que
lo identifican. Es prohibido, bajo responsabilidad penal, que un habitante esté inscrito como
vecino en más de un (1) municipio, siendo en consecuencia, responsable de conformidad
con la ley.

Todo vecino está obligado a inscribirse en el registro de vecindad de su municipio dentro de
los treinta (30) días hábiles siguientes de alcanzar la mayoría de edad o al darse las con
diciones para adquirir esa calidad consignada en el presente Código. El incumplimiento de
lo dispuesto en este párrafo será sancionado con una multa que fijará el Concejo Municipal
dentro de los limites establecidos en este Código.

Cuando la persona cambie de vecindad, deberá presentar certificación literal de su partida
de nacimiento y su cédula de vecindad ante el registro de la nueva residencia para que se
le inscriba como vecino, y se le extienda una nueva cédula, recogiéndosele la anterior. In
mediatamente después, el registro dará aviso certificado con conocimiento al de la vecindad
antigua, para que se haga la cancelación de la inscripción correspondiente.

La omisión de este aviso o ia falta de cancelación de registro de vecindad anterior, hará
responsable al funcionario o empleado que deba darlo u operarlo, al pago de una multa
equivalente al cincuenta por ciento (50%) del sueldo base devengado mensualmente por el
funcionario y empleado responsable, que impondrá el Alcalde e ingresará a la tesorería de la
municipalidad, sin perjuicio de las demás responsabilidades legales.

Las cédulas de la anterior vecindad serán anuladas y los avisos correspondientes serán de
bidamente archivados bajo la responsabilidad del funcionario que tenga a su cargo el registro
de vecindad.
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ARTÍCUL017. Derechos y obligaciones de los vecinos. Son derechos y obligaciones de los
vecinos;

a) Ejercer los derechos ciudadanos de conformidad con lo dispuesto en la Constitución Politica
de la República y la Ley Electoral y de Partidos Políticos.

b) Optar a cargos públicos municipales.

c) Servir y defender los intereses del municipio y la autonomía municipal.

d) Contribuir a los gastos públicos municipales, en la forma prescrita por la ley.

e) Participar en actividades políticas municipales.

f) Participar activa y voluntariamente en la formulación, planificación, ejecución y evaluación
de las políticas públicas municipales y comunitarias.

g) Ser informado regularmente por el gobierno municipal de los resultados de las políticas y
planes municipales y de la rendición de cuentas, en la forma prevista por la ley.

h) Integrar la comisión ciudadana municipal de auditoría social.

i) Utilizar de acuerdo con su naturaleza los servicios públicos municipales y acceder a los
aprovechamientos comunales conforme a las normas aplicables.

j) Participar en las consultas a los vecinos de conformidad con la ley.
k) Pedir la consulta popular municipal en los asuntos de gran trascendencia para el municipio,

en la forma prevista por este Código.

munic^af prestación, y en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público
m) Aquellos otros derechos y deberes establecidos en las leyes.
Los extranjeros domiciliados que sean mayores de edad tienen los derechos y deberes pro
pios e os vecinos, salvo los de carácter político. No obstante, tendrán los derechos que en
los términos prevea la legislación electoral general.

Organización de vecinos. Los vecinos podrán organizarse en asociaciones
1 f proplas y tradicionales surgidas en el seno de las diferentes comunidades, en la forma que las leyes de la materia y este Código establecen.

ARTÍCUL019. Autorización para la organización de vecinos. Las asociaciones de vecinos a
las que se refiere el artículo anterior, se constituirán mediante escritura púbiica cuyo testimo-
nio será presentado al registrador civil, para los efectos del otorgamiento de la personalidad
jurídica, la que será efecto de su inscripción en el libro correspondiente del registro civil, en un
tiempo no mayor de treinta (30) días calendario. Los requisitos que debe cumplir la escritura
pública, sin perjuicio de lo que establece el artículo veintinueve (29) del Código de Notariado,
serán: nombre, sede y la duración de la asociación, establecer claramente sus fines, objeti
vos, el ámbito de su acción, forma de su organización, la identificación fehaciente de las per
sonas que la integran, y designación de quien o quienes ejercerán su representación legal.



INSTRUMENTOS Naaofiolos o íntemaaonales para ¡a Dofonsa : m , , qq
de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS ' WW yo

ARTÍCULO 20. Comunidades de los pueblos indígenas. Las comunidades de los pueblos
indígenas son formas de cohesión social natural y como tales tienen derecho al reconoci
miento de su personalidad jurídica, debiendo inscribirse en el registro civil de la municipalidad
correspondiente, con respeto de su organización y administración interna que se rige de
conformidad con sus normas, valores y procedimientos propios, con sus respectivas auto
ridades tradicionales reconocidas y respetadas por el Estado, de acuerdo a disposiciones
constitucionales y legales.

ARTÍCULO 21. Relaciones de las comunidades de los pueblos indígenas entre sí. Se res
petan y reconocen las formas propias de relación u organización de las comunidades de los
pueblos indígenas e.itre si, de acuerdo a criterios y normas tradicionales o a la dinámica que
las mismas comunidades generen.

CAPÍTULO II

TERRITORIO

ARTÍCULO 22. División territorial. Cuando convenga a los intereses del desarrdlo y admi
nistración municipal, o a solicitud de los vecinos, el Concejo Municipal podra dividir e muni
cipio en distintas formas de ordenamiento territorial internas, observando, en o o caso, as
normas de urbanismo y desarrollo urbano y rural establecidas en el municipio, asi como
principios de desconcentración y descentralización local.

La municipalidad remitirá en el mes de julio de cada año, certificación de la división territorial
de su municipio al Instituto Nacional de Estadística y al Instituto Geográfico acio
ARTÍCULO 23. Distrito municipal. Distrito municipal es la circunscripción temtorial en la que
ejerce autoridad un Concejo Municipal. La circunscripción territorial es con inua y por e o se
integra con las distintas formas de ordenamiento territorial que acuerde el Concejo unicipa.
La cabecera del distrito es el centro poblado donde tiene su sede la municipa i a

ARTÍCULO 24. Conflicto de límites entre distritos municipales. Los conflictos derivados de
la falta de definición en los limites existentes entre dos o más municipios ser^ some i os,
por los Concejos Municipales afectados, a conocimiento del Ministerio e o ernacion,
que dispondrá de un plazo de seis (6) meses, a partir de la recepción del expediente, para
recabar los antecedentes que aquellos deberán proporcionarle y el dictamen del Instituto
Geográfico Nacional, completar los estudios, informaciones, diligencias y demás medidas
que sean necesarias, con base en las cuales emitirá opinión, y lo elevará a conocimiento
del Presidente de la República, para que, si asi lo considera, presente a consideración
del Congreso de la República la iniciativa de ley correspondiente, para su conocimiento y
resolución.

ARTÍCULO 25. Conflicto de limites jurisdiccionales entre comunidades. Los conflictos de
límites que existan o surjan entre comunidades de un mismo municipio, serán resueltos con
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mediación dei Concejo Municipal, tomando en cuenta las posiciones de cada una de las par
tes en conflicto, en coordinación con las autoridades reconocidas por las comunidades, pro
moviendo la participación de las comunidades afectadas y la conciliación entre las mismas.

CAPITULO 11!

PROCEDIMIENTOS PARA LA CREACIÓN Y MODIFICACIÓN DE
MUNICIPIOS

ARTÍCULO 26. Solicitud de creación o modificación de municipios. Para la iniciación del
expediente de creación o modificación de municipios se requiere la solicitud, debidamente
firmada o signada con la impresión digital, de por lo menos el diez (10%) por ciento de los ve
cinos en ejercicio de sus derechos, residentes en los lugares donde se pretende su creación
o modificación. Dicha solicitud se formalizará ante la Gobernación del departamento jurisdic
cional o la de aquél en el que esté la mayor parte del territorio a segregar, anexar o fusionar,
según sea el caso, exponiendo en ella los hechos y circunstancias que la motivan y que se
llenen los demás requisitos a que se refiere el artículo 28 de este Código.

ARTÍCULO 27. Modificación del distrito municipal. La circunscripción de un distrito municipal
sólo podrá ser modificada por las causas y en la forma que determina la Constitución Política
de la República y este Código. En todo caso, la circunscripción de un municipio deberá estar
an el ámbito de un solo departamento, quedando sujeto a lo que el Congreso de la República
Jetermine cuando, a consecuencia de división o fusión, la circunscripción de un municipio
nuevo afecte a más de un departamento.

ARTÍCULO 28. Creación de un municipio. La creación de un municipio requiere:
a) Que tenga diez (10,000) mil habitantes, o más;

b) Que pueda asignársele una circunscripción territorial para la satisfacción de las necesida
des de sus vecinos y posibilidades de desarrollo social, económico y cultural, y que dentro
de la cual cuente con los recursos naturales y financieros que le permitan y garanticen la
prestación y mantenimiento de los servicios públicos locales. Para lo expuesto, el Instituto
Geográfico Nacional deberá emitir dictamen, en el que se definirán los límites del territorio
del nuevo municipio;

c) Que la circunscripción municipal asignada al nuevo municipio no perjudique los recursos
naturales y financieros esenciales para la existencia del municipio del cual se está sepa
rando;

d) Que exista infraestructura física y social básica que garantice condiciones aceptables para
el desarrollo del nuevo municipio;

e) Que se garanticen fuentes de ingreso de naturaleza constante; y.



INSTRUMENTOS Naaonaics o Intcmaaonales para la Defonsa . m qc
do los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS • I" WW yo

f) Que se haya emitido dictamen técnico favorable por parte de la Secretaria de Planificación
y Programación de la Presidencia, considerando los insumos técnicos y de información
de las instituciones y dependencias pertinentes.

ARTÍCULO 29. Trámite de la solicitud. Recibida la solicitud y cumplidos los requisitos co
rrespondientes, en un plazo que no exceda de treinta (30) dias, el gobernador departamental
realizará lo siguiente;

a) Conceder audiencia a los representantes de los vecinos y autoridades locales de las co
munidades o lugares del correspondiente municipio que quieren formar uno nuevo.

b) Conceder audie. .cia a los concejos municipales de la municipalidad o municipalidades
afectadas, o eventualmente interesadas en la gestión, y a la gobernación o gobernaciones
de los departamentos que pudieran resultar perjudicados.

c) Ordenar la investigación y comprobación de todos los hechos y circunstancias expuestos
en la solicitud y de otros que se soliciten en este Código, para lo cual las entidades au
tónomas y descentralizadas y demás dependencias públicas deben dar la información y
prestar la colaboración que les sea requerida, asi como recabar cualquier otra información
o documentación y practicar cualquier diligencia probatoria que se crea necesaria para la
mejor comprensión del caso.

Evacuadas las audiencias, y agotadas las investigaciones, el gobemador departamerital,
expresando su opinión, elevará lo actuado a conocimiento del Ministerio de Gobernación,
dentro de un plazo que no exceda de noventa (90) dias.

ARTÍCULO 30. Procedimiento ante el Ministerio de Gobernación. El Ministerio de Goberna
ción dispondrá de un plazo de seis (6) meses, a partir de la recepción del expe '®o ®' P
verificar todo lo actuado ante la gobernación departamental y para compie ar os e ,
informaciones, diligencias y demás medidas que sean necesarias para determinar e cump i
miento exacto de los requisitos para decidir sobre la creación o modificación e un municipio,
emitiendo además el dictamen correspondiente, y lo elevará a conocinmento de resi en e
de la República, para que, si así lo considera, en un plazo de treinta (30) días, presente a
consideración del Congreso de la República la iniciativa de ley correspon len e, para su co
nocimiento y resolución.

ARTÍCULO 31. Procedimientos consultivos. Si el Congreso de la República lo considerase
necesario podrá someter a consulta de las poblaciones del o de los municipios o departa
mentos afectados, cualquier asunto dirigido a dividir o modificar su circunscripción, antes de
emitir la ley que lo decida.

ARTÍCULO 32. Cabecera del municipio nuevo. La cabecera municipal estará en el pobla
do que se designe en el decreto de su creación que emita el Congreso de la República. El
Concejo Municipal o el diez por ciento (10%) de vecinos que reúnan las calidades a que se
refiere este Código, podrá solicitar el traslado de la cabecera municipal, para cuyo efecto se
procederá de conformidad con lo establecido en este capituio, en lo que fuere aplicable.
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TÍTULO III

GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN DEL MUNICIPIO

CAPITULO I

GOBIERNO DEL MUNICIPIO

ARTÍCULO 33. Gobierno del municipio. Corresponde con exclusividad al Concejo Municipal
el ejercicio del gobiemo del municipio, velar por la integridad de su patrimonio, garantizar sus
intereses con base en los valores, cultura y necesidades planteadas por los vecinos, confor
me a la disponibilidad de recursos.

ARTÍCULO 34. Reglamento interno. El Concejo Municipal emitirá su propio reglamento inter
no de organización y funcionamiento, los reglamentos y ordenanzas para la organización y
funcionamiento de sus oficinas, así como el reglamento de personal y demás disposiciones
que garanticen la buena marcha de la administración municipal.

ARTÍCULO 35. Competencias generales del Concejo Municipal. Le compete al Concejo Mu
nicipal:

a) La iniciativa, deliberación y decisión de los asuntos municipales;
b) El ordenamiento territorial y control urbanístico de la circunscripción municipal;
c) La convocatoria a los distintos sectores de la sociedad del municipio para la formulación

e institucionalización de las políticas públicas municipales y de los planes de desarrollo
urbano y rural del municipio, identificando y priorizando las necesidades comunitarias y
propuestas de solución a los problemas locales;

d) El control y fiscalización de los distintos actos del gobierno municipal y de su administración;
e) Es establecimierito, planificación, reglamentación programación, control y evaluación de

los servicios públicos municipales, así como las decisiones sobre las modalidades institu
cionales para su prestación, teniendo siempre en cuenta la preeminencia de los intereses
públicos;

f) La aprobación, control de ejecución, evaluación y liquidación del presupuesto de ingresos
y egresos del municipio, en concordancia con las políticas públicas municipales;

g) La aceptación de la delegación o transferencia de competencias*
h) El planteamiento de conflictos de competencia a otras entidades presentes en el municipio;
i) La emisión y aprobación de acuerdos, reglamentos y ordenanzas municipales;
j) La creación, supresión o modificación de sus dependencias, empresas y unidades de

sen/icios administrativos;
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k) Autorizar el proceso de descentralización del gobierno municipal, con el propósito de
mejorar los servicios y crear los órganos institucionales necesarios, sin perjuicios de la
unidad de gobierno y gestión del Municipio;

I) La organización de cuerpos técnicos, asesores y consultivos que sean necesarios al mu
nicipio, así como el apoyo que estime necesario a los consejos asesores indígenas de la
alcaldía comunitaria o auxiliar, así como de los órganos de coordinación de los Consejos
Comunitarios de Desarrollo y de los Consejos Municipales de Desarrollo;

m) La preservación y promoción del derecho de los vecinos y de las comunidades a su iden
tidad cultural, de acuerdo a sus valores, idiomas, tradiciones y costumbres;

n) La fijación de rentas de los bienes municipales sean estos de uso común o no;

o) Proponer la creación, modificación o supresión de arbitrios al Organismo Ejecutivo, quién
trasladará el expediente con la iniciativa de ley respectiva al Congreso de la República;

p) La fijación de sueldo gastos de representación del alcalde; las dietas por asistencia a se
siones del Consejo Municipal; y, cuando corresponda, las remuneraciones a los alcaldes
comunitarios o alcaldes auxiliares. Así como emitir el reglamento de viáticos correspon
diente;

q) La concesión de licencias temporales y aceptación de excusas a sus miembros para no
asistir a sesiones;

r) La aprobación de la emisión, de conformidad con la ley, de acciones, bonos y demás itulos
y valores que se consideren necesarios para el mejor cumplimiento de los fines y deberes
del municipio;

s) La aprobación de los acuerdos o convenios de asociación o cooperación con otras corpo
raciones municipales, entidades u organismos públicos o privados, nacionales e interna
cionales que propicien el fortalecimiento de la gestión y desarrollo municipal, sujetándose
a las leyes de la materia ;

t) La promoción y mantenimiento de relaciones con instituciones públicas nacionales, regio
nales, departamentales y municipales;

u) Adjudicar la contratación de obras, bienes, suministros y servicios que requiera la munici
palidad, sus dependencias, empresas y demás unidades administrativas de conformidad
con la ley de la materia, exceptuando aquellas que corresponden adjudicar al alcalde;

v) La creación del cuerpo de policía municipal;

w) En lo aplicable, las facultades para el cumplimiento de las obligaciones atribuidas al Estado
por el articulo 119 de la Constitución Política de la República;

x) La elaboración y mantenimiento del catastro municipal en concordancia con los compro
misos adquiridos en los acuerdos de paz y la ley de la materia;

y) La promoción y protección de los recursos renovables y no renovables del municipio; y,

z) Las demás competencias inherentes a la autonomía del municipio.



Qfi WS^ * !fO INSTRUMENTOS Nacionales e intemacionsles pora la Defensa
■  *"* de ios DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

ARTÍCULO 36. Organización de comisiones. En su primera sesión ordinaria anual, el Conce
jo Municipal organizará las comisiones que considere necesarias para el estudio y dictamen
de los asuntos que conocerá durante todo el año, teniendo carácter obligatorio las siguientes
comisiones:

1. Educación, educación bilingüe intercultural, cultura y deportes:
2. Salud y asistencia social;

3. Servicios, infraestructura, ordenamiento territorial, urbanismo y vivienda;
4. Fomento económico, turismo, ambiente y recursos naturales;
5. Descentralización, fortalecimiento municipal y participación ciudadana;
6. De finanzas;

7. De probidad;

8. De los derechos humanos y de la paz;

9. De la familia, la mujer y la niñez.

El Concejo Municipal podrá organizar otras comisiones además de las ya establecidas.
ARTÍCULO 37. Dictámenes, informes y asesorías de las comisiones. Las comisiones pre
sen aran a oncejo Municipal, por intermedio de su presidente, los dictámenes e informes

asuntos sometidos a su conocimiento y estudio;

inc con/i/'n 'Ki- acciones necesarias para lograr una mayor eficiencia enlos servicios públicos municipales y la administración en general del municipio.
^'^'siones del Concejo Municipal lo consideren necesario, podrán requerir la

la pro esiona de personas y entidades públicas o privadas especializadas en la ma
teria cjue se trate*

Solo cuando para resolver asuntos de interés para el municipio, la ley exija ai Concejo Munici-

S e<^ri T ° resolución favorable previamente, de alguna entidad esta-
itn típmnn nn mawn'r^HTf ° ®"t'dad deberá pronunciarse como corresponda, en
rip un nia7n mavnr I h • Calendario, salvo que por razones técnicas requierade un plazo mayor, lo que deberá hacer del conocimiento del Concejo Municipal interesado.
ARTÍCULO 38. Sesiones del Concejo Municipal. Las sesiones del Concejo Municipal serán
rargo ^ alcalde o por el concejal que. legalmente, le sustituya temporalmente en el
Habrán sesiones ordinarias y extraordinarias. Las sesiones ordinarias se realizarán cuando
menos una vez a la semana por convocatoria del alcalde; y las extraordinarias se realizarán
las veces que sea necesano a solicitud de cualquiera de ios miembros del Concejo Municipal,
en cuyo caso el alcalde hara la convocatoria correspondiente, de conformidad con lo previsto
en este Codigo y el reglamento de organización y funcionamiento del mismo.
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No podrá haber sesión extraordinaria si no precede citación personal y escrita, cursada a
todos los integrantes del Concejo Municipal y con expresión del asunto a tratar.

Las sesiones serán públicas, pero podrán ser privadas cuando así se acuerde y siempre
que el asunto a considerar afecte el orden público, o el honor y decoro de la municipalidad
o de cualesquiera de sus integrantes. También, cuando la importancia de un asunto sugiera
la conveniencia de escuchar la opinión de los vecinos, el Concejo Municipal, con el voto de
las dos terceras partes del total de sus integrantes, podrá acordar que la sesión se celebre a
cabildo abierto, fijando en la convocatoria, el lugar, dia y hora de la sesión. En estas sesiones
del concejo, los vecinos que asistan tendrán voz pero no voto, debiendo todos guardar la
compostura, decoro y dignidad que corresponde a una reunión de tal naturaleza, de lo con
trario, la misma se suspenderá sin responsabilidad del Concejo Municipal.

El Concejo Municipal podrá declararse en sesión permanente si la importancia y urgencia del
asunto asi lo ameritara.

Igualmente celebrará sesiones ceremoniales o solemnes en ocasiones especiales. Todas las
sesiones se llevarán acabo en el edificio de la municipalidad, salvo casos especiales califica
dos por el Concejo Municipal o de fuerza mayor, en cuya situación, las sesiones pueden tener
verificativo en cualquier otra parte de la circunscripción territorial del municipio.

Cuando la importancia del tema lo amerite, el Concejo Municipal podrá consultar la opinión
de los Consejos Comunitarios de Desarrollo, a través de sus representantes autorizados.

ARTÍCULO 39. Asistencia a sesiones. Todos los miembros del Concejo Municipal están obli
gados a asistir puntualmente a las sesiones. Todos los miembros tienen voz y voto, sin que
ninguno pueda abstenerse de votar ni retirarse una vez dispuesta la votación; pero si alguno
tuviera interés personal del asunto del que se trate, o lo tuviere algún pariente suyo dentro
de los grados de ley, deberá abstenerse de participar en su discusión y, en consecuencia, de
votar retirándose mientras se tome la decisión. De existir esa situación, y no se abstuviere,
cualesquiera de los miembros del Concejo Municipal podrá solicitárselo; y desde luego pro
cederá a retirarse.

La inasistencia a las sesiones, sin excusa escrita justificada, será sancionada disciplinaria
mente de conformidad con el reglamento del Concejo Municipal, pudiéndose declarar vacan
te el cargo por inasistencia, sin causa justificada, a cinco (5) sesiones consecutivas, comuni
cando de inmediato su decisión al Tribunal Supremo Electoral para los efectos que disponga
la Ley Electoral y de Partidos Politicos.

En el caso de inasistencia de los síndicos, para la sesión de la que se trate, el alcalde nom
brará síndico especifico a uno de los concejales.

ARTÍCULO 40. Votación de las decisiones. Los acuerdos, ordenanzas y resoluciones del
Concejo Municipal serán válidos si concurre el voto favorable de la mayoría absoluta del total
de miembros que legalmente lo integran, salvo los casos en que este Código exija una mayo
ría calificada. En caso de empate en la votación, el alcalde tendrá doble voto o voto decisorio.
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ARTÍCULO 41. Acta detallada. El secretario municipal debe elaborar acta detallada de cada
sesión, la que será firmada por quien la haya presidido y por el secretario, siendo válida des
pués de haber sido leída y aprobada por los miembros del Concejo Municipal, a más tardar
treinta (30) días a partir de su realización. La copia certificada de cada acta, se archivará
cronológicamente bajo su responsabilidad.

ARTÍCULO 42. Vigencia de acuerdos y resoluciones. Los acuerdos, ordenanzas y resolu
ciones del Concejo Municipal serán de efecto inmediato; pero, los de observancia general
entrarán en vigencia ocho (8) días después de su publicación en el diario oficial, amenos que
la resolución o acuerdo amplíe o restrinja dicho plazo.

ARTÍCULO 43. Requisitos para optar al cargo de alcalde, sindico o concejal. Para ser electo
alcalde, sindico o concejal se requiere:

a) Ser guatemalteco de origen y vecino inscrito en el distrito municipal.

b) Estar en el goce de sus derechos políticos.

c) Saber leer y escribir.

ARTÍCULO 44. Remuneraciones especiales. Los cargos de sindico y concejal son de servi
cio a la comunidad, por lo tanto de prestación gratuita, pero podrán ser remunerados por el
sistema de dietas por cada sesión completa a la que asista, siempre y cuando la situación
financiera lo permita y lo demande el volumen de trabajo, debiendo en todo caso, autorizarse
las remuneraciones con el voto de las dos terceras (2/3) partes del total de miembros que
integran el Concejo Municipal.

El alcalde y secretario tendrán derecho a iguales dietas que las establecidas para síndicos y
concejales, cuando las sesiones se celebren en horas o días inhábiles. Cualquier incremento
al sueldo del alcalde, y en su caso a las dietas y remuneraciones establecidas, requiere del
voto favorable de las dos terceras (2/3) partes de los miembros que integran el Concejo Mu
nicipal y que las finanzas del municipio lo permitan.

Los síndicos y concejales que trabajan como dependientes en el sector público o privado, go
zarán de licencia de sus centros de trabajo de diez (10) horas semanales, sin descuentos de
sus remuner^iones, tiempo que será dedicado con exclusividad a las labores propias de sus
cargos en el Concejo Municipal. El empleador está obligado a conceder la licencia semanal.

Los síndicos y concejales no serán trasladados ni reasignados por su empleador, sin su con
sentimiento, mientras ejercen sus funciones.

ARTÍCULO 45. Prohibiciones. No pueden ejercerlas funciones de alcalde, sindico o concejal:
a) El inhabilitado judicialmente por sentencia firmé por delito doloso o sujeto a auto de prisión

preventiva.

b) El que directa o indirectamente tenga parte en servicios públicos, contratos, concesiones
o suministros con o por cuenta del municipio.
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c) El deudor por fianzas o alcances de cuentas a los fondos municipales.

d) Cuando exista parentesco dentro de los grados de ley entre los electos. Si el parentesco
fuere entre el alcalde y uno de los síndicos o concejales, se tendrá por electo al alcalde.
Si fuere entre otros miembros del Concejo Municipal, se tendrá por electo al sindico o
concejal que tenga a su favor la adjudicación preferente, llenándose ipso facto la vacante
que se produzca por ese motivo, en la forma que establece la Ley Electoral y de Partidos
Políticos.

Si posteriormente a la elección el alcalde, el síndico o el concejal resultaren incluidos en cua
lesquiera de las prohibiciones de este articulo, una vez comprobada plenamente, el Concejo
Municipal declarará vacante el cargo y solicitará al Tribunal Supremo Electoral la acreditación
del sustituto.

ARTÍCULO 46. Causas para no aceptar o renunciar a cargos municipales. Son causas para
no aceptar o renunciar al cargo de alcalde, sindico o concejal:

a) Las expresadas en el articulo anterior.

b) Ser mayor de setenta años.

c) Padecer de enfermedad o impedimento que no le permita ejercer sus funciones.
Previa ratificación de la no-aceptación o renuncia ante el
en sesión ordinaria, resolverá con el voto favorable de la mayoría absolu a e cip^nrai
y declarará la vacante, comunicando de inmediato su decisión al Tribuna upr
para los efectos de la Ley Electoral y de Partidos Políticos.

La renuncia del cargo de alcalde sólo puede ser aceptada por el
terceras (2/3) partes del total de integrantes del Concejo Municipal y, a rnnreia'i
de inmediato dará posesión al concejal primero, y si éste no aceptar^ se a . . .
suplente primero, de conformidad con la Ley Electoral y de Partidos o i icos, o
las formalidades y solemnidades de ley.

El sindico o el concejal que sustituya al titular, tomará posesión de su cargo en
ria del Concejo Municipal, una vez sea acreditado como tal por el Tribuna upr . ¡'
observándose las formalidades y solemnidades de ley. El renunciante no p ,
en responsabilidad, abandonar el cargo mientras no tome posesión e sus i u o, sa vo e caso
de sustitución del alcalde.

ARTÍCULO 47. Toma de posesión. Los miembros del Concejo Municipal tomarán posesión
de los cargos para los que fueron electos, en la fecha en que, de conformidad con la Ley
Electoral y de Partidos Políticos, se inicia el período de gobierno municipal.

ARTÍCULO 48. Derecho de antejuicio. Los alcaldes municipales no podrán ser detenidos ni
perseguidos penalmente, sin que preceda declaración de autoridad Judicial competente de
que ha lugar a formación de causa, excepto en el caso de flagrante delito.
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Durante su encausamiento, gozarán, los funcionarios procesados, de los derechos que otor
ga la Ley de Probidad y Responsabilidades de Funcionarios y Empleados Públicos, debiendo
restituírseles en su cargo si dentro del proceso se les otorga medida sustitutiva de la prisión
preventiva y no los inhabilite para el ejercicio de sus funciones.

Si la sentencia fuere condenatoria y no los inhabilita para el ejercicio de sus funciones públi
cas, y ia pena impuesta es conmutable en su totalidad, pagada la multa dentro de los tres (3)
días de ejecutado el fallo si no estuvieren en funciones, reasumirán su cargo; caso contrario,
se declarará la vacante y se procederá a llenarla conforme lo dispone la Ley Electoral y de
Partidos Politicos.

Ningún funcionario o empleado público, ni persona individual o asociada podrá, sin incurrir en
responsabilidad penal, deponer o tratar de deponer ilegalmente al alcalde y demás autorida
des municipales legalmente electas.

CAPITULO II

MANCOMUNIDADES DE MUNICIPIOS

ARTÍCULO 49. Definición. Las mancomunidades de municipios son asociaciones de munici
pios con personalidad jurídica, constituidas mediante acuerdos ceiebrados entre los concejos
de dos o más municipios, de conformidad con la ley, para la formulación común de políticas
públicas municipales, planes, programas y proyectos, ia ejecución de obras y la prestación
eficiente de servicios de sus competencias.

ARTÍCULO 50. Asociación de municipios en mancomunidades. Los municipios tienen el de
recho de asociarse con otros en una o varias mancomunidades.

Las mancomunidades tendrán personalidad jurídica para ei cumplimiento de sus fines y se
regirán por sus propios estatutos.

Las mancomunidades no podrán comprometer a los municipios que la integran más allá de
los límites señalados en el estatuto que les dio origen.

En los órganos directivos de ia mancomunidad deberán estar representados, todos los con
cejos municipales de los municipios que la integran.

ARTÍCULO 51. Procedimiento para la aprobación de los estatutos de las mancomunidades.
El procedimiento de aprobación de los estatutos de las mancomunidades se determinará por
la legislación de la materia y deberá cumplir además ias regias siguientes:

a) La elaboración de los estatutos corresponderá a los concejales y síndicos de ia totalidad
de los municipios promotores de ia mancomunidad, constituidos en asamblea;
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b) Cada Concejo Municipal de los municipios mancomunados aprobará los estatutos mediante
acuerdo tomado por lo menos con las dos terceras partes del total de sus integrantes,
debiendo contener el referido acuerdo los siguientes aspectos:

1. El nombre, objeto, domicilio y municipios que constituyen la mancomunidad.

2. Los fines para los cuales se crea.

3. El tiempo de su vigencia.

4. El aporte inicial de cada uno de los municipios que la crean y las cuotas ordinarias y ex
traordinarias a que se comprometan.

5. La composición de su Junta Directiva, la forma de designarla, sus atribuciones y respon
sabilidades.

6  El procedimiento para reformarla o disolverla, y la manera de resolver las divergencias
que puedan surgir con relación a su gestión y a sus bienes.

7. Los mecanismos de control de la mancomunidad.

8. La definición de la parte, o cuota alícuota, que debe asumir cada municipio o sus conce
sionarios por la utilización de los servicios que presta la mancomunidad.

CAPÍTULO III

DE LOS ALCALDES, SÍNDICOS Y CONCEJALES

ARTÍCULO 52. Representación municipal. El alcalde representa a la municipalidad y al mu
nicipio; es el personero legal de la misma, sin perjuicio de la representación judicial que se le
atribuye al síndico; es el jefe del órgano ejecutivo del gobierno municipal, miembro del Conse
jo Departamental de Desarrollo respectivo y presidente del Concejo Municipal de Desarrollo.

ARTÍCULO 53. Atribuciones y obligaciones del alcalde. En lo que le corresponde, es atribu
ción y obligación del alcalde hacer cumplir las ordenanzas, reglamentos, acuerdos, resolu
ciones y demás disposiciones del Concejo Municipal y al efecto expedirá las órdenes e ins
trucciones necesarias, dictará las medidas de politica y buen gobierno y ejercerá la potestad
de acción directa y, en general, resolverá los asuntos del municipio que no estén atribuidos
a otra autoridad.

El alcalde preside el Concejo Municipal y tiene las atribuciones especificas siguientes:

a) Dirigir la administración municipal.

b) Representar a la municipalidad y al municipio.

c) Presidir las sesiones del Concejo Municipal y convocar a sus miembros a sesiones ordi
narias y extraordinarias de conformidad con este Código.
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d) Velar por el estricto cumplimiento de las políticas públicas municipales y de los planes,
programas y proyectos de desarrollo del municipio.

e) Dirigir, inspeccionar e impulsar los servicios públicos y obras municipales.

f) Disponer gastos, dentro de los límites de su competencia; autorizar pagos y rendir cuentas
con arreglo al procedimiento legaimente establecido.

g) Desempeñar la jefatura superior de todo el personal administrativo de la municipalidad;
nombrar, sancionar y aceptar la renuncia y remover de conformidad con la ley, a los em
pleados municipales.

h) Ejercer la jefatura de la policía municipal, así como el nombramiento y sanción de sus
funcionarios.

i) Ejercitar acciones judiciaies y administrativas en caso de urgencia.

j) Adoptar personalmente, y bajo su responsabilidad en caso de catástrofe o desastres o
grave riesgo de los mismos, las medidas necesarias, dando cuenta inmediata al pleno del
Concejo Municipal.

k) Sancionar las faltas por desobediencia a su autoridad o por infracción de las ordenanzas
municipales, salvo en los casos en que tal facultad esté atribuida a otros órganos.

I) Contratar obras y servicios con arreglo al procedimiento legalmente establecido, con ex
cepción de los que corresponda contratar al Concejo Municipal.

m) Promover y apoyar, conforme a este Código y demás leyes aplicables, la participación y
trabajo de, las asociaciones civiles y los comités de vecinos que operen en su municipio,
debiendo informar al Concejo Municipal, cuando éste lo requiera.

n) Tramitar los asuntos administrativos cuya resolución corresponda al Concejo Municipal y,
una vez substanciados, darle cuenta al pleno del Concejo en la sesión inmediata.

o) Autorizar, conjuntamente con el secretario municipal, todos los libros que deben usarse en
la municipalidad, las asociaciones civiles y comités de vecinos que operen en el municipio;
se exceptúan los libros y registros auxiliares a utilizarse en operaciones contables, que
por ley corresponde autorizar a la Contraloria General de Cuentas.

p) Autorizar, a título gratuito, los matrimonios civiies, dando dentro de ia ley las mayores fa
cilidades para que se verifiquen, pudiendo delegar esta función en uno de los concejales.

q) Tomar el juramento de ley a los concejales, síndicos y a los alcaldes , comunitarios o
auxiliares, al darles posesión de sus cargos.

r) Enviar copia autorizada ala Contraloria General de Cuentas del inventario de los bienes
del municipio, dentro de los primeros quince (15) días calendario del mes de enero de
cada año.

s) Ser el medio de comunicación entre el Concejo Municipal y las autoridades y funcionarios
públicos.
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t) Presentar el presupuesto anual de la municipalidad, al Concejo Municipal para su cono
cimiento y aprobación.

u) Remitir dentro de los primeros cinco (5) dias hábiles de vencido cada trimestre del año. al
Registro de Ciudadanos del Tribunal Supremo Electoral, informe de los avecindamientos
realizados en el trimestre anterior y de los vecinos fallecidos durante el mismo periodo.

v) Las demás atribuciones que expresamente le atribuyan las leyes y aquellas que la legis
lación del Estado asigne al municipio y no atribuya a otros órganos municipales.

ARTÍCULO 54. Atribuciones y deberes de síndicos y concejales. Los síndicos y los conce
jales. como miembros del órgano de deliberación y de decisión, tienen las siguientes atribu
ciones;

a) Proponer las medidas que tiendan a evitar abusos y corruptelas en las oficinas y depen
dencias municipales.

b) Los concejales sustituirán, en su orden, al alcalde en caso de ausencia temporal, teniendo
el derecho a devengar una remuneración equivalente al sueldo del alcalde cuando ello
suceda.

c) Emitir dictamen en cualquier asunto que el alcalde o el Concejo Municipal lo soliciten. El
dictamen debe ser razonado técnicamente y entregarse a la mayor brevedad.

d) Integrar y desempeñar con prontitud y esmero las comisiones para las cuales sean desig
nados por el alcalde o el Concejo Municipal.

e) Los síndicos representar a la municipalidad, ante los tribunales de justicia y oficinas ad
ministrativas y, en tal concepto, tener, el carácter de mandatarios judiciales, debiendo ser
autorizados expresamente por el Concejo Municipal para el ejercicio de facultades espe
ciales de conformidad con la ley. No obstante lo anterior, el Concejo Municipal puede, en
casos determinados, nombrar mandatarios específicos.

f) Fiscalizar la acción administrativa del alcalde y exigir el cumplimiento de los acuerdos y
resoluciones del Concejo Municipal.

g) Interrogar al alcalde sobre las medidas que hubiere adoptado en uso o extralimitación
de sus funciones, y por mayoría de votos de sus integrantes, aprobar o no las medidas
que hubiesen dado lugar a la interrogación.

CAPÍTULO IV

ALCALDÍAS INDÍGENAS, ALCALDÍAS COMUNITARIAS O ALCALDÍAS
AUXILIARES

ARTÍCULO 55. Alcaldías indígenas. El gobierno del municipio debe reconocer, respetar y
promover las alcaldías indígenas, cuando éstas existan, incluyendo sus propias formas de
funcionamiento administrativo.
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ARTÍCULO 56. Alcaldías comunltarías o alcaidías auxiliares. El Concejo Municipal, de acuer
do a los usos, normas, y tradiciones de las comunidades, reconocerá a las alcaldías comuni
tarias o alcaldías auxiliares, como entidades representativas de las comunidades, en especial
para la toma de decisiones y como vinculo de relación con el gobierno municipal.

El nombramiento de alcaldes comunitarios o alcaldes auxiliares lo emitirá el alcalde muni
cipal, con base a la designación o elección que hagan las comunidades de acuerdo a los
principios, valores, procedimientos y tradiciones de las mismas.

ARTÍCULO 57. Duración de los cargos de la alcaldía comunitaria o auxiliar. Los miembros de
las alcaldías comunitarias o alcaldías auxiliares durarán en el ejercicio de sus cargos el perio
do que determine la asamblea comunitaria, el cual no podrá exceder el periodo del Concejo
Municipal, con base en los principios, valores, normas y procedimientos de la comunidad, o
en forma supletoria, según las ordenanzas que emita ei Concejo Municipal.

ARTÍCULO 58. Atribuciones del alcalde comunitario o alcalde auxiliar. Son atribuciones del
alcalde comunitario o alcalde auxiliar, en su respectiva circunscripción, las siguientes:

a) Promover la organización y la participación sistemática y efectiva de la comunidad en la
identificación y solución de los problemas locales.

b) Colaborar en la Identificación de las necesidades locales y en la formulación de propuestas
de solución a las mismas.

c) Proponer lineamientos e instrumentos de coordinación en ia comunidad para la ejecución
de programas o proyectos por parte de personas, instituciones o entidades interesadas
en el desarrollo de las comunidades.

d) Elaborar, gestionar y supervisar, con el apoyo y la coordinación del Concejo Municipal,
programas y proyectos que contribuyan al desarrollo integral de la comunidad.

e) Cooperar en censos nacionales y municipales, asi como en el levantamiento y actualización
del catastro municipal.

f) Promover y gestionar en el ámbito comunitario y municipal las acciones que garanticen
el uso racional y sostenible de la infraestructura pública.

g) Ejercer y representar, por delegación del alcalde, a la autoridad municipal.
h) Ser vinculo de comunicación entre las autoridades del municipio y los habitantes.

i) Rendir los informes que le sean requeridos por el Concejo Municipal o el alcalde.

j) Mediar en los conflictos que los vecinos de la comunidad le presenten, coordinando es
fuerzos con el Juzgado de Asuntos Municipales, cuando el caso lo requiera.

k) Velar por el cumplimiento de las ordenanzas, reglamentos y disposiciones de carácter
general, emitidos por el Concejo Municipal o el alcalde, a quien dará cuenta de las infrac
ciones y faltas que se cometan.
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I) Velar por la conservación, protección y desarrollo de los recursos naturales de su circuns
cripción territorial.

m) Las demás que le sean asignadas por la ley y, las que le delegue el Concejo Municipal o
el alcalde municipal, en el ámbito de sus respectivas competencias.

Los funcionarios y empleados municipales, deberán prestar, en lo que les corresponda, la
colaboración necesaria para el cumplimiento de las atribuciones del alcalde comunitario o
alcalde auxiliar.

El Consejo Municipal sesionará, cuando menos dos (2) veces al año, con los alcaldes co
munitarios o auxiliares del municipio, para coordinar actividades.

ARTÍCULO 59. Retribución a los cargos de alcaldes comunitarios o alcaldes auxiliares. Cada
municipalidad, de acuerdo a sus recursos financieros, regulará en el reglamento municipal la
retribución que corresponda por el servicio de alcalde comunitario o alcalde auxiliar.

TÍTULO IV

INFORMACIÓN Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA

CAPÍTULO 1

INFORMACIÓN Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA

ARTÍCULO 60. Facilitación de información y participación ciudadana. Los Concejos Munici
pales facilitarán la más amplia información sobre su actividad y la participación de todos los
ciudadanos en la vida local.

ARTÍCULO 61. Facultades de decisión. Las formas, medios y procedimientos de participa
ción ciudadana que los concejos municipales de desarrollo establezcan en ejercicio de su
potestad para auto-organizarse no podrán en ningún caso menoscabar las facultades de
decisión que corresponden al Concejo Municipal, el alcalde y los demás órganos represen
tativos regulados por la ley.

ARTÍCULO 62. Derecho a ser informado. Todos los vecinos tienen derecho a obtener copias
y certificaciones que acrediten los acuerdos de los concejos municipales, sus antecedentes,
así como consultar los archivos y registros financieros y contables, en los términos del articu
lo 30 de la Constitución Politica de la República.

ARTÍCULO 63. Consulta a los vecinos. Cuando la trascendencia de un asunto aconseje la
conveniencia de consultar la opinión de los vecinos, el Concejo Municipal, con el voto de las
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dos terceras (2/3) partes del total de sus Integrantes, podrá acordar que tal consulta se cele
bre tomando en cuenta las modalidades indicadas en los artículos siguientes.

ARTÍCULO 64. Consulta a solicitud de los vecinos. Los vecinos tienen el derecho de solicitar
al Concejo Municipal la celebración de consultas cuando se refiera a asuntos de carácter
general que afectan a todos los vecinos del municipio. La solicitud deberá contar con la firma
de por lo menos el diez por ciento (10%) de los vecinos empadronados en el municipio. Los
resultados serán vinculantes si participa en la consulta al menos el veinte por ciento (20%) de
los vecinos empadronados y la mayoría vota favorablemente el asunto consultado.

ARTÍCULO 65. Consultas a las comunidades o autoridades indígenas del municipio. Cuando
la naturaleza de un asunto afecte en particular los derechos y los intereses de las comuni
dades indígenas del municipio o de sus autoridades propias, el Concejo Municipal realizará
insultas a solicitud de las comunidades o autoridades indígenas, inclusive aplicando crite
rios propios de las costumbres y tradiciones de las comunidades indígenas.

ARTÍCULO 66. Modalidades de esas consultas. Las modalidades de las consultas a que
se refiere los artículos 64 y 65 de este Código, entre otras, podrán realizarse de la manera
siguiente:

1. Consulta en boleta diseñada técnica y específicamente para el caso, fijando en la convo
catoria el asunto a tratar, la fecha y los lugares donde se llevará a cabo la consulta.

2. Aplicación de criterios del sistema jurídico propio de las comunidades del caso.

Los resultados serán vinculantes si participa en la consulta al menos el cincuenta (50) por
ciento de los vecinos empadronados y la mayoría vota favorablemente el asunto consultado.

TÍTULO V

ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL

CAPÍTULO 1

COMPETENCIAS MUNICIPALES

ARTÍCULO 67. Gestión de Intereses del municipio. El municipio, para la gestión de sus
intereses y en el ámbito de sus competencias puede promover toda clase de actividades
económicas, sociales, culturales, ambientales, y prestar cuantos servicios contribuyan a
mejorar la calidad de vida, a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la población del
municipio.
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ARTÍCULO 68. Competencias propias del municipio. Las competencias propias deberán
cumplirse por el municipio, por dos o más municipios bajo convenio, o por mancomunidad de
municipios, y son las siguientes:

a) Abastecimiento domiciliario de agua potable debidamente clorada; alcantarillado; alumbra
do público; mercados; rastros; administración de cementerios y la autorización y control
de los cementerios privados; recolección, tratamiento y disposición de desechos sólidos;
limpieza y ornato;

b) Construcción y mantenimiento de caminos de acceso a las circunscripciones territoriales
inferiores al municipio;

c) Pavimentación de las vias públicas urbanas y mantenimiento de las mismas;

d) Regulación del transporte de pasajeros y carga y sus terminales locales;

e) Autorización de las licencias de construcción de obras, públicas o privadas, en la circuns
cripción del municipio;

f) Velar por el cumplimiento y observancia de las normas de control sanitario de la producción,
comercialización y consumo de alimentos y bebidas a efecto de garantizar la salud de los
habitantes del municipio;

g) Gestión de la educación pre-primaria y primaria, así como de los programas de alfabeti
zación y educación bilingüe;

h) Administrar la biblioteca pública del municipio;

i) Promoción y gestión de parques, jardines y lugares de recreación;

j) Gestión y administración de farmacias municipales populares;

k) Modernización tecnológica de la municipalidad y de los servicios públicos municipales o
comunitarios;

1) Promoción y gestión ambiental de los recursos naturales del municipio,

m) La administración del registro civil y de cualquier otro registro municipal o público que le
corresponda de conformidad con la ley;

n) La prestación del servicio de policía municipal; y.

o) La designación de mandatarios judiciales y extrajudiciales.

ARTÍCULO 69. Obras y servicios a cargo del Gobierno Central. El Gobierno Central u otras
dependencias públicas podrán, en coordinación con los planes, prograrrias y proyectos de
desarrollo municipal, prestar servicios locales cuando el municipio lo solicite.

ARTÍCULO 70. Competencias delegadas al municipio. El municipio ejercerá competencias
por delegación en los términos establecidos por la ley y los convenios correspondientes,
en atención a las características de la actividad pública de que se trate y a la capacidad de
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gestión de gobierno municipal, de conformidad con las prioridades de descentralización, des
concentración y el acercamiento de los servicios públicos a los ciudadanos.

ARTÍCULO 71. Efectividad de la delegación. La efectividad de la delegación requerirá su
aceptación por parte del municipio interesado; en todo caso, la delegación habrá de ir acom
pañada necesariamente, de la dotación o ei incremento de ios recursos necesarios para
desempeñarla, sin menoscabo de la autonomía municipal.

ARTÍCULO 72. Servicios públicos municipales. El municipio debe regular y prestar los ser
vicios públicos municipales de su circunscripción territorial y, por lo tanto, tiene competencia
para establecerlos, mantenerlos, ampliarlos y mejorarlos, en los términos indicados en los ar
tículos anteriores, garantizando un funcionamiento eficaz, seguro y continuo y, en su caso, la
determinación y cobro de tasas y contribuciones equitativas y justas. Las tasas y contribucio
nes deberán ser fijadas atendiendo los costos de operación, mantenimiento y mejoramiento
de calidad y cobertura de servicios.

ARTÍCULO 73. Forma de establecimiento y prestación de ios servicios municipales. Los ser
vicios públicos municipales serán prestados y administrados por:
a) La municipalidad y sus dependencias administrativas, unidades de servicio v empresas

públicas;

b) La mancomunidad de municipios según regulaciones acordadas conjuntamente;
c) Cohesiones otorgadas de conformidad con las normas contenidas en este Código, la Ley

de Contrataciones del Estado y Reglamentos Municipales.
ARTICULO 74. Concesión de servicio público municipal. La municipalidad tiene facultad para
o orgar a personas individuales o jurídicas, la concesión de la prestación de servicios públi
cos municipales que operen en su circunscripción territorial, con excepción de los centros de
acopio, termales de mayoreo, mercados municipales y similares, mediante contrato de de
recho publico y a plazo determinado, en el que se fije la naturaleza y condiciones del servicio
y las garantías de funcionamiento a las que se refiere el articulo 75 de este Código. Asimismo
e era es ipu arse que el reglamento municipal para la prestación del servicio, forma parte

del contrato de concesión.

En todo caso, el plazo de duración de la concesión no podrá ser superior de veinticinco (25)
anos; pudiendo ser prorrogable. El plazo será fijado en cada caso, de acuerdo con la cuantía
e importancia de la inversión, tomando en cuenta el interés municipal, y el de los usuarios e
inquilinos.

El Consejo Municipal fijará, además, las contribuciones municipales y tasas derivadas del
contrato que percibirá del concesionario.

ARTÍCULO 75. Otras condiciones de la concesión. Además de lo establecido en la Ley de
Contrataciones del Estado, el contrato en que se formalice una concesión para la prestación
de un servicio municipal deberá establecer:
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a) La aceptación, por parte del concesionario, de las ordenanzas y reglamentos municipales
que regulen el funcionamiento del servicio.

b) La obligación del concesionario de llevar contabilidad de conformidad con la ley, para su
verificación en todo tiempo, por la Contraloría General de Cuentas, al ser requerida a la
municipalidad el estado financiero de la empresa.

c) La obligación del concesionario de poner a disposición de municipalidad los libros y do
cumentos de contabilidad y de proporcionarle, en cualquier momento, la información que
se le requiera.

d) El derecho de la municipalidad de adquirir el servicio gratuitamente o previa indemniza
ción, según sea la naturaleza y condiciones en las que la misma se otorgó, al expirar el
plazo de la concesión. En el supuesto de indemnización, se hará el avalúo de los bienes,
tomando en consideración todos los elementos y factores que determinen su precio real,
sin atenerse exclusivamente a declaraciones catastrales o fiscales, informes o datos de
entidades o dependencias del Estado, debiendo someterse el expediente y el proyecto
de contrato correspondiente a revisión de la Contraloría General de Cuentas antes de su
aprobación, y no se hará ningún pago a cargo del contrato de traslación de los bines sino
hasta que haya sido aprobado por el Concejo Municipal y la resolución esté firme. En todo
caso, la municipalidad debe hacerse cargo del servicio, libre de pasivos de cualquier clase.

ARTÍCULO 76. Intervención de los servicios municipales. Sin peijuicio de lo que establece la
Constitución Politica de la República y de las responsabilidades civiles y penales en que incu
rra el concesionario, la municipalidad tiene la potestad de intervenir temporalmente e servicio
público municipal, que se administre y preste deficientemente, o que deje de pres arse i
autorización alguna, o en el que se falte a las ordenanzas y reglamentos municipa es o a as
obligaciones contraidas por el concesionario en el contrato correspondiente.
En todo caso, la intervención del servicio del que se trate se hará a costa del concesionario y
se llevará a cabo conforme a las disposiciones del Código Procesal Civil y ercan i y etnas
leyes que regulan la materia, independientemente del carácter de la empresa que pu lera
tener la persona individual o jurídica afectada, pudiendo, en consecuencia, determinarse, en
el acuerdo respectivo, las funciones que cumplirá la intervención. El servicio o empresa po ra
embargarse con carácter de inten/ención.

El alcalde nombrará a la persona que deba hacerse cargo de la intervención inmediatamente
después de que se haya emitido el acuerdo por parte del Concejo Municipal y, acto seguido,
le dará posesión.

En la intervención de colonias, lotificaciones y parcelamiento se observará el procedimiento
previsto en los dos (2) párrafos anteriores, sin perjuicio de cumplirse las leyes, reglamentos y
ordenanzas que regulan el desarrollo urbano y rural.

Si durante la intervención, el comprador o adquiriente legítimo de un lote o parcela pagara el
saldo a su cargo, el interventor lo hará saber al lotificador o parcelador, para que cumpla con
otorgar la correspondiente escritura traslativa de dominio o, en su caso, la carta de pago a fa-
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vor del comprador o adquiriente y si, en quince (15) días, no se ha cumplido, podrá otorgarla
el inten/entor, en rebeldía, haciendo constar esa circunstancia.

ARTÍCULO 77. Causas para revocar la concesión. La concesión de servicio público munici
pal podrá ser revocada por cualquiera de las siguientes causas:

a) Cuando el Concejo Municipal declare que es lesiva a los intereses del municipio.
b) Por violación de disposiciones relativas al orden público y al interés social.
c) Por incurnplimiento de disposiciones de carácter general o local, relativas a la salud e

higiene públicas y protección del medio ambiente.

d) Cuando las deficiencias del servicio no sean subsanables por el procedimiento previsto
en el artículo anterior.

En cualesquiera de estos casos queda excluida la vía de lo contencioso administrativo.

'^sficiencias del servicio municipal. Si el servicio fuere prestado por la mu-
nicipai a , sus dependencias administrativas, unidades de servicio y sus empresas, al ser
denunciadas las deficiencias o irregularidades que se le atribuyan, el alcalde o el Concejo

unicipal, según sea el caso, quedan obligados a comprobarlas y resolverlas, adoptando las
medidas que sean necesarias.

CAPÍTULO II

POLICÍA MUNICIPAL

ARTÍCULO 79. Organización de la Policía Municipal. El municipio tendrá, si lo estima conve-
recursos necesarios, un cuerpo de policía municipal, bajo las órdenes

e. e integrará conforme a sus necesidades, los requerimientos del servicio y los
valores, pnncipios, normas y tradiciones de las comunidades.

«oisfrá^nr of ° r íundones, la Policía Municipal observará las leyes de la República y
nnr pI rnnrp^nTif i° , ® dcuerdos, reglamentos, ordenanzas y resoluciones emitidas
íiaHirínnpc n ' ^ alcalds, respetando los criterios básicos de las costumbres y
miento ® comunidades del municipio. Un reglamento normará su funciona-

CAPÍTULO III

RÉGIMEN LABORAL

ARTÍCULO 80. Relaciones laborales. Las relaciones laborales entre la municipalidad y sus
funcionarios y empleados se rigen por la Ley de Servicio Municipal, los reglamentos que so-
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bre la materia emita el Concejo Municipal, y los pactos y convenios colectivos que suscriban
de conformidad con la ley.

artículo 81. Nombramiento de funcionarios. El Concejo Municipal hará el nombramiento
de los funcionarios que le competen, con base en las ternas que para cada cargo proponga
el alcalde. El secretario, el tesorero, el registrador civil, el auditor y demás funcionarios que
demande la modernización de la administración municipal, sólo podrán ser nombrados o
removidos por acuerdo del Concejo Municipal.

ARTÍCULO 82. Prohibiciones. No podrán ser nombrados ni ejercer un cargo municipal;

a) Los parientes del alcalde, de los síndicos o de los concejales, dentro del cuarto grado de
consanguinidad o segundo de afinidad.

b) Los contemplados en el artículo 45 de este Código.

c) Los que hubieren manejado, recaudado, custodiado o administrado fondos, bienes y valores
del Estado o del municipio, si no hubiera rendido cuentas y obtenido finiquito.

Si al tiempo del nombramiento o posteriormente, el nombrado resultare incluido en cuales
quiera de las prohibiciones contenidas en este artículo, se declarará vacante el cargo y, en su
caso, se el indemnizará de conformidad con la ley.

CAPÍTULO IV

FUNCIONARIOS MUNICIPALES

ARTÍCULO 83. Secretario municipal. El Consejo Municipal contará con un secretario, quien.
a la vez, lo será del alcalde. Para ser nombrado secretario se requiere ser guatemalteco de
origen, ciudadano en ejercicio de sus derechos políticos y tener aptitud para optar al cargo,
de conformidad con el reglamento municipal respectivo.

ARTÍCULO 84. Atribuciones del Secretario. Son atribuciones del secretario, las siguientes:

a) Elaborar, en los libros correspondientes, las actas de las sesiones del Concejo Municipal
y autorizarlas, con su firma, al ser aprobadas de conformidad con lo dispuesto en este
Código.

b) Certificar las actas y resoluciones del alcalde o del Concejo Municipal.

c) Dirigir y ordenar los trabajos de la Secretaría, bajo la dependencia inmediata del alcalde,
cuidando que los empleados cumplan sus obligaciones legales y reglamentarias.

d) Redactar la memoria anual de labores y presentarla al Concejo Municipal, durante la pri
mera quincena del mes de enero de cada año, remitiendo ejemplares de ella al Organismo
Ejecutivo, al Congreso de la República y al Concejo Municipal de Desarrollo y a los medios
de comunicación a su alcance.



11A I If^STRUMENTOS Nack>nates e internacionales para la DofonsoI IH ww I dJ de/os DERECHOS DE 60S P(/e8L0S W£)/G£/MS

e) Asistir a todas las sesiones del Concejo Municipal, con voz informativa, pero sin voto,
dándole cuenta de los expedientes, diligencias y demás asuntos, en el orden y forma que
indique el alcalde.

f) Archivar las certificaciones de las actas de cada sesión del Concejo Municipal.

g) Recolectar, archivar y conservar todos los números del diario oficial.

h) Organizar, ordenar y mantener el archivo de la municipalidad.

i) Desempeñar cualquier otra función que le sea asignada por ei Concejo Municipal o por el
alcalde.

ARTÍCULO 85. Ausencia del Secretario. En los casos de ausencia temporal, licencia o excu
sa del secretario, éste será sustituido por el oficial de Secretaría que, en el orden numérico,
corresponda. Si no hubiere, el Concejo Municipal, a propuesta del alcaide, hará el nombra
miento de quien deba sustituirlo interinamente.

ARTICULO 86. Tesorero Municipal. La municipalidad tendrá un tesorero, a cuyo cargo estará
la reraudación, depósito y custodia de los fondos y valores municipales, asi como la ejecu
ción de ios pagos que, de conformidad con la ley, proceda hacer.

Para ser nombrado tesorero se requiere ser guatemalteco de origen, ciudadano en el ejerci-
H? derechos políticos, perito contador o contador público y auditor, o tener certificadoae aptitud, de conformidad con el reglamento de la materia.

ARTÍCULO 87. Atribuciones del Tesorero. Son atribuciones del tesorero, las siguientes:
a) Operar las cuentas de los libros autorizados para ei efecto.

libros o sistemas computarizados la contabilidad de los ingresos y egresos
autorización de la Contraloria General de Cuentas, de acuerdo con

las reglas contables legalmente aceptadas.

nann« n.» "^"nicipal. en SU sesión inmediata, para que resuelva sobre los
Sue ^ ® ®stén basados en la ley, loque lo eximirá de toda responsabilidad con relación a esos pagos.

omvSmpnÍ'!!T asignaciones del presupuesto, verificando
Hphpi rp?n? 'os hiciere sin cumpiir ios requisitos y formalidades de ley,
niip h h- fo ̂o'o"" s' erario municipal, sin perjuicio de ias responsabilidades enque hubiere incurrido.

e) Extender a los contribuyentes ios comprobantes correspondientes autorizados y señalados
por la Contraloria General de Cuentas, por ias sumas que de ellos perciba el tesorero
municipal.

O Hacer cortes de caja, examen de libros y registro, asi como del inventario general de bienes
de la municipalidad, al tomar posesión de su cargo y al entregarlo.
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g) Remitir a la Contraloria General de Cuentas, certificación del acta levantada al documentar
el corte de caja y arqueo de valores de la Tesorería, a más tardar tres (3) días después
de efectuadas esas operaciones.

h) Presentar al Concejo Municipal, en el curso del mes de enero de cada año, la cuenta general
de su administración durante el año anterior, para que sea examinada y aprobada durante
los dos (2) meses siguientes a la presentación de la cuenta general de su administración.

i) Hacer corte de caja cada mes y elaborar los estados financieros que exigen los reglamentos
de la materia, para ser enviados a las oficinas correspondientes.

ARTÍCULO 88. Auditor interno. Las municipalidades deberán contratar un auditor íntemo,
quien deberá ser guatemalteco de origen, ciudadano en el ejercicio de sus derechos po
líticos. contador público y auditor colegiado activo, quien, además de velar por la correcta
ejecución presupuestaria, deberá implantar un sistema eficiente y ágil de seguimiento y eje
cución presupuestaria, siendo responsable de sus actuaciones ante el Concejo Municipal.
El auditor, interno podrá ser contratado a tiempo completo o parcial. Las municipalidades
podrán contrataren forma asociativa, un auditor interno. Sus funciones serán normadas por
el reglamento interno correspondiente.

ARTÍCULO 89. Registrador civil. El Concejo Municipal nombrará al registrador civil de su
municipio. En su ausencia el secretario municipal ejercerá sus funciones.

Para el nombramiento del cargo, es necesario ser guatemalteco de origen y ciudadano en
ejercicio de sus derechos politicos. En el desempeño del cargo, las funciones del registrador
civil estarán normadas por lo que establece el Código Civil y el reglamento respectivo de cada
municipio.

ARTÍCULO 90. Otros funcionarios. Cuando las necesidades de modernización y volúmenes
de trabajo lo exijan, a propuesta del alcalde, el Concejo Municipal podrá autorizar la contra
tación del Gerente Municipal. Director Financiero, Juez de Asuntos Municipales y otros fun
cionarios que coadyuven al eficiente desempeño de las funciones técnicas y administrativas
de las municipalidades, cuyas atribuciones serán reguladas por los reglamentos respectivos.

ARTÍCULO 91. Prohibiciones. No podrán ocupar los cargos a que se refieren los artículos
81, 83, 86, 88, 89 y 90 de este Código, ios parientes del alcalde y demás miembros de su
corporación, incluidos dentro de los grados de ley ni los excluidos por otras leyes.

ARTÍCULO 92. Empleados municipales. Los derechos, obligaciones, atribuciones y respon
sabilidades de los empleados municipales están determinadas en la Ley de Servicio Munici
pal, los reglamentos que sobre la materia emita el Concejo Municipal, y los pactos y conve
nios colectivos que se suscriban de conformidad con la ley.

Todo empleado o funcionario municipal será personalmente responsable, conforme a las
leyes, por las infracciones u omisiones en que incurra en el desempeño de su cargo.

ARTÍCULO 93. Carrera administrativa municipal. Las municipalidades deberán establecer un
procedimiento de oposición para el otorgamiento de puestos, e instituir la carrera administra-
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tiva, debiéndose garantizar las normas adecuadas de disciplina y recibir justas prestaciones
económicas y sociales, asi como, estar garantizados contra sanciones o despidos que no
tengan fundamento legal, de conformidad con la Ley de Servicio Municipal.

ARTÍCULO 94. Capacitación a empleados municipales. Las municipalidades en coordinación
con otras entidades municipalistas y de capacitación, tanto públicas como privadas, deberán
promover el desarrollo de esfuerzos de capacitación a su personal por lo menos una vez por
semestre, con el propósito de fortalecer la carrera administrativa del empleado municipal.

CAPITULO V

OFICINAS TÉCNICAS MUNICIPALES

ARTÍCULO 95. Oficina municipal de planificación. El Concejo Municipal tendrá una oficina
municipal de planificación, que coordinará y consolidará los diagnósticos, planes, programas
y proyectos de desarrollo del municipio. La oficina municipal de planificación podrá contar

sectorial de los ministerios y secretarías del Estado que integran el Organismo

La oficina municipal de planificación es responsable de producir la información precisa y de
calidad requerida para la formulación y gestión de las políticas públicas municipales.
El coordinador de la oficina municipal de planificación deberá ser guatemalteco de origen,
ciudadano en ejercicio de sus derechos políticos y profesionales, o tener experiencia califi
cada en la matena.

del coordinador de la oficina municipal de planificación. Son
atribuciones del coordinador de la oficina municipal de planificación:
a) Cumplir y ejecutar las decisiones del Concejo Municipal en lo correspondiente a su res

ponsabilidad y atribuciones especificas.

estudios de preinversión, y factibilidad de los proyectos para el de
sarrollo del municipio, a partir de las necesidades sentidas y priorizadas.

c) Mantener actualizadas las estadísticas socioeconómicas del municipio, incluyendo la
información geográfica de ordenamiento territorial y de recursos naturales.

d) Mantener actualizado el registro de necesidades identificadas y priorizadas y de los planes,
programas y proyectos en sus fases de perfil, factibilidad, negociación y ejecución.

e) Mantener un inventario permanente de la infraestructura social y productiva con que cuenta
cada centro poblado; así como de la cobertura de los servicios públicos de los que gozan
0stos«

f) Asesorar al Concejo Municipal y al alcalde en sus relaciones con las entidades de desarrollo
públicas y privadas.
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g) Suministrar la información que le sea requerida por las autoridades municipales u otros
interesados con base a los registros existentes.

h) Otras actividades relacionadas con el desempeño de su cargo y aquellas que le encomiende
el Concejo Municipal o el alcalde.

i) Mantener actualizado el catastro municipal.

J) Las municipalidades podrán contratar en forma asociativa los servicios de un coordinador
de sus oficinas municipales de lanificación.

ARTÍCULO 97. Administración financiera integrada municipal. Para efectos de integrar a las
municipalidades en el proceso de administración y consolidación financiera del sector públi
co, las municipalidades del pais deberán incorporar a su estructura administrativa una unidad
de Administración Financiera Integrada Municipal -AFIM-; la cual será responsable de dicho
proceso, la misma deberá estar operando en todas las municipalidades antes del año 2006.
Esta unidad estará a cargo de un director o jefe, que será nombrado por el Concejo Municipal
de una terna propuesta por el alcalde; dicho nivel jerárquico dependerá de la complejidad de
la organización municipal de que trate. En aquellos casos en que la situación municipal no
permita la creación de esta unidad, las funciones las ejercerá el tesorero municipal.

ARTÍCULO 98. Competencia y funciones de la AFIM. La Administración Financiera Integrada
Municipal tendrá las atribuciones siguientes:

a) Elaborar en coordinación con la oficina municipal de planificación, la programación y
formulación del presupuesto, la programación de la ejecución presupuestaria, y con los
responsables de cada programa, la evaluación de la gestión presupuestaria;

b) Administrar la gestión financiera del presupuesto, la contabilidad integrada, la deuda muni
cipal, la tesorería y las recaudaciones. Para el efecto, se establecerá el sistema financiero
conforme a los lineamientos y metodologías que establezca el Ministerio de Finanzas
Públicas como órgano rector del sistema:

c) Registrar las diversas etapas de la ejecución presupuestaria del ingreso y gasto, así como
el seguimiento de la ejecución física;

d) Asesorar al alcalde y al Concejo Municipal en materia de administración financiera;

e) Mantener una adecuada coordinación con los entes rectores de los sistemas de adminis
tración financiera y aplicar las normas y procedimientos que emanen de estos;

f) Dirigir y administrar todo el proceso de liquidación y recaudación de impuestos, arbitrios,
tasas, y contribuciones establecidos en las leyes;

g) Elaborar y mantener actualizado el registro de contribuyentes en coordinación con el
catastro municipal;

h) Informar al alcalde y a la oficina municipal de planificación sobre los cambios de los objetos
y sujetos de la tributación;
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i) Administrar la deuda pública municipal;

j) Administrar la cuenta caja única, basándose en los instrumentos gerenciaies. de la Cuenta
Única del Tesoro Municipal y flujos de caja y programación;

k) Elaborar y presentar la información financiera que por ley le corresponde;

I) Coordinar con el INFOM y la ANAM los planes de capacitación correspondientes para la
aplicación de este Código y leyes conexas.

TITULO VI

HACIENDA MUNICIPAL

CAPÍTULO I

FINANZAS MUNICIPALES

ARTÍCULO 99. Finanzas Municipales. Las finanzas del municipio comprenden el conjunto de
bienes, ingresos y obligaciones que conforman el activo y el pasivo del municipio.
ARTÍCUL0100. Ingresos del municipio. Constituyen Ingresos del municipio:
a) Los provenientes del aporte que por disposición constitucional el Organismo Ejecutivo

debe trasladar directamente a cada municipio;
b) El producto de los Impuestos que el Congreso de la República decrete a favor del municipio;
c) Las donaciones que se hicieren al municipio;

t^es'^Wenes^^'^^"^'^^ ̂  patrimoniales del municipio, y las rentas, frutos y productos de
e) El producto de los arbitrios, tasas y sen/icios municipales;
f) El ingreso proveniente de las contribuciones por mejoras, aportes compensatorios, dere

chos e inipuestos por obras de desarrollo urbano y rural que realice la municipalidad, así
como el ingreso proveniente de las contribuciones que paguen quienes se dedican a la
explotación comercial de los recursos del municipio o que tengan su sede en el mismo;

g) Los Ingresos provenientes de préstamos y empréstitos;

h) Los Ingresos provenientes de multas administrativas y de otras fuentes legales,
I) Los Intereses producidos por cualquier clase de débito fiscal,

j) Los Intereses devengados por las cantidades de dinero consignadas en calidad de depósito
en el sistema financiero nacional;
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k) Los provenientes de las empresas, fundaciones o cualquier ente descentralizado del mu
nicipio;

I) Los provenientes de las trasferencias recurrentes de los distintos fondos nacionales;

m) Los provenientes de los convenios de mancomunidades de municipios;

n) Los provenientes de los contratos de concesión de servicios públicos municipales;

ñ) Los provenientes de las donaciones;

o) Los provenientes de aportes especiales esporádicos que acuerden los órganos del Estado;

p) El precio de la venta de bienes inmuebles;

q) El ingreso proveniente de las licencias para construcción, modificación o demolición de
obras civiles;

r) El ingreso, sea por la modalidad de rentas a los bienes municipales de uso común o no,
por servidumbre onerosa, arrendamientos o tasas; y,

s) Cualesquiera otros que determinen las leyes o los acuerdos y demás normas municipales;

ARTÍCULO 101. Principio de legalidad. La obtención y captación de recursos para el fortale
cimiento económico y desarrollo del municipio y para realizar las obras y prestar los servicios
que se necesitan, deben ajustarse al principio de legalidad que fundamentalmente descansa
en la equidad y justicia tributaria.

Es prohibida la percepción de ingresos que no estén autorizados. Cualquier cobro que se
haga bajo este criterio, debe ser devuelto al contribuyente, previa solicitud al Concejo Munici
pal el que antes de autorizar la devolución comprobará el extremo del cobro indebido.

ARTÍCULO 102. Contribución por mejoras. Los vecinos beneficiarios de las obras de urba
nización que mejoren las áreas o lugares en que estén situados sus inmuebles, pagarán las
contribuciones que establezca el Concejo Municipal, las cuales no podrán exceder del costo
de las mejoras. El reglamento que emita el Concejo Municipal establecerá el sistema de cuo
tas y los procedimientos de cobro.

Los ingresos por concepto de contribuciones, tasas administrativas y de servicios, de rentas
y los provenientes de los bienes y empresas municipales preferentemente se destinarán para
cubrir gastos de administración, operación y mantenimiento y el pago del servicio de deuda
contraida por el Concejo Municipal para la prestación del servicio de que se trate.

Al producto de las contribuciones anticipadas para la realización de obras de urbanización no
podrá dársele ningún otro uso o destino.

ARTÍCULO 103. Inversiones con fondos del gobierno central. Cuando se hagan inversiones
con fondos del gobierno central en la planificación, programación y ejecución de proyectos
tendentes a establecer o mejorar servicios en el municipio, la municipalidad no está obligada
a reintegrarlos, a menos que exista un convenio preestablecido, aprobado por el Concejo
Municipal.
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Las entidades del gobierno central, descentralizadas y autónomas, deberán celebrar conve
nios de ejecución de obras civiles con las municipalidades del pais y mancomunidades de
municipalidades.

ARTÍCULO 104. Destino de los impuestos. A los impuestos con destino específico que el
Congreso de la República decrete en beneficio directo del municipio, no podrá dárseles otro
destino. En el caso de aquellos impuestos cuya recaudación le sea confiada a las municipa
lidades por el Ministerio de Finanzas Públicas, para efectuar su cobro, requerirá de la capa
citación y certificación de dicho ministerio.

ARTÍCULO 105. Prohibición de eximir arbitrios o tasas. Ningún organismo del Estado está
facultado para eximir de pago de arbitrios o tasas a las personas individuales o jurídicas
contribuyentes, salvo la propia municipalidad y lo que al respecto establece la Constitución
Política de la República.

El Concejo Municipal podrá resolver, con el voto favorable de las dos terceras (2/3) partes del
total de los miembros que lo integran, la condonación o la rebaja de multas y recargos por
falta de pago de arbitrios, tasas y otras contribuciones y derechos, siempre que lo adeudado
se cubra en el tiempo que se señale.

ARTICULO 106. Privilegios y garantías de los bienes y valores del municipio. Los bienes y
valores que constituyen la hacienda municipal, son propiedad exclusiva del municipio y gozan
de las mismas garantías y privilegios que los bienes y valores propiedad del Estado.

ARTÍCUL0107. Libre administración. La municipalidad tiene la administración de sus bienes
y valores sin más limitaciones que las establecidas por las leyes.

Las Municipalidades, por efecto de su autonomía, pueden constituir sus depósitos en las enti
dades bancadas y financieras autorizadas por la Superintendencia de Bancos. Esta decisión
debe ser acordada por lo menos con el voto favorable de las dos terceras (2/3) partes del
total de miembros que integran el Concejo, conforme los criterios de oportunidad, eficiencia,
solidez y rentabilidad. Los depósitos que se realicen en las entidades bancadas o financieras
deberán contratarse con una tasa de interés que esté por arriba del promedio de tasa pasiva
que reporte el Banco de Guatemala al momento de realizar la operación.

ARTÍCULO 108. Venta, permuta y arrendamiento de bienes del municipio. La venta, per
muta y arrendamiento de bienes del municipio está sujeta a las disposiciones que la Ley de
Contrataciones del Estado y demás leyes fiscales, establecen, para los bienes del Estado,
entendiéndose que las atribuciones que en el mismo corresponden al Ministerio de Finanzas
Públicas serán aplicables al Concejo Municipal.

La resolución que disponga la venta, permuta, arrendamiento inscribible, o apruebe el remate
de bienes del municipio, será emitida con el voto favorable de las dos terceras (2/3) partes del
total de miembros que integran el Concejo Municipal, salvo que se trate de bienes y servicios
producidos por la municipalidad, sus unidades de servicio y sus empresas, en cuyos supues
tos se aplicará lo que disponen las normas sobre la libertad de comercio.
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ARTÍCULO 109. Tierras comunitarias. El gobierno municipal establecerá, previa consulta con
las autoridades comunitarias, los mecanismos que garanticen a los miembros de las comuni
dades el uso, conservación y administración de las tierras comunitarias cuya administración
se haya encomendado tradicionalmente al gobierno municipal; en todo caso, los mecanismos
deben basarse en lo indicado en el TÍTULO IV, Capitulo I de este Código.

CAPÍTULO II

ENDEUDAMIENTO MUNICIPAL

ARTÍCULO 110. Objeto. Las municipalidades, para el logro de sus fines, podrán contratar
préstamos cumpliendo con los requisitos legales establecidos para el efecto. Deberán obser
var cuidadosamente el principio de capacidad de pago para no afectar las finanzas municipa
les y asegurar que el endeudamiento en que incurren no afecte ni comprometa las finanzas
públicas nacionales.

Las municipalidades podrán contraer obligaciones crediticias cuyo plazo de amortización ex
ceda el periodo de gobierno del Concejo Municipal que las contrae, siempre que se apoye
en las conclusiones y recomendaciones de los estudios técnicos de facti 1 1 a que para e
efecto se elaboren.

Igualmente podrá emitir, negociar y colocar títulos-valores en el mercado °omf!
exterior, para cuyo efecto deberán contar previamente con las opiniones avora
nismo Ejecutivo y de la Junta Monetaria.

ARTÍCULO 111. Ámbito de aplicación. El ámbito de aplicación del presente Capítulo sera
para todas las municipalidades, empresas, entidades u otras figuras juri icas mu i p
de carácter descentralizado que tienen presupuestos independientes, pero epen en i
cieramente de aportes del Gobierno Central, del Instituto de Fomento unicipa o e a guna
municipalidad.

ARTÍCULO 112. Principio general de capacidad de pago. El endeudamiento de las munici
palidades en ningún caso, deberá exceder su capacidad de pago, e en en era por capa
cidad de pago para cualquier año, el límite máximo entre los recursos or manos o eni os
(ingresos propios y transferencias obtenidas en forma permanente) y egresos por concep o
de gastos de funcionamiento y servicio de la deuda.

ARTÍCULO 113. Otros requisitos y condiciones de los préstamos internos y externos. En la
contratación de préstamos internos y externos es necesario, además, que:

a) El producto se destine exclusivamente a financiar la planificación, programación, y ejecución
de obras o servicios público municipales, o a la ampliación, mejoramiento y mantenimiento
de los existentes.



j  I /NSTRUMENTOS Naciona/os o /ntomaciona/os para la Defensa
\Z¿ VSiW *1 • do los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

b) Sea acordada con el voto favorable de las dos terceras (2/3) partes del total de miembros
que integran el Concejo Municipal.

c) Los préstamos externos y las emisiones de títulos y valores, tanto en el mercado interno
como extemo, deberán ser canalizados por el Ministerio de Finanzas Públicas y estar
sujetos a la Política de endeudamiento establecida por el Estado para el sector público.

d) La tasa de interés que se contrate para los préstamos con el sistema financiero regulado,
no debe exceder la tasa activa promedio de interés, reportada por el Banco de Guatemala.

artículo 114. Pignoración de ingresos. Las municipalidades solamente podrán pignorar
los ingresos propios o las trasferencias provenientes del Gobierno Central, hasta un monto
que no exceda de lo que la administración municipal prevea razonablemente que percibirá
por tales conceptos durante su periodo correspondiente de gobierno, y que se destinará ex
clusivamente para el pago del monto de las deudas contraidas. Los responsables de utilizar
los fondos provenientes de aquellas pignoraciones para uso distinto serán responsables de
conformidad con la ley.

ARTÍCULO 115. Información Financiera. El Concejo Municipal deberá presentar mensual-
mente, dentro de los diez (10) días del mes siguiente a la Dirección de Crédito Público del
Ministerio de Finanzas Pútjlicas, un detalle de los préstamos internos y externos vigentes y
el saldo de la deuda contratada, con copia al INFOM. El Ministerio de Finanzas Públicas ela
borará y enviará los formulados respectivos, para la presentación de la información, la cual
podrá efectuarse en forma física o cualquier otro medio electrónico disponible.

ARTÍCULO 116. Fideicomisos. La municipalidad podrá optar por obtener fondos corrientes
en fideicomiso directamente del Organismo Ejecutivo y por intermedio del Ministerio de finan
zas Públicas. Para el efecto, deberá presentar los estudios técnicos, económicos y financie
ros de la operación proyectada.

ARTÍCULO 117. Rendición de cuentas. En el mes de febrero de cada año, los concejos Mu
nicipales que utilicen préstamos Internos o externos, deberán informar a la población a través
de los medios de comunicación disponibles sobre el destino y ejecución de los recursos.

CAPÍTULO III

ASIGNACIÓN CONSTITUCIONAL

ARTÍCULO 118. (Reformado por el Artículo 1 del Decreto Número 56-2002 del Congreso de
la República). Asignación constitucional y entrega de fondos. Los recursos financieros a los
que se refiere el articulo 257 de la Constitución Política de la República, serán distribuidos a
las municipalidades del país cada dos meses, conforme los criterios que este Código indica
para ese efecto.
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El Ministerio de Finanzas Públicas depositará en forma directa sin intermediación alguna, el
monto correspondiente a cada municipalidad en las cuentas que las mismas abrirán en el
sistema bancario nacional, y con quienes se han firmado convenios para la prestación de
diversos servicios bancarios, a fin de resguardar los recursos provenientes del Estado. Igual
mecanismo bancario de entrega de fondos se aplicará a cualquier asignación o transferencia
establecida o acordada legalmente.

ARTÍCULO 119. Criterios para la distribución de la asignación constitucional. Los recursos
financieros a los que se refiere este capitulo, serán distribuidos conforme el cálculo matemá
tico que para el efecto realice la comisión especifica integrada por:

a) El Secretario de Planificación y Programación de la Presidencia de la República, quien la
preside;

b) El Director de la Dirección Técnica del Presupuesto del Ministerio de Finanzas Públicas;
c) El Presidente de la Asociación Nacional de Municipalidades: y,

d) El Presidente de la Asociación Guatemalteca de Alcaldes y Autoridades Indígenas (AGAAI).
La distribución se efectuará de acuerdo con los siguientes criterios:

1. El 25% distribuido proporcionalmente el número de población de cada municipio.
2. El 25% distribuido en partes iguales a todas las municipalidades.

3. El 25% distribuido proporcionalmente al ingreso per-cápita ordinario de cada jurisdicción
municipal.

4. El 15% distribuido directamente proporcional al número de aldeas y caseríos.
5. El 10% distribuido directamente proporcional al inverso del ingreso per cápita ordinario de

cada jurisdicción municipal.

Para los efectos del párrafo anterior, se entenderá por ingreso per cápita ordiiiario de cada
municipalidad, a la sumatoria de los ingresos provenientes por concepto de arbitrios, tasas,
rentas, contribuciones, frutos, productos recaudados localmente y los impuestos recaudados
por efecto de competencias atribuidas, dividida entre la población total del municipio.

Este cálculo se hará previo al inicio de la formulación del presupuesto de cada año, en el
mes de septiembre, con base a la información estadística y ejecución presupuestaria del año
anterior.

ARTÍCULO 120. Instituciones que proporcionan información para el cálculo de distribución
de la asignación constitucional. La información para el cálculo de los porcentajes a que se
refiere el artículo anterior, será proporcionada por las siguientes instituciones y en la forma
siguiente:

a) El Tribunal Supremo Electoral: número de municipalidades constituidas al momento de
hacer el cálculo;
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b) El Instituto Nacional de Estadística; población total y rural de cada municipio, estimada
para el año anterior al que se va a hacer el cálculo; y.

c) El Instituto de Fomento Municipal; ingresos ordinarios municipales efectuados en el año
anterior al que se va a hacer el cálculo.

ARTÍCULO 121. Información municipal para el cálculo de la distribución de la asignación
constitucional. Antes del treinta y uno (31) de marzo de cada año, los Concejos Municipales
deben presentar al Instituto de Fomento fi^unicipal la ejecución presupuestaria de ingresos y
gastos del ejercicio finalizado el treinta y uno (31) de diciembre del año anterior, con el que
la Comisión Específica efectuará el cálculo de la distribución de la asignación constitucional
asignada en el presupuesto general de ingresos ordinarios del Estado a favor de las munici
palidades.

ARTÍCUL0122. Publicidad de ios datos. La Comisión Específica integrada én el artículo 119
de este Código, publicará en el Diario Oficial y otro de amplia circulación el monto corres
pondiente a cada municipalidad, asi como la Información utilizada para distribuir el situado
constitucional.

ARTÍCUL0123. Saldo de los fondos constitucionales. La asignación constitucional asignada
a las municipalidades que no sea utilizada durante el periodo fiscal para el que fue asignada,
podrá ser reprogramada para el siguiente ejercicio fiscal, manteniendo su carácter de asigna
ción constitucional para efecto de la aplicación de los fondos.

ARTICULO 124. Otras asignaciones. Las municipalidades seguirán percibiendo aquellas
asignaciones establecidas a su favor en leyes especificas.

CAPITULO IV

PRESUPUESTO MUNICIPAL

ARTICUL0125. Ejercicio fiscal. El ejercicio fiscal del presupuesto y la contabilidad municipal
principian el uno (1) de enero y termina el treinta y uno (31) de diciembre de cada año.

ARTICULO 126. Unidad presupuestaria. Los ingresos de la municipalidad serán previstos
y los egresos fijados en el presupuesto del ejercicio fiscal correspondiente. El presupuesto
es uno, y en él deben figurar todos los ingresos previstos y los gastos autorizados para el
ejercicio financiero.

No obstante el párrafo anterior, las empresas municipales tendrán su propio presupuesto,
que requerirá la aprobación de su Concejo Municipal. En el caso de que las utilidades netas
previsibles de las empresas municipales no deban reinvertirse. tas mismas se incluirán en
la estimación de ingresos del presupuesto municipal. El Concejo Municipal podrá acordar
subsidios provenientes del presupuesto municipal para el sostenimiento de sus empresas.
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ARTÍCULO 127. Determinación del monto de egresos. En ningún caso el monto fijado por
concepto de egresos podrá ser superior ai de los ingresos previstos, más la suma disponible
en caja por economía o superávit de ejercicios anteriores.

El presupuesto de ingresos y egresos podrá ser ampliado durante el ejercicio por motivos
de ingresos derivados de saldos de caja, ingresos extraordinarios, préstamos, empréstitos,
donaciones, nuevos arbitrios, o por modificación de los mismos, tasas, rentas y otras contri
buciones locales.

Al ampliarse el presupuesto con el saldo de caja o cualquier otro ingreso estacional o even
tual, estos no deben aplicarse al aumento de sueldos o salarios, la creación de plazas o
gastos corrientes permanentes.

ARTÍCULO 128. Sujeción del presupuesto. La elaboración del presupuesto se sujetará a la
realidad financiera del municipio, con base en las estimaciones y resultados de los últimos
cinco (5) años.

ARTÍCULO 129. Estructura del presupuesto. El presupuesto municipal tendrá obligatoria
mente una estructura programática, expresando separadamente las partidas asignadas a
programas de funcionamiento, inversión y deuda. Los ingresos y egresos ordinarios deben
contemplarse separadamente de los extraordinarios.

En todo caso, la estructura presupuestaria contendrá presupuestos de ingresos y de egresos
y normas de ejecución presupuestaria.

Sin perjuicio de lo anterior y con el propósito de facilitar la transparencia administrativa y
auditoría social de la ejecución presupuestaria, deberá también estructurarse el presupuesto
por programas y proyectos.

ARTÍCULO 130. Objetivo de las inversiones. Las inversiones se harán preferentemente en la
creación, mantenimiento y mejora de los servicios públicos municipales y en la realización de
obras sanitarias y de urbanización.

No puede asignarse ni disponerse de cantidad alguna para objetivos ajenos a los fines del
municipio.

ARTÍCULO 131. Formulación y aprobación del presupuesto. El alcalde municipal, asesorado
por las comisiones de finanzas y probidad y funcionarios municipales, con sujeción a las nor
mas presupuestarias contenidas en la Constitución Política de la República de Guatemala,
este Código, y la Ley Orgánica del Presupuesto, formulará el proyecto de presupuesto en
coordinación con las políticas públicas vigentes, y en la primera semana del mes de octubre
de cada año, lo someterá a la consideración del Consejo Municipal que, al aprobarlo, podrá
hacerle las modificaciones convenientes. El presupuesto debe quedar aprobado a más tardar
el quince (15) de diciembre de cada año. Si se iniciare el ejercicio siguiente sin estar aproba
do el nuevo presupuesto, regirá el del año anterior, el cual podrá ser modificado o ajustado
por el Concejo Municipal.
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La municipalidad debe disponer y administrar equitativamente su presupuesto anual entre las
comunidades rurales y urbanas, indígenas y no indígenas, tomando ̂  cuenta la densidad

de población, las necesidades básicas insatisfechas, los indicadores de salud y educación, la
situación ambiental y la disponibilidad de recursos financieros.

Cuando las condiciones financieras de las municipalidades lo permitan, las alcaldías comu
nitarias o auxiliares recibirán anualmente una asignación financiera del presupuesto muni
cipal destinada estrictamente para gastos de operación y administración. El monto de esta
asignación será determinado por las dos terceras (2/3) partes de los miembros que integran
el Consejo Municipal, tomando en cuenta las necesidades de las alcaldías comunitarias o
auxiliares y la capacidad económica de la municipalidad.

ARTÍCUL0132. Participación de las organizaciones comunitarias en la formulación del pre
supuesto municipal. El alcalde en la formulación del presupuesto podrá integrar los com
promisos acordados en el seno de su respectivo Concejo Municipal de desarrollo, siempre
que hayan sido aprobados esos proyectos en las otras instancias de gestión de la inversión
pública; asimismo, incorporar las recomendaciones de su oficina municipal de planificación.

El Concejo Municipal establecerá los mecanismos que aseguren a las Organizaciones comu
nitarias la oportunidad de comunicar y discutir con los órganos municipales, los proyectos que
desean incluir en el presupuesto de inversión así como los gastos de funcionamiento.

El Concejo Municipal informará a las organizaciones comunitarias los criterios y limitaciones
técnicas, financieras y políticas que incidieron en la inclusión o exclusión de los proyectos en
el presupuesto municipal, y en su caso, la programación diferida de los mismos.

ARTICULO 133. Aprobación de modificaciones y transferencias presupuestarias. La apro
bación del presupuesto, las modificaciones al aprobado y la transferencia de partidas del
mismo, requieren del voto favorable de las dos terceras (2/3) partes de los miembros que
integran el Concejo Municipal, que deberá observar las normas nacionales y municipales
relativas a la ejecución presupuestaria. De estas aprobaciones se enviará copia certificada a
la Conlraloría General de Cuentas, para los efectos de control y fiscalización.

ARTICULO 134. Responsabilidad. El uso indebido, ilegal y sin autorización de recursos,
gastos y desembolsos, hacen responsables administrativa o penalmente en forma solidaría al
empleado y funcionarlo que los realizaron y autorizaron, si fuera el caso. De la misma mane
ra. si hubiere resultado perjuicio a los intereses municipales, se hará efectiva la responsabili
dad de quienes concurran a calificar favorablemente una fianza en resguardo de los intereses
municipales si al tiempo de admitirla, el fiador resultare notoriamente incapaz o insolvente,
comprobado fehacientemente.

ARTÍCULO 135. información sobre la ejecución del presupuesto. El alcalde deberá infor
mar trimestralmente al Concejo Municipal sobre la ejecución del presupuesto, enviando
copia de tales ¡nformes a la Contraioria General de Cuentas de la Nación, para su control,
fiscalización, registro y asesoría.
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Con base en tales informes, el Concejo Municipal decidirá los cambios y ajustes que sean
pertinentes a fin de alcanzar los objetivos y metas propuestas en sus planes de trabajo.

Igualmente, con fines de consolidación presupuestaria del sector público, a la finalización del
ejercicio fiscal, la municipalidad presentará a la Secretaria de Planificación y Programación
de la Presidencia de la República y al Ministerio de Finanzas Públicas, un informe de los
resultados físicos y financieros de la ejecución de su presupuesto.

Para satisfacer el principio de unidad en la fiscalización de los ingresos y egresos del Estado,
la municipalidad presentará al Congreso de la República la liquidación de su presupuesto,
para lo cual deberá observarse lo preceptuado en el artículo 241 de la Constitución Política
de la República.

Para hacer posible la auditoria social, el Concejo Municipal compartirá cada tres meses con
el Concejo Municipal de desarrollo, la información sobre el estado de ingresos y egresos del
presupuesto municipal. La misma información deberá estar a disposición de las comunidades
a través de los alcaldes comunitarios o alcaldes auxiliares y a la población en general, utili
zando los medios a su alcance.

ARTÍCULO 136. Fiscalización. La fiscalización de la hacienda municipal tiene por objeto:

a) Comprobar y verificar la legalidad de los Ingresos y los egresos.

b) Velar porque la administración de los bienes e intereses financieros del municipio se rea
lice legal, técnica y racionalmente, y se obtengan los mayores beneficios en favor de su
desarrollo económico, social e institucional.

c) Velar por la adecuada inversión de los fondos del municipio en cualesquiera de sus pro
gramas de funcionamiento, inversión y deuda.

d) Orientar y asesorar a la municipalidad sobre el manejo legal, técnico y administrativo de
las finanzas del municipio.

e) Deducir responsabilidades a los funcionarios y empleados municipales, por actos y omi
siones que dañen o perjudiquen los intereses de la hacienda del municipio.

ARTÍCUL0137. Medios de fiscalización. La fiscalización se hará por los siguientes medios:

a) Glosa y examen de las cuentas del municipio.

b) Corte de caja, arqueos de valores y verificación de inventarios.

c) Auditoria de los estados financieros.

d) Aseguramiento de aquellos bienes del municipio que razonablemente requieran protección.

e) Auditorias administrativas.

f) Caución, mediante fianza de fidelidad que garantice la responsabilidad de funcionarios y
empleados municipales que recauden, administren y custodien bienes, fondos y valores
del municipio.
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ARTÍCULO 138, Fiscalización y rendición de cuentas. La municipalidad deberá rendir cuen
tas conforme lo establece la Ley Orgánica del Tribunal y Contraloría de Cuentas.

TITULO Vil

PRINCIPIOS REGULADORES DE LOS PROCEDIMIENTOS
ADMINISTRATIVOS

CAPITULO I

PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

ARTÍCULO 139. Información para la Auditoría Social. Las oficinas, registros, documentos y
expedientes existentes en la municipalidad, son púbiicos y pueden ser examinados o consul
tados por cualquier persona y obtener certificaciones en la forma prescrita por el articulo 30
de la Constitución Política de la República.

ARTÍCUL0140. Formación de expedientes. De todo asunto que se tramite por escrito se for
mará expediente, debidamente foliado con los memoriales que se presenten y demás actos
de autoridad que correspondan a las actuaciones.

Los interesados deberán indicar en su primer escrito o comparecencia personal, la dirección
exacta donde recibirán citaciones dentro del perímetro de los centros poblados o de su resi
dencia en la circunscripción municipal; en caso de no manifestarse el cambio de dirección, las
citaciones se harán en el lugar que conste en autos.

Los expedientes administrativos deberán impulsarse de oficio, observándose el derecho de
audiencia y asegurando la celeridad, sencillez, y eficacia del trámite. La actuación adminis
trativa será gratuita.

ARTÍCULO 141. Resoluciones. En la sustentación y resolución de los asuntos relativos a
plazos, apremios y notificaciones, se aplicará lo que disponen las leyes administrativas y
procesales, en lo que fuere aplicable.

CAPÍTULO 11

ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO INTEGRAL

ARTÍCULO 142. Formulación y ejecución de planes. La municipalidad está obligada a for
mular y ejecutar planes de ordenamiento territorial y de desarrollo integral de su municipio
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en los términos establecidos por las leyes. Las lotificaciones, parcelamientos, urbanizaciones
y cualesquiera otra forma de desarrollo urbano o rural que pretendan realizar o realicen el
Estado o sus entidades o instituciones autónomas y descentralizadas, así como las personas
individuales o jurídicas que sean calificadas para ello, deberán contar con la aprobación y
autorización de la municipalidad en cuya circunscripción se localicen.

Tales formas de desarrollo, además de cumplir con las leyes que las regulan, deberán com
prender y garantizar como mínimo, y sin excepción alguna, el establecimiento, funcionamien
to y administración de los servicios públicos siguientes, sin afectar los servicios que ya se
prestan a otros habitantes del municipio;

a) Vías, calles, avenidas, camellones y aceras de las dimensiones, seguridades y calidades
adecuadas, según su naturaleza.

b) Agua potable y sus correspondientes instalaciones, equipos y red de distribución.

c) Energia eléctrica, alumbrado público y domiciliar.

d) Alcantarillado y drenajes generales y conexiones domiciliares.

e) Areas recreativas y deportivas, escuelas, mercados, terminales de transporte y de pasa
jeros, y centros de salud.

La municipalidad será responsable del cumplimiento de todos estos requisitos.

ARTÍCUL0143. Planes y usos del suelo. Los planes de ordenamiento territorial y de desarro
llo integral del municipio deben respetar, en todo caso, los lugares sagrados o de significación
histórica o cultural, entre los cuales están los monumentos, áreas, plazas, edificios de valor
histórico y cultural de las poblaciones, asi como sus áreas de influencia.

En dichos planes se determinará, por otra parte, el uso del suelo dentro de la circunscripción
territorial del municipio, de acuerdo con la vocación del mismo y las tendencias de crecimien
to de los centros poblados y desarrollo urbanístico.

ARTÍCULO 144. Aprobación de los planes. La aprobación de los planes de ordenamiento
territorial y de desarrollo integral, así como sus modificaciones, se hará con el voto favorable
de las dos terceras (2/3) partes de los miembros que integran el Concejo Municipal.

ARTÍCUL0145. Obras del Gobierno Central. La realización por parte del Gobierno Central o
de otras dependencias públicas, de obras públicas que se relacionen con el desarrollo urbano
de los centros poblados, se hará en armonía con el respectivo plan de ordenamiento territorial
y conocimiento del Concejo Municipal.

ARTÍCULO 146. Autorización para construcciones a la orilla de las carreteras. Para edificar a
la orilla de las carreteras, se necesita autorización escrita de la municipalidad, la que la dene
gará si la distancia, medida del centro de vía a rostro de la edificación, es menor de cuarenta
(40) metros en las carreteras de primera categoría y de veinticinco (25) metros en carreteras
de segunda categoría.
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Quedan prohibidos los establecimientos de bebidas alcohólicas o cantinas a una distancia
menor de cien (100) metros del centro de la carretera.

Para conceder las autorizaciones anteriormente indicadas, la municipalidad tomará en cuen
ta además, las prescripciones contenidas en tratados, convenios y acuerdos internacionales
vigentes en materia de carreteras. Cuando los derechos de vía afecten la totalidad de una
parcela de terreno, ya sea rural o urbana, o el área que quede de excedente no pueda des
tinarse a fin alguno, el propietario deberá ser indemnizado de conformidad con la ley de la
materia.

ARTÍCULO 147. Licencia o autorización municipal de urbanización. La municipalidad está
obligada a formular y efectuar planes de ordenamiento territorial y de desarrollo integral de
su municipio, en los términos establecidos por las leyes. Las lotificaciones, parcelamientos,
urbanizaciones y cualesquiera otra forma de desarrollo urbano o rural que pretendan realizar
o realicen el Estado o sus entidades o instituciones autónomas y descentralizadas, así como
personas individuales o jurídicas, deberán contar con licencia municipal.

Tales formas de desarrollo deben cumplir con los requisitos que señalen otras leyes y, en todo
caso, cumplir como mínimo con los servicios públicos siguientes:

a) Vías, avenidas, calles, camellones y aceras de las dimensiones, seguridades y calidades
adecuadas, según su naturaleza.

b) Agua potable y sus correspondientes instalaciones, equipos y red de distribución.
c) Energía eléctrica, alumbrado público y domiciliar.
d) Alcantarillado y drenajes generales y conexiones domiciliares.

e) Areas recreativas y deportivas, escuelas, mercados, terminales de transporte y de pasa
jeros, y centros de salud, cuando aplique.

ARTÍCULO 148. Garantía de cumplimiento. Previo a obtener la licencia municipal a que se
re let-e e a ° personas individuales o jurídicas deberán garantizar el cumpli-
mien ° ® ^ o ® ® obligaciones que conlleva el proyecto hasta su terminación, a

® a muniapa i ad que deba extenderla, a través de fianza otorgada por cualquiera de
I  ̂ sutorizadas para operar en el país, por un monto equivalente alavaluó del inmueble en que se llevará a cabo; efectuado por la municipalidad.

Si transcurrido el plazo previsto el proyecto no se termina, la compañía afianzadora hará efec
tivo el valor de la fianza a la municipalidad para que esta concluya los trabajos pendientes.
ARTÍCULO 149. Escrituración. Previo al otorgamiento de la escritura de promesa de venta o
compraventa por parte de los lotificadores o urbanizadores debe obtenerse la licencia a que
se refiere el artículo 147 de este Código, cuyo número de identificación y fecha de emisión
deberá hacerse constar en el texto de la misma, requisito sin el cual el Registro General de
la Propiedad no operará su inscripción.
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TÍTULO VIII

RÉGIMEN SANCIONATORIO

CAPITULO I

FALTAS Y SANCIONES

ARTÍCULO 150. Faltas. Serán sancionadas las faltas que estén expresamente consignadas
en las ordenanzas, reglamentos, acuerdos y disposiciones municipales, que tengan que ob
servar los vecinos, transeúntes y personas jurídicas en la circunscripción municipal de que
se trate.

ARTÍCULO 151. Sanciones. En el ejercicio de su facultad sancionatoria, la municipalidad
podrá imponer, según sea el caso, las siguientes sanciones por faltas administrativas o infrac
ciones legales administrativas cometidas contra las ordenanzas, reglamentos o disposiciones
municipales y el presente Código:

a) Amonestación verbal o escrita.

b) Multa.

c) Suspensión hasta por tres (3) meses, según sea la gravedad de la falta administrativa o
infracción de la licencia o permiso municipal, en cuyo ejercicio se hubiere cometido.

d) Cancelación de la licencia o permiso.

e) Cierre provisional del establecimiento.

f) Demolición total o parcial, cuando asi procediere, de la obra o construcción.

Las sanciones serán aquellas determinadas expresamente en las leyes y reglamentos, asi
como en las ordenanzas, acuerdos y disposiciones municipales; y aplicadas por el juez de
asuntos municipales o el alcalde municipal, a falta de juzgado de asuntos municipales; y se
aplicarán con sujeción al orden señalado.

Las multas se graduarán entre un mínimo de cincuenta quetzales (Q50.00), a un máximo
de quinientos mil quetzales (0500,000.00), según la naturaleza y gravedad de la falta. Sin
embargo, cuando la gravedad de la falta afecte notoriamente los intereses del municipio, el
monto del rango superior de la sanción podrá elevarse al cien por ciento (100%) del daño
causado.

ARTÍCUL0152. Falta de pago de las multas. Cuando no se pague una multa dentro del pla
zo fijado, el alcalde podrá iniciar u ordenar las acciones legales que proceden en contra del
infractor, pudiendo delegar estas facultades, según el caso, en quien corresponda.
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De acuerdo a la ley, el pago de la multa no exime de las demás obligaciones y responsabili
dades que correspondan.

ARTÍCUL0153. Acción directa para el cobro de multas. El ejercicio de la potestad de acción
directa es sin perjuicio de la multa que la falta amerite; pero el costo de la obra o trabajo
ejecutado por la municipalidad en sustitución del particular remiso se cobrará por el procedi
miento económico coactivo.

ARTÍCULO 154. Derecho de defensa. Ninguna persona podrá ser objeto de sanción sin que
se le haya citado, oído y vencido en atención a la infracción que se le impute.

CAPITULO II

MEDIOS DE IMPUGNACIÓN

ARTÍCULO 155. Recurso de revocatoria. Contra los acuerdos y resoluciones dictados por
el alcalde, por cualquier órgano colegiado municipal distinto del Concejo Municipal, o de
cualquiera de las empresas municipales, u otras autoridades administrativas municipales,
procede recurso de revocatoria, el cual deberá interponerse ante quien dictó la resolución
que se impugna.

ARTÍCULO 156. Revocatoria de oficio. El Concejo Municipal, el alcalde y demás órganos
colegiados municipales, o de cualquiera de las empresas municipales, y autoridades adminis
trativas de la municipalidad podrán revocar de oficio sus propias resoluciones, antes de que
hayan sido consentidas por los afectados.

ARTÍCULO 157. Recurso de reposición. Contra las resoluciones originarias del Concejo Mu
nicipal procede el recurso de reposición.

ARTÍCULO 158. Recurso contencioso-administrativo. Contra las resoluciones de los recur
sos de revocatoria y reposición dictadas por el Concejo Municipal procederá el proceso con
tencioso administrativo, de conformidad con la ley de la materia.

ARTÍCULO 159. Impugnación municipal en lo contencioso-administrativo. La municipalidad
podra mteiponer el proceso contencioso administrativo contra las resoluciones del Organis
mo Ejecutivo, ministerios de Estado, entidades autónomas y descentralizadas, direcciones
generales y cualquier entidad pública que no tenga autoridad administrativa superior, en los
mismos casos en que conforme a la ley, pueden hacerlo los particulares.

ARTÍCUL0160. Procedimientos de impugnación. La interposición, requisitos, plazos, trámite
y resolución de los medios de impugnación a que se refiere este Capítulo, se regirán por las
disposiciones establecidas en la Ley de lo Contencioso Administrativo.
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CAPÍTULO III

JUZGADO DE ASUNTOS MUNICIPALES

ARTÍCULO 161. Creación del juzgado de asuntos municipales. Para la ejecución de sus
ordenanzas, el cumplimiento de sus reglamentos y demás disposiciones, la municipalidad
podrá crear, según sus recursos y necesidades, los juzgados de asuntos municipales que
estime convenientes.

artículo 162. Ejercicio de la jurisdicción administrativa del juzgado de asuntos munici
pales. El juez de asuntos municipales ejerce jurisdicción y autoridad en todo el ámbito de la
circunscripción municipal de que se trate, conforme a las normas de la Constitución Política
de la República, de este Código y demás leyes ordinarias, ordenanzas, reglamentos y de
más disposiciones municipales y leyes de la materia, así como el derecho consuetudinario
correspondiente.

ARTÍCULO 163. Nombramiento y remoción del juez de asuntos municipales. El Concejo
Municipal nombrará al juez de asuntos municipales conforme a los requisitos establecidos
en este Código y el reglamento correspondiente. En los municipios que carezcan de juzga
do de asuntos municipales será el alcalde o la persona que designe el Concejo Municipal
quien asuma las funciones que corresponden al juez de asuntos municipales, observando
las disposiciones de este Código. Unicamente el Concejo Municipal podrá remover al juez de
asuntos municipales, mediando para ello causa justificada.

ARTÍCUL0164. Requisitos para ser juez de asuntos municipales. El juez de asuntos munici
pales debe llenar los requisitos establecidos en la Ley del Organismo Judicial en lo relaciona
do a jueces de paz: guatemalteco de origen, de reconocida honorabilidad, abogado colegiado
o estudiante de una de las facultades de derecho de las universidades del país, que hubiere
cursado y aprobado los cursos de derecho consuetudinario o administrativo, y procesales del
pénsum de estudios vigente en ellas o, en su defecto, haber sido declarado apto, en la forma
y con los requisitos establecidos en la Ley de la Carrera Judicial para ser juez de paz de los
tribunales de justicia; hablar el idioma mayoritario del municipio o auxiliarse de un traductor
para el ejercicio de sus funciones.

ARTÍCULO 165. Ámbito de su competencia. El juez de asuntos municipales es competente
para conocer, resolver y ejecutar lo que juzgue:

a) De todos aquellos asuntos en que se afecten las buenas costumbres, el ornato y limpieza
de las poblaciones, el medio ambiente, la salud, los servicios públicos municipales y los
servicios públicos en general, cuando el conocimiento de tales materias no esté atribuido
al alcalde, el Concejo Municipal u otra autoridad municipal, o el ámbito de aplicación tradi
cional del derecho consuetudinario, de conformidad con las leyes del país, las ordenanzas,
reglamentos y demás disposiciones municipales.

b) En caso que las transgresiones administrativas concurran con hechos punibles, el juez de
asuntos municipales tendrá, además, la obligación de certificar lo conducente al Ministerio
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Público, si se tratare de delito flagrante, dar parte inmediatamente a las autoridades de
la Policía Nacional Civil, siendo responsable, de conformidad con la ley, por su omisión.
Al proceder en estos casos tomará debidamente en cuenta el derecho consuetudinario
correspondiente y, de ser necesario, se hará asesorar de un experto en esa materia.

c) De las diligencias voluntarias de titulación supletoria, con el sólo objeto de practicar las
pruebas que la ley específica asigna al alcalde, remitiendo inmediatamente el expediente
al Concejo Municipal para su conocimiento y, en su caso, aprobación. El juez municipal
cuidará que en estas diligencias no se violen arbitrariamente las normas consuetudinarias
cuya aplicación corresponde tomar en cuenta.

d) De todas aquellas diligencias y expedientes administrativos que le traslade el alcalde o
el Concejo Municipal, en que debe intervenir la municipalidad por mandato legal o le sea
requerido informe, opinión o dictamen.

e) De los asuntos en los que una obra nueva cause daño público, o que se trate de obra
peligrosa para los habitantes y el público, procediendo, según la materia, conforme a la
ley y normas del derecho consuetudinario correspondiente, debiendo tomar las medidas
preventivas que le caso amerite.

f) De las infracciones a la ley y reglamentos de tránsito, cuando la municipalidad ejerza la
administración del mismo en su circunscripción territorial.

g) De las infracciones de las leyes y reglamentos sanitarios que cometan los que expendan
alimentos o ejerzan el comercio en mercados municipales, rastros y ferias municipales, y
ventas en la vía pública de su respectiva circunscripción territorial.

h) de todos los asuntos que violen las leyes, ordenanzas, reglamentos o disposiciones del
gobierno municipal.

En todos los asuntos de los que el juez de asuntos municipales conozca, deberá tomar y
ejecutar las medidas e imponer las sanciones que procedan, según el caso.

ARTICUL0166. Características del procedimiento administrativo. Salvo disposición en con
trario de la ley, las ordenanzas y reglamentos, el procedimiento ante el juzgado de asuntos
municipales será oral, público, sencillo, desprovisto de mayores formalismos y actuado e
impulsado de oficio, por lo que es necesaria la inmediación del juez en actos y diligencias de
prueba.

ARTÍCULO 167. Iniciación. El procedimiento se iniciará en los siguientes casos:
a) Cuando la ley, la ordenanza, el reglamento o la disposición municipal asi lo establezcan.

b) Por denuncia o queja verbal, en cuyo supuesto, de inmediato, se levantará acta, en la que
se identifique al denunciante y se hagan constar los hechos u omisiones que la motiven
y las peticiones que se formulen.
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c) Por denuncia o queja escrita, en la que el denunciante o querellante se identificará por
sus nombres y apellidos completos, edad, estado civil, profesión u oficio, nacionalidad,
vecindad, residencia y lugar para recibir citaciones y notificaciones dentro del perímetro de
la ciudad o población en que tenga su sede el juzgado; expresará los hechos u omisiones
que la motiven y las peticiones que formule.

d) Denuncias o reportes que, por razón de su cargo o empleo, obligadamente deberán hacer
o presentar los funcionarios y empleados de la municipalidad, o la dependencia u oficina
bajo su responsabilidad.

Las denuncias, quejas o reportes, se documentarán en papel corriente y, según el caso, se
sacarán o presentarán tantas copias o fotocopias como partes o interesados deba ser notifi
cados, y una copia o fotocopia para archivo y reposición de expediente en caso de pérdida.

El ejercicio de los derechos que garantiza este procedimiento no está condicionado a la pre
sentación o exhibición del boleto de ornato, o de solvencia municipal alguna, por lo que al ser
requerida la intervención del juzgado, el mismo debe actuar de inmediato.

ARTÍCULO 168. Trámite y desarrollo del procedimiento. Recibida la denuncia, queja o repor
te, el juzgado dictará las medidas de urgencia y practicará las diligencias de prueba que con
sidere oportunas y necesarias concediendo audiencia por cinco (5) días hábiles a los intere
sados, conforme a la ley, ordenanza, reglamento o disposición municipal que regule el caso.

ARTÍCULO 169. Otras facultades del juez de asuntos municipales. Antes de resolver, el juez
podrá ordenar, en auto para mejor fallar, la práctica de cualquier diligencia o la presentación
o exhibición de cualquier documento, que considere necesario para el esclarecimiento de
los hechos, fijando para ello un plazo que no exceda de cinco (5) días y dentro del mismo, si
fuere el caso, fijar la audiencia en que deba practicarse la prueba.

Asimismo, las personas que, estando debidamente citadas y notificadas, dejen de cumplir en
el plazo señalado con las resoluciones dictadas por el juez de asuntos municipales, pueden
ser sujetas a los apremios y medidas coercitivas siguientes: a) apercibimientos, b) multa, y c)
conducción personal. Para esta última medida debe pedirse la orden al juez de paz corres
pondiente, con motivo de la desobediencia.

ARTÍCULO 170. Resolución del expediente. Agotada la investigación, el juez de asuntos
municipales dentro de los quince (15) dias hábiles dictará la resolución final, en la que hará
un resumen de los hechos, valorando las pruebas y con fundamento en ello, y conforme a
derecho, aplicará las sanciones correspondientes, si procediere.

ARTÍCULO 171. Leyes supletorias. En lo que no contrarié su naturaleza son aplicables a
este procedimiento las disposiciones del Código Procesal Civil y Mercantil, el Código Proce
sal Penal, la Ley del Organismo Judicial y la Ley de lo Contencioso Administrativo.
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CAPÍTULO IV

DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCUL0172. Exenciones y privilegios. El alcalde, síndicos y concejales, los alcaldes co
munitarios y auxiliares y los alguaciles cumplen al servir los cargos municipales con el deber
establecido en la literal g) del artículo 135 de la Constitución Política de la República.

ARTÍCULO 173, Credenciales. En las credenciales que extienda el alcalde a síndicos, con
cejales, alcaldes comunitarios o auxiliares y alguaciles, cuando desempeñen gratuitamente el
cargo, se hará constar esa circunstancia para los efectos del articulo anterior.

ARTÍCUL0174. Solemnidades en la toma de posesión. En la transmisión de los cargos de
alcalde, sindico y concejales, se observará el procedimiento solemne que sigue;
a) El alcalde saliente, en sesión solemne del Concejo Municipal que preside, tomará juramen

to al alcalde entrante, quien levantando la mano derecha y con la mano izquierda sobre
la Constitución Política de la República y el Código Municipal responderá a la fórmula
que dice: ¿Juráis por vuestro honor de ciudadano, desempeñar con lealtad y patriotismo
el cargo de alcalde para el que habéis sido directa y popularmente electo; ser fiel a la
Constitución Política de la República, respetar y cumplir las leyes del país, defender la
autonomía municipal?" y contestando afirmativamente, el saliente le dará posesión del
cargo y le entregara la vara símbolo de autoridad municipal.

® "u®vos miembros del Concejo Municipal les pedirá
?nr^f?i f "i"®"® ^ tomará juramento colectivamente y con-
Ip^iILh . "¿Juráis por vuestro honor de ciudadanos, desempeñar conlealtad y patriotismo los cargos para los que habéis sido directa y popularmente electos.

f  Constitución Política de la República, respetar y cumplir las leyes del país ydefender la autonomía municipal?" Y contestando afirmativamente, les dará posesión de
sus cargos.

T' 'T'" ""í =1®! '=<'"«¡0 Municipaly por el secretano. presentes en el mismo acto.

ARTÍCUL0175. ̂ciaoiones civiles y comllés. Las asociaciones civiies y comités, a que se
'a gobemacLes de¿artlmen-tales y Otras autondades, quedaran, a partir de la vigencia de este Código, bajo la competen

cia técnica y legal del alcalde municipal de su circunscripción territorial.

De conformidad con la ley respectiva las asociaciones civiles y comités quedan exentos del
pago del impuesto de timbres fiscales.

ARTÍCULO 176. Género. En las normas de este Código se asume el concepto de equidad
de género, entendido como la no-discriminación entre ambos sexos de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 4 de la Constitución Política de la República de Guatemala.
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ARTÍCULO 177. Derogatoria. Se deroga el Código Municipal. Decreto Número 58-88, y el
articulo 23 del Decreto Número 52-87, ambos del Congreso de la República.

ARTÍCULO 178. El presente Decreto fue aprobado por más de las dos terceras partes del
total de diputados que integran el Congreso de la República, entrará en vigencia el uno de
julio del año dos mil dos, y será publicado en el diario oficial.

PASE AL ORGANISMO EJECUTIVO PARA SU SANCIÓN,
PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN.

DADO EN EL PALACIO DEL ORGANISMO LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE
GUATEMALA, A LOS DOS DÍAS DEL MES DE ABRIL DEL AÑO DOS MIL DOS.

JOSE EFRAIN RIOS MONTT

PRESIDENTE

RUDIO LECSAN MERIDA HERRERA

SECRETARIO

MARVIN AROLDO GARCIA BUENAFE

SECRETARIO

SANCIÓN AL DECRETO DEL CONGRESO NÚMERO 12-2002

PALACIO NACIONAL: Guatemala, nueve de mayo del año dos mil dos.

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE

PORTILLO CABRERA

EDUARDO AREVALO LACS

GENERAL DE DIVISION

MINISTRO DE GOBERNACIÓN

LIC. J. LUIS MIJANGOS

SECRETARIO GENERAL

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
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LA LEY DE DESCENTRALIZACION

Reglamento de la ley general de descentralización Acuerdo
Gubernativo Número 312-2002

Guatemala 6 de septiembre 2002
El Presidente de la República.

CONSIDERANDO

Que el Congreso de la República aprobó el Decreto Número 14-2002, como marco norma
tivo del proceso de descentralización del Organismo Ejecutivo, a través de la Ley General
de Descentralización, cuyo articulo 21 ordena la promulgación del Reglamento que permita
la operatividad de la Ley y el régimen de procedimientos reglamentarios inherentes a las
normas generales.

CONSIDERANDO

Que la descentralización del poder público fortalece la unidad del Estado de Guatemala den
tro de la diversidad en lo que caracteriza y fortalece también la visión y mission es ra ®9'^
para la realización del bien común; siendo la descentralización un medio pya el '^®sarro o e
la ciudadanía en la búsqueda de la eficiencia de la gestión pública para el logro de obje lyo
o meta de la justicia social, democráticamente entendida, como lo preceptúa la Constitución
Política de la República de Guatemala.

CONSIDERANDO

Que el artículo 9 de la Ley general de Descentralización confiere al Presidente de la Repúbli
ca la facultad de designar al órgano de gobierno responsable de la programación, dirección y
supervisión de la ejecución de todo el proceso de descentralización del Organismo Ejecutivo
y de ello deriva entonces la posibilidad de crear la instancia administrativa ad-hoc.
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POR TANTO

En ejercicio de las funciones conferidas en la literal e) del Artículo 183 de la Constitución
Política de la República y con fundamento en los artículos 9 y 21 de la Ley General de Des
centralización.

ACUERDA:

El siguiente:

REGLAMENTO DE LA LEY GENERAL DE DESCENTRALIZACIÓN

CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Articulo 1. Competencia. Para los efectos de este Reglamento, se entenderá por competen
cia al conjunto de materias, facultades, funciones y atribuciones asignadas por ley a los diver
sos órganos de la administración pública. Las competencias, por su origen, se clasifican así:

a) Competencias Exclusiva: Es la que se ejerce conforme a la Constitución o las leyes,
atnbuida con exclusividad a un órgano o dependencia del Estado.

po'T'Pfitencia atribuida por descentralización. ES la que ejerce el municipio, las demás
instituciones del Estado o la comunidad legalmente organizada, por efecto de la descen
tralización ordenada en la ley.

'-® ̂ '^® ejerce desde más de un nivel de la administración

♦vi''^^ a envendo su ámbito territorio, conjunta y complementariamente, por dos o másen ' 3 es e stado, con delimitación precisa de las áreas de la responsabilidad, para el
logro de un objetivo común.

CAPÍTULO II
DE LOS SUJETOS DEL PROCESO DE DESCENTRALIZACIÓN

Articulo 2. Órgano responsable del la descentralización. Se designa la Secretaría de
Coordinación Ejecutiva de la Presidencia de la República como el órgano de gobierno
responsable de la programación, dirección y supervisión de ejecución de la descentrali
zación del Organismo Ejecutivo, que en adelante se conocerá también como autoridad
responsable.
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En el Proyecto de Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado, el Organismo Eje
cutivo asignará a la Secretaria de Coordinación Ejecutiva los recursos para financiar el pro
grama de fortalecimiento institucional y capacitación establecidos en el articulo 20 de la Ley.

Artículo 3. Coordinación de los niveles de la Administración Pública. Los órganos de la
administración pública coordinarán la elaboración de políticas, planes y programas de desa
rrollo Integral, de conformidad con las políticas nacionales en materia de descentralización,
siguiendo además los criterios de eficacia y eficiencia que se establecen en el artículo 4 de
este reglamento.

ARTÍCULO 4. Criterios de eficiencia y eficacia de la descentralización. En la prestación
de los servicios que se presten en virtud de la descentralización del Organismo Ejecutivo, sus
objetivos tendrán especificados el grado de cumplimiento que se espera alcanzar mediante la
aplicación de los criterios siguientes:

a) Cercanía y oportunidad en la prestación de ios servicios públicos hacia las comunidades,
b) Mejoramiento de la calidad de los servicios;

c) Aumento de la cobertura de los servicios;

d) Mejorar sustancialmente la redistribución del ingreso y la asignación de los recursos,

e) Reducción de los costos de operación e inversión;

f) Aumento de la rentabilidad social mediante la participación ciudadana,

g) Aumento de la equidad económica y social e Inclusión del enfoque de género en el proceso
de descentralización del Organismo Ejecutivo;

h) Aumento del esfuerzo local propio en la recaudación de ingresos y en el mejoramiento del
gasto público municipal;

i) Efectiva auditoria social sobre la gestión de los programas y proyectos descentralizados;
y.

j) Coordinación entre la administración pública central y municipal.

Articulo 5. Descentralización de competencias y asignación de recursos financieros.
La descentralización por delegación de competencias que se realicen deben ener previs as
las fuentes de los recursos que se requieran para su ejercicio, bajo el pnncipio de equi i no
fiscal.

ARTÍCULO 6. Destinatarios de la delegación de competencias. Los destinatarios de las
delegaciones de competencias por descentralización del Organismo Ejecutivo, son.

a) las municipalidades individualmente consideradas;

b) las mancomunidades de municipios;

c) las demás instituciones del Estado; y.
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d) las comunidades legalmente organizadas con participación de las municipalidades. Es
tos destinatarios, deberán acreditar que su estructura funcional y territorial se adecúa al
desempeño de la competencia que se les transfiere y en la posibilidad y capacidad de
asumirla.

ARTICULO 7. Pian anual. La autoridad responsable presentará en el mes de enero, al Pre
sidente de la República un plan anual del proceso de descentralización, compatible con el
Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado, para avanzar gradualmente en la
ejecución del proceso de descentralización incorporando a nuevos sectores y áreas de la
administración pública, según lo establecido en la Ley General de Descentralización.

CAPÍTULO III

DEL PROCEDIMIENTO PARA LA DESCENTRALIZACIÓN
DE COMPETENCIAS

Artículo 8. Procedimiento. El procedimiento para la descentralización de competencias se
podrá iniciar por decisión del Organismo Ejecutivo, o bien, como resultado de la solicitud,
de los municipios o mancomunidades de municipios, conforme a la política nacional de des
centralización del Organismo Ejecutivo y de las estrategias y programas de dicha política
general.

ARTÍCULO 9. Solicitud de los destinatarios. Los destinatarios de la transferencia de com
petencias pueden solicitar el ejercicio de determinada competencia del Organismo Ejecutivo.
a solicitud deberán dirigirla al Presidente de la República por conducto de la autoridad res

ponsable.

La solicitud deberá identificar con precisión la competencia a descentralizar y la indicación
e que el destinatario tiene la voluntad política de asumirla y la disposición para adquirir la

capaci ad institucional para su ejercicio en los términos que se explican en la solicitud, asi
como el correspondiente estudio técnico financiero.

Dicha solicitud deberá ir acompañada de una estrategia coherente con el plan y políticas de
esarro o in egral del municipio, en su caso, que justifique la descentralización de compe

tencias El Organismo Ejecutivo por conducto del órgano correspondiente podrá participar
en colaboración con los municipios a solicitud de éstos, en la realización de los planes o la
formulación de políticas de desarrollo integral en función de los niveles de pobreza de estos.

Artículo 10. Del estudio técnico financiero. El estudio técnico financiero que se acompañe
a la solicitud de transferencia de competencias por descentralización deberá incluir como
mínimo:

a) La identificación precisa de las competencias, y las funciones o actividades inherentes o
necesarias a descentralizar:
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b) Cobertura:

c) Presupuesto anual o su equivalente por fracción de año;
d) Descripción de las capacidades de gestión del órgano receptor;
e) Los recursos de contrapartida que aportará el municipio y la comunidad y su fuente,
f) Un diagnóstico concreto para medir y verificar los criterios de la descentralización conte

nidos en el articulo 4 de este reglamento; y,

g) Una propuesta de estrategia para armonizar el ejercicio de la competencia que se solicita
con la política y planes de desarrollo integral del municipio.

Artículo 11. Decisión. La descentralización y correspondiente transferencia de competen
cias a las entidades destinatarias será gradual y se formalizará mediante Acuerdo Gubema
tivo de aprobación de los convenios celebrados entre los órganos titulares de as compe en
cias originarias y el ente destinatario de la competencia delegada, el que, a su vez, emi ira
el instrumento legal que corresponda, en el cual se haga expresa la aceptación e a misma.
Articulo 12. Transferencia de bienes muebles e inmuebles. La descentralizaapn y trans
ferencia de competencias incluirá la transferencia de los bienes mubles e inmuebles de pro
piedad pública que sean necesarias par el ejercicio de dichas competencias, o serv
para el efecto la Ley de Contrataciones del Estado.
Articulo 13. Convenio. Las entidades destinatarias de competencias delegadas su^
junto a la autoridad responsable y el órgano correspondiente del Organismo j
de la competencia originaria, un convenio que estipulará por lo menos.
a) El objeto del convenio, alcance y cronograma de la gradualidad de la descentraliz

de competencias.

b) Normas que definan la supervisión técnica, asesoría, administración
cipación de la comunidad de ser procedente, asi como la evaluación y
competencia.

c) Los aspectos referidos al entrenamiento del personal.
d) Los bienes adscritos a la competencia descentralizada, señalando la forma en q

realizará la transferencia de éstos y su inventario.
e) Los recursos financieros proveídos por el Organismo Ejecutivo,

operativo que se adoptara y la manera en que se manejaran los recu ,ov/iciññ
si los hubiere, el tratamiento de las obligaciones contraídas con erceros y
periódica de los procedimientos de asignación de recursos.

f) Los aspectos relativos a la coordinación y cooperación el la prestación de la competencia,
indicando la coordinación y cooperación con otros órganos, el suministro de información,
la compatibilización de planes y proyectos y la cooperación internacional.
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g) Aspectos relativos ai proceso de descentralización de competencias, podiendo establecerse
figuras como la cogestión de servicios entre los niveles centra, departamental, mancomu
nidades de municipios, municipios o la comunidad.

h) El establecimiento de comisiones de seguimiento de las competencia descentralizadas
constituidas entre las partes para la supervisión del cronograma acordado, y resolver las
dudas y controversias que pudieran presentarse en la ejecución del programa de descen
tralización y el cumplimiento de los convenios y de cualesquiera otros que se firmen con
relación a los servicios transferidos y adoptar, cuando fuere el caso, las medidas correcti
vas necesarias. Las dudas no resueltas y las controversias que no puedan resolver estas
comisiones, serán resueltas por la autoridad responsable.

CAPITULO IV

RÉGIMEN FINANCIERO

Articulo 14. Financiamiento. El ejercicio de todas las competencias descentralizadas será
financiado articulando adecuadamente los recursos disponibles por el ente destinatario con
los recursos que el Estado deberá transferir al descentralizar competencias, asi como con
otros recursos provenientes de otras fuentes.

Articulo 15. Recursos del Programa de Desarrollo Integral Municipal. Los municipios
y mancomunidades de rnunicipios que se hagan cargo de competencias para el desarrollo
in egra municipal, percibirán recursos que se distribuirán en proporción directa de los aportes
oca es re ̂  ivos a sus respectivos niveles de pobreza y a su densidad demográfica y en los
que se con abilizará tanto la recaudación de impuestos locales como la valorización de los

públi^s*^^^ ciudadanos realicen en trabajo, especie o dinero para la provisión de bienes
Articulo 16. Recursos para el proceso de descentralización: Para su viabilidad el proceso
e escen ra izacion contará con los recursos necesarios, previo cumplimiento de los requi

sitos siguientes: ■- r

a) Que haya sido publicado en el diario oficial el acuerdo gubernativo de aprobación del
convenio mediante el cual se recentraliza la competencia.

b) Que el ente receptor haya emitido la disposición que corresponda manifestando su acep
tación de la transferencia de competencia por parte del Organismo Ejecutivo.

c) Que se hayan realizado los trámites legales y reglamentarios para efectuar la transferencia
presupuestaria. Por Acuerdo Ministerial se indicará la fecha a partir de la cual el Ministerio
de Finanzas Públicas, trasladará los recursos financieros convenidos.
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Articulo 17. integración del monto de recursos presupuestarios a transferir. El monto
de los recursos financieros a ser transferidos de acuerdo al convenio suscrito se integra con;

a) Gastos de funcionamiento: 1) La suma de los gastos de personal y de funcionamiento
directamente vinculados con el ejercicio de la competencia de que se trate.

2) Los gastos de personal y de funcionamiento necesarios para realizar las funciones de
apoyo, dirección y coordinación;

3) Todo aquel gasto que implique la conservación, mejora y sustitución de los activos
transferidos;

b) El gasto de inversión destinado a la ampliación de la cobertura, modernización o sustitución
de un sistema de servicio por otro.

Articulo 18. Acta. La entrega de toda clase de bienes, derechos y obligaciones como con
secuencia de las decisiones de la descentralización deberá formalizarse en acta levantada
al efecto, en la que quede constancia de la entrega y recepción por los órganos del Estado
de todos y cada uno de los que efectivamente se entreguen, con indicación de su régimen
jurídico El acta debe incluirse como anexo al convenio.

CAPÍTULO V

DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA

Articulo 19. Participación Ciudadana en la Descentralización. La participación ciudadana
que impulsará la descentralización se orientará esencialmente a la previsión de bienes y
servicios públicos en ámbitos locales por parte de organizaciones ciudadanas constituidas y
registradas conforme a la ley, que actúen en el ámbito local.

Las organizaciones ciudadanas también podrán ejercer auditoria social la revisión de las
ctuaciones de los entes a cargo de competencias descentralizadas.

Artículo 20. Participación ciudadana, desarrollo local y auditoria social. Sin prejuicio
de los mecanismos establecidos legalmente para solicitar el rendimiento de cuentas a sus
autoridades, las asociaciones y los comités podrán dirigirse a ios entes destinatarios de com
petencias descentralizadas solicitando información sobre ia ejecución de planes y programas
a fin de evaluar su cumplimiento de conformidad con la ley y hacer las denuncias cuando
corresponda ante los órganos competentes.

Articulo 21. Control. Los programas de trabajo y los presupuestos de las competencias des
centralizadas, deben expresar los objetivos y resultados concretos que se pretenden con los
mismos, asi como los medios e indicadores que permitan verificar su logro, en función de la
transparencia de administración pública, a manera de facilitar la auditoria social.
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CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS

Artículo 22. Régimen laboral. El régimen laboral de los funcionarios y empleados que traba
jen en ios servicios transferidos en el marco de la descentralización quedará establecido en
el convenio que establezca la transferencia de la competencia respectiva.

Artículo 23. Situaciones no reguladas. Las cuestiones no reguladas específicamente en
este reglamento por la complejidad de la descentralización, se definirán en el convenio res
pectivo, respetando las normas, los principios, el presente reglamento y la política nacional
de descentralización.

Artículo 24. Transitorio. La autoridad responsable presentará al Presidente de la República
en un plazo de noventa dias a partir de la vigencia de este reglamento, la propuesta de poli-
tica nacional de descentralización del Organismo Ejecutivo.

Articulo 25. Vigencia. Este reglamento empezará a regir el día siguiente al de su publicación
en el diario official Comuniqúese, Alfonso Portillo Los registro s públicos, especialmente el
Registro de la Propiedad a que se refiere el Código Civil de Guatemala, no practicarán ningún
sistema privilegiado en el reparto de honorarios que conforme sus aranceles se perciban.

Dr. José Adolfo Reyes Calderón

Ministro de Gobernación

Lic. J. Luis Mijangos C.

Secretario General

Presidencia de la República
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LEY DE CONSEJO DE DESARROLLO
URBANO Y RURAL

DECRETO NÚMERO 11-2002

Decretese la L©y de los Consejos de Desarrollo
Urbano y Rural.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Política de la República en sus artículos 119 literal b) y 224. se refieren
a la necesidad imperativa de promover sistemáticamente la desceritraliMcion eMnomico-
administrativa como medio para promover el desarrollo integral del país, para o cua es
urgente propiciar una amplia participación de todos los pueblos y sectores de a po ación
guatemalteca en la determinación y priorización de sus necesidades y las soluciones corres
pondientes.

CONSIDERANDO:

Que al legislar sobre el Sistema de Consejos de Desarrollo debe cumplirse con estipulacio
nes contenidas en la Constitución Política de la República, diversos tratados y convenios
internacionales en materia de derechos humanos y la legislación ordinaria sobre materias
afines, en especial el Código Municipal.
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CONSIDERANDO:

Que el Sistema de Consejos de Desarrollo debe comprender cinco niveles, a saber: nacional,
regional y departamental, previstos constitucionalmente; municipal, contenido en el Código
Municipal, Decreto Legislativo 58-88; y el comunitario, contemplado en los Acuerdos de Paz;
debiendo estructurarse desde la base de la población, para constituir un instrumento perma
nente de participación y representación de los pueblos maya, xinca y garífuna y de la pobla
ción no indígena, así como de los diversos sectores que constituyen la nación guatemalteca,
sin exclusión ni discriminación de ninguna especie, mediante la creación de los mecanismos
y criterios idóneos en los niveles comunitario, municipal, departamental, regional y nacional.

CONSIDERANDO:

Que con la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera se puso fin al conflicto armado interno
y se asumieron compromisos para superar las causas que le dieron origen, entre los cuales
está la reforma de la Ley de los Consejos de Desarrollo Urbano y Rural, Decreto Número 52-
87 del Congreso de la República.

CONSIDERANDO:

Que es esencial que este Sistema de Consejos de Desarrollo se rija por los principios de
igualdad en dignidad y derechos de todos los actores sociales, y se haga efectivo en condi
ciones e oportunidades equitativas de participación dentro de una convivencia pacifica, en
pi marco de una democracia funcional. Efectiva y participativa, en los procesos de toma ce
decisión en la planificación y ejecución de las políticas públicas de desarrollo.

CONSIDERANDO:

Que es necesario actualizar las normas legales relativas a los Consejos de Desarrollo in-
corporando en ellas principios fundamentales contenidos en la Constitución Política de la
República, pero no atendidos adecuadamente hasta ahora, y armonizándolos con progresos
a canza os en a legislación del país desde entonces y que, en consecuencia, procede dictar
una nueva ley sobre la materia.

POR TANTO:

En ejercicio de las atribuciones que le confieren los artículos 171 literal a) y 176 de la Cons
titución Política de la República de Guatemala.

DECRETA:

La siguiente:
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LEY DE LOS CONSEJOS DE DESARROLLO
URBANO Y RURAL

CAPÍTULO 1
NATURALEZA, PRINCIPIOS Y OBJETIVO

ARTÍCUL01. Naturaleza. El Sistema de Consejos de Desarrollo es el medio principal de par
ticipación de la población maya, xinca y garifuna y la no indígena, en la gestión pública para
llevar a cabo el proceso de planificación democrática del desarrollo, tomando en cuenta prin
cipios de unidad nacional, multiétnica, pluricultural y multilingüe de la nación guatemalteca.
ARTÍCULO 2. Principios. Los principios generales del Sistema de Consejos de Desarrollo
son:

a) El respeto a las culturas de los pueblos que conviven en Guatemala.
b) El fomento a la armonía en las relaciones interculturales.
c) La optimización de la eficacia y eficiencia en todos los niveles de la administración pública.
d) La constante atención porque se asigne a cada uno de los niveles de la administraciór

pública las funciones que por su complejidad y características pueda realizar mejor que
cualquier otro nivel. La promoción de procesos dé democracia participativa, en condiciones
de equidad e igualdad de oportunidades de los pueblos maya, xinca y garifuna y de la
población no indígena, sin discriminación alguna.

e) La conservación y el mantenimiento del equilibrio ambiental y el desarrollo humano, con
base en las cosmovisiones de los pueblos maya, xinca y garifuna y de la población no
indígena.

f) La equidad de género, entendida como la no discriminación de la mujer y participación
efectiva, tanto del hombre como de la mujer.

ARTÍCULO 3. Objetivo. El objetivo del Sistema de Consejos de Desarrollo es organizar y
coordinar la administración pública mediante la formulación de políticas de desarrollo, pla
nes y programas presupuestarios y el impulso de la coordinación interinstitucional, publica y
privada.

CAPÍTULO II

INTEGRACIÓN Y FUNCIONES

ARTÍCULO 4. Integración del Sistema de Consejos de Desarrollo. El Sistema de Consejos
de Desarrollo está integrado por niveles, en la siguiente forma:
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a) El nacional, con el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural.

b) El regional, con los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural.

c) El departamental, con los Consejos Departamentales de Desarrollo.

d) El municipal, con los Consejos Municipales de Desarrollo.

e) El comunitario, con los Consejos Comunitarios de Desarrollo.

ARTÍCULO 5. Integración del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural. El Consejo
Nacional de Desarrollo Urbano y Rural se integra así;

a) El Presidente de la República, quien lo coordina;

b) Un alcalde en representación de las Corporaciones Municipales de cada una de las regio
nes;

c) El Ministro de Finanzas Públicas y los ministros de Estado que el Presidente de la Repú
blica designe;

d) El Secretario de Planificación y Programación de la Presidencia, quien actúa como secre
tario;

e) El Secretario de Coordinación Ejecutiva de la Presidencia;

f) Los Coordinadores de los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural;

g) Cuatro representantes de los pueblos maya, uno del xínca y uno del garifuna;
h) Un representante de las organizaciones cooperativas;

i) Un representante de las asociaciones de micro, pequeñas y medianas empresas de los
sectores de la manufactura y los servicios;

j) Dos representantes de las organizaciones campesinas;

k) Un representante de las asociaciones agropecuarias, comerciales, financieras e industriales;

I) Un representante de las organizaciones de trabajadores;

m) Un representante de las organizaciones guatemaltecas no gubernamentales de desarrollo;

n) Dos representantes de las organizaciones de mujeres;

o) Un representante ce la Secretaría Presidencial de la Mujer;

p) Un representante de la Universidad de San Carlos de Guatemala; y,

q) Un representante de las universidades privadas del país.

El Vicepresidente de la República sustituirá, en caso de ausencia, al Presidente de la Repú
blica. Los Ministros y Secretarios de Estado, en caso de ausencia, sólo podrán ser sustituidos
por los Viceministros y Subsecretarios correspondientes. Los representantes a que se refie
ren los literales b) y de la g) a la o) contarán con un suplente y ambos serán electos de entre
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los representantes de esos sectores ante ios Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y
Rural; y los otros lo serán de acuerdo a los usos y costumbres o normas estatutarias propias."

ARTÍCULO 6. Funciones del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural. Las funciones
del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural, son:

a) Formular políticas de desarrollo urbano y rural y ordenamiento territorial.

b) Promover sistemáticamente tanto la descentralización de la administración pública como
la coordinación interinstitucional.

c) Promover, facilitar y apoyar el funcionamiento del Sistema de Consejos de Desarrollo, en
especial de los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural y velar por el cumpli
miento de sus cometidos.

d) Promover y facilitar la organización y participación efectiva de la población y de sus organi
zaciones en la priorización de necesidades, problemas y sus soluciones, para el desarrollo
integral de la Nación.

e) Formular las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo a nivel nacional, to
mando en consideración los planes de desarrollo regionales y departamentales y enviarlos
al Organismo Ejecutivo para su incorporación a la Política de Desarrollo de la Nación.

f) Dar seguimiento a la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos nacionales
de desarrollo; verificar y evaluar su cumplimiento y, cuando sea oportuno, proponer medidas
correctivas a la Presidencia del Organismo Ejecutivo o a las entidades responsables.

g) Conocer los montos máximos de preinversión e inversión pública por región y departa
mento para el año fiscal siguiente, provenientes del proyecto del presupuesto general del
Estado, y proponer a la Presidencia de la República, sus recomendaciones o cambios
con base en las disponibilidades financieras, las necesidades y problemas económicos y
sociales priorizados por los Consejos Regionales y Departamentales de Desarrollo Urbano
y Rural y las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo vigentes, conforme
al Sistema Nacional de Inversión Pública.

h) Proponer a la Presidencia de la República, la distribución del monto máximo de recursos
de preinversión e inversión pública, provenientes del proyecto del presupuesto general
del Estado para el año fiscal siguiente, entre las regiones y los departamentos, con base
en las propuestas de los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural y Consejos
Departamentales de Desarrollo.

i) Conocer e informar a los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural sobre la eje
cución presupuestaria de preinversión e inversión pública del año fiscal anterior, financiada
con recursos provenientes del presupuesto general del Estado.

j) Contribuir a la definición y seguimiento de la política fiscal, en el marco de su mandato de
formulación de las políticas de desarrollo.

k) Reportar a las autoridades nacionales que corresponda, el desempeño de los funcionarios
públicos con responsabilidad sectorial en la Nación.
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I) Promover políticas a nivel nacional que fomenten la participación activa y efectiva de la
rnujer en ia toma de decisiones, tanto a nivel nacional como regional, departamental, mu
nicipal y comunitario, asi como promover la concientización de las comunidades respecto
de la equidad de género y la identidad y derecho de los pueblos indígenas.

ARTICULO 7. Integración de los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural. Los
Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural se integran asi:

a) El Coordinador de ia Región, quien io preside y coordina, nombrado por el Presidente de
la República;

b) Un alcalde en representación de las corporaciones municipales de cada uno de los de
partamentos que conforman la región;

c) Ei Gobemador de cada uno de los departamentos que conforman la región;
d) El Jefe de la oficina regional de la Secretaria de Planificación y Programación de la Pre

sidencia, quien actúa como secretario;

e) Un representante de cada una de las entidades públicas que designe el Organismo Eje
cutivo;

f) Un representante de cada uno de los pueblos indígenas que habitan en la región;
g) Un representante de las organizaciones cooperativas que operen en la región;

asociaciones de micro, pequeñas y medianas empresas que
operen en la región, de los sectores de la manufactura y los servicios;

I) Un representante de las organizaciones campesinas que operen en la región;
asociaciones agropecuarias, comerciales, financieras e industriales

que operen en la región;

k) Un representante de las organizaciones de trabajadores que operen en la región;
0''9a"¡zac¡ones Guatemaltecas no Gubernamentales de desarrollo,

que operen en la región;

m) Dos representantes de las organizaciones de mujeres que operen en la región;
n) Un representante de ia Secretaria Presidencial de la Mujer;
o) Un representante de la Universidad de San Carlos de Guatemala; y,
p) Un representante de las universidades privadas que operen en ia región.
Los representantes a que se refieren los literales b) y de la O a la n) contarán con un suplen
te y ambos serán electos de entre los representantes de esos sectores ante los Consejos
Departamentales de Desarrollo; y los otros lo serán de acuerdo a sus usos y costumbres o
normas estatutarias.
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ARTÍCULO 8. Funciones de los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural. Las
funciones de los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural son;

a) Promover, facilitar y apoyar el funcionamiento del Sistema de Consejos de Desarrollo,
en especial de los Consejos Departamentales de Desarrollo de la región y velar por el
cumplimiento de sus cometidos.

b) Promover y facilitar la organización y participación efectiva de la población y de sus organi
zaciones en la priorización de necesidades, problemas y sus soluciones, para el desarrollo
Integral de la región.

c) Promover sistemáticamente tanto la descentralización de la administración pública como
la coordinación interinstitucional en la región.

d) Formular las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo de la región, tomando
en consideración los planes de desarrollo departamentales y enviarlos al Consejo Nacional
para su incorporación a la Política de Desarrollo de la Nación.

e) Dar seguimiento a la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo
regionales; verificar y evaluar su cumplimiento y, cuando sea oportuno, proponer medidas
correctivas a las entidades responsables.

f) Conocer los montos máximos de preinversión e inversión pública por departamento para
el año fiscal siguiente, provenientes del proyecto de presupuesto general del Estado.

g) Proponer al Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural la asignación de recursos
de preinversión e inversión pública para proyectos de carácter regional, provenientes del
proyecto del presupuesto general del Estado para el año fiscal siguiente.

h) Conocer e informar a los consejos departamentales de desarrollo sobre la ejecución
presupuestaria de preinversión e inversión pública del año fiscal anterior, financiada con
recursos provenientes del presupuesto general del Estado.

i) Contribuir a la definición y seguimiento de la política fiscal, en el marco de su mandato de
formulación de las políticas de desarrollo.

j) Informar a las autoridades regionales o nacionales que corresponda, el desempeño de los
funcionarios públicos con responsabilidad sectorial en la región.

Los Consejos Regionales de Desarrollo Urbano y Rural tramitarán con celeridad los asuntos
que le sean planteados por los consejos departamentales de su jurisdicción.

ARTÍCULO 9. Integración de los consejos departamentales de desarrollo. Los consejos de
partamentales de desarrollo se integran así:

a) El Gobernador del departamento, quien lo preside y coordina;

b) Los alcaldes municipales del departamento;

c) El jefe de la oficina departamental de la Secretaría de Planificación y Programación de la
Presidencia, quien actúa como secretario;
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d) Un representante de cada una de las entidades públicas que designe el Organismo Eje
cutivo;

e) Un representante de cada uno de los pueblos indígenas que habiten en el departamento;

f) Un representante de las cooperativas que operen en el departamento;
g) Un representante de las asociaciones de propietarios de micro, pequeñas y medianas em

presas que operen en el departamento, de los sectores de la manufactura y los servicios;
h) Un representante de las asociaciones agropecuarias, comerciales, financieras e industriales

que operen en el departamento;

i) Dos representantes de las organizaciones campesinas que operen en el departamento;
j) Un representante de las organizaciones de trabajadores que operen en el departamento;
k) Un representante de las Organizaciones Guatemaltecas no Gubernamentales de desarrollo,

que operen en el departamento;

I) Una representante de las organizaciones de mujeres que operen en el departamento;
m) Un representante de la Universidad de San Carlos de Guatemala;
n) Un representante de las universidades privadas que operen en el departamento; y,
o) Los secretarios generales departamentales de los partidos políticos con representación

en el Organismo Legislativo, quienes participarán con voz.
j.os representantes a que se refieren las literales de la e) a la I) contarán con un suplente y
ambos serán electos por los respectivos pueblos y sectores representados, de acuerdo a sus
propios principios, valores, normas y procedimientos, o sus estatutos. El reglamento de la
presente ley creará procedimientos de elección, que se aplicarán en forma supletoria.
ARTÍCULO 10. Funciones de los consejos departamentales de desarrollo. Las funciones de
los Consejos Departamentales de Desarrollo son:

a) Apoyar a las municipalidades del departamento en el funcionamiento de los Consejos
Municipales de Desarrollo y de los Consejos Comunitarios de Desarrollo y velar por el
cumplimiento de sus cometidos.

b) Promover y facilitar la organización y participación efectiva de la población y de sus organi
zaciones en la priorización de necesidades, problemas y sus soluciones, para el desarrollo
integral del departamento.

c) Promover sistemáticamente tanto la descentralización y la desconcentración de la admi
nistración pública como la coordinación interinstitucional en el departamento.

d) Formular las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo del departamento,
tomando en consideración los planes de desarrollo de los municipios y enviarlos a los
Consejos Nacional y Regional de Desarrollo Urbano y Rural para su incorporación en la
Política de Desarrollo de la Nación y de la región.
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e) Dar seguimiento a la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo
del departamento, verificar y evaluar su cumplimiento y, cuando sea oportuno, proponer
medidas correctivas a las entidades responsables.

f) Conocer los montos máximos de preinversión e inversión pública para el departamento,
para el año fiscal siguiente, provenientes del proyecto del presupuesto general del Esta
do, y proponer al Consejo Regional de Desarrollo Urbano y Rural sus recomendaciones
o cambios con base en las disponibilidades financieras, las necesidades y problemas
económicos, sociales y culturales priorizados por los Consejos Municipales de Desarrollo
y las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo vigentes, conforme al Sistema
Nacional de Inversión Pública.

g) Proponer al Consejo Regional de Desarrollo Urbano y Rural la distribución del monto
máximo de recursos de preinversión e inversión pública, provenientes del proyecto del
presupuesto general del Estado para el año fiscal siguiente, entre los municipios, con liase
en las propuestas de los consejos municipales de desarrollo, presentadas por los alcaldes
respectivos.

h) Conocer e informar a los Consejos Municipales de Desarrollo, a través de los alcaldesrespectivos, sobre la ejecución presupuestaria de preinversión e inversión publica e ano
fiscal anterior, financiada con recursos provenientes del presupuesto general del Estado.

i) Contribuir a la definición y seguimiento de la política fiscal, en el marco de su mandato de
formulación de las politicas de desarrollo.

j) Reportar a las autoridades departamentales que corresponda, el desempeño de los fun
cionarios públicos con responsabilidad sectorial en el departamento.

k) Proponer al Presidente de la República las temas respectivas de candidatos
de Gobernador Titular y Gobernador Suplente departamental: en esta función tendrán
voz y voto los representantes a que se refieren las literales e) a la n) del articulo 9 de esta
ley.

ARTÍCULO 11. Integración de los Consejos Municipales de Desarrollo. Los Consejos Muni
cipales de Desarrollo se integran asi:

a) El alcalde municipal, quien lo coordina;
b) Los síndicos y concejales que determine la corporación municipal,
c) Los representantes de los Consejos Comunitarios de Desarrollo, hasta uri número de veinte

(20), designados por los coordinadores de los Consejos Comunitarios de Desarrollo,
d) Los representantes de las entidades públicas con presencia en la localidad, y,
e) Los representantes de entidades civiles locales que sean convocados.
ARTÍCULO 12. Funciones de los Consejos Municipales de Desarrollo. Las funciones de los
Consejos Municipales de Desarrollo son:
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a) Promover, facilitar y apoyar el funcionamiento de los Consejos Comunitarios de Desarrollo
del municipio.

b) Promover y facilitar la organización y participación efectiva de las comunidades y sus
organizaciones, en la priorización de necesidades, problemas y sus soluciones, para el
desarrollo integral del municipio.

c) Promover sistemáticamente tanto la descentralización de la administración pública como
la coordinación interinstitucional en el municipio, para coadyuvar al fortalecimiento de la
autonomía municipal; para ese efecto, apoyará a la Corporación Municipal en la coordi
nación de las acciones de las instituciones públicas, privadas y promotoras de desarrollo
que funcionen en el municipio.

d) Promover políticas, programas y proyectos de protección y promoción integral para la
niñez, la adolescencia, la juventud y la mujer.

e) Garantizar que las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo del municipio
sean formulados con base en las necesidades, problemas y soluciones priorizadas por
los Consejos Comunitarios de Desarrollo, y enviarlos a la Corporación Municipal para su
incorporación en las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo del departa
mento.

f) Dar seguimiento a la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos de desa
rrollo municipal y comunitario, verificar su cumplimiento y, cuando sea oportuno, proponer
medidas correctivas a la Corporación Municipal, al Consejo Departamental de Desarrollo
o a las entidades responsables.

g) Evaluar la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos municipales de
desarrollo y, cuando sea oportuno, proponer a la Corporación Municipal o al Consejo De-
pa amental de Desarrollo las medidas correctivas para el logro de los objetivos y metas
previstos en los mismos.

h) Proponer a la Corporación Municipal la asignación de recursos de preinversión y de inver
sión pública, con base en las disponibilidades financieras y las necesidades problemas y
soluciones priorizados en los Consejos Comunitarios de Desarrollo del municipio.

i) Conocer e informar a los Consejos Comunitarios de Desarrollo sobre la ejecución presu
puestaria de preinversión e inversión pública del año fiscal anterior, financiada con fondos
provenientes del presupuesto general del Estado.

j) Promover la obtención de financiamiento para la ejecución de las políticas, planes, pro
gramas y proyectos de desarrollo del municipio.

k) Contribuir a la definición y seguimiento de la política fiscal, en el marco de su mandato de
formulación de las políticas de desarrollo.

I) Reportar a las autoridades municipales o departamentales que corresponda, el desempeño
de los funcionarios públicos, con responsabilidad sectorial en el municipio.
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m) Velar por el cumplimiento fiel de la naturaleza, principios, objetivos y funciones del Sistema
de Consejos de Desarrollo.

ARTÍCULO 13. Integración de los Consejos Comunitarios de Desarrollo.

Los Consejos Comunitarios de Desarrollo se integran asi:
a) La Asamblea Comunitaria, Integrada por los residentes en una misma comunidad; y,
b) El Órgano de Coordinación, integrado de acuerdo a sus propios principios, valores, nor

mas y procedimientos o, en forma supletoria, de acuerdo a la reglamentación municipal
existente.

artículo 14. Funciones de los Consejos Comunitarios de Desarrollo. La Asamblea Co
munitaria es el órgano de mayor jerarquía de los Consejos Comunitarios de Desarrollo y sus
funciones son:

a) Elegir a los integrantes del Órgano de Coordinación y fijar el periodo de duración de sus
cargos con base a sus propios principios, valores, normas y procedimientos de la comu
nidad o, en forma supletoria, según el reglamento de esta ley.

b) Promover, facilitar y apoyar la organización y participación efectiva de la comunidad
y sus organizaciones, en la priorización de necesidades, problemas y sus soluciones,
para el desarrollo integral de la comunidad.

c) Promover y velar por la coordinación tanto entre las autoridades comunitarias, las organi
zaciones y los miembros de la comunidad como entre las instituciones publicas y pavadas.

d) Promover políticas, programas y proyectos de protección y promoción integral para la
niñez, la adolescencia, la juventud y la mujer.

e) Formular las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo de la comunidad, con
base en la priorización de sus necesidades, problemas y soluciones, y proponerlos al
Consejo Municipal de Desarrollo para su incorporación en las políticas, planes, programas
y proyectos de desarrollo del municipio.

O Dar seguimiento a la ejecución de las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo
comunitarios priorizados por la comunidad, verificar su cumplimiento y, cuando sea opor
tuno, proponer medidas correctivas al Consejo Municipal de Desarrollo o a las entidades
correspondientes y exigir su cumplimiento, a menos que se demuestre que las medidas
correctivas propuestas no son técnicamente viables.

g) Evaluar la ejecución, eficacia e impacto de los programas y proyectos comunitarios de de
sarrollo y, cuando sea oportuno, proponer al Consejo Municipal de Desarrollo las medidas
correctivas para el logro de los objetivos y metas previstos en los mismos.

h) Solicitar al Consejo Municipal de Desarrollo la gestión de recursos, con base en la priori
zación comunitaria de las necesidades, problemas y soluciones.

i) Velar por el buen uso de los recursos técnicos, financieros y de otra índole, que obtenga
por cuenta propia o que le asigne la Corporación Municipal, por recomendación del Consejo
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Municipal de Desairoilo, para la ejecución de ios programas y proyectos de desarrolio de
la comunidad.

j) Informar a la comunidad sobre la ejecución de los recursos asignados a los programas y
proyectos de desarrollo comunitarios.

k) Promover la obtención de financiamiento para ia ejecución de los programas y proyectos
de desarrollo de la comunidad.

I) Contribuir a la definición y seguimiento de la política fiscal, en el marco de su mandato de
formulación de las políticas de desarrollo.

m) Reportar a las autoridades municipales o departamentales que corresponda, el desempeño
de los funcionarios públicos con responsatiilidad sectorial en la comunidad.

n) Velar por el fiel cumplimiento de la naturaleza, principios, objetivos y funciones del Sistema
de Consejos de Desarrollo.

ARTÍCULO 15. Consejos Comunitarios de Desarrollo e Seguno Nivel. En ios municipios
donde se establezcan más de veinte (20) Consejos Comunitarios de Desarrollo, el Consejo
Munictpal de Desarrollo podrá establecer Consejos Comunitarios de Desarrollo de Segundo
Nivd, cuya Asamblea estará integrada por los miembros de los órganos de coordinación de
los Consejos Comunitarios de Desarrollo del municipio, y su órgano de coordinación se es
tablecerá de acuerdo a sus propios principios y su órgano de coordinación se establecerá de
acuerdo a sus propios principios, valores, normas y procedimientos o sus normas estatutarias

1^^ acciones que resuelva ia asamblea comunitaria, en forma supletoria, deacuerdo al reglamento de esta ley. En este caso:

^P''®s®"^ciones de ios Consejos Comunitarios de Desarrolio en ei Consejo Municipal

Des^roll^ ° asignarán de entre los coordinadores de ios Consejos Comunitarios de
b) La designación se hará en el seno de ia Asamblea del Consejo Comunitario de Desarrolio

de Segundo Nivel,

c) Las funciones de la Asamblea del Consejo Comunitario de Desarrollo de Segundo Nivel
serán iguales a las de los Consejos Comunitarios de Desarrollo,

d) Las funciones del Organo de Coordinación del Consejo Comunitario de Desarrolio de
Segundo Nivel serán iguales a las de los órganos de coordinación de ios Consejeros
Comunitarios de Desarrollo.

ARTÍCULO 16. Integración del Organo de Coordinación de los Consejos Comunitarios de
Desarrollo. El organo de Coordinación de los Consejos Comunitarios de Desarrollo constitui
dos en el municipio, se integran de la siguiente forma:

a) El Alcalde Comunitario, quien io preside;

b) Hasta un máximo de doce representantes electos por ia Asamblea General.
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El Organo de Coordinación tiene bajo su responsabilidad la coordinación, ejecución y audi
toria social sobre proyectos u obras que se prioricen y que seleccionen los Organismos del
Estado y entidades descentralizadas y autónomos para realizar en la Comunidad.

ARTÍCULO 17. Funciones del Organo de Coordinación. Las funciones del Organo de Coor
dinación del Consejo Comunitario de Desarrollo son:

a) Ejecutar las acciones que resuelva la Asamblea Comunitaria e informarle sobre los resul
tados obtenidos.

b) Administrar y velar por el buen uso de sus recursos técnicos, financieros y de otra Índole
que obtenga el Consejo Comunitario de Desarrollo, por cuenta propia o asignación de la
Corporación Municipal, para la ejecución de programas y proyectos de desarrollo de la
comunidad; e informar a la Asamblea Comunitaria sobre dicha administración.

o) Convocar a las asambleas ordinarias y extraordinarias del Consejo Comunitano de Desa
rrollo.

ARTÍCUL018. Regiones de desarrollo integradas por un solo departamento. En las regiones
de desarrollo que e establezcan con un solo departamento, su Consejo Regiona e esatro
lio Urbano y Rural se integrará de la manera como se integran los Consejos Depa amen a es
de Desarrollo y tendrá las funciones del Consejo Departamental. La relación de es e consejo
será con el Consejo Nacional de Desarrollo Urbano y Rural.

ARTÍCULO 19. Ampliación de la integración de los Consejos Nacional Regionales y Depar
tamentales. La ampliación de la integración de los Consejos Nacional, j
laméntales de desarrollo, podrá llevarse a cabo a solicitud de los represen an e
movimientos sociales formalmente organizados que surjan y lo soliciten al consej y
jurisdicción tengan interés; la ampliación del Consejo deberá ser aprobada por e vo
mayoría calificada en el seno del Consejo que corresponda.

ARTÍCULO 20. Toma de decisiones. Los Consejos de Desarrollo tornarán sus decisiones por
consenso; cuando éste no se logre, se tomará por el voto de mayoría simple.

CAPÍTULO III

FINANCIAMIENTO DE LOS CONSEJOS DE DESARROLLO

ARTÍCULO 21. Financiamiento para el funcionamiento del Sisterna de Consejos de Desa
rrollo. De conformidad con el articulo 229 de la Constitución Política de la República, cada
Consejo Regional de Desarrollo Urbano y Rural y Consejo Departamental de Desarrollo debe
presentar al Ministerio de Finanzas Públicas, los requerimientos financieros para su funcio
namiento, en el marco de la política financiera del Estado.

Para el funcionamiento de los Consejos Municipales de Desarrollo, cada Corporación Mu
nicipal decidirá la forma de su financiamiento, tomando en cuenta la disponibilidad de sus
recursos.
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ARTÍCULO 22. Actuación ad honorem. Todos ios miembros de los Consejos de Desarrollo
participan en las sesiones en forma ad honorem.

CAPITULO IV

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 23. Consejos Asesores Indígenas. Se constituyen Consejos Asesores Indígenas
en los niveles comunitarios, para brindar asesoría ai órgano de Desarrollo Comunitario de
Desarrollo y ai Consejo Municipal de Desarrollo, en donde exista ai menos una comunidad
indígena. Los Consejos Asesores Indígenas se integrarán con las propias autoridades reco
nocidas por las comunidades indígenas de acuerdo a sus propios principios, valores, normas
y procedimientos.

El gobierno municipal dará el apoyo que estime necesario a los Consejos Asesores Indígenas
de acuerdo a las solicitudes presentadas por las comunidades.

ARTÍCULO 24. Comisiones de Trabajo. Los Consejeros de Desarrollo pueden crear las co
misiones de trabajo que consideren necesarias; sus funciones son emitir opinión y desarrollar
temas y asuntos por enrargo del consejo correspondiente; el desarrollo de dichas funciones
será apoyado por la Unidad Técnica a que hace referencia el artículo 25 de la presente ley.
En el caso del nivel municipal, las comisiones serán acordadas en el Consejo Municipal de
Desarrollo y la Corporación Municipal. La integración de las comisiones de trabajo será regu
lada por el reglamento de la presente ley.

ARTÍCULO 25. Unidad Técnica de ios Consejos Regionales Departamentales y Municipales.
Cada Consejo Regional y Departamental de Desarrollo contará con una unidad técnica res
ponsable de asesoraren la elaboración y seguimiento de la ejecución de las políticas, planes,
programas y proyectos de desarrollo y preinversíón pública en la región o departamento,
según corresponda, y otras que le asigne el reglamento respectivo.

Consultas a ios pueblos indígenas. En tanto se emite la ley que regule la con
sulta de los pueblos indígenas, las consultas a los pueblos maya, xinca y garífuna sobre me
didas de desarrollo que impulse el Organismo Ejecutivo y que afecten directamente a estos
pueblos, podran hacerse por conducto de sus representantes en los consejos de desarrollo.

ARTÍCULO 27. Apoyo administrativo y técnico a los Consejos Nacional, Regionales y De
partamentales de Desarrollo. El apoyo administrativo para el Consejo Nacional de Desarrollo
Urbano y Rural está a cargo de la Secretaria de Coordinación Ejecutiva de la Presidencia;
el apoyo para cada consejo Regional es proporcionado por la oficina del coordinador de la
región, y el de cada Consejo Departamental de Desarrollo por la gobernación departamental.

Estará a cargo de la Secretaría General de Planificación y Programación de la Presidencia
suministrar ai Sistema de Consejos de Desarrollo en sus diversos niveles, el apoyo técnico
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para la formulación de políticas, planes y programas presupuestarios, dentro del marco gene
ral de las políticas del Estado y de su integración con los planes sectoriales.

ARTÍCULO 28. Educación. El Sistema de Consejos de Desarrollo, en coordinación con el
Ministerio de Educación, también impulsará la inclusión en los programas educativos de con
tenido referentes a la estructura y funcionamiento del Sistema de los Consejos de Desarrollo
en los idiomas de los pueblos maya, garifuna y xinca.

ARTÍCULO 29. Fondos sociales. Los recursos de los fondos sociales se asignarán con base
en las políticas, planes y programas priorizados por el Sistema de Consejos de Desarrollo,
en los Conejos Comunitarios, Municipales, Departamentales, Regionales y Nacional, con el
apoyo técnico del Sistema Nacional de Inversión Pública. Cuando los recursos de los fondos
sociales sean destinados para atender emergencias, su ejecución se hará con la celeridad
del caso en coordinación con los Consejos Comunitarios, Municipales y Departamentales de
las localidades afectadas.

ARTÍCULO 30. Cooperación obligada. Todas las entidades públicas están obligadas a co
operar con el Sistema de Consejos de Desarrollo para el cumplimiento de sus cometidos.

CAPITULO V

DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS

ARTÍCULO 31. Planes operativos anuales. Los planes operativos anuales de cada nivel de
los consejos de desarrollo serán planteados en la forma y plazo establecidos en la Ley Orgá
nica del Presupuesto y su Reglamento, sin perjuicio de lo que establezca en el reglamento
de la presente ley.

ARTÍCULO 32. Convocatoria para la integración del Sistema de Consejos de Desarrollo. La
convocatoria para integrar los Consejos de Desarrollo en sus niveles, será hecha noventa
(90) días después de la vigencia de la presente ley, de acuerdo al sistema de convocatoria
contenida en su reglamento.

Para la integración de los Consejos Municipales y Comunitarios de Desarrollo, la Corporación
Municipal deberá hacer las convocatorias correspondientes dentro de los cuarenta y cinco
(45) días siguientes a partir de la vigencia de esta ley. Si la Corporación Municipal no hace
aquella convocatoria, los vecinos podrán celebrar por si mismos Asamblea General en la que,
por mayoría absoluta de sus integrantes, decidirán sobre su integración.

Lo actuado en aquella Asamblea General deberá hacerse constar en acta que incluya el acre-
ditamiento de la calidad de vecino e identificación de cada uno de los participantes, quienes
deberán firmar la misma, o dejar impresa la huella digital de su dedo pulgar derecho si no
saben hacerlo, y cuya transcripción al Consejo de Desarrollo Departamental será suficiente
para confirmar la integración del Consejo.
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ARTÍCULO 33. Reglamento. El reglamento de la presente ley debe emitirse dentro de los
sesenta (60) días a partir de su vigencia, considerando la propuesta de la Comisión Paritaria
de Reforma y Participación.

ARTÍCULO 34. Derogatoria. Se derogan; a) el Decreto Número 52-87, exceptuando el ar
tículo 23, reformado por el Decreto Número 49-88, y b) el Decreto Número 13-95; ambos
del Congreso de la República, así como cualquier otra disposición legal que contravenga la
presente ley.

ARTÍCULO 35. Divulgación. El Organismo Ejecutivo deberá divulgar esta ley a través de to
dos los medios de comunicación social del país, en los idiomas de los pueblos maya, garífuna
y xinca.

ARTÍCULO 36. Vigencia. El presente Decreto entrará en vigencia ocho días después de su
publicación en el diario oficial.

PASE AL ORGANISMO EJECUTIVO PARA SU SANCIÓN, PROMULGACIÓN Y PUBLICA
CION.

DADO EN EL PALACIO DEL ORGANISMO LEGISLATIVO, EN LA CIUDAD DE GUATEMA
LA, A LOS DOCE DÍAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO DOS MIL DOS.

JOSE EFRAIN RIOS MONTT

PRESIDENTE

RUDIO LECSAN MERIDA HERRERA

SECRETARIO

MARVIN HAROLDO GARCIA BUENAFE

SECRETARIO

SANCIÓN AL DECRETO DEL CONGRESO NIJMERO 11-2002
PALACIO NACIONAL; Guatemala, once de abril del año dos mil dos.

PUBLÍQUESE Y CUMPLASE

PORTILLO CABRERA

General de División

EDUARDO AREVALO LACS

Ministro de Gobernación

Lic. J. Luis Mijangos C.

SECRETARIO GENERAL

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
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LEY DE ACCESO A LA
INFORMACIÓN PÚBLICA

DECRETO NÚMERO 57-2008

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA

CONSIDERANDO:

Que la Constitución Politica de la República de Guatemala, dentro de sus fines
vida, la libertad y la seguridad de las personas como fines del Estado, temen o a P
como sujeto y fin del orden social, organizándose para que ésta logre su p eno es
se consiga el bienestar de todos los ciudadanos.

CONSIDERANDO:

Que los funcionarios y empleados públicos son simples depositarios del poder que
del pueblo; que el texto constitucional determina que la soberanía radica en e pue o q
la delega para su ejercicio en los organismos del Estado y que ningún funcionano, emp ea o
público ni persona alguna es superior a la ley.

CONSIDERANDO:

Que la Carta Magna establece con absoluta determinación la publicidad de los actos y la
Información en poder de la administración pública, así como el libre acceso a todas las insti
tuciones, dependencias y archivos de la misma, sin más excepciones que las previstas en el
citado texto constitucional.
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CONSIDERANDO:

Que para armonizar el derecho de las personas a acceder a la información en poder de la
administración pública y a todos los actos, entes e instituciones que manejan recursos del
Estado bajo cualquier concepto, se hace necesario emitir las normas que desarrollen esos
principios constitucionales a efecto de contar con un marco jurídico regulatorio que garantice
el ejercicio de esos derechos y, que establezca las excepciones de la información confiden
cial y reservada, para que ésta no quede al arbitrio y discrecionalidad de persona alguna.

CONSIDERANDO:

Que en armonía y consonancia con lo anteriormente considerado, con base en el texto cons
titucional de Guatemala y los instrumentos internacionales sobre derechos humanos suscri
tos y vigentes en el país, se hace necesario emitir una ley que desarrollando esos derechos
defina los principios, objetivos, procedimientos y en general aquellos aspectos necesarios
para darle seguridad y certeza a todas las personas, consiguiendo hacer efectivo su derecho
al acceso a la inforrnación pública y a su participación dentro de la auditoria social y fiscaliza
ción ciudadana hacia todos los funcionarios, empleados públicos, organismos, instituciones y
en general hacia todo aquel que maneje, use, administre o disponga de recursos del Estado
de Guatemala.

POR TANTO:

En USO d^e las atribuciones que le otorga el articulo 171 literal a) de la Constitución Política de
la República de Guatemala,

DECRETA:

La siguiente:

LEY DE ACCESO A LA
INFORMACIÓN PÚBLICA

TÍTULO PRIMERO

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto de la Ley. La presente ley tiene por objeto:

1. Garantizar a toda persona interesada, sin discriminación alguna, el derecho a solicitar y a
tener acceso a la información pública en posesión de las autoridades y sujetos obligados
por la presente ley:
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2. Garantizar a toda persona individual el derecho a conocer y proteger los datos personales
de lo que de ella conste en archivos estatales, asi como de las actualizaciones de los
mismos;

3. Garantizar la transparencia de la administración pública y de los sujetos obligados y el
derecho de toda persona a tener acceso libre a la información pública;

4. Establecer como obligatorio el principio de máxima publicidad y transparencia en la admi
nistración pública y para los sujetos obligados en la presente ley;

5. Establecer, a manera de excepción y de manera limitativa, los supuestos en que se restrinja
el acceso a la información pública;

6. Favorecer por el Estado la rendición de cuentas a los gobernados, de manera que puedan
auditar el desempeño de la administración pública;

7. Garantizar que toda persona tenga acceso a los actos de la administración pública.

Articulo 2. Naturaleza. La presente ley es de orden público, de interés nacional y utilidad
social; establece las normas y los procedimientos para garantizar a toda persona, natural o
jurídica, el acceso a la información o actos de la administración pública que se encuentre
en los archivos, fichas, registros, base, banco o cualquier otra forma de almacenarniento
de datos que se encuentren en los organismos del Estado, municipalidades, instituciones
autónomas y descentralizadas y las entidades privadas que perciban, inviertan o administren
fondos públicos, incluyendo fideicomisos constituidos con fondos públicos, obras o servicios
públicos sujetos a concesión o administración.

Articulo 3. Principios. Esta ley se basa en los principios de:

1) Máxima publicidad;

2) Transparencia en el manejo y ejecución de los recursos públicos y actos de la admi
nistración pública;

3) Gratuidad en el acceso a la información pública;

4) Sencillez y celeridad de procedimiento.

Artículo 4. Ámbito de aplicación. Toda la información relacionada al derecho de acceso
libre a la información contenida en registros, archivos, fichas, bancos, o cualquier otra forma
de almacenamiento de información pública, en custodia, depósito o administración de los
sujetos obligados, se regirá por lo que establece la Constitución Politica de la República de
Guatemala y la presente ley.

Articulo 5. Sujeto activo. Es toda persona individual o jurídica, pública o privada, que tiene
derecho a solicitar, tener acceso y obtener la información pública que hubiere solicitado con
forme lo establecido en esta ley.

Articulo 6. Sujetos obligados. Es toda persona individual o jurídica, pública o privada, na
cional o internacional de cualquier naturaleza, institución o entidad del Estado, organismo.
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Órgano, entidad, dependencia, institución y cualquier otro que maneje, administre o ejecute
recursos públicos, bienes del Estado, o actos de la administración pública en general, que
está obligado a proporcionar la información pública que se le solicite, dentro de los que se
incluye el siguiente listado, que es enunciativo y no limitativo:

1. Organismo Ejecutivo, todas sus dependencias, entidades centralizadas, descentralizadas
y autónomas;

2. Organismo Legislativo y todas las dependencias que lo integran;

3. Organismo Judicial y todas las dependencias que lo integran;

4. Todas las entidades centralizadas, descentralizadas y autónomas;

5. Corte de Constitucionalidad;

6. Tribunal Supremo Electoral;

7. Contraloría General de Cuentas;

8. Ministerio Público;

9. Procuraduría General de la Nación;

10. Procurador de los Derechos Humanos;

11. Instituto de la Defensa Pública Penal;

12. Instituto Nacional de Ciencias Forenses de Guatemala;
13. Registro Nacionai de las Personas;

14. Instituto de Fomento Municipal;

15. Instituto Guatemalteco de Seguridad Social;

16. Instituto de Previsión Militar;

17. Gobernaciones Departamentales;

18. Municipalidades;

19. Consejos de Desarrollo Urbano y Rural;

20. Banco de Guatemala;

21. Junta Monetaria;

22. Superintendencia de Bancos;

23. Confederación Deportiva Autónoma de Guatemalrj, federaciones y asociaciones deportivas
nacionales y departamentales que la integran;

24. Comité Olímpico Guatemalteco;
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25. Universidad de San Carlos de Guatemala;

26. Superintendencia de Administración Tributaria;

27. Superintendencia de Telecomunicaciones;

28. Empresas del Estado y las entidades privadas que ejerzan funciones públicas;

29. Organizaciones No Gubernamentales, fundaciones y asociaciones que reciban, administren
o ejecuten fondos públicos;

30. Todas las entidades de cualquier naturaleza que tengan como fuente de ingresos, ya sea
total o parcialmente, recursos, subsidios o aportes del Estado;

31. Las empresas privadas a quienes se les haya otorgado mediante permiso, licencia, con
cesión o cualquier otra forma contractual la explotación de un bien del Estado;

32. Organismos y entidades públicas o privadas internacionales que reciban, manejen o ad
ministren fondos o recursos públicos;

33. Los fideicomisarios y fideicomitentes de los fideicomisos que se constituyan o administren
con fondos públicos o provenientes de préstamos, convenios o tratados internacionales
suscritos por la República Guatemala;

34. Las personas individuales o jurídicas de cualquier naturaleza que reciban, manejen o
ministren fondos o recursos públicos por cualquier concepto, incluyendo los denomina os
fondos privativos o similares;

35. Comités, patronatos, asociaciones autorizadas por la ley para la recaudación y manejo de
fondos para fines públicos y de beneficio social, que perciban aportes o donaciones e
Estado.

En los casos en que leyes especificas regulen o establezcan reservas o garantías de confi
dencialidad deberán observarse las mismas para la aplicación de la presente ley.

Artículo 7. Actualización de Información. Los sujetos obligados deberán actualizar su in
formación en un plazo no mayor de treinta días, después de producirse un cambio.

Artículo 8. Interpretación. La interpretación de la presente ley se hará con estricto apego a
lo previsto en la Constitución Política de la República de Guatemala, la Ley del Organisrno
Judicial, los tratados y convenios internacionales ratificados por el Estado de Guatemala,
prevaleciendo en todo momento el principio de máxima publicidad.

Las disposiciones de esta ley se interpretarán de manera de procurar la adecuada protección
de los derechos en ella reconocidos y el funcionamiento eficaz de sus garantías y defensas.

Artículo 9. Definiciones. Para los efectos de la presente ley, se entiende por:

1. Datos personales: Los relativos a cualquier información concerniente a personas naturales
identificadas o identificabies.



Ifift *1 4 NacíonaiQS O Internacionales pars la DefensalUU TTirvTr .1 ^ de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

2. Datos sensibles o datos personales sensibles: Aquellos datos personales que se refie
ren a las características físicas o morales de las personas o a hecfios o circunstancias de
su vida privada o actividad, tales como los hábitos personales, de origen racial, el origen
étnico, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los
estados de salud físicos o psíquicos, preferencia o vida sexual, situación moral y familiar
u otras cuestiones íntimas de similar naturaleza.

3. Derecho de acceso a la información pública: El derecho que tiene toda persona para
tener acceso a la información generada, administrada o en poder de los sujetos obligados
descritos en la presente ley, en los términos y condiciones de la misma.

4. Habeas data: Es la garantía que tiene toda persona de ejercer el derecho para conocer lo
que de ella conste en archivos, fichas, registros o cualquier otra forma de registros públi
cos, y la finalidad a que se dedica esta información, así como a su protección, corrección,
rectificación o actualización. Los datos impersonales no ídentíficables, como aquellos de
carácter demográfico recolectados para mantener estadísticas, no se sujetan al régimen
de hábeas data o protección de datos personales de la presente ley.

5. información confidencial: Es toda información en poder de los sujetos obligados que
por mandato constitucional, o disposición expresa de una ley tenga acceso restringido,
o haya sido entregada por personas individuales o jurídicas bajo garantía de confiden
cialidad.

Información pública: Es la información en poder de los sujetos obligados contenida en los
expe lentes, reportes, estudios, actas, resoluciones, oficios, correspondencia, acuerdos,
irec ivas, irectrices, circulares, contratos, convenios, instructivos, notas, memorandos,

es a is iras o len, cualquier otro registro que documente el ejercicio de las facultades
o la actiwdad de los sujetos obligados y sus servidores públicos, sin importar su fuente
o íecha de elaboración. Los documentos podrán estar en cualquier medio sea escrito,
irnpreso, so^ro, visual, electrónico, informático u holográfico y que no sea confidencial
ni estar clasificado como temporalmente reservado.

Información reservada: Es la información pública cuyo acceso se encuentra temporal-
^ P°''_^'®Posición expresa de una ley, o haya sido clasificada como tal,siguiendo el procedimiento establecido en la presente ley.

M^ima publicidad. Es el principio de que toda información en posesión de cualquier
suje o o iga o, es publica. No podrá ser reservada ni limitada sino por disposición cons
titucional o legal.

Seguridad nacional: Son todos aquellos asuntos que son parte de la política del Estado
para preservar la integridad física de la nación y de su territorio a fin de proteger todos los
elementos que conforman el Estado de cualquier agresión producida por grupos extranjeros
o nacionales beligerantes, y aquellos que se refieren a la sobrevivencia del Estado-Nación
frente a otros Estados.

6.

7.

8.
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CAPÍTULO SEGUNDO

OBLIGACIONES DE TRANSPARENCIA

Articulo 10. información pública de oficio. Los Sujetos Obligados deberán mantener, ac
tualizada y disponible, en todo momento, de acuerdo con sus funciones y a disposición de
cualquier interesado, como mínimo, la siguiente información, que podrá ser consultada de
manera directa o a través de los portales electrónicos de cada sujeto obligado:

1. Estructura orgánica y funciones de cada una de las dependencias y departamentos, in
cluyendo su marco normativo;

2. Dirección y teléfonos de la entidad y de todas las dependencias que la conforman;

3. Directorio de empleados y servidores públicos, incluyendo números de teléfono y direc
ciones de correo electrónico oficiales no privados: quedan exentos de esta obligación los
sujetos obligados cuando se ponga en riesgo el sistema nacional de seguridad, la inves
tigación criminal e inteligencia del Estado;

4. Número y nombre de funcionarios, servidores públicos, empleados y asesores que laboran
en el sujeto obligado y todas sus dependencias, incluyendo salarios que corresponden a
cada cargo, honorarios, dietas, bonos, viáticos o cualquier otra remuneración económica
que perciban por cualquier concepto. Quedan exentos de esta obligación los sujetos
obligados cuando se ponga en riesgo el sistema nacional de seguridad, la investigación
criminal e inteligencia del Estado;

5. La misión y objetivos de la institución, su plan operativo anual y los resultados obtenidos
en el cumplimiento de los mismos;

6. Manuales de procedimientos, tanto administrativos como operativos;

7. La información sobre el presupuesto de ingresos y egresos asignado para cada ejercicio
fiscal; los programas cuya elaboración y/o ejecución se encuentren a su cargo y todas as
modificaciones que se realicen al mismo, incluyendo transferencias internas y externas,

8. Los informes mensuales de ejecución presupuestaria de todos los renglones y de todas
las unidades, tanto operativas como administrativas de la entidad;

9. La información detallada sobre los depósitos constituidos con fondos públicos provenien
tes de ingresos ordinarios, extraordinarios, impuestos, fondos privativos, empréstitos y
donaciones;

10. La información relacionada con los procesos de cotización y licitación para la adquisición
de bienes que son utilizados para los programas de educación, salud, seguridad, desarrollo
rural y todos aquellos que tienen dentro de sus características la entrega de dichos bienes
a beneficiarios directos o indirectos, indicando las cantidades, precios unitarios, los montos,
los renglones presupuestarios correspondientes, las caracteristicas de los proveedores,
los detalles de los procesos de adjudicación y el contenido de los contratos;
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11. La información sobre contrataciones de todos los bienes y servicios que son utilizados por
los sujetos obligados, identificando los montos, precios unitarios, costos, los renglones
presupuestarios correspondientes, las características de los proveedores, los detalles de
los procesos de adjudicación y el contenido de los contratos;

12. Listado de viajes nacionales e internacionales autorizados por los sujetos obligados y que
son financiados con fondos públicos, ya sea para funcionarios públicos o para cualquier
otra persona, incluyendo objetivos de los viajes, personal autorizado a viajar, destino y
costos, tanto de boletos aéreos como de viáticos;

13. La información relacionada al inventario de bienes muebles e inmuebles con que cuenta
cada uno de los sujetos obligados por la presente ley para el cumplimiento de sus atribu
ciones;

14. Información sobre los contratos de mantenimiento de equipo, vehículos, inmuebles, plantas
e instalaciones de todos los sujetos obligados, incluyendo monto y plazo del contrato e
información del proveedor;

15. Los montos asignados, los criterios de acceso y los padrones de beneficiarios de los pro
gramas de subsidios, becas o transferencias otorgados con fondos públicos;

16. La información relacionada a los contratos, licencias o concesiones para el usufructo o
explotación de bienes del Estado;

17. Los listados de las empresas precalificadas para la ejecución de obras públicas, de venta
de bienes y de prestación de servicios de cualquier naturaleza, incluyendo la información
re acionada a la razón social, capital autorizado y la información que corresponda al renglón
para el que fueron precalificadas;

18. El listado de las obras en ejecución o ejecutadas total o parcialmente con fondos públicos,
o Mn recursos provenientes de préstamos otorgados a cualquiera de las entidades del
s a o, indicando la ubicación exacta, el costo total de la obra, la fuente de financiamiento,

e  lempo de ejecución, beneficiarios, empresa o entidad ejecutora, nombre del funcionario
responsable de la obra, contenido y especificaciones del contrato correspondiente;

19. Los contratos de arrendamiento de inmuebles, equipo, maquinaria o cualquier otro bien
o servicio, especificando las características de los mismos, motivos del arrendamiento,
datos generales del arrendatario, monto y plazo de los contratos;

20. Información sobre todas las contrataciones que se realicen a través de los procesos de
cotización y licitación y sus contratos respectivos, identificando el número de operación
correspondiente a los sistemas electrónicos de registro de contrataciones de bienes o ser
vicios, fecha de adjudicación, nombre del proveedor, monto adjudicado, plazo del contrato
y fecha de aprobación del contrato respectivo;

21. Destino total del ejercicio de los recursos de los fideicomisos constituidos con fondos pú
blicos, incluyendo la información relacionada a las cotizaciones o licitaciones realizadas
para la ejecución de dichos recursos y gastos administrativos y operativos del fideicomiso;
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22. El listado de las compras directas realizadas por las dependencias de los sujetos obligados;

23. Los informes finales de las auditorias gubemamentales o privadas practicadas a los sujetos
obligados, conforme a los periodos de revisión correspondientes;

24. En caso de las entidades públicas o privadas de carácter internacional, que manejen o
administren fondos públicos deberán hacer pública la información obligatoria contenida
en los numerales anteriores, relacionada únicamente a las compras y contrataciones que
realicen con dichos fondos;

25. En caso de las entidades no gubemamentales o de carácter privado que manejen o ad
ministren fondos públicos deben hacer pública la información obligatoria contenida en los
numerales anteriores, relacionada únicamente a las compras y contrataciones que realicen
con dichos fondos;

26. Los responsables de los archivos de cada uno de los sujetos obligados deberán publicar,
por lo menos una vez al año, y a través del Diario de Centro América, un informe sobre, el
funcionamiento y finalidad del archivo, sus sistemas de registro y categorías de información,
los procedimientos y facilidades de acceso al archivo;

27. El índice de la información debidamente clasificada de acuerdo a esta ley,

28. Las entidades e instituciones del Estado deberán mantener informe actualizado sobre los
datos relacionados con la pertenencia sociolingüística de los usuarios de sus servíaos, a
efecto de adecuar la prestación de los mismos;

29. Cualquier otra información que sea de utilidad o relevancia para cumplir con los fines y
objetivos de la presente ley.

Artículo 11. Infoimación pública de oficio del Organismo Ejecutivo. El
cutivo, además de la información pública de oficio contenida en la presente ley, e e a
pública como mínimo la siguiente:

1. El ejercicio de su presupuesto asignado por ministerio, viceministerio, direcciones generales
e instituciones descentralizadas;

2. El listado de asesores, con sus respectivas remuneraciones de cada una de las institucio
nes mencionadas en el numeral anterior;

3. El informe de los gastos y viáticos de las delegaciones de cada institución al exterior del
país, asi como el destino, objetivos y logros alcanzados.

Artículo 12. Información pública de oficio del Organismo Judicial. El Organismo Judicial,
además de la información pública de oficio contenida en la presente ley, debe hacer publica
como mínimo la siguiente:

1. Las sentencias condenatorias dictadas con autoridad de cosa juzgada por delitos de de
rechos humanos y lesa humanidad;
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2. Las sentencias condenatorias con autoridad de cosa juzgada, por deiitos en caso de ma-
,  ..nejodefpndospúljiicos;

3. Las sentencias condenatorias con autoridad de cosa juzgada por delitos cometidos por
funcionarios y empleados públicos:

4. El ejercicio de su presupuesto asignado a la Corte Suprema de Justicia, Salas de Apela
ciones, Tribunales de Primera instancia de Ejecución y Sentencia, y Juzgados de Paz de
todo el país;

5. El listado de asesores con sus respectivas remuneraciones de cada uno de ios tribunales
mencionados en el numeral anterior;

6. El inforrrie de ios gastos y viáticos de las delegaciones de cada institución ai exterior del
país, así como el destino, objetivos y logros alcanzados.

Articuló 13. Información pública de oficio del Organismo Legislativo. El Congreso de la
República dé Guatemala, además de la información pública de oficio contenida en la presen
te ley, debe hacer pública como mínima ia siguiente:

1. Ei ejercicio de su presupuesto asignado por bloque legislativo y comisión;

2. Ei listado de asesores y asistentes de Junta Directiva, bloques legislativos, bancadas,
comisiones y diputados con sus respectivas remuneraciones;

3. El proyecto del orden del día de las sesiones ordinarias y extraordinarias en ei pleno y
comisiones, con veinticuatro horas de anticipación;

4. Las iniciativas de ley;

5. Los dictámenes emitidos por cada una de las comisiones sobre las iniciativas de ley;
6. Los decretos;

7. Los acuerdos;

8. Los puntos resolutivos;

9. Las resoluciones;

10. Actas de las sesiones de las comisiones de trabajo; y

11. Diario de las Sésíones Plenarias.

Articulo 14. Recursos públicos. Las organizaciones no gubernamentales, fundaciones,
asociaciones y otras pntidades de carácter privado que administren o ejecuten recursos pú
blicos, o que reaiiceh colectas públicas, además de la información pública de oficio contenida
en la presente ley, debe hacer pública ia siguiente:

í. Datos génefeíés de ia organización;

2. Acuerdo o resolución de la autoridad que las autoriza;
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3. Integrantes de la junta directiva;

4. Estatutos;

5. Objetivos; y

6. Misión y visión;

Artículo 15. Uso y difusión de la Información. Los interesados tendrán responsabilidad,
penal y civil por el uso, manejo o difusión de la información pública a la que tengan acceso,
de conformidad con esta ley y demás leyes aplicables.

CAPÍTULO TERCERO

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Articulo 16. Procedimiento de acceso a la Información. Toda persona tiene derecho a
tener acceso a la información pública en posesión de los sujetos obligados, cuando lo solicite
de conformidad con lo previsto en esta ley.

Articulo 17. Consulta personal. Los sujetos deben tomar todas las medidas de seguridad,
cuidado y conservación de los documentos, elementos o expedientes de cualquier naturale
za, propiedad del sujeto obligado que le fueren mostrados o puestos a disposición en consul
ta personal; asi como hacer del conocimiento de la autoridad competente toda destrucción,
menoscabo o uso indebido de los mismos, por cualquier persona.

Articulo 18. Gratuldad. El acceso a la información pública será gratuito, para efectos de
análisis y consulta en las oficinas del sujeto obligado. Si el interesado solicita la obtención
de copias, reproducciones escritas o por medios electrónicos, se hará de conformidad con o
establecido en la presente ley.

La consulta de la información pública se regirá por el principio de sencillez y gratuidad. Sólo
se cobrarán los gastos de reproducción de la información. La reproducción de la información
habilitará al Estado a realizar el cobro por un monto que en ningún caso será supenor a los
costos del mercado y que no podrán exceder de los costos necesarios para la reproducción
de la información.

Los sujetos obligados deberán esforzarse por reducir al máximo, los costos de la entrega
de información, permitiendo la consulta directa de la misma o que el particular entregue los
materiales para su reproducción; cuando no se aporten dichos materiales se cobrara el valor
de los mismos.

Lo relativo a certificaciones y copias secretariales, se regulará conforme a la Ley del Orga
nismo Judicial.
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CAPÍTULO CUARTO

UNIDADES DE INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo 19. Unidades de información Pública. El titular de cada sujeto obligado debe
designar al servidor público, empleado u órgano interno que fungirá como Unidad de Informa
ción, debiendo tener un enlace en todas las oficinas o dependencias que el sujeto obligado
tenga ubicadas a nivel nacional.

Articulo 20. Obligaciones de las Unidades de Información Pública. Las Unidades de
Información tendrán a su cargo:

1. Recibir y tramitar las solicitudes de acceso a la información pública:

2. Orientar a los interesados en la formulación de solicitudes de información pública;

3. Proporcionar para su consulta la información pública solicitada por los interesados o no
tificar la negativa de acceso a la misma, razonando dicha negativa;

4. Expedir copia simple o certificada de la información pública solicitada, siempre que se
encuentre en los archivos del sujeto obligado;

5. Coordinar, organizar, administrar, custodiar y sistematizar ios archivos que contengan ia
información pública a su cargo, respetando en todo momento la legislación en la materia;
y

6. Las demás obligaciones que señale esta ley.

CAPÍTULO QUINTO

INFORMACIÓN CONFIDENCIAL Y RESERVADA

derecho de acceso a la información. El acceso a la información
publica sera limitado de acuerdo a lo establecido en la Constitución Política de la República
e  ua ema a, 3 que por disposición expresa de una ley sea considerada confidencial, la

información clasificada como reservada de conformidad con la presente ley y las que de
acuerdo a tratados o convenios internacionales ratificados por el Estado de Guatemala ten
gan cláusula de reserva.

Articulo 22. Información confidencial. Para los efectos de esta ley se considera informa
ción confidencial la siguiente:

1. La expresamente definida en el artículo veinticuatro de ia Constitución Política de la Re
pública de Guatemala;
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2. La expresamente definida como confidencial en la Ley de Bancos y Grupos Financieros;

3. La información calificada como secreto profesional;

4. La que por disposición expresa de una ley sea considerada como confidencial;

5. Los datos sensibles o personales sensibles, que solo podrán ser conocidos por el titular
del derecho;

6. La información de particulares recibida por el sujeto obligado bajo garantía de confi
dencia.

El fundamento de la clasificación de confidencial se hará del conocimiento del particular al
resolver, en sentido negativo o acceso parcial, alguna solicitud de información, permitiendo el
acceso a las partes de la información que no fueren consideradas como confidencial.

Artículo 23. Información reservada. Para los efectos de esta ley se considera información
reservada la siguiente;

1. La información relacionada con asuntos militares clasificados como de seguridad
nacional;

2. La información relacionada a asuntos diplomáticos, clasificados como de seguridad
nacional;

3. La información relacionada con la propiedad intelectual, propiedad industrial, patentes
o marcas en poder de las autoridades; se estará a lo dispuesto por os
tratados internacionales ratificados por la República de Guatemala y em
la materia;

4. Cuando la información que se difunda pueda causar un serio pequicio o
actividades de investigación, prevención o persecución de los delitos, a re
a los procesos de inteligencia del Estado o a la impartición de justicia,

5. los expedientes judiciales en tanto no hayan causado ejecutoria, de conformidad con
las leyes especiales;

6. la información cuya difusión antes de adoptarse la medida,
que se trate pueda dañar la estabilidad económica, financiera o ^ '
como aquella que guarde relación con aspectos de vigiiancia e insp
de la Superintendencia de Bancos;

7. La información definida como reservada en ia Ley de Protección Integral de la Niñez
y la Adolescencia:

8. Los análisis proporcionados al Presidente de la República orientados a Proveer la
defensa y la seguridad de la nación así como la conservación del orden publico. El
derecho a acceder a la información pública en que se hubiese basado el análisis podra
ejercerse ante los órganos o entidades que la tengan en su poder,

9. La que sea determinada como reservada por efecto de otra ley.



4 7C *ífl /NSTRUM£f\/TOS Nadonafes e /níemadono/es para /a Defensa
¡fO WW :i 111 de/os DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

Artículo 24. Información en derechos humanos. En ningún caso podrá clasificarse como
confidencial o reservada la información relativa a investigaciones de violaciones a los dere
chos humanos fundamentales o a delitos de lesa humanidad.

Artículo 25. Clasificación de la información. La clasificación de información reservada se
hará mediante resolución de la máxima autoridad del sujeto obligado la que debe ser publi
cada en el Diario Oficial y debe indicar lo siguiente:

1. La fuente de la información;

2. El fundamento por el cual se clasifica;

3. Las partes de los documentos que se reservan;

4. El plazo de reserva que no será mayor de siete años; y,

5. El nombre de la autoridad responsable de su conservación.

Son nulas aquellas resoluciones que clasifiquen la información como confidencial o reser
vada si estas no llenan los requisitos establecidos en la presente ley. Será procedente el
recurso de revisión.

Articulo 26. Prueba de daño. En caso que la autoridad fundamente la clasificación de re
servada o confidencial, la información deberá demostrar cabalmente el cumplimiento de los
siguientes tres requisitos:

1. Que-la información encuadre legítimamente en alguno de los casos de excepción previstas
en esta ley;

2. Que la liberación de la información de referencia pueda amenazar efectivamente el interés
protegido por la ley; y,

3. Que el perjuicio o daño que pueda producirse con la liberación de la información es mayor
que el ínteres publico de conocer la información de referencia.

Articulo 27. Período de reserva. La información pública clasificada como reservada, de
acuer o con es a ey, ejará de tener dicho carácter cuando ocurriere alguna de estas situa
ciones:

1. Que hubieren transcurrido el plazo de su reserva, que no será mayor de siete años con
tados a partir de la fecha de su clasificación;

2. Dejaren de existir las razones que fundamentaron su clasificación como información pública
reservada; o

3. Por resolución del órgano jurisdiccional o autoridad judicial competente.

Artículo 28. Ampliación del periodo de reserva. Cuando persistan las causas que hubieren
dado origen a la clasificación de información reservada, de conformidad con esta ley, los su
jetos obligados podrán hacer la declaración de la ampliación del plazo de reserva hasta por
cinco años más sin que pueda exceder de doce años el tiempo total de clasificación.
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En estos casos será procedente el recurso de revisión.

Artículo 29. Orden judicial. La información clasificada como reservada o confidencial debe
ser puesta a disposición de las autoridades encargadas de la procuración y administración de
justicia cuando asi lo solicitaren, mediante orden judicial, siempre que ésta sea indispensable
y necesaria en un proceso judicial.

CAPÍTULO SEXTO

HABEAS DATA

Artículo 30. Hábeas data. Los sujetos obligados serán responsables de los datos persona
les y, en relación con éstos, deberán:

1. Adoptar los procedimientos adecuados para recibir y responder las solicitudes de acceso y
corrección de datos que sean presentados por los titulares de los mismos o sus represen
tantes legales, así como capacitar a los servidores públicos y dar a conocer información
sobre sus políticas en relación con la protección de tales datos;

2. Administrar datos personales sólo cuando éstos sean adecuados, pertinentes y no exce
sivos, en relación con los propósitos para los cuales se hayan obtenido;

3. Poner a disposición de la persona individual, a partir del momento en el cual se recaben
datos personales, el documento en el que se establezcan los propósitos para su tra a
miento;

4. Procurar que los datos personales sean exactos y actualizados;

5. Adoptar las medidas necesarias que garanticen la seguridad, y en =u caso confidencia o
reserva de los datos personales y eviten su alteración, pérdida, transmisión y acceso no
autorizado.

Los sujetos activos no podrán usar la información obtenida para fines comerciales, salvo
autorización expresa del titular de la información.

Artículo 31. Consentimiento expreso. Los sujetos obligados no podrán difundid distril)uir
o comercializar los datos personales contenidos en los sistemas de información desarro la
dos en el ejercicio de sus funciones, salvo que hubiere mediado el consentimiento expreso
por escrito de los individuos a que hiciere referencia la información. El Estado vigilara que
en caso de que se otorgue el consentimiento expreso, no se incurra en ningún momento en
vicio de la voluntad en perjuicio del gobernado, explicándole claramente las consecuencias
de sus actos.

Queda expresamente prohibida la comercialización por cualquier medio de datos sensibles o
datos personales sensibles.
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Artículo 32. Excepción del consentimiento. No se requerirá el consentimiento del titular de
la información para proporcionar los datos personales en los siguientes casos:

1. Los necesarios por razones estadísticas, científicas o de interés general previstas en
ley, previo procedimiento por el cual no puedan asociarse los datos personales con el
individuo a quien se refieran;

2. Cuando se transmitan entre sujetos obligados o entre dependencias y entidades del
Estado, siempre y cuando los datos se utilicen para el ejercicio de facultades propias
de los mismos;

3. Cuando exista una orden judicial;

4. Los establecidos en esta ley;

5. Los contenidos en los registros públicos;

6. En los demás casos que establezcan las leyes.

En ningún caso se podrán crear bancos de datos o arctiivos con datos sensibles o datos
personales sensibles, salvo que sean utilizados para el servicio y atención propia de la ins
titución.

Articulo 33. Acceso a los datos personales. Sin perjuicio de lo que dispongan otras
leyes, sólo los titulares de la información o sus representantes legales podrán solicitarla,
previa acreditación, que se les proporcione los datos personales que estén contenidos en
sus archivos o sistema de información. Ésta Información debe ser entregada por el sujeto
obligado, dentro de los diez días hábiles siguientes contados a partir de la presentación
de la solicitud, en formato comprensible para el solicitante, o bien de la misma forma debe
comuniMrle por escrito que el sistema de datos personales no contiene los referidos al
solicitante.

Articulo 34. Tratamiento de los datos personales. Los titulares o sus representantes
legales podran solicitar, previa acreditación, que modifiquen sus datos personales conte
nidos en cualquier sistema de información. Con tal propósito, el interesado debe entregar
una solicitud de modificaciones, en la que señale el sistema de datos personales, indique

realizar y aporte la documentación que motive su petición. El
sujeto obligado det)e entregar al solicitante, en un plazo no mayor de treinta días hábiles
desde la presentación de la solicitud, una resolución que haga constar las modificaciones
o bien, le informe de manera fundamentada, las razones por las cuales no procedieron las
mismas.

Articulo 35. Denegación expresa. Contra la negativa de entregar o corregir datos persona
les, procederá la interposición del recurso de revisión previsto en esta ley.
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CAPÍTULO SÉPTIMO

ARCHIVOS PÚBLICOS

Artículo 36. Salvaguarda de documentos. La información pública localizada y localizable
en los archivos administrativos no podrá destruirse, alterarse, modificarse, mutilarse u ocul
tarse por determinación de los servidores públicos que la produzcan, procesen, administren,
archiven y resguarden, salvo que los actos en ese sentido formaren parte del ejercicio de la
función pública y estuvieren jurídicamente justificados.

El incumplimiento de esta norma será sancionado de conformidad con la esta ley y demás
leyes aplicables.

Artículo 37. Archivos administrativos. Con relación a la información, documentos y ex
pedientes que formen parte de los archivos administrativos no podrán en ningún caso ser
destruidos, alterados o modificados sin justificación. Los servidores públicos que incumplan
el presente y el anterior articulo de esta ley podrán ser destituidos de su cargo y sujetos a lo
previsto por los artículos 418 Abuso de Autoridad y 419 Incumplimiento de Deberes del Códi
go Penal vigente. Si se trata de particulares quienes coadyuven, provoquen o inciten, directa
o indirectamente a la destrucción, alteración o modificación de archivos históricos, aplicará el
delito de depredación del patrimonio nacionai, regulado en el Código Penal.

TÍTULO SEGUNDO

PROCEDIMIENTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO ÚNICO

Articulo 38. Procedimiento de acceso a la información pública. El procedimiento para el
acceso a la información púbiica se inicia mediante solicitud verbal, escrita o via electrónica
que deberá formular el interesado al sujeto obligado, a través de la Unidad de Información. El
modelo de solicitud de información tendrá el propósito de facilitar el acceso a la información
pública, pero no constituirá un requisito de procedencia para ejercer el derecho de acceso a
la información pública.

La persona de la Unidad de Información que reciba la solicitud no podrá alegar incompeten
cia o falta de autorización para recibirla, debiendo obligadamente, bajo su responsabilidad,
remitirla inmediatamente a quien corresponda.
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El procedimiento de acceso a la información no perjudicará, limitará o sustituirá el derecho
a presenciar u observar los actos de los sujetos obligados, ni limitará el derecho a solicitar
información a los sujetos obligados en la forma contemplada en otras leyes, ni la realización
de solicitudes de información que pudieran hacerse ante entes cuya naturaleza es de publi
cidad frente a terceros en donde por principio de especialidad se deberá acudir a través de
los trámites correspondientes.

Artículo 39. Sistemas de información electrónicos. Los sujetos obligados establecerán
como via de acceso a la información pública, entre otros, sistemas de información electróni
cos.

Bajo responsabilidad de la autoridad máxima garantizará que la información publicada sea
fidedigna y legítima.

La infoimación publicada en los sistemas de información electrónicos, entre otros, deberá
coincidir exactamente con los sistemas de administración financiera, contable y de auditoria
y esta deberá ser actualizada en los plazos establecidos en esta ley.

Articulo 40. Respuesta en sistemas de información electrónicos. Los sujetos obligados
adoptarán las medidas de seguridad que permitan dotar de certeza a los Informes enviados
por mensajes de datos. En cualquier caso conservarán constancia de las resoluciones origi
nales.

Articulo 41. Solicitud de Información. Todo acceso a la información pública se realizará a
petición del interesado, en la que se consignarán los siguientes datos:
1. Identificación del sujeto obligado a quien se dirija;
2. Identificación del solicitante; y,
3. Identificación clara y precisa de la información que se soiicita.

6stará sujeta a ninguna otra formaiidad, ni podrá exigirse la
manifestación de una razón o interés específico como requisito de la misma

Hón^rinní^cl'nrae^ f ̂ Y admitida la solicitud, ia Unidad de Informa
da los sentidn«: niipT ^ resolución dentro de los diez días siguientes en algunode los sentidos que a continuación se expresan:

1. Entregando la información solicitada;

2. Notificando la negativa de la información cuando ei interesado, dentro dei piazo concedido,
no haya hecho las aclaraciones soiicitadas o subsanado ias omisiones a que se refiere el
articulo anterior;

3. Notificando la negativa de la información total o parcialmente, cuando se trataré de la
considerada como reservada o confidencial; o,

4. Expresando la inexistencia.
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Artículo 43. Prórroga del tiempo de respuesta. Cuando el volumen y extensión de la res
puesta así lo justifique, el plazo de respuesta a que se refiere la presente ley se podrá ampliar
hasta por diez dias más. debiendo poner en conocimiento del interesado dentro de los dos
días anteriores a la conclusión del plazo señalado en esta ley.

Artículo 44. Afirmativa ficta. Cuando el sujeto obligado no diere respuesta alguna en el
plazo y forma que está obligado, éste quedará obligado a otorgarla al interesado en un pe
ríodo no mayor de diez días posteriores al vencimiento del plazo para la respuesta, sin costo
alguno y sin que medie solicitud de parte interesada.

El incumplimiento de lo previsto en este artículo será causal de responsabilidad penal.

Artículo 45. Certeza de entrega de información. A toda solicitud de información pública
deberá recaer una resolución por escrito. En caso de ampliación del término de respuesta
establecido en la presente ley, o de negativa de la información, ésta deberá encontrarse de
bidamente fundada y motivada.

Quienes solicitaren información pública tendrán derecho a que ésta les sea proporcionada
por escrito o a recibirla a su elección por cualquier otro medio de reproducción.

La información se proporcionará en el estado en que se encuentre en posesión de los sujetos
obligados. La obligación no comprenderá el procesamiento de la misma, ni el presentarla
conforme al interés del solicitante.

TÍTULO TERCERO

INTERVENCIÓN DEL PROCURADOR DE LOS DERECHOS HUMANOS

CAPÍTULO PRIMERO

ATRIBUCIONES

Artículo 46. Autoridad reguladora. El acceso a la información pública como derecho hu
mano fundamental previsto en la Constitución Política de la República de Guatemala y los
tratados o convenios internacionales en esta materia ratificados por el Estado de Guatemala,
estará protegido por el Procurador de los Derechos Humanos en los términos de la Ley de la
Comisión de los Derechos Humanos del Congreso de la República y del Procurador de los
Derechos Humanos, Decreto Número 54-86 del Congreso de la República.

Artículo 47. Facultades de la autoridad reguladora. El Procurador de los Derechos Huma
nos tiene las atribuciones en materia de derecho de acceso a la información pública previstas
en los artículos 13,14 y demás artículos aplicables de la Ley de la Comisión de los Derechos
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Humanos del Congreso de la República y del Procurador de los Derechos Humanos, Decreto
Número 54-86 del Congreso de la República.

Artículo 48. Informe de los sujetos obligados. Los sujetos obligados deberán presentar al
Procurador de los Derechos Humanos, un Informe por escrito correspondiente al año anterior,
a más tardar antes de que finalice el último día hábil del mes de enero siguiente. El informe
deberá contener:

1. El número de solicitudes formuladas al sujeto obligado de que se trate y el tipo de infor
mación requerida;

2. El resultado de cada una de las solicitudes de Información;

3. Sus tiempos de respuesta;

4. La cantidad de solicitudes pendientes;

5. La cantidad de solicitudes con ampliación de plazos;

6. El número de solicitudes desechadas;

7. La cantidad de solicitudes no satisfechas por ser Información reservada o confidencial; y

8. El número de impugnaciones.

El Procurador de los Derechos Humanos podrá solicitar, en los casos de los numerales 4,5,
y 7, los motivos y el fundamento que originaron esa resolución. Lo anterior con fundamento

en o previsto por el artículo 14, literal i) de la Ley de la Comisión de los Derechos Humanos

c! R^P'jblica y del Procurador de los Derechos Humanos, Decreto Número54-86 del Congreso de la República.

Articulo 49. Informe anual de la autoridad reguladora. El Procurador de los Derechos Hu-
manos dentro de su informe anual ante el pleno del Congreso de la República de Guatemala,
podra informar sobre:

^  y sifresu°tad(r°''^'^^^^^ acceso a la Información presentadas ante cada sujeto obligado
2. El tiempo de respuesta;

3. El estado que guardan las Impugnaciones presentadas y las dificultades observadas en
el cumplimiento de esta ley;

4. Un diagnóstico y recomendaciones; y,

5. Su programa de capacitación, Implementaclón y resultado para los sujetos obligados.
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CAPÍTULO SEGUNDO

CULTURA DE LA TRANSPARENCIA

Artículo 50. Cultura de la transparencia. Las autoridades educativas competentes incluirán
el tema del derecho de acceso a la información pública en la curricula de estudios de los
niveles primario, medio y superior.

Artículo 51. Capacitación. Los sujetos obligados deberán establecer programas de actuali
zación permanente a sus servidores públicos en materia del derecho de acceso a la infomia-
ción pública y sobre el derecho a la protección de los datos personales de los particulares,
mediante cursos, talleres, seminarios y toda estrategia pedagógica que se considere perti
nente.

Igual obligación corresponde a los sujetos obligados que no formen parte de la administración
pública ni de la organización del Estado.

TÍTULO CUARTO

RECURSO DE REVISIÓN

CAPÍTULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 52. Recurso de revisión. El recurso de revisión regulado en esta ley es un medio
de defensa jurídica que tiene por objeto garantizar que en los actos y resoluciones de los
sujetos obligados se respeten las garantías de legalidad y seguridad jurídica.
Artículo 53. Autoridad competente. La máxima autoridad de cada sujeto obligado será la
competente para resolver los recursos de revisión interpuestos contra actos o resoluciones
de los sujetos obligados referidas en esta ley, en materia de acceso a la información pública
y hábeas data.

CAPÍTULO SEGUNDO

PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN

Artículo 54. Recurso de revisión en materia de acceso a la Información. El solicitan
te a quién se le hubiere negado la información o invocado la inexistencia de documentos
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solicitados, podrá interponer, por si mismo o a través de su representante legal, el recurso
de revisión ante el máxima autoridad dentro de los quince días siguientes a la fecha de la
notificación.

Artículo 55. Procedencia del recurso de revisión. El recurso de revisión también procede
rá en los mismos términos y plazos cuando;

1. El sujeto obligado no entregue al solicitante los datos personales solicitados, o lo haga en
un formato incomprensible;

2. El sujeto obligado se niegue a efectuar modificaciones, correcciones o supresiones a los
datos personales;

3. El solicitante considere que la información entregada es incompleta o no corresponda a
la información requerida en la solicitud;

4. En caso de falta de respuesta en los términos de la presente ley;
5. Por vencimiento del plazo establecido para la entrega de la información solicitada;

6. En los casos específicamente estipulados en esta ley.

Articulo 56. Sencillez del procedimiento. La máxima autoridad subsanará inmediatamente
las deficiencias de los recursos interpuestos.

Articulo 57. Requisitos del recurso de revisión. La solicitud por la que se interpone el
recurso de revisión deberá contener:

1. La dependencia o entidad ante la cual se presentó la solicitud;
del recurrente y del tercero interesado si lo hay, así como el domicilio, lugar o

medio que señale para recibir notificaciones;
3. La fecha en que se le notificó o tuvo conocimiento del acto reclamado;
4. El acto que se recurre y los puntos petitorios;
5. Los demás elementos que considere procedentes someter a juicio de la máxima autoridad.

V  revisión. La máxima autoridad sustanciará elrecurso de revisión conforme a los lineamientos siguientes:

1. Interpuesto el recurso de revisión, la máxima autoridad resolverá en definitiva dentro de
los cinco días siguientes;

2. Las resoluciones de la máxima autoridad serán públicas

Articulo 59. Sentido de la resolución de la máxima autoridad. Las resoluciones de la
máxima autoridad podrán:

1. Confirmar la decisión de la Unidad de Información;
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2. Revocar o modificar las decisiones de la Unidad de Información y ordenar a la dependencia
o entidad que permita al particular el acceso a la información solicitada, la entrega de la
misma o las modificaciones, correcciones o supresiones a los datos personales sensibles
solicitados.

Las resoluciones, deben constar por escrito y establecer el plazo para su cumplimiento y los
procedimientos para asegurar la ejecución.

Artículo 60. Resolución del recurso de revisión. Emitida la resolución de la máxima auto
ridad, declarando la procedencia o improcedencia de las pretensiones del recurrente, conmi
nará en su caso al obligado para que dé exacto cumplimiento a lo resuelto dentro del plazo
de cinco dias, bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de certificar lo conducente
ante el órgano jurisdiccional competente, y sin peijuicio de dictarse todas aquellas medidas
de carácter administrativo y las que conduzcan a la inmediata ejecución de lo resuelto.

Agotado el procedimiento de revisión se tendrá por concluida la fase administrativa pudiendo
el interesado interponer la acción de amparo respectiva a efecto hacer prevalecer su derecho
constitucional, sin perjuicio de las acciones legales de otra índole.

TÍTULO QUINTO

CAPÍTULO ÚNICO
RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

Articulo 61. Sistema de sanciones. Todo funcionario público, servidor público o cualquier
persona que infrinja las disposiciones de la presente ley, estarán sujetos a la aplicación de
sanciones administrativas o penales de conformidad con las disposiciones previstas en la
presente ley y demás leyes aplicables.

Articulo 62. Aplicación de sanciones. Las faltas administrativas cometidas por los respon
sables en el cumplimiento de la presente ley serán sancionadas de acuerdo a la gravedad e
las mismas, sin perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que correspondan.
Articulo 63. Procedimiento sancionatorio administrativo. En la sustanciación y decisión
del procedimiento sancionatorio administrativo, se aplicarán las normas en la materia.
Articulo 64. Comercialización de datos personales. Quien comercialice o distribuya por
cualquier medio, archivos de información de datos personales, datos sensibles o personales
sensibles, protegidos por la presente ley sin contar con la autorización expresa por escrito del
titular de los mismos y que no provengan de registros públicos, será sancionado con prisión
de cinco a ocho años y multa de cincuenta mil a cien mil Quetzales y el comiso de los objetos
instrumentos del delito.
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La sanción penal se aplicará sin perjuicio de las responsabilidades civiles correspondientes y
los daños y perjuicios que se pudieran generar por la comercialización o distribución de datos
personales, datos sensibles o personales sensibles.

Articulo 65. Alteración o destrucción de información en archivos. Quien sin autorización,
altere o destruya información de datos personales, datos sensibles o personales sensibles de
una persona, que se encuentren en archivos, ficheros, soportes informáticos o electrónicos
de instituciones públicas, será sancionado con prisión de cinco a ocho años y multa de cin
cuenta mil a cien mil Quetzales.

La sanción penal se aplicará sin perjuicio de ias responsabilidades civiles correspondientes y
los daños y perjuicios que se pudieran generar por la alteración o destrucción de información
en archivos.

Artículo 66. Retención de información. Incurre en el delito de retención de información el
funcionario, servidor público o cualquier persona responsable de cumplir la presente ley, que
en forma arbitraría o injustificada obstruya el acceso del solicitante a la información requerida.
Será sancionado con prisión de uno a tres años, con inhabilitación especial por el doble de la
pena impuesta, y multa de diez mil a cincuenta mil Quetzales.

La sanción penal se aplicará sin perjuicio de las responsabilidades civiles correspondientes y
los daños y perjuicios que se pudieran generar por la retención de la información.

Artículo 67. Revelación de información confidencial o reservada. El servidor, funcionario
o empleado público que revelare o facilitare la revelación de información de la que tenga co
nocimiento por razón del cargo y que por disposición de ley o de la Constitución Poiítica de la
epublica de Guatemala sea confidencial o resen/ada, será sancionado con prisión de cinco

a oc o años e inhabiiitación especial por el doble de la pena impuesta y multa de cincuenta
mii a cien mil Quetzales.

La persona nacional o extranjera que teniendo la obligación de mantener en reserva o confi
dencialidad datos que por disposición de ley o de la Constitución Política de la República de
Guatemala incurra en los hechos del párrafo anterior será sancionado de la misma forma.

La sanción penal se aplicará sin perjuicio de las responsabilidades civiles correspondientes y
los daños y perjuicios que se pudieran generar por ia revelación de la información confiden
cial o reservada.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

Articulo 68. Conformación de Unidades de información. Los sujetos obligados, en el ám
bito de sus respectivas competencias conformaran e implementarán las Unidades de Infor
mación y actualizarán sus obligaciones de oficio dentro de los ciento ochenta días contados
a partir de la vigencia de la presente ley.
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Articulo 69. Presupuesto. En el Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado se
incluirá una partida especifica adicional para que el Procurador de los Derechos Humanos
pueda cumplir con las atribuciones establecidas en esta ley.

Articulo 70. Creación de Unidades. La creación de las unidades de información de los su
jetos obligados no supondrá erogaciones adicionales en el Presupuesto General de Ingresos
y Egresos del Estado, sino que deberán integrarse con los funcionarios públicos existentes,
salvo casos debidamente justificados, a solicitud del sujeto obligado que forme parte del Es
tado dentro de la administración pública.

Articulo 71. Derogatoria. Se derogan todas aquellas disposiciones legales en lo que se
opongan a lo dispuesto en la presente ley.

Articulo 72. Vigencia. La presente ley entrará en vigencia ciento ochenta dias después de
su publicación en el Diario Oficial. Se exceptúan de la fecha de entrada en vigencia el pre
sente articulo y los artículos 6 y 68, los cuales entrarán en vigor el dia de su publicación en
el Diario Oficial.

REMÍTASE AL ORGANISMO EJECUTIVO PARA SU SANCIÓN,
PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN.

EMITIDO EN EL PALACIO DEL ORGANISMO LEGISLATIVO, EN LA
CIUDAD DE GUATEMALA, EL VEINTITRÉS DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL OCHO.

ARÍSTIDES BALDOMERO CRESPO VILLEGAS
PRESIDENTE

JOSÉ ROBERTO ALEJOS CÁMBARA ROSA ELVIRA ZAPETA OSORIO
SECRETARIO SECRETARIA
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CONVENIO No. 169 DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL
DEL TRABAJO SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES

EN PAÍSES INDEPENDIENTES

La Conferencia General de la Organización
Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional del Tra
bajo, y congregada en dicha ciudad el 7 de junio de 1989, en su septuagésima sexta reunión.
Observando las normas internacionales enunciadas en el Convenio y en la Recomendación
sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957;

Recordando los términos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del Pacto In
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Pacto Intemacional de
chos Civiles y Políticos, y de los numerosos instrumentos internacionales sobre la prevención
de la discriminación;

Considerando que la evolución del derecho intemacional desde 1957 y los cambios sobre
venidos en la situación de los pueblos Indígenas y tribales en todas las regiones del mundo
hacen aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia, a fin de eliminar la
orientación hacia la asimilación de las normas anteriores;

Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias institucio
nes y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer sus identidades,
lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven;
Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no pueden gozar de los dere
chos humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de los Estados
en que viven y que sus leyes, valores, costumbres y perspectivas han sufrido a menudo una
erosión;



194 VSAA/ Ü 'II instrumentos Nacionales e Intemacionales para la Defensa3  .u de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Recordando la particular contribución de los pueblos indígenas y tribales a la diversidad cul
tural, a la armonía social y ecológica de la humanidad y a la cooperación y comprensión
internacionales;

Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas con la colaboración de las
Naciones Unidas, de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimen
tación, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura y
de la Organización Mundial de la Salud, así como del Instituto Indigenista Interamericano, a los
niveles api^opiados y en sus esferas respectivas, y que se tiene el propósito de continuar esa
colaboración a fin de promover y asegurar la aplicación de estas disposiciones;

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones sobre la revisión parcial del Con
venio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957 (núm. 107), cuestión que constituye el
cuarto punto del orden del día de la reunión, y

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio inter
nacional que revise el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957,
adopta, con fecha veintisiete de junio de mil novecientos ochenta y nueve, el siguiente Con
venio, que podrá ser citado como el Convenio sobre pueblos indígenas y tribales, 1989:

PARTE I.

POLÍTICA GENERAL

Artículo 1

1. El presente Convenio se aplica:
a) a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales, cultu-

distingan de otros sectores de la colectividad nacional, y que

lanicios"' ° ̂ ? parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o por unalegislación especial;

b) a los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho de des
een er e po aciones que habitaban en el pais o en una región geográfica a la que
pe enece e país en la época de la conquista o la colonización o del establecimiento
de las actuales fronteras estatales y que. cualquiera que sea su situación jurídica,
conservan todas sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas
o parte de ellas.

2. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio fundamental
para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del presente Convenio.

3. La utilización del término «pueblos» en este Convenio no deberá interpretarse en el sentido
de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que pueda conferirse a
dicho término en el derecho internacional.



INSTRUMENTOS Naaoná'Qs o tntemadonafcs para ta Defensa :• in
de (os DERECHOS DE LCS PUEBLOS INDÍGENAS ww i

Articulo 2

1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de
los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los
derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad.

2. Esta acción deberá incluir medidas:

a) que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de los
derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros
de la población;

b) que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales
de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones,
y sus instituciones;

o) que ayuden a los miembros de los pueblos Interesados a eliminar las diferencias so
cioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas y los demás miembros
de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas
de vida.

Artículo 3

1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los derechos humanos
y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las disposiciones de este
Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y mujeres de esos pueblos.

2 No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los
manos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados, incluidos los derechos
contenidos en el presente Convenio.

Artículo 4

1  Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las personas,
las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente de los pueblos
interesados.

2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados libremente
por los pueblos interesados.

3. El goce sin discriminación de ios derechos generales de ciudadanía no deberá sufrir me
noscabo alguno como consecuencia de tales medidas especiales.

Artículo 5

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales, reli
giosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidarnente en
consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva como
individualmente;



1Qfi SAAA/ 1 -[ll instrumentos Nacionales O Inlemaaonalos para la Defensa:i ui de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos pueblos;
c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos interesados,

medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten dichos pueblos al
afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo.

Artículo 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán;
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a

través de sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas
o administrativas susceptibles de afectarles directamente;

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar
libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y
a todos los niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organis
mos administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les
conciernan;

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas de esos
pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de
buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un
acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.

Artículo 7

^  nno ¡nteresados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en lo
iietiti 1^- ^ P''op6so de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, creencias,
Ho rnntíüif̂  ̂ lenestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y
AHomóc J' k " ̂ lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural.
Ha. i«o i pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación
directamentT ̂  desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles

^  las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación
inc nianoc H H participación y cooperación, deberá ser prioritario en

•  I H ° económico glotjal de las regiones donde habitan. Los proyectosespecia es e esarro o para estas regiones deberán también elaborarse de modo que
promuevan dicho mejoramiento.

3. Los gobiernos deberán velar por que, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en
cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual
y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan
tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados
como criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.
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4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con ios pueblos interesados, para
proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.

Artículo 8

1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse debidamente
en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e instituciones
propias, siempre que éstas no sean incompatibles con los derechos fundamentales de
finidos por el sistema jurídico nacional ni con los derechos humanos internacionalmente
reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán establecerse procedimientos para
solucionar los conflictos que puedan surgir en la aplicación de este principio.

3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este articulo no deberá impedir a los miembros de
dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los ciudadanos del país y asumir
las obligaciones correspondientes.

Artículo 9

1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos
humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los
pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos
por sus miembros.

2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales deberán
tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.

Artículo 10

1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros
de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características económicas, sociales y
culturales.

2. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.

Artículo 11

La ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los pueblos interesados de
servicios personales obligatorios de cualquier índole, remunerados o no, excepto en los ca
sos previstos por la ley para todos los ciudadanos.

Artículo 12

Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus derechos, y
poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien por conducto de sus organis
mos representativos, para asegurar el respeto efectivo de tales derechos. Deberán tomarse
medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan comprender y hacerse
comprender en procedimientos legales, facilitándoles, si fuere necesario, intérpretes u otros
medios eficaces.



-I jn INSTRUMENTOS Nacionales o Inlomacionales para la Delensa
198 WW a 311 de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

PARTE II. TIERRAS

Artículo 13

1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán respetar la
importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados
reviste su relación con las tierras o territorios, o con ambos, según los casos, que ocupan
o utilizan de alguna otra manera, y en particular los aspectos colectivos de esa relación.

2. La utilización del término «tierras» en los artículos 15 y 16 deberá incluir el concepto de
territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que los pueblos interesados
ocupan o utilizan de alguna otra manera.

Artículo 14

1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión
sobre las tierras quetradicionalmente ocupan. Además, en los casos apropiados, deberán
tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar tierras
que no estén exclusivamente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido tradicional-
mente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá
prestarse particular atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores
itinerantes.

2. Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar las tierras
que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la protección efectiva
de sus derechos de propiedad y posesión.

3. Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico nacional
para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los pueblos interesados.

Artículo 15

1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en sus tie
rras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el derecho de esos
pueblos a participar en la utilización, administración y conservación de dichos recursos.

2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos
deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultara los pueblos intere
sados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serian perjudicados, y en qué
medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación
de ios recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar
siempre que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una
indemnización equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas
actividades.
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Artículo 16

1. A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este articulo, los pueblos Intere
sados no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan.

2. Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se consideren
necesarios, sólo deberán efectuarse con su consentimiento, dado libremente y con pleno
conocimiento de causa. Cuando no pueda obtenerse su consentimiento, el traslado y la
reubicación sólo deberá tener lugar al término de procedimientos adecuados establecidos
por la legislación nacional, incluidas encuestas públicas, cuando haya lugar, en que los
pueblos interesados tengan la posibilidad de estar efectivamente representados.

3. Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de regresar a sus tierras
tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su traslado y reubicación.

4. Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o, en ausencia de
tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, dichos pueblos deberán recibir,
en todos los casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos
iguales a los de las tierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus
necesidades y garantizar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran
recibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles dicha indemni
zación, con las garantías apropiadas.

5. Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas por cualquier
pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su desplazamiento.

Artículo 17

1. Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos sobre la tierra entre
los miembros de los pueblos interesados establecidas por dichos pueblos.

2. Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su capacidad de
enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos sobre estas tierras fuera
de su comunidad.

3. Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse de las ros-
tumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las leyes por parte de sus miembros
para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las tierras pertenecientes a ellos.

Artículo 18

La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en las tierras
de los pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a
ellos, y los gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales infracciones.

Artículo 19

Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos interesados condiciones
equivalentes a las que disfruten otros sectores de la población, a los efectos de:
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a) la asignación de tierras adicionales a dichos pueblos cuando las tierras de que dis
pongan sean insuficientes para garantizarles ios elementos de una existencia normal
o para hacer frente a su posible crecimiento numérico;

b) el otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de las tierras que dichos
pueblos ya poseen.

PARTE III. CONTRATACIÓN Y

CONDICIONES DE EMPLEO

Artículo 20

1. Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional y en cooperación
con los pueblos interesados, medidas especiales para garantizar a los trabajadores perte
necientes a esos pueblos una protección eficaz en materia de contratación y condiciones de
empleo, en la medida en que no estén protegidos eficazmente por la legislación aplicable a
los trabajadores en general.

2. Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cualquier discriminación
entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados y los demás trabajadores,
especialmente en lo relativo a:

a) acceso al empleo, incluidos los empleos calificados y las medidas de promoción y de
3SC6nS0¡

b) remuneración igual por trabajo de igual valor;
c) asistencia rnédica y social, seguridad e higiene en el trabajo, todas las prestaciones

e según a social y demás prestaciones derivadas del empleo, así como la vivienda;
d) derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas las actividades sindi

ca es para mes icitos, y derecho a concluir convenios colectivos con empleadores o
con organizaciones de empleadores.

3. Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que:
a) los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, incluidos los trabajadores

es aciona es, eventuales y migrantes empleados en la agricultura o en otras actividades,
asi como os erripleados por contratistas de mano de obra, gocen de la protección que
confieren la legislación y la práctica nacionales a otros trabajadores de estas categorías
en los mismos sectores, y sean plenamente informados de sus derechos con arreglo
a la legislación laboral y de los recursos de que disponen;

b) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sometidos a condiciones de
trabajo peligrosas para su salud, en particular como consecuencia de su exposición a
plaguicidas o a otras sustancias tóxicas;
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c) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sujetos a sistemas de con
tratación coercitivos, incluidas todas las formas de servidumbre por deudas;

d) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de igualdad de oportunidades y
de trato para hombres y mujeres en el empleo y de protección contra el hostigamiento
sexual.

4. Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios adecuados de inspección del
trabajo en las regiones donde ejerzan actividades asalariadas trabajadores pertenecientes
a los pueblos interesados, a fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta
parte del presente Convenio.

PARTE IV. FORMACIÓN PROFESIONAL,
ARTESANÍA E INDUSTRIAS RURALES

Artículo 21

Los miembros de los pueblos interesados deberán poder disponer de medios de formación
profesional por lo menos iguales a los de los demás ciudadanos.

Artículo 22

1. Deberán tomarse medidas para promover la participación voluntaria de miembros de los
pueblos interesados en programas de formación profesional de aplicación genera.

2. Cuando los programas de formación profesional de aplicación general existentes no res
pendan a las necesidades especiales de los pueblos interesados, los gobiernos deberán
asegurar, con la participación de dichos pueblos, que se pongan a su disposición programas
y medios especiales de formación.

3. Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entorno económico, las
condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas de los pueblos in eresa os.
Todo estudio a este respecto deberá realizarse en cooperación con esos pueblos, os cua es
deberán ser consultados sobre la organización y el funcionamiento de tales programa^
Cuando sea posible, esos pueblos deberán asumir progresivamente la responsa 11 3
de la organización y el funcionamiento de tales programas especiales de formación, si
así lo deciden.

Artículo 23

1. La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales y relacio
nadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como la caza, la pesca,
la caza con trampas y la recolección, deberán reconocerse como factores importantes
del mantenimiento de su cultura y de su autosuficiencia y desarrollo económicos. Con ia
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participación de esos puebios, y siempre que haya lugar, los gobiernos deberán velar por
que se fortalezcan y fomenten dichas actividades.

2. A petición de ios puebios interesados, deberá facilitárseles, cuando sea posible, una asis
tencia técnica y financiera apropiada que tenga en cuenta las técnicas tradicionales y las
características culturales de esos puebios y ia importancia de un desarrollo sostenido y
equitativo.

PARTE V. SEGURIDAD SOCIAL Y SALUD

Artículo 24

Los regímenes de seguridad social deberán extenderse progresivamente a ios puebios inte
resados y aplicárseles sin discriminación alguna.

Artículo 25

1. Los gobiernos deberán velar por que se pongan a disposición de ios pueblos interesados
servicios de salud adecuados o proporcionar a dichos pueblos los medios que les permitan
organizar y prestar tales servicios bajo su propia responsabilidad y control, a fin de que
puedan gozar del máximo nivel posible de salud física y mental.

de salud deberán organizarse, en la medida de lo posible, a nivel comunitario.
caH eberan planearse y administrarse en cooperación con los puebios intere-os y ener en cuenta sus condiciones económicas, geográficas, sociales y culturales,
asi como sus métodos de prevención, prácticas curativas y medicamentos tradicionales.

El sisterna de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la formación y al empleo de
persona sani ano de la comunidad local y centrarse en los cuidados primarios de salud,
man enien o a mismo tiempo estrechos vínculos con los demás niveles de asistencia
Sdnil3na.

La prestación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las demás medidas
sociales, economices y culturales que se tomen en el pais.

PARTE VI. EDUCACIÓN Y MEDIOS
DE COMUNICACIÓN

Artículo 26

Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos interesados la
posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos en pie de igualdad con
el resto de la comunidad nacional.

4.
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Artículo 27

1. Los programas y los servicios de educación destinados a ios pueblos interesados deberán
desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos a fin de responder a sus necesidades
particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas
de valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos y
su participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras a
transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos
programas, cuando haya lugar.

3. Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias
instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas
mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. Deberán
facilitárseles recursos apropiados con tal fin.

Artículo 28

1. Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer
y a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más comúnmente se ha e
en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competen es
deberán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas qu^
permitan alcanzar este objetivo.

2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportu
nidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales de país.

3. Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas Indígenas de los pueblos
interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.

Artículo 29

Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser impartirles
conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en pie e
igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

Artículo 30

1. Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas de los pue
blos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones, especialmente
en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las cuestiones de educación
y salud, a los servicios sociales y a'los derechos dimanantes del presente Convenio.

2. A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de
los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos.
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Artículo 31

Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la comunidad
nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con los pueblos intere
sados, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener con respecto a esos pueblos.
A tal fin, deberán hacerse esfuerzos por asegurar que los libros de historia y demás material
didáctico ofrezcan una descripción equitativa, exacta e instructiva de las sociedades y cultu
ras de los pueblos interesados.

PARTE Vil. CONTACTOS Y COOPERACIÓN

A TRAVES DE LAS FRONTERAS

Artículo 32

Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de acuerdos internacio
nales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas y tribales a través
de las fronteras, incluidas las actividades en las esferas económica, social, cultural, espiritual
y del medio ambiente.

PARTE VIII. ADMINISTRACIÓN

Artículo 33

1
^  Gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el presente Con-venio e era asegurarse de que existen instituciones u otros mecanismos apropiados
para a ministrar los programas que afecten a los pueblos interesados, y de que tales
instituciones o mecanismos disponen de los medios necesarios para el cabal desempeño
de sus funciones.

Tales programas deberán incluir:

a) la planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación con los pueblos
interesados, de las medidas previstas en el presente Convenio;

b) a proposición de medidas legislativas y de otra índole a las autoridades competentes
y el control de la aplicación de las medidas adoptadas en cooperación con los pueblos
interesados.
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PARTE IX. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 34

La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Con
venio deberán determinarse con flexibilidad, teniendo en cuenta las condiciones propias de
cada país.

Artículo 35

La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar los de
rechos y las ventajas garantizados a los pueblos interesados en virtud de otros convenios
y recomendaciones, instrumentos intemacionales, tratados, o leyes, laudos, costum res o
acuerdos nacionales.

PARTE X. DISPOSICIONES FINALES

Artículo 36

Este Convenio revisa el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957.

Artículo 37

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su g'
Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 38

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de te Organización Internacional
del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director enera.

2. Entrará en vigor doce meses después de te fecha en que tes ratificaciones de dos Miembros
hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro, doce meses
después de la fecha en que haya sido registrada su ra i icacion.

Artículo 39

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la expiración de un
periodo de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto inicialmente en vigor,
mediante un acta comunicada, para su registro, al Director General de la Oficina Interna
cional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto hasta un año después de la fecha en que
se haya registrado.
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2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año después
de la expiración del periodo de diez años mencionado en ei párrafo precedente, no haga
uso del derecho de denuncia previsto en este artícuio, quedará obligado durante un nuevo
período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar este Convenio a la expiración de
cada periodo de diez años, en las condiciones previstas en este artículo.

Artículo 40

1. El Director General de la Oficina Intemacional del Trabajo notificará a todos los Miembros
de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas ratificaciones, decla
raciones y denuncias le comuniquen ios Miembros de la Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de ia segunda ratificación que
le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención de los Miembros de la
Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el presente Convenio.

Artículo 41

Ei Director Generai de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario Gene
ral de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el Artículo 102
de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre todas las ratificacio
nes, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de acuerdo con los artículos
precedentes.

Artículo 42

"®cesario, el Consejo de Administración de la Oficina Internacional
ajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación del Convenio, y

corisi erara a conveniencia de incluir en el orden del día de la Conferencia la cuestión de su
revisión total o parcial.

Artículo 43

1. En raso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una revisión total

Ir^io^'^ ^ presente, y a menos que el nuevo convenio contenga disposiciones en con-
a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso jure, la

enuricia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones contenidas en el
articulo 39, siempre que el nuevo convenio revisor haya entrado en vigor;

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el presente Con
venio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo raso, en su forma y contenido actuales, para
los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.

Artículo 44

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.
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DECLARACIÓN DE LAS
NACIONES UNIDAS

SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Asamblea General ONU
La Asamblea General,

Guiada por los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y la
el cumplimiento de las obligaciones contraídas por los Estados de conformi a c

Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a todos los demás pueblos ̂
al mismo tiempo el derecho de todos los pueblos a ser diferentes, a consi erar
diferentes y a ser respetados como tales,

Afirmando también que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y riqueza de las civiliza
dones y culturas, que constituyen el patrimonio común de la humanidad.

Afirmando además que todas las doctrinas, políticas y prácticas basadas e"
de determinados pueblos o personas o que la propugnan aducierido
nal o diferencias raciales, religiosas, étnicas o culturales son racistas científicamente falsas,
jurídicamente inválidas, moralmente condenables y sodalmente injustas.

Reafirmando que, en el ejercicio de sus derechos, los pueblos indígenas deben estar libres
de toda forma de discriminación.

Preocupada por el hecho de que los pueblos indígenas hayan sufrido injusticias históricas
como resultado, entre otras cosas, de la colonización y enajenación de sus tierras, temtorios
y recursos, lo que les ha impedido ejercer, en particular, su derecho al desarrollo de confor
midad con sus propias necesidades e intereses.

Consciente de la urgente necesidad de respetar y promover los derechos intrínsecos de los
pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras poiiticas, económicas y sociales y de sus
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culturas, de sus tradiciones espirituales, de su historia y de su concepción de la vida, espe
cialmente los derechos a sus tierras, territorios y recursos,

Consciente también de la urgente necesidad de respetar y promover los derechos de los
pueblos indígenas afirmados en tratados, acuerdos y otros arreglos constructivos con los
Estados,

Celebrando que los pueblos indígenas se estén organizando para promover su desarrollo
político, económico, social y cultural y para poner fin a todas las formas de discriminación y
opresión dondequiera que ocurran.

Convencida de que el control por los pueblos indígenas de los acontecimientos que los afec
ten a ellos y a sus tierras, territorios y recursos les permitirá mantener y reforzar sus institu
ciones, culturas y tradiciones y promover su desarrollo de acuerdo con sus aspiraciones y
necesidades.

Considerando que el respeto de los conocimientos, las culturas y las prácticas tradicionales
indígenas contribuye al desarrollo sostenible y equitativo y a la ordenación adecuada del
medio ambiente.

Destacando la contribución de la desmilitarización de las tierras y territorios de los pueblos
iridígenas a la paz, el progreso y el desarrollo económico y social, la comprensión y las rela
ciones de amistad entre las naciones y los pueblos del mundo.

Reconociendo en particular el derecho de las familias y comunidades indígenas a seguir
compartiendo la responsabilidad por la crianza, la formación, la educación y el bienestar de
sus hijos, en observancia de los derechos del niño.

Considerando que los derechos afirmados en los tratados, acuerdos y otros arreglos cons
tructivos entre los Estados y los pueblos indígenas son, en algunas situaciones, asuntos de
preocupación, interés y responsabilidad internacional, y tienen carácter internacional.

Considerando también que los tratados, acuerdos y demás arreglos constructivos, y las rela
ciones que éstos representan, sirven de base para el fortalecimiento de la asociación entre
los pueblos indígenas y los Estados,

Reconociendo que la Carta de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Eco
nómicos, Sociales y Culturales (1) y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
(1), asi como la Declaración y el Programa de Acción de Viena (2) afirman la importancia fun
damental del derecho de todos los pueblos a la libre determinación, en virtud del cual éstos
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico,
social y cultural.

Teniendo presente que nada de lo contenido en la presente Declaración podrá utilizarse para
negar a ningún pueblo su derecho a la libre determinación, ejercido de conformidad con el
derecho internacional.
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Convencida de que el reconocimiento de los derechos de los pueblos indígenas en la pre
sente Declaración fomentará relaciones armoniosas y de cooperación entre los Estados y los
pueblos indígenas, basadas en los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los
derechos humanos, la no discriminación y la buena fe.

Alentando a los Estados a que cumplan y apliquen eficazmente todas sus obligaciones para
con los pueblos indígenas dimanantes de los instrumentos internacionales, en particular las
relativas a los derechos humanos, en consulta y cooperación con los pueblos interesados.
Subrayando que corresponde a las Naciones Unidas desempeñar un papel importante y con
tinuo de promoción y protección de los derechos de los pueblos indígenas,
Considerando que la presente Declaración constituye un nuevo paso importante hacia el
reconocimiento, la promoción y la protección de los derechos y las libertades de los pueblos
indígenas y en el desarrollo de actividades pertinentes del sistema de las Naciones Unidas
en esta esfera,

Reconociendo y reafirmando que las personas indígenas tienen derecho sin discriminación
a todos los derechos humanos reconocidos en el derecho internacional, y que los pue os
indígenas poseen derechos colectivos que son indispensables para su existencia, bienes ar
y desarrollo integral como pueblos.

Reconociendo también que la situación de los pueblos indígenas varía según las regiones y
los países y que se debe tener en cuenta la significación de las particularidades naciona es y
regionales y de las diversas tradiciones históricas y culturales.
Proclama solemnemente la Declaración de las Naciones Unidas sobre
pueblos indígenas, cuyo texto figura a continuación, como ideal común que de e pe
en un espíritu de solidaridad y respeto mutuo:

Artículo 1

Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como personas, al disfrute pleno de todos los
derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos por la Ca a e
Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos (3) y la norma iva in ern
los derechos humanos.

Artículo 2

Los pueblos y las personas indígenas son libres e iguales a todos los dernás pueblos y
personas y tienen derecho a no ser objeto de ninguna discrirninación en el ejercicio de sus
derechos que esté fundada, en particular, en su origen o identidad indígena.

Artículo 3

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su desarrollo económico,
social y cultural.
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Artículo 4

Los pueblos indígenas, en ejercicio de su derecho de libre determinación, tienen derecho a
ia autonomía o ei autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos internos y
locales, asi como a disponer de ios medios para financiar sus funciones autónomas.

Artículo 5

Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones polí
ticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez su derecho a parti
cipar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social y cultural del Estado.

Artículo 6

Toda persona indígena tiene derecho a una nacionalidad.

Artículo 7

1. Las personas indígenas tienen derecho a la vida, la integridad física y mental, la libertad
y la seguridad de la persona.

2. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo de vivir en libertad, paz y seguridad
como pueblos distintos y no serán sometidos a ningún acto de genocidio ni a ningún otro
acto de violencia, incluido el traslado forzado de niños del grupo a otro grupo.

Artículo 8

^  !f^ personas indígenas tienen derecho a no sufrir la asimilación forzada ola destrucción de su cultura.

2. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la prevención y el resarcimiento de:
fenga por objeto o consecuencia privar a los pueblos y las personas

ídfSidad éínii" o de sus valores culturales o su
b) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia enajenarles sus tierras, territorios o

recursos;

c) Toda forma de traslado forzado de población que tenga por objeto o consecuencia la
violación o el menoscabo de cualquiera de sus derechos;

d) Toda forma de asimilación o integración forzadas;
e) Toda forma de propaganda que tenga como fin promover o incitar a la discriminación

racial o étnica dirigida contra ellos.

Artículo 9

Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho a pertenecer a una comunidad o na
ción indígena, de conformidad con las tradiciones y costumbres de la comunidad o nación
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de que se trate. No puede resultar ninguna discriminación de ningún tipo del ejercicio de-ese
derecho.

Artículo 10

Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuerza de sus tierras o territorios. No se
procederá a ningún traslado sin el consentimiento libre, previo e informado de los pueblos
indígenas interesados, ni sin un acuerdo previo sobre una indemnización justa y equitativa y,
siempre que sea posible, la opción del regreso.

Artículo 11

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y costurnbres
culturales. Ello incluye el derecho a mantener, proteger y desarrollar las manifestaciones
pasadas, presentes y futuras de sus culturas, como lugares arqueológicos e históricos,
utensilios, diseños, ceremonias, tecnologías, artes visuales e interpretativas y literaturas.

2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que podrán
incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas, respecto de
los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales de que hayan sido pnvados
sin su consentimiento libre, previo e informado o en violación de Sus leyes, tradiciones y
costumbres.

Artículo 12

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a manifestar, practicar, desarrollar y
tradiciones, costumbres y ceremonias espirituales y religiosas: a .
lugares religiosos y culturales y a acceder a ellos privadamente, a utilizar y 9
objetos de culto, y a obtener la repatriación de sus restos humanos.

2. Los Estados procurarán facilitar el acceso y/o la repatriación de objetos de culto y^®^®^°®
humanos que posean mediante mecanismos justos, transparentes y eficaces establecidos
conjuntamente con los pueblos indígenas interesados.

Artículo 13

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, fomentar ̂
raciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, filoso las, i
y literaturas, y a atribuir nombres a sus comunidades, lugares y personas y ma r os.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar la protección de ese derecho y
también para asegurar que los pueblos indígenas puedan entender y hacerse entender
en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas, proporcionando para ello, cuando
sea necesario, servicios de interpretación u otros medios adecuados.
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Artículo 14

1. Los pueblos Indígenas tienen derecho a establecer y controlar sus sistemas e institucio
nes docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en consonancia con sus
métodos culturales de enseñanza y aprendizaje.

2. Las personas indígenas, en particular los niños indígenas, tienen derecho a todos los
niveles y formas de educación dei Estado sin discriminación.

3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, junto con los pueblos indígenas, para que las
personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que viven fuera de sus comuni
dades, tengan acceso, cuando sea posible, a la educación en su propia cultura y en su
propio idioma.

Artículo 15

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que ia dignidad y diversidad de sus culturas, tra
diciones, historias y aspiraciones queden debidamente reflejadas en la educación pública
y los medios de información públicos.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación con los pueblos in
dígenas interesados, para combatir los prejuicios y eliminar la discriminación y promover
la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones entre los pueblos indígenas y todos
los demás sectores de la sociedad.

Artículo 16

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer sus propios medios de información en
sus propios idiomas y a acceder a todos los demás medios de información no indígenas
sin discriminación alguna.

adoptarán medidas eficaces para asegurar que los medios de información
públicos reflejen debidamente la diversidad cultural indígena. Los Estados, sin perjuicio
de la obligación de asegurar plenamente la libertad de expresión, deberán alentar a los
medios de comunicación privados a reflejar debidamente la diversidad cultural indígena.

Artículo 17

1. Las personas y los pueblos indígenas tienen derecho a disfrutar plenamente de todos los
derechos establecidos en ei derecho iaboral internacional y nacional aplicable.

2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, tomarán medidas
específicas para proteger a los niños indígenas contra la explotación económica y contra
todo trabajo que pueda resultar peligroso o interferir en la educación del niño, o que pue-
da ser peijudícial para la salud o el desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social del
niño, teniendo en cuenta su especial vulnerabilidad y la importancia de la educación para
el pleno ejercicio de sus derechos.
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3. Las personas indígenas tienen derecho a no ser sometidas a condiciones discriminatorias
de trabajo, entre otras cosas, empleo o salario.

Artículo 18

Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la adopción de decisiones en las cues
tiones que afecten a sus derechos, por conducto de representantes elegidos por ellos de
conformidad con sus propios procedimientos, así como a mantener y desarrollar sus propias
instituciones de adopción de decisiones.

Artículo 19

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas inte
resados por medio de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar medidas
legislativas y administrativas que los afecten, para obtener su consentimiento libre, previo e
informado.

Artículo 20

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus sistemas o instituciones
políticos, económicos y sociales, a que se les asegure el disfrute de sus propios medios
de subsistencia y desarrollo y a dedicarse libremente a todas sus actividades económicas
tradicionales y de otro tipo.

2. Los pueblos Indígenas desposeídos de sus medios de subsistencia y desarrollo tienen
derecho a una reparación justa y equitativa.

Artículo 21

1. Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación alguna, al mejoramiento de sus
condiciones económicas y sociales, entre otras esferas, en la educación, el empleo, la
capacitación y el readiestramiento profesional, la vivienda, el saneamiento, la salud y la
seguridad social.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces y, cuando proceda, medidas especiales para
asegurar el mejoramiento continuo de sus condiciones económicas y sociales. Se prestará
particular atención a los derechos y necesidades especiales de los ancianos, las mujeres,
los jóvenes, los niños y las personas con discapacidades indígenas.

Artículo 22

1. Se prestará particular atención a los derechos y necesidades especiales de los ancianos,
las mujeres, los jóvenes, los niños y las personas con discapacidades indígenas en la
aplicación de la presente Declaración.

2. Los Estados adoptarán medidas, junto con los pueblos indígenas, para asegurar que las
mujeres y los niños indígenas gocen de protección y garantías plenas contra todas las
formas de violencia y discriminación.
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Artículo 23

Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a elaborar prioridades y estrategias
para el ejercicio de su derecho al desarrollo. En particular, los pueblos indígenas tienen de
recho a participar activamente en la elaboración y determinación de los programas de salud,
vivienda y demás programas económicos y sociales que les conciernan y, en lo posible, a
administrar esos programas mediante sus propias instituciones.

Artículo 24

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propias medicinas tradicionales y a mante
ner sus prácticas de salud, incluida la conservación de sus plantas, animales y minerales
de interés vital desde el punto de vista médico. Las personas indígenas también tienen
derecho de acceso, sin discriminación alguna, a todos los servicios sociales y de salud.

2. Las personas indígenas tienen derecho a disfrutar por igual del nivel más alto posible de
salud física y mental. Los Estados tomarán las medidas que sean necesarias para lograr
progresivamente la plena realización de este derecho.

Artículo 25

Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación espiritual
con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos que tradicionalmente han
poseído u ocupado y utilizado de otra forma y a asumir las responsabilidades que a ese res
pecto les incumben para con las generaciones venideras.

Artículo 26

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que tradicional
mente han poseído, ocupado o de otra forma utilizado o adquirido.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar las tierras,
temtonos y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional u otra forma tradi
cional de ocupación o utilización, asi como aquellos que hayan adquirido de otra forma.

3. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras, territorios
y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las costumbres, las tradiciones
y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas de que se trate.

Artículo 27

Los Estados establecerán y aplicarán, conjuntamente con los pueblos indígenas interesados,
un proceso equitativo, independiente, imparcial, abierto y transparente, en el que se reconoz
can debidamente las leyes, tradiciones, costumbres y sistemas de tenencia de la tierra de
los pueblos indígenas, para reconocer y adjudicar los derechos de los pueblos indígenas en
relación con sus tierras, territorios y recursos, comprendidos aquellos que tradicionalmente
han poseído u ocupado o utilizado de otra forma. Los pueblos indígenas tendrán derecho a
participar en este proceso.
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Artículo 28

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación, por medios que pueden incluir la
restitución o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa, imparcial y equitativa,
por las tierras, los territorios y los recursos que tradicionalmente hayan poseído u ocupado
o utilizado de otra forma y que hayan sido confiscados, tomados, ocupados, utilizados o
dañados sin su consentimiento libre, previo e informado.

2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido libremente en otra cosa, la indemni
zación consistirá en tierras, territorios y recursos de igual calidad, extensión y condición
jurídica o en una indemnización monetaria u otra reparación adecuada.

Artículo 29

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección del medio ambiente
y de la capacidad productiva de sus tierras o territorios y recursos. Los Estados deberán
establecer y ejecutar programas de asistencia a los pueblos indígenas para asegurar esa
conservación y protección, sin discriminación alguna.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar que no se almacenen ni eliminen
materiales peligrosos en las tierras o territorios de los pueblos indígenas sin su consenti
miento libre, previo e informado.

3. Los Estados también adoptarán medidas eficaces para garantizar, según sea necesario,
que se apliquen debidamente programas de control, mantenimiento y restablecimiento e
la salud de los pueblos indígenas afectados por esos materiales, programas que serán
elaborados y ejecutados por esos pueblos.

Artículo 30

1. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios de los pueblos indíge
ñas, a menos que lo justifique una amenaza importante para el interés público pertinen e
o que se hayan acordado libremente con los pueblos indígenas interesados, o que s os
lo hayan solicitado.

2. Los Estados celebrarán consultas eficaces con los pueblos indígenas interesados, por los
procedimientos apropiados y en particular por medio dé sus instituciones represen a iv ,
antes de utilizar sus tierras o territorios para actividades militares.

Artículo 31

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar su pa
trimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, sus expresiones culturales tradicionales
y las manifestaciones de sus ciencias, tecnologías y culturas, comprendidos los recursos
humanos y genéticos, las semillas, las medicinas, el conocimiento de las propiedades de
la fauna y la flora, las tradiciones orales, las literaturas, los diseños, los deportes y juegos
tradicionales, y las artes visuales e interpretativas. También tienen derecho a mantener.
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controlar, proteger y desarrollar su propiedad intelectual de diolK )ati'iiTonio cultural, sus
conocimientos tradicionales y sus expresiones culturales tradicif/ ales.

2. Conjuntamente con los pueblos indígenas, los Estados adoptará i edldas eficaces para
reconocer y proteger el ejercicio de estos derechos.

Artículo 32

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las prioridades y estrategias
para el desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros recursos.

2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas
interesados por conducto de sus propias instituciones representativas a fin de obtener
su consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier proyecto que afecte a
sus tierras o territorios y otros recursos, particularmente en relación con el desarrollo, la
utilización o la explotación de recursos minerales, hidricos o de otro tipo.

3. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la reparación justa y equitativa por
esas actividades, y se adoptarán medidas adecuadas para m'iíoar sus consecuencias
nocivas de orden ambiental, económico, social, cultural o espiritual.

Artículo 33

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar su propia identidad o pertenencia
coriforme a sus costumbres y tradiciones. Ello no menoscaba ei a3recho de las personas
indígenas a obtener la ciudadanía de ios Estados en que viven

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las estructuran y a elegir la composición
de sus instituciones de conformidad con sus propios procedimientos.

Artículo 34

Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y maiitener sus estructuras
institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones, piocedimientos, prác
ticas y, cuarido existan, costumbres o sistemas jurídicos, de conformidad con las normas
internacionales de derechos humanos.

Artículo 35

Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las responsabilidades de los individuos
para con sus comunidades.

Artículo 36

1. Los pueblos indígenas, en particular los que están divididos por fronteras internacionales,
tienen derecho a mantener y desarrollar los contactos, las relaciones y la cooperación,
incluidas las actividades de carácter espiritual, cultural, político, económico y social, con
sus propios miembros así como con otros pueblos a través de las fronteras.
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2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, adoptarán medidas
eficaces para facilitar el ejercicio y garantizar la aplicación de este derecho.

Artículo 37

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que los tratados, acuerdos y otros arreglos cons
tructivos concertados con los Estados o sus sucesores sean reconocidos, observados y
aplicados y a que los Estados acaten y respeten esos tratados, acuerdos y otros arreglos
constructivos.

2. Nada de lo señalado en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que
menoscaba o suprime los derechos de los pueblos indígenas que figuren en tratados,
acuerdos y otros arreglos constructivos.

Artículo 38

Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, adoptarán las medidas
apropiadas, incluidas medidas legislativas, para alcanzar los fines de la presente Declaración.

Artículo 39

Los pueblos indígenas tienen derecho a la asistencia financiera y técnica de los Estados y
por conducto de la cooperación internacional para el disfrute de los derechos enunciados en
la presente Declaración.

Artículo 40

Los pueblos indígenas tienen derecho a procedimientos equitativos y justos para el arreglo
de controversias con los Estados u otras partes, y a una pronta decisión sobre esas con ro-
versias, asi como a una reparación efectiva de toda lesión de sus derechos individua es y
colectivos. En esas decisiones se tendrán debidamente en consideración las costurnbres, as
tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos de los pueblos indígenas Interesa os y as
normas internacionales de derechos humanos.

Artículo 41

Los órganos y organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas y otras orga
nizaciones intergubernamentales contribuirán a la plena realización de las disposiciones de
la presente Declaración mediante la movilización, entre otras cosas, de la cooperación finan
ciera y la asistencia técnica. Se establecerán los medios de asegurar la participación de los
pueblos indígenas en relación con los asuntos que les concieman.

Artículo 42

Las Naciones Unidas, sus órganos, incluido el Foro Permanente para las Cuestiones Indí
genas, y los organismos especializados, en particular a nivel local, así como los Estados,
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promoverán el respeto y la plena aplicación de las disposiciones de la presente Declaración
y velarán por la eficacia de la presente Declaración.

Artículo 43

Los derechos reconocidos en la presente Declaración constituyen las normas mínimas para
la supervivencia, la dignidad y el bienestar de los pueblos indígenas del mundo.

Artículo 44

Todos los derechos y las libertades reconocidos en la presente Declaración se garantizan por
igual al hombre y a la mujer indígena.

Artículo 45

Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que me
noscaba o suprime los derechos que los pueblos indígenas tienen en la actualidad o puedan
adquirir en el futuro.

Artículo 46

1. Nada de lo señalado en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que con
fiere a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho alguno a participar en una actividad o
realizar un acto contrario a la Carta de las Naciones Unidas o se entenderá en el sentido
de que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a quebrantar o menoscabar, total
o parcialmente, la integridad territorial o la unidad política de Estados soberanos e inde
pendientes.

^  derechos enunciados en la presente Declaración, se respetarán losderechos humanos y las libertades fundamentales de todos. El ejercicio de los derechos
es a ecidos en la presente Declaración estará sujeto exclusivamente a las limitaciones
e erminadas por la ley y con arreglo a las obligaciones internacionales en materia de
erec os umanos. Esas limitaciones no serán discriminatorias y serán sólo las estricta-
men e necesanas para garantizar el reconocimiento y respeto debidos a los derechos y
as .1 e a es de tos demás y para satisfacer las justas y más apremiantes necesidades
de una sociedad democrática.

3. Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se interpretarán con arreglo a tos
principios de la justicia, la democracia, el respeto de tos derechos humanos, la igualdad,
la no discriminación, la buena administración pública y la buena fe.
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CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA ELIMINACIÓN
DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN RACIAL

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General en
su resolución 2106 A (XX), de 21 de diciembre de 1965

Entrada en vigor: 4 de enero de 1969, de conformidad con el Artículo 19
Los Estados partes en la presente Convención,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los
nidad y la igualdad inherentes a todos los seres humanos y que todos los Estados i
se han comprometido a tomar medidas conjunta o separadamente, en
Organización, para realizar uno de los propósitos de las Naciones Unidas, que es e e p
mover y estimular el respeto universal y efectivo de los derechos hurnanos y de las ii
fundamentales de todos, sin distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión.
Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que todos los
seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que to a
dos los derechos y libertades enunciados en la misma, sin distinción alguna, e p p
motivos de raza, color u origen nacional,

Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protec
ción de la ley contra toda discriminación y contra toda incitación a ia discriminación.

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y todas las prácticas
de segregación y discriminación que lo acompañan, cualquiera que sea su forma y donde
quiera que existan, y que la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países
y pueblos coloniales, de 14 de diciembre de 1960 [resolución 1514 (XV) de la Asamblea
General], ha afirmado y solemnemente proclamado ia necesidad de ponerles fin rápida e
incondicionalmente.
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Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las
formas de discriminación racial, de 20 de noviembre de 1963 [resolución 1904 (XVIII) de la
Asamblea General] afirma solemnemente la necesidad de eliminar rápidamente en todas las
partes del mundo la discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y de asegu
rar la comprensión y el respeto de la dignidad de la persona humana.

Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la diferenciación racial es cien
tíficamente falsa, moralmente condenable y socialmente injusta y peligrosa, y de que nada en
la teoría o en la práctica permite justificar, en ninguna parte, la discriminación racial.

Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza, color u origen
étnico constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pacificas entre las naciones y
puede perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos, así como la convivencia de las per
sonas aun dentro de un mismo Estado,

Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompatible con los ideales de
toda la sociedad humana.

Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que todavía existen en algunas
partes del mundo y por las políticas gubernamentales basadas en la superioridad o el odio
racial, tales como las de apartheid, segregación o separación.

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rápidamente la discrimi
nación racial en todas sus formas y manifestaciones y a prevenir y combatir las doctrinas
y prácticas racistas con el fin de promover el entendimiento entre las razas y edificar una
comunidad internacional libre de todas las formas de segregación y discriminación raciales.

Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en materia de empleo y ocupa
ción aprobado por la Organización Internacional del Trabajo en 1958 y la Convención relativa
a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza, aprobada por la Organi
zación de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura en 1960,

Dejando poner en práctica los principios consagrados en la Declaración de las Naciones
Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial y con tal objeto ase
gurar que se adopten lo antes posible medidas prácticas.

Han acordado lo siguiente;

Parte I

Artículo 1

1. En la presente Convención la expresión "discriminación racial" denotará toda distinción,
exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color, linaje u origen nacio
nal o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento.
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goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos humanos y libertades fun
damentales en las esferas política, económica, social, cultural o en cualquier otra esfera
de la vida pública.

2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias
que haga un Estado parte en la presente Convención entre ciudadanos y no ciudadanos.

3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá interpretarse en un sentido que
afecte en modo alguno las disposiciones legales de los Estados partes sobre nacionalidad,
ciudadanía o naturalización, siempre que tales disposiciones no establezcan discriminación
contra ninguna nacionalidad en particular.

4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado progreso
de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran la protección que
pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones de igualdad, el disfrute o
ejercicio de los derechos humanos y de las libertades fundamentales no se considerarán
como medidas de discriminación racial, siempre que no conduzcan, como consecuencia,
al mantenimiento de derechos distintos para los diferentes grupos raciales y que no se
mantengan en vigor después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.

Artículo 2

1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se comprometen a seguir, portodos
los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la discriminación
racial en todas sus formas y a promover el entendimiento entre todas las razas, y con tal
objeto:

a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de discri
minación racial contra personas, grupos de personas o instituciones y a velar por que
todas las autoridades públicas e instituciones públicas, nacionales y locales, actúen
en conformidad con esta obligación:

b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o apoyar la discriminación
racial practicada por cualesquiera personas u organizaciones;

c) Cada Estado parte tomará medidas efectivas para revisar las políticas gubemamentales
nacionales y locales, y para enmendar, derogar o anular las leyes y las disposiciones
reglamentarias que tengan como consecuencia crearla discriminación racial o perpe
tuarla donde ya exista;

d) Cada Estado parte prohibirá y hará cesar por todos los medios apropiados, incluso, si
lo exigieran las circunstancias, medidas legislativas, la discriminación racial practicada
por personas, grupos u organizaciones;

e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el caso, organizaciones
y movimientos multirraciales integracionistas y otros medios encaminados a eliminar
las barreras entre las razas, y a desalentar todo lo que tienda a fortalecer la división
racial.
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2. Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas especiales
y concretas, en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas, para asegurar
el adecuado desenvolvimiento y protección de ciertos grupos raciales o de personas per
tenecientes a estos grupos, con el fin de garantizar en condiciones de igualdad el pleno
disfrute por dichas personas de los derechos humanos y de las libertades fundamentales.
Esas medidas en ningún caso podrán tener como consecuencia el mantenimiento de de
rechos desiguales o separados para los diversos grupos raciales después de alcanzados
los objetivos para los cuales se tomaron.

Artículo 3

Los Estados partes condenan especialmente la segregación racial y el apartheid y se com
prometen a prevenir, prohibir y eliminar en los territorios bajo su jurisdicción todas las prácti
cas de esta naturaleza.

Artículo 4

Los Estados partes condenar, locl.3 la propaganda y todas las organizaciones que se inspiren
en ideas o teorías basadas on la superioridad de una raza o de un grupo de personas de
un determinado color u origen étnico, o que (iroiencian justificar o promover el odio racial y
la discriminación racial, cualquiera que sea su fomia, y se comprometen a tomar medidas
inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda incitación a tal discriminación o actos de tal
discriminación, y. con ese fin. teniendo debidamente on cuenta los principios incorporados
en a ecaración Universa! do Derechos Humnnoí;, así como los derechos expresamente
enunciados en el articulo 5 do la presente Convención, t emarán, entre otrat. as siguientes
medidas:

a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas en
la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial, así como
todo acto de violencia o toda incitación a cometer tales actos contra cualquier raza o
grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia a las actividades
racistas, incluida su financiación;

b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, asi como las actividades organiza
das de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan la discrimina
ción racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales organizaciones
o en tales activioades constituye un delito penado por la ley:

c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o locales
promuevan la discriminación racial o inciten a ella.

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el articulo 2 de la pre
sente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la discriminación
acial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona a la igualdad ante la
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ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico, particularmente en el goce de los
derechos siguientes:

a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los demás órganos que
administran justicia;

b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo acto de vio
lencia o atentado contra la integridad personal cometido por funcionarios públicos o por
cualquier individuo, grupo o institución;

c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser elegido,
por medio del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno y en la dirección
de los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en condiciones de igualdad, a
las funciones públicas;

d) Otros derechos civiles, en particular:

i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de un Estado,
ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su país,
iii) El derecho a una nacionalidad;

iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;

v) El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación con otros,
vi) El derecho a heredar;

vil) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión,
viii) El derecho a la libertad de opinión y de expresión;

ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas;

e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:
i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equitativas y satis

factorias de trabajo, a la protección contra el desempleo, a igual salario por ra ajo
igual y a una remuneración equitativa y satisfactoria;

ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;

iii) El derecho a la vivienda;

iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad social y los servicios
sociales;

v) El derecho a la educación y la formación profesional;
vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las actividades culturales,

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público, tales como
los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y parques.



OOA n : instrumentos Nacionales o Inlemacionalos para lú Detensa¿.¿."t WW -U ¡ de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS

Artículo 6

Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo su jurisdicción, pro
tección y recursos efectivos, ante los tribunales nacionales competentes y otras instituciones
del Estado, contra todo acto de discriminación racial que, contraviniendo la presente Conven
ción, viole sus derechos humanos y libertades fundamentales, así como el derecho a pedir a
esos tribunales satisfacción o reparación justa y adecuada por todo daño de que puedan ser
víctimas como consecuencia de tal discriminación.

Artículo 7

Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y eficaces, especialmente
en las esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la información, para combatir ios
prejuicios que conduzcan a la discriminación racial y para promover la comprensión, la tole
rancia y la amistad entre las naciones y los diversos grupos raciales o étnicos, así como para
propagar los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración
Universal de Derechos Humanos, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre la elimina
ción de todas las formas de discriminación racial y de la presente Convención.

Parte II

Artículo 8

1. Se constituirá un Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (denominado en
Trí!? 1^ Comité) compuesto de dieciocho expertos de gran prestigio moral y reconocidap rcia I a , e egidos por los Estados partes entre sus nacionales, los cuales ejercerán
. " a itulo personal; en la constitución del Comité se tendrá en cuenta una dis-n ucion geogra ica equitativa y la representación de las diferentes formas de civilización,
asi como de los principales sistemas jurídicos.

^  '^i^' ®'egidos en votación secreta de una lista de personasg  p r os stados partes. Cada uno de los Estados partes podrá designar una
persona entre sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en vigor de la
presente Convericion. Al rnerios tres meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario
General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados partes invitándoles a que
presenten sus candidaturas en un plazo de dos meses. El Secretario General preparará
una lista por orden alfabético de todas las personas designadas de este modo, indicando
ios Estados partes que las han designado, y la comunicará a los Estados partes.

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados partes que será
convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas.
En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados partes, se con-
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siderarán elegidos para el Comité los candidatos que obtengan el mayornúmero de votos
y la mayoría absoluta de los votos de los representantes de los Estados partes presentes
y votantes.

5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el mandato
de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará al cabo de dos años;
inmediatamente después de la primera elección el Presidente del Comité designará por
sorteo los nombres de esos nueve miembros.

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte cuyo experto haya cesado en sus
funciones como miembro del Comité, designará entre sus nacionales a otro experto, a
reserva de la aprobación del Comité.

6. Los Estados partes sufragarán los gastos de los miembros del Comité mientras éstos
desempeñen sus funciones.

Articulo 9

1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario General de las Naciones
Unidas, para su examen por el Comité, un informe sobre las medidas legislativas, judicia es,
administrativas o de otra índole que hayan adoptado y que sirvan para hacer efectivas
las disposiciones de la presente Convención: a) dentro del plazo de un año a pa ir e
la entrada en vigor de la Convención para el Estado de que se trate; y b) en lo sucesiw,
cada dos años y cuando el Comité lo solicite. El Comité puede solicitar mas información
a los Estados partes.

2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario General, a la
de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y ...j
nes de carácter general basadas en el examen de los informes y de los datos transmítaos
por los Estados partes. Estas sugerencias y recomendaciones de ® ^ nartes
comunicarán a la Asamblea General, junto con las observaciones de los
si las hubiere.

Artículo 10

1. El Comité aprobará su propio reglamento.

2. El Comité elegirá su Mesa por un periodo de dos años.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas faollllard al Comité los setviaos de secretaria.
4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones Unidas.

Artículo 11

1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no cumple las disposiciones de la pre
sente Convención, podrá señalar el asunto a la atención del Comité. El Comité transmitirá
la comunicación correspondiente al Estado parte interesado. Dentro de los tres meses, el
Estado que recibe la comunicación presentará al Comité explicaciones o declaraciones
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por escrito para aclarar la cuestión y exponer qué medida correctiva hubiere, en su caso,
adoptado.

2. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, mediante negociaciones
bilaterales o algún otro procedimiento adecuado, en un plazo de seis meses a partir del
momento en que el Estado destinatario reciba la comunicación inicial, cualquiera de los
dos Estados tendrá derecho a someter nuevamente el asunto al Comité mediante la no
tificación al Comité y al otro Estado.

3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo con el párrafo 2 del pre
sente artículo, cuando se haya cerciorado de que se han interpuesto y agotado todos ios
recursos de jurisdicción interna, de conformidad con los principios del derecho internacio
nal generalmente admitidos. No se aplicará esta regla cuando la substanciación de los
mencionados recursos se prolongue injustificadamente.

4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados partes interesados
que faciliten cualquier otra información pertinente.

5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del presente artículo, los Estados
partes interesados podrán enviar un representante, que participará sin derecho a voto en
los trabajos del Comité mientras se examine el asunto.

Artículo 12

1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda la información que estime ne
cesaria, e residente nombrará una Comisión Especial de Conciliación (denominada en

PnmT- ̂1 ̂  infesrada por cinco personas que podrán o no ser miembros del
inán'imo Tiiembros de la Comisión serán designados con el consentimiento pleno y
Ha 1^ c t H ® controversia y sus buenos oficios se pondrán a disposición
al rae f ̂ loteresados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada enel respeto a la presente Convención.

cnhro meses, los Estados partes en la controversia no llegan a un acuerdo
nn hax/a hahíHrf ^ f mlembros de la Comisión, los miembros sobre los que
Pnmitó Ha ont ° ® ^stados partes en la controversia serán elegidos por elre sus propios miembros, por voto secreto y por mayoría de dos tercios.

^  nariV^^aíTc !^i^^ p sjercerán sus funciones a título personal. No deberán ser
I  os s a os partes en la controversia, ni tampoco de un Estado que no seaparte en la presente Convención.

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.
4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones

Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión decida.

5. La secretaría prevista en el párrafo 3 del articulo 10 prestará también servicios a la Comi
sión cuando una controversia entre Estados partes motive su establecimiento.
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6. Los Estados partes en la controversia compartirán por igual todos los gastos de los miem
bros de la Comisión, de acuerdo con una estimación que hará el Secretario General de
las Naciones Unidas.

7. El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gastos de los miembros de la
Comisión, antes de que los Estados partes en la controversia sufraguen los costos de
acuerdo con el párrafo 6 del presente artículo.

8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, y ésta podrá
pedir a los Estados interesados que faciliten cualquier otra información pertinente.

Artículo 13

1. Cuando la Comisión haya examinado detenidamente el asunto, preparará y presentará
al Presidente del Comité un informe en el que figuren sus conclusiones sobre todas las
cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre las partes y las recomendacio
nes que la Comisión considere apropiadas para la solución amistosa de la controversia.

2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión a cada uno de los Estados
partes en la controversia. Dentro de tres meses, dichos Estados notificarán al F^esidente
del Comité si aceptan o no las recomendaciones contenidas en el informe de la Comisión.

3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente artículo, el Presidente del Comité
comunicará el informe de la Comisión y las declaraciones de los Estados partes interesados
a los demás Estados partes en la presente Convención.

Artículo 14

1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que reconoce la
del Comité para recibir y examinar comunicaciones de personas o grupos p
comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser victimas de vio P®*" P.,
de ese Estado, de cualquiera de los derechos estipulados en la pre^n e o _
El Comité no recibirá ninguna comunicación referente a un Estado pa e que n
hecho tal declaración.

2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al párrafo 1 .P^®®®"!®
podrá establecer o designar un órgano, dentro de su ordenamien ojuri i ' ̂
será competente para recibir y examinar peticiones de personas o grup J?
comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser vic imas e vio '
cualquiera de los derechos estipulados en la presente Convención y hubieren agotado los
demás recursos locales disponibles.

3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del presente articulo y el nombre de
cualquier órgano establecido o designado con arreglo al párrafo 2 del presente articulo
serán depositados, por el Estado parte interesado, en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas, quien remitirá copias de los mismos a los demás Estados partes. Toda
declaración podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secre-
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tario General, pero dicha notificación no surtirá efectos con respecto a las comunicaciones
que el Comité tenga pendientes.

4. El órgano establecido o designado de conformidad con el párrafo 2 del presente artículo
llevará un registro de las peticiones y depositará anualmente, por los conductos pertinen
tes, copias certificadas del registro en poder del Secretario General, en el entendimiento
de que el contenido de las mismas no se dará a conocer públicamente.

5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano establecido o designado
con arreglo al párrafo 2 del presente articulo, el peticionario tendrá derecho a comunicar
el asunto al Comité dentro de los seis meses.

6. a) El Comité señalará confidencialmente toda comunicación que se le remita a la atención del
Estado parte contra quien se alegare una violación de cualquier disposición de la presente
Convención, pero la identidad de las personas o grupos de personas interesadas no se
revelará sin su consentimiento expreso. El Comité no aceptará comunicaciones anónimas.

b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación presentará al Comité
explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y exponer qué medida
correctiva, si la hubiere, ha adoptado.

7. a) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en cuenta todos los datos puestos a
su disposición por el Estado parte interesado y por el peticionario. El Comité no examinará
ninguna comunicación de un peticionario sin antes cerciorarse de que dicho peticionario
ha agotado todos los recursos internos disponibles. Sin embargo, no se aplicará esta regla
cuando la substanciación de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente.

b) El Comité presentará al Estado parte interesado y al peticionario sus sugerencias y reco
mendaciones, si las hubiere.

8. El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales comunicaciones y, cuando
proceda, un resumen de las explicaciones y declaraciones de los Estados partes intere
sados, asi como de sus propias sugerencias y recomendaciones.
El será competente para desempeñarlas funciones previstas en este articulo sólo
cuan o lez s ados partes en la presente Convención, por lo menos, estuvieren obligados
por declaraciones presentadas de conformidad con el párrafo 1 de este articulo.

Artículo 15

1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaración sobre la concesión de la indepen
dencia a los países y pueblos coloniales que figura en la resolución 1514 (XV) de la Asam
blea General, de 14 de diciembre de 1960, las disposiciones de la presente Convención
no limitarán de manera alguna el derecho de petición concedido a esos pueblos por otros
instrumentos internacionales o por las Naciones Unidas y sus organismos especializados.

2. a) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del articulo 8 de la presente Convención
recibirá copia de las peticiones de los órganos de las Naciones Unidas que entienden de

9.
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asuntos directamente relacionados con los principios y objetivos de la presente Conven
ción, y comunicará a dichos órganos, sobre dichas peticiones, sus opiniones y recomen
daciones. al considerar las peticiones presentadas por los habitantes de los territorios bajo
administración fiduciaria o no autónomos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales
se aplique la resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, relativas a asuntos tratados
en la presente Convención y sometidos a examen de los mencionados órganos.

b) El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones Unidas copia de los
informes sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que,
en relación directa con los principios y objetivos de esta Convención, hayan aplicado las
Potencias administradoras en los territorios mencionados en el anterior inciso a, y comu
nicará sus opiniones y recomendaciones a esos órganos.

3. El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un resumen de las peticiones
e informes que haya recibido de los órganos de las Naciones Unidas y las opiniones y
recomendaciones que les haya comunicado acerca de tales peticiones e informes.

4. El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas toda la información dispo
nible que guarde relación con los objetivos de la presente Convención y que se re lera a
los territorios mencionados en el inciso adel párrafo 2 del presente artículo.

Artículo 16

Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de controversias o
cias regirán sin perjuicio de otros procedimientos para solucionar las jg igo
cias en materia de discriminación establecidos en los instrumentos cons' .
Naciones Unidas y sus organismos especializados o en convenciones ® . '
no impedirán que los Estados partes recurran a otros procedimientos para petén
troversia, de conformidad con convenios internacionales generales o espe
en vigor entre ellos.

Parte ill

Artículo 17

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros de las
Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, asi corno ® °
tado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier otro Estado
invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser parte en la presente
Convención.

2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de ratificación se
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
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Artículo 18

1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera de los Estados
mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra.

2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de las
Naciones Unidas.

Artículo 19

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya
sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después de
haber sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de adhesión, la
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya
depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 20

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los Estados
que sean o lleguen a ser partes en la presente Convención los textos de las reservas for
muladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhesión. Todo Estado
que tenga objeciones a una reserva notificará al Secretario General que no la acepta, y
esta notificación deberá hacerse dentro de los noventa días siguientes a la fecha de la
comunicación del Secretario General.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la presente
Convención, ni se permitirá ninguna reserva que pueda inhibir el funcionamiento de cual
quiera de los órganos establecidos en virtud de la presente Convención. Se considerará
que una reserva es incompatible o inhibitoria si, por lo menos, las dos terceras partes de
ios Estados partes en la Convención formulan objeciones a la misma.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, enviándose para ello una notifica
ción al Secretano General. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de su recepción.

Artículo 21

Todo Estado parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación dirigida al
Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un año después de la
fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación.

Artículo 22

Toda controversia entre dos o más Estados partes con respecto a la interpretación o a la apli
cación de la presente Convención, que no se resuelva mediante negociaciones o mediante
los procedimientos que se establecen expresamente en ella, será sometida a la decisión de
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la Corte Internacional de Justicia a instancia de cualquiera de las partes en la controversia, a
menos que éstas convengan en otro modo de solucionarla.

Artículo 23

1. Todo Estado parte podrá formular en cualquier tiempo una demanda de revisión de la
presente Convención por medio de notificación escrita dirigida al Secretario General de
las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas que deban
tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda.

Artículo 24

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados
en el párrafo 1 del articulo 17 supra:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en los artículos 17 y
18;

b) La fecha en que entre en vigor la presente Convención, conforme a lo dispuesto en el
articulo 19;

c) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los artículos 14, 20 y 23,
d) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 21.

Artículo 25

1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son igual
mente auténticos, será depositada en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas de la presente
Convención a todos los Estados pertenecientes a cualquiera de las categorías mencionadas
en el párrafo 1 del artículo 17 supra.
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CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD
BIOLÓGICA

JUNIO DE 1992

Preámbulo

Las Partes Contratantes,

Conscientes del valor intrínseco de la diversidad biológica y de los valores ecológicos, 96né-
ticos, sociales, económicos, científicos, educativos, culturales, recreativos y estéticos de a
diversidad biológica y sus componentes.

Conscientes asimismo de la importancia de la diversidad biológica para la evolución y para el
mantenimiento de los sistemas necesarios para la vida de la biosfera.

Afirmando que la conservación de la diversidad biológica es interés común de toda la huma
nidad.

Reafirmando que los Estados tienen derechos soberanos sobre sus propios recursos bioló
gicos.

Reafirmando asimismo que los Estados son responsables de la conservación de su diversi
dad biológica y de la utilización sostenible de sus recursos biológicos.

Preocupadas por la considerable reducción de la diversidad biológica como consecuencia de
determinadas actividades humanas.

Conscientes de la general falta de información y conocimientos sobre la diversidad biológica
y de la urgente necesidad de desarrollar capacidades científicas, técnicas e institucionales
para lograr un entendimiento básico que permita planificar y aplicar las medidas adecuadas,

Observando que es vital prever, prevenir y atacar en su fuente las causas de reducción o
pérdida de la diversidad biológica,
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Observando también que cuando exista una amenaza de reducción o pérdida sustancial de la
diversidad biológica no debe alegarse la falta de pruebas científicas inequívocas como razón
para aplazar las medidas encaminadas a evitar o reducir al mínimo esa amenaza,

Observando asimismo que la exigencia fundamental para la conservación

de la diversidad biológica es la conservación in situ de los ecosistemas y hábitats naturales
y el mantenimiento y la recuperación de poblaciones viables de especies en sus entornos
naturales,

Observando igualmente que la adopción de medidas ex situ, preferentemente en el pais de
origen, también desempeña una función importante.

Reconociendo la estrecha y tradicional dependencia de muchas comunidades locales y po
blaciones indígenas que tienen sistemas de vida tradicionales basados en los recursos bioló
gicos, y la conveniencia de compartir equitativamente los beneficios que se derivan de la uti
lización de los conocimientos tradicionales, las innovaciones y las prácticas pertinentes para
la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes.

Reconociendo asimismo la función decisiva que desempeña la mujer en la conservación y la
utilización sostenible de la diversidad biológica y afirmando la necesidad de la plena participa
ción de la mujer en todos los niveles de la formulación y ejecución de políticas encaminadas
a la conservación de la diversidad biológica.

Destacando la importancia y la necesidad de promover la cooperación internacional, regional
y mundial entre los Estados y las organizaciones intergubernamentales y el sector no guber
namental para la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus
componentes.

Reconociendo que cabe esperar que el suministro de recursos financieros suficientes, nue
vos y adicionales y el debido acceso a las tecnologías pertinentes puedan modificar consi
derablemente la capacidad mundial de hacer frente a la pérdida de la diversidad biológica.

Reconociendo también que es necesario adoptar disposiciones especiales para atender a
las necesidades de los países en desarrollo, incluidos el suministro de recursos financieros
nuevos y adicionales y el debido acceso a las tecnologías pertinentes.

Tomando nota a este respecto de las condiciones especiales de los paises menos adelanta
dos y de los pequeños Estados insulares.

Reconociendo que se precisan inversiones considerables para conservar la diversidad bio
lógica y que cabe esperar que esas inversiones entrañen una amplia gama de beneficios
ecológicos económicos y sociales.

Reconociendo que el desarrollo económico y social y la erradicación de la pobreza son prio
ridades básicas y fundamentales de los países en desarrollo.
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Conscientes de que la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica tie-
■^en importancia critica para satisfacer las necesidades alimentarias, de salud y de otra na
turaleza de la población mundial en crecimiento, para lo que son esenciales el acceso a los
recursos genéticos y a las tecnologías, y la participación en esos recursos y tecnologías,

Tomando nota de que. en definitiva, la conservación y la utilización sostenible de la diversidad
biológica fortalecerán las relaciones de amistad entre los Estados y contribuirán a la paz de
la humanidad,

Deseando fortalecer y complementar los arreglos internacionales existentes para la conser
vación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus componentes, y

Rosueltas a conservar y utilizar de manera sostenible la diversidad biológica en beneficio de
las generaciones actuales y futuras.

Han acordado lo siguiente:

Artículo 1. Objetivos
Los objetivos del presente Convenio, que se han de perseguir de conformidad (Mn sus
siciones pertinentes, son la conservación de la diversidad biológica, la utilización sostent e
de sus componentes y la participación justa y equitativa en los beneficios que se dwven e
la utilización de los recursos genéticos, mediante, entre otras cosas, un acceso ade^a
a esos recursos y una transferencia apropiada de las tecnologías pertinentes, °
cuenta todos los derechos sobre esos recursos y a esas tecnologías, así como me tan
financiación apropiada.

Artículo 2. Términos utilizados

A los efectos del presente Convenio:

Por "área protegida" se entiende un área definida geográficamente que haya sido designada
o regulada y administrada a fin de alcanzar objetivos específicos de conservación.
Por "biotecnología" se entiende toda aplicación tecnológica que utilice sistemas biológicos y
organismos vivos o sus derivados para la creación o modificación e pro uc os o procesos
para usos específicos.

Por "condiciones in situ" se entienden las condiciones en que existen recursos genéticos
dentro de ecosistemas y hábitats naturales y, en el caso de las especies domesticadas o
cultivadas, en los entornos en que hayan desarrollado sus propiedades especificas.
Por "consen/ación ex situ" se entiende la conservación de componentes de la diversidad
biológica fuera de sus hábitats naturales.

Por "conservación in situ" se entiende la conservación de los ecosistemas y los hábitats natu
rales y el mantenimiento y recuperación de poblaciones viables de especies en sus entornos
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naturales y. en el caso de las especies domesticadas y cultivadas, en los entornos en que
hayan desarrollado sus propiedades especificas.

Por "diversidad biológica" se entiende la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente,
incluidos, entre otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuá
ticos y los complejos ecológicos de los que forman parte; comprende la diversidad dentro de
cada especie, entre las especies y de los ecosistemas.

Por "ecosistema" se entiende un complejo dinámico de comunidades vegetales, animales y
de microorganismos y su medio no viviente que interactúan como una unidad funcional.

Por "especie domesticada o cultivada" se entiende una especie en cuyo proceso de evolución
han influido los seres humanos para satisfacer sus propias necesidades.

Por "hábitaf'se entiende el lugar o tipo de ambiente en el que existen naturalmente un orga
nismo o una población.

Por "material genético" se entiende todo material de origen vegetal, animal, microbiano o de
otro tipo que contenga unidades funcionales de la herencia.

Por "organización de integración económica regional" se entiende una organización constitui
da por Estados soberanos de una región determinada, a la que sus Estados miembros han
transferido competencias en los asuntos regidos por el presente Convenio y que ha sido de
bidamente facultada, de conformidad con sus procedimientos internos, para firmar, ratificar,
aceptar o aprobar el Convenio o adherirse a él.

Por 'pais de origen de recursos genéticos" se entiende el país que posee esos recursos ge
néticos en condiciones in situ.

Por país que aporta recursos genéticos" se entiende el país que suministra recursos genéti
cos o terfidos de fuentes in situ, incluidas las poblaciones de especies silvestres y domesti
cadas, o de fuentes ex situ, que pueden tener o no su origen en ese pais.
Por recursos biológicos se entienden los recursos genéticos, los organismos o partes de
ellos, las poblaciones, o cualquier otro tipo del componente biótico de los ecosistemas de
valor o utilidad real o potencial para la humanidad.

Por "recursos genéticos" se entiende el material genético de valor real o potencial.
El término 'Yecno/og/a" incluye la biotecnología.

Por utilización sostenible se entiende la utilización de componentes de la diversidad bio
lógica de un modoyaun ritmo que no ocasione la disminución a largo plazo de la diversidad
biológica, con lo cual se mantienen las posibilidades de ésta de satisfacer las necesidades y
las aspiraciones de las generaciones actuales y futuras.

Artículo 3. Principio

De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y con los principios del derecho interna
cional, los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos en aplicación
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de su propia política ambiental y la obligación de asegurar que las actividades que se lleven
a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio de otros Estados o
de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional.

Artículo 4. Ambito jurisdiccional
Con sujeción a los derechos de otros Estados, y a menos que se establezca expresamente
otra cosa en el presente Convenio, las disposiciones del Convenio se aplicarán, en relación
con cada Parte Contratante:

a) En el caso de componentes de la diversidad biológica, en las zonas situadas dentro de
los límites de su jurisdicción nacional: y

b) En el caso de procesos y actividades realizados bajo su jurisdicción o control, y con inde
pendencia de dónde se manifiesten sus efectos, dentro o fuera de las zonas sujetas a su
jurisdicción nacional.

Articulo 5. Cooperación
Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, cooperará con otras
Partes Contratantes, directamente o, cuando proceda, a través de las organizaciones inter
nacionales competentes, en lo que respecta a las zonas no sujetas a jurisdicción nacional,
y en otras cuestiones de interés común para la conservación y la utilización sostenible de la
diversidad biológica.

Articulo 6. Medidas generales a los efectos de la conservación y la utilización
sostenible

Cada Parte Contratante, con arreglo a sus condiciones y capacidades particulares: •
a) Elaborará estrategias, planes o programas nacionales para la conservación y la utilización

sostenible de la diversidad biológica o adaptará para ese fin las estrategias, planes o pro
gramas existentes, que habrán de reflejar, entre otras cosas, las medidas establecidas en
el presente Convenio que sean pertinentes para la Parte Contratante interesada, y

b) Integrará, en la medida de lo posible y según proceda, la consen^ación y la utilización
sostenible de la diversidad biológica en los planes, programas y políticas sectoriales o
intersectoriales.

Articulo 7. Identificación y seguimiento
Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, en especial para los
fines de los articulos8a10:

a) Identificará los componentes de la diversidad biológica que sean importantes para su con
servación y utilización sostenible, teniendo en consideración la lista indicativa de categorías
que figura en el anexo I;
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b) Procederá, mediante muestreo y otras técnicas, al seguimiento de los componentes de la
diversidad biológica identificados de conformidad con el apartado a), prestando especial
atención a los que requieran la adopción de medidas urgentes de conservación y a los
que ofrezcan el mayor potencial para la utilización sostenible;

c) Identificará los procesos y categorías de actividades que tengan, o sea probable que
tengan, efectos perjudiciales importantes en la conservación y utilización sostenible de la
diversidad biológica y procederá, mediante muestreo y otras técnicas, al seguimiento de
esos efectos; y

d) Mantendrá y organizará, mediante cualquier mecanismo, los datos derivados de las ac
tividades de identificación y seguimiento de conformidad con los apartados a), b) y c) de
este articulo.

Artículo 8. Conservación In situ

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda;

a) Establecerá un sistema de áreas protegidas o áreas donde haya que tomar medidas es
peciales para conservar la diversidad biológica;

b) Cuando sea necesario, elaborará directrices para la selección, el establecimiento y la
ordenación de áreas protegidas o áreas donde haya que tomar medidas especiales para
conservar la diversidad biológica;

c) Reglamentará o administrará los recursos biológicos importantes para ia conservación de
a diversidad biológica, ya sea dentro o fuera de las áreas protegidas, para garantizar su
conservación y utilización sostenible;

d) Proryioverá la protección de ecosistemas y hábitats naturales y el mantenimiento de po
blaciones viables de especies en entornos naturales;

e) Promoverá un desarrollo ambientalmente adecuado y sostenible en zonas adyacentes a
areas protegidas, con miras a aumentar la protección de esas zonas;

f) Rehabilit^á y restaurará ecosistemas degradados y promoverá la recuperación de especies
arnenaza as, en^e otras cosas mediante la elaboración y la aplicación de planes u otras
estrategias de ordenación; ^ i- ^

medios para regular, administrar o controlar los riesgos deriva
dos de la utilización y la liberación de organismos vivos modificados como resultado de la
biotecnología que es probable tengan repercusiones ambientales adversas que puedan
afectar a la conservaciónyala utilización sostenible de la diversidad biológica, teniendo
también en cuenta los riesgos para la salud humana;

h) Impedirá que se introduzcan, controlará o erradicará las especies exóticas que amenacen
a ecosistemas, hábitats o especies;
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i) Procurará establecer las condiciones necesarias para armonizar las utilizaciones actuales
con la conservación de la diversidad biológica y la utilización sostenible de sus compo
nentes:

j) Con arreglo a su legislación nacional, respetará, preservará y mantendrá los conocimien
tos, las innovaciones y las prácticas de las comunidades indígenas y locales que entrañen
estilos tradicionales de vida pertinentes para la conservación y la utilización sostenible
de la diversidad biológica y promoverá su aplicación más amplia, con la aprobación y la
participación de quienes posean esos conocimientos, innovaciones y prácticas, y fomen
tará que los beneficios derivados de la utilización de esos conocimientos, innovaciones y
prácticas se compartan equitativamente;

k) Establecerá o mantendrá la legislación necesaria y/u otras disposiciones de reglamentación
para la protección de especies y poblaciones amenazadas;

I) Cuando se haya determinado, de conformidad con el artículo 7, un efecto adverso impor
tante para la diversidad biológica, reglamentará u ordenará los procesos y categorías e
actividades pertinentes; y

m) Cooperará en el suministro de apoyo financiero y de otra naturaleza para la conse^ación
in situ a que se refieren los apartados a) a I) de este artículo, particularmente a pa ses en
desarrollo.

Artículo 9. Conservación ex situ

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, y principalmente a fin
de complementar las medidas in situ:

a) Adoptará medidas para la conservación ex s'itu de componentes de la diversidad biológica,
preferiblemente en el país de origen de esos componentes;

b) Establecerá y mantendrá instalaciones para la conservación ex situ y
plantas, animales y microorganismos, preferiblemente en el país de ongen e r
genéticos;

c) Adoptará medidas destinadas a la recuperación y rehabilitación de las
zadasyala reintroducción de éstas en sus hábitats naturales en condicones apropiadas,

d) Reglamentará y gestionará la recolección de recursos biológicos de los hábitats
a efectos de conservación ex situ, con objeto de no amenazar los ecosis emas P
blaciones in sita de las especies, salvo cuando se requieran medidas ex situ temp
especiales conforme al apartado c) de este artículo; y

e) Cooperará en el suministro de apoyo financiero y de otra naturaleza para la conservación
ex situ a que se refieren los apartados a) a d) de este artículo y en el establecimiento y
mantenimiento de instalaciones para la conservación ex situ en países en desarrollo.
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Artículo 10. Utilización sostenible de los componentes de la diversidad biológica

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda:

a) Integrará el examen de la conservación y la utilización sostenible de los recursos biológicos
en los procesos nacionales de adopción de decisiones;

b) Adoptará medidas relativas a la utilización de los recursos biológicos para evitar o reducir
al mínimo los efectos adversos para la diversidad biológica;

c) Protegerá y alentará la utilización consuetudinaria de los recursos biológicos, de confor
midad con las prácticas culturales tradicionales que sean compatibles con las exigencias
de la conservación o de la utilización sostenible;

d) Prestará ayuda a las poblaciones locales para preparar y aplicar medidas correctivas en
las zonas degradadas donde la diversidad biológica se ha reducido; y

e) Fomentará la cooperación entre sus autoridades gubernamentales y su sector privado en
la elaboración de métodos para la utilización sostenible de los recursos biológicos.

Articulo 11. Incentivos

Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda, adoptará medidas
económica y socialmente idóneas que actúen como incentivos para la conservación y la utili
zación sostenible de los componentes de la diversidad biológica.

Articulo 12. Investigación y capacitación

Las Partes Contratantes, teniendo en cuenta las necesidades especiales de los países en
desarrollo:

a) Establecerán y mantendrán programas de educación y capacitación científica y técnica en
medidas de identificación, conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica y
sus componentes y prestarán apoyo para tal fin centrado en las necesidades especificas
de los países en desarrollo;

b) Promoverán y fomentarán la investigación que contribuya a la conservaciónyala utilización
sostenible de la diversidad biológica, particularmente en los países en desarrollo, entre
otras cosas, de conformidad con las decisiones adoptadas por la Conferencia de las Partes
a raíz de las recomendaciones del órgano subsidiario de asesoramiento científico, técnico
y tecnológico; y

c) De conformidad con las disposiciones de los artículos 16, 18 y 20, promoverán la utiliza
ción de los adelantos científicos en materia de investigaciones sobre diversidad biológica
para la elaboración de métodos de conservación y utilización sostenible de los recursos
biológicos, y cooperarán en esa esfera.
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Artículo 13. Educación y conciencia pública

Las Partes Contratantes;

a) Promoverán y fomentarán la comprensión de la importancia de la conservación de la di
versidad biológica y de las medidas necesarias a esos efectos, asi como su propagación
a través de ios medios de información, y la inclusión de esos temas en ios programas de
educación; y

b) Cooperarán, según proceda, con otros Estados y organizaciones internacionales en la
elaboración de programas de educación y sensibilización del público en lo que respecta
a la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica.

Articulo 14. Evaluación del impacto y reducción ai mínimo del impacto adverso
1. Cada Parte Contratante, en la medida de lo posible y según proceda.

a) Establecerá procedimientos apropiados por los que se exija la evaluación del impacto
ambiental de sus proyectos propuestos que puedan tener efectos adversos irnpo an
tes para la diversidad biológica con miras a evitar o reducir al mínimo esos e ec os y,
cuando proceda, permitirá la participación del público en esos procedimientos.

b) Establecerá arreglos apropiados para asegurarse de que se tengan debidamente en
cuenta las consecuencias ambientales de sus programas y políticas que puedan tener
efectos adversos importantes para la diversidad biológica,

c) Promoverá, con carácter reciproco, la noUflcación, el intercambio be Intormadón >
consultas acerca de las actividades bajo su jurisdicción o <»n ro qu p cetapos
tendrían efectos adversos importantes para la diversidad bio acuerdos
o de zonas no sujetas a jurisdicción nacional, alentando la con
bilaterales, regionales o multilaterales, según proceda,

d) Notificará inmediatamente, en caso de que se originen bajo
peligros inminentes o graves para la diversidad biológica o ano |¡n,¡tes de la
la zona bajo la jurisdicción de otros Estados o en 2o^
jurisdicción nacional, a los E^'^b^uo pu^ban^
esos danos, ademas de iniciar medidas para preve
o esos daños; y . . .

e) Promoverá arréalos nacionales sobre medidas de emergencia relacionadas con
actividades Trcontecimientos naturales o de otra índole que entranen graves e in
minentes peligros para la diversidad biológica, apoyara la cooperación internacional
para complementar esas medidas nacionales y. cuando proceda y con el acuerdo de
los Estados o las organizaciones regionales de integración económica interesados,
establecerá planes conjuntos para situaciones imprevistas.

2. La Conferencia de las Partes examinará, sobre la base de estudios que se llevarán a cabo,
la cuestión de la responsabilidad y reparación, incluso el restablecimiento y la indemniza
ción por daños causados a la diversidad biológica, salvo cuando esa responsabilidad sea
una cuestión puramente interna.
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Artículo 15. Acceso a los recursos genéticos

1. En reconocimiento de los derechos soberanos de los Estados sobre sus recursos natu

rales, la facultad de regular el acceso a los recursos genéticos incumbe a los gobiernos
nacionales y está sometida a la legislación nacional.

2. Cada Parte Contratante procurará crear condiciones para facilitar a otras Partes Contra
tantes el acceso a los recursos genéticos para utilizaciones ambientalmente adecuadas,
y no imponer restricciones contrarias a los objetivos del presente Convenio.

3. A los efectos del presente Convenio, los recursos genéticos suministrados por una Parte
Contratante a los que se refieren este artículo y los artículos 16 y 19 son únicamente los
suministrados por Partes Contratantes que son países de origen de esos recursos o por
las Partes que hayan adquirido los recursos genéticos de conformidad con el presente
Convenio.

4. Cuando se conceda acceso, éste será en condiciones mutuamente convenidas y estará
sometido a lo dispuesto en el presente articulo.

5. El acceso a los recursos genéticos estará sometido al consentimiento fundamentado previo
de la Parte Contratante que proporciona los recursos, a menos que esa Parte decida otra
cosa.

6. Cada Parte Contratante procurará promover y realizar investigaciones científicas basa-
as en los recursos genéticos proporcionados por otras Partes Contratantes con la plena

participación de esas Partes Contratantes, y de ser posible en ellas.
7. Cada Parte Contratante tomará medidas legislativas, administrativas o de política, según

proce a, e conformidad con los artículos 16 y 19 y, cuando sea necesario, por conducto
e mecanismo financiero previsto en los artículos 20 y 21, para compartir en forma justa

y equi ativa los resultados de las actividades de investigación y desarrollo y los beneficios
enya os e la utilización comercial y de otra índole de los recursos genéticos con la Parte
on ra an e que aporta esos recursos. Esa participación se llevará a cabo en condiciones

mutuamente acordadas.

Articulo 16. Acceso a la tecnología y transferencia de tecnología
1. Cada Parte Contratante, reconociendo que la tecnología incluye la biotecnología, y que

tanto el acceso a la tecnología como su transferencia entre Partes Contratantes son ele
mentos esenciales para el logro de los objetivos del presente Convenio, se compromete,
con sujeción a las disposiciones del presente articulo, a asegurar y/o facilitar a otras
Partes Contratantes el acceso a tecnologías pertinentes para la conservación y utilización
sostenible de la diversidad biológica o que utilicen recursos genéticos y no causen daños
significativos al medio ambiente, así como la transferencia de esas tecnologías.

2. El acceso de los países en desarrollo a la tecnología y la transferencia de tecnología a
esos países, a que se refiere el párrafo 1, se asegurará y/o facilitará en condiciones justas
y en los términos más favorables. Incluidas las condiciones preferenciales y concesionarias
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que se establezcan de común acuerdo, y, cuando sea necesario, de conformidad con el
mecanismo financiero establecido en los artículos 20 y 21. En el caso de tecnología suje
ta a patentes y otros derechos de propiedad intelectual, el acceso a esa tecnología y su
transferencia se asegurarán en condiciones que tengan en cuenta la protección adecuada
y eficaz de los derechos de propiedad intelectual y sean compatibles con ella. La aplicación
de este párrafo se ajustará a los párrafos 3,4y5del presente artículo.

3. Cada Parte Contratante tomará medidas legislativas, administrativas o de política, según
proceda, con objeto de que se asegure a las Partes Contratantes, en particular las que son
países en desarrollo, que aportan recursos genéticos, el acceso a la tecnología que utiíice
ese material y la transferencia de esa tecnología, en condiciones mutuamente acordadas,
incluida la tecnología protegida por patentes y otros derechos de propiedad intelectual,
cuando sea necesario mediante las disposiciones de los artículos 20 y 21, y con arreglo
al derecho internacional y en armonía con los párrafos4y5del presente artículo.

4. Cada Parte Contratante tomará medidas legislativas, administrativas o de política, según
proceda, con objeto de que el sector privado facilite el acceso a la tecnología a que se
refiere el párrafo 1, su desarrollo conjunto y su transferencia en beneficio de las institu
ciones gubernamentales y el sector privado de los países en desarrollo, y a ese respecto
acatará las obligaciones establecidas en los párrafos 1,2y3del presente artículo.

5. Las Partes Contratantes, reconociendo que las patentes y otros derechos de propiedad
intelectual pueden influir en la aplicación del presente Convenio, cooperarán a este res
pecto de conformidad con la legislación nacional y el derecho internacional para velar por
que esos derechos apoyen y no se opongan a los objetivos del presente Convenio.

Artículo 17. Intercambio de información

1. Las Partes Contratantes facilitarán el intercambio de información de todas las
públicamente disponibles pertinente para la conservación y la utilización sosteni e e
la diversidad biológica, teniendo en cuenta las necesidades especiales de los países en
desarrollo.

2. Ese intercambio de información incluirá el intercambio de los resultados de las investiga
ciones técnicas, científicas y socioeconómicas, así como información so re programas
de capacitación y de estudio, conocimientos especializados, conocimien os au oc onos y
tradicionales, por sí solos y en combinación con las tecnologías mencionadas en el párrafo
1 del articulo 16. También incluirá, cuando sea viable, la repatriación de la información.

Articulo 18. Cooperación cientifíca y técnica

1. Las Partes Contratantes fomentarán la cooperación científica y técnica internacional en la
esfera de la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica, cuando sea
necesario por conducto de las instituciones nacionales e Internacionales competentes.

2. Cada Parte Contratante promoverá la cooperación científica y técnica con otras Partes
Contratantes, en particular los países en desarrollo, en la aplicación del presente Conve-
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nio, mediante, entre otras cosas, el desarrollo y la aplicación de políticas nacionales. Al
fomentar esa cooperación debe prestarse especial atención al desarrollo y fortalecimiento
de la capacidad nacional, mediante el desarrollo de los recursos humanos y la creación
de Instituciones.

3. La Conferencia de las Partes, en su primera reunión, determinará la forma de establecer
un mecanismo de facilitación para promover y facilitar la cooperación científica y técnica.

4. De conformidad con la legislación y las políticas nacionales, las Partes Contratantes
fomentarán y desarrollarán métodos de cooperación para el desarrollo y utilización de
tecnologías. Incluidas las tecnologías autóctonas y tradicionales, para la consecución
de los objetivos del presente Convenio. Con tal fin, las Partes Contratantes promoverán
también la cooperación para la capacitación de personal y el Intercambio de expertos.

5. Las Partes Contratantes, si así lo convienen de mutuo acuerdo, fomentarán el estableci
miento de programas conjuntos de Investigación y de empresas conjuntas para el desarrollo
de tecnologías pertinentes para los objetivos del presente Convenio.

Artículo 19. Gestión de la biotecnología y distribución de sus beneficios

1. Cada Parte Contratante adoptará medidas legislativas, administrativas o de política, según
proceda, para asegurar la participación efectiva en las actividades de Investigación sobre
biotecnología de las Partes Contratantes, en particular los países en desarrollo, que apor
tan recursos genéticos para tales investigaciones, y, cuando sea factible, en esas Partes
Contratantes.

2. Cada Parte Contratante adoptará todas las medidas practicables para promover e Impulsar
en condiciones justas y equitativas el acceso prioritario de las Partes Contratantes, en
particular los países en desarrollo, a los resultados y beneficios derivados de las biotec
nologías basadas en recursos genéticos aportados por esas Partes Contratantes. Dicho
acceso se concederá conforme a condiciones determinadas por mutuo acuerdo.

3. Las Partes estudiarán la necesidad y las modalidades de un protocolo que establezca
procedimientos adecuados. Incluido en particular el consentimiento fundamentado previo,
en la esfera de la transferencia, manipulación y utilización de cualesquiera organismos
vivos modificados resultantes de la biotecnología que puedan tener efectos adversos para
la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica.

4. Cada Parte Contratante proporcionará, directamente o exigiéndoselo a toda persona
natural o jurídica bajo su jurisdicción que suministre los organismos a los que se hace
referencia en el párrafo 3, toda la Información disponible acerca de las reglamentaciones
relativas al uso y la seguridad requeridas por esa Parte Contratante para la manipulación
de dichos organismos, así como toda Información disponible sobre los posibles efectos
adversos de los organismos específicos de que se trate, a la Parte Contratante en la que
esos organismos hayan de Introducirse.
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Artículo 20. Recursos financieros

1. Cada Parte Contratante se compromete a proporcionar, con arreglo a su capacidad, apoyo
e incentivos financieros respecto de las actividades que tengan la finalidad de alcanzar los
objetivos del presente Convenio, de conformidad con sus planes, prioridades y programas
nacionales.

2. Las Partes que son países desarrollados proporcionarán recursos financieros nuevos y
adicionales para que las Partes que son países en desarrollo puedan sufragar íntegra
mente los costos increméntales convenidos que entrañe la aplicación de medidas en
cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del presente Convenio y beneficiar
se de las disposiciones del Convenio. Esos costos se detemiinarán de común acuerdo
entre cada Parte que sea país en desarrollo y la estructura institucional contemplada en
el articulo 21, de conformidad con la política, la estrategia, las prioridades programáticas,
los criterios de elegibilidad y una lista indicativa de costos increméntales establecida por
la Conferencia de las Partes. Otras Partes, incluidos los países que se encuentran en un
proceso de transición hacia una economía de mercado, podrán asumir vo un ariamen e
las obligaciones de las Partes que son países desarrollados.
A los efectos del presente artículo, la Conferencia de las Partes estableara, en su primera
reunión, una lista de Partes que son países desarrollados y de otras Partes
voluntariamente las obligaciones de las Partes que son países desarro a o •
renda de las Partes examinará periódicamente la lista y la modificara si es ne •
fomentará también la aportación de contribuciones voluntarias por f®
fuentes. Para el cumplimiento de esos compromisos se tendrán en
conseguir que la corriente de fondos sea suficiente, previsible y oportuna y la importancia
de distribuir los costos entre las Partes contribuyentes incluidas en la lista.

3. Las Partes que son países desarrollados podrán aportar asimismo
relacionados con la aplicación del presente Convenio por conducto de canales bjateraiy.
regionales y multilaterales de otro tipo, y las Partes que son países en e
utilizar dichos recursos.

4. La medida en que las Partes que sean países eri desarrollo
obligaciones contraídas en virtud de este Convenio depen er
porls Partes que sean países desarrollados de sus obliga®'®"®®
venio relativas a los recursos financierosyala transferencia e 9 . .. ..
namente en cuenta a este respecto que el desartollo economico y
de la pobreza son las prioridades primordiales y supremas de las Partes que son países
en desarrollo.

5. Las Partes tendrán plenamente en cuenta las necesidades concretas y la s'rtuación especial
de los países menos adelantados en sus medidas relacionadas con la financiación y la
transferencia de tecnología.

6. Las Partes Contratantes también tendrán en cuenta las condiciones especiales que son
resultado de la dependencia respecto de la diversidad biológica, su distribución y su
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ubicación, en las Partes que son países en desarrollo, en especial los Estados insulares
pequeños.

7. También se tendrá en cuenta la situación especial de los países en desarrollo incluidos
los que son más vulnerables desde el punto de vista del medio ambiente, como los que
poseen zonas áridas y semiáridas, costeras y montañosas.

Artículo 21. Mecanismo financiero

1. Se establecerá un mecanismo para el suministro de recursos financieros a los países en
desarrollo Partes a los efectos del presente Convenio, con carácter de subvenciones o
en condiciones favorables, y cuyos elementos fundamentales se describen en el presente
artículo. El mecanismo funcionará bajo la autoridad y orientación de la Conferencia de las
Partes a los efectos de este Convenio, ante quien será responsable. Las operaciones del
mecanismo se llevarán a cabo por conducto de la estructura institucional que decida la
Conferencia de las Partes en su primera reunión. A los efectos del presente Convenio, la
Conferencia de las Partes determinará la política, la estrategia, las prioridades programá
ticas y los criterios para el acceso a esos recursos y su utilización. En las contribuciones
se habrá de tener en cuenta la necesidad de una corriente de fondos previsible, suficiente
y oportuna, tal romo se indica en el articulo 20 y de conformidad con el volumen de re
cursos necesarios, que la Conferencia de las Partes decidirá periódicamente, así como
a importancia de compartir los costos entre las Partes contribuyentes incluidas en la lista
mencionada en el párrafo 2 del artículo 20. Los países desarrollados Partes y otros países
y rúen es podran también aportar contribuciones voluntarias. El mecanismo funcionará con
un sistema de gobierno democrático y transparente.

del presente Convenio, la Conferencia de las Partes
reunión la política, la estrategia y las prioridades programáticas,

I como as irectrices y los criterios detallados para el acceso a los recursos financieros
y su utilización, incluidos el seguimiento y la evaluación periódicos de esa utilización. La

f  ̂̂ ^es acordará las disposiciones para dar efecto al párrafo 1, tras
financiero " ̂ ructura institucional encargada del funcionamiento del mecanismo

3. La Conferenda de las Partes examinará la eficacia del mecanismo establecido con arre-
g o a es e a icu o, comprendidos los criterios y las directrices a que se hace referencia
en e o cuan o ayan transcurrido al menos dos años de la entrada en vigor del
presen e onv^nio, y periódicamente en adelante. Sobre la base de ese examen adoptará
las medidas adecuadas para mejorar la eficacia del mecanismo, si es necesario.

4. Las Partes Contratantes estudiarán la posibilidad de reforzar las instituciones financieras
existentes con el fin de facilitar recursos financieros para la conservación y la utilización
sostenible de la diversidad biológica.
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Artículo 22. Relación con otros convenios Internacionales

1. Las disposiciones de este Convenio no afectarán a ios derechos y obligaciones de toda
Parte Contratante derivados de cualquier acuerdo internacional existente, excepto cuando
el ejercicio de esos derechos y el cumplimiento de esas obligaciones pueda causar graves
daños a la diversidad biológica o ponerla en peligro.

2. Las Partes Contratantes aplicarán el presente Convenio con respecto al medio marino, de
conformidad con los derechos y obligaciones de los Estados con arreglo al derecho del
mar.

Articulo 23. Conferencia de las Partes

1. Queda establecida una Conferencia de las Partes. El Director Ejecutivo del Programa de las
Naciones Unidas para el Medio Ambiente convocará la primera reunión de la Conferencia
de las Partes a más tardar un año después de la entrada en vigor del presente Convenio.
De allí en adelante, las reuniones ordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán
a los intervalos regulares que determine la Conferencia en su primera reunión.

2. Las reuniones extraordinarias de la Conferencia de las Partes se celebrarán cuando la
Conferencia lo estime necesario o cuando cualquiera de las Partes lo solicite por escrito,
siempre que, dentro de los seis meses siguientes de haber recibido de la secretaría co
municación de dicha solicitud, un tercio de las Partes, como mínimo, la apoye.

3. La Conferencia de las Partes acordará y adoptará por consenso su reglamento interno y
los de cualesquiera órganos subsidiarios que establezca, así como el reglamento financi^
que regirá la financiación de la Secretaría. En cada reunión ordinaria, la Conferencia de
las Partes aprobará un presupuesto para el ejercicio financiero que transcumra as a
reunión ordinaria siguiente.

4. La Conferencia de las Partes examinará la aplicación de este Convenio y, con ese fin.
a) Establecerá la forma y los intervalos para transmitir la información que deberá presen

tarse de conformidad con el articulo 26, y examinará esa información, asi como os
informes presentados por cualquier órgano subsidiario;

b) Examinará el asesoramiento científico, técnico y tecnológico sobre la diversidad bio
lógica facilitado conforme al articulo 25;

c) Examinará y adoptará, según proceda, protocolos de conformidad con el articulo 28;
d) Examinará y adoptará, según proceda, las enmiendas al presente Convenio y a sus

anexos, conforme a los artículos 29 y 30;

e) Examinará las enmiendas a todos los protocolos, asi como a todos los anexos de
los mismos y, si asi se decide, recomendará su adopción a las Partes en el protocolo
pertinente;

f) Examinará y adoptará anexos adicionales al presente Convenio, según proceda, de
conformidad con el articulo 30;
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g) Establecerá los órganos subsidiarios, especialmente de asesoramiento científico y
técnico, que se consideren necesarios para la aplicación del presente Convenio;

h) Entrará en contacto, por medio de la Secretaría, con los órganos ejecutivos de los
convenios que traten cuestiones reguladas por el presente Convenio, con miras a
establecer formas adecuadas de cooperación con ellos; e

i) Examinará y tomará todas las demás medidas necesarias para la consecución de
los objetivos del presente Convenio a la luz de la experiencia adquirida durante su
aplicación.

5. Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Internacional de
Energía Atómica, así como todo Estado que no sea Parte en el presente Convenio, po
drán estar representados como observadores en las reuniones de la Conferencia de las
Partes. Cualquier otro órgano u organismo nacional o internacional, ya sea gubernamental
o no gubernamental, con competencia en las esferas relacionadas con la conservación
y utilización sostenible de la diversidad biológica, que fiaya informado a la Secretaria de
su deseo de estar representado, como observador, en una reunión de la Conferencia de
las Partes, podrá ser admitido a participar salvo si un tercio, por lo menos, de las Partes
presentes se oponen a ello.

La admisión y participación de observadores estarán sujetas al reglamento aprobado por la
Conferencia de las Partes.

Artículo 24. Secretaria

1. Queda establecida una secretaria, con las siguientes funciones;
a) Organizar las reuniones de la Conferencia de las Partes previstas en el articulo 23, y

prestar los servicios necesarios;

b) Desempeñar las funciones que se le asignen en los protocolos;
c) Preparar informes acerca de las actividades que desarrolle en desempeño de sus

Parttó"^^ Convenio, para presentarlos a la Conferencia de las
d) Asegi^ar la coordinación necesaria con otros órganos internacionales pertinentes y,

en pa icu ar, concertar los arreglos administrativos y contractuales que puedan ser

necesarios para el desempeño eficaz de sus funciones; y
e) Desempeñar las demás funciones que determine la Conferencia de las Partes.

2. En su primera reunión ordinaria, la Conferencia de las Partes designará la Secretaria
escogiéndola entre las organizaciones internacionales competentes que se hayan mos
trado dispuestas a desempeñar las funciones de Secretaria establecidas en el presente
Convenio.



INSTRUMENTOS Naaonales o Intemaaonalos para la Doforjsa ji ^ sjuusj OAQ
do los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS *" •' ww

Artículo 25. Organo subsidiario de asesoramiento cientifico, técnico y tecnoiógico

1. Queda establecido un órgano subsidiario de asesoramiento científico, técnico y tecnoló
gico a fin de proporcionar a la Conferencia de las Partes y, cuando proceda, a sus otros
órganos subsidiarios, asesoramiento oportuno sobre la aplicación del presente Convenio.
Este órgano estará abierto a la participación de todas las Partes y será multidisciplinario.
Estará integrado por representantes de los gobiernos con competencia en el campo de
especialización pertinente. Presentará regularmente informes a la Conferencia de las
Partes sobre todos los aspectos de su labor.

2. Bajo la autoridad de la Conferencia de las Partes, de conformidad con directrices estable
cidas por ésta y a petición de la propia Conferencia, este órgano;

a) Proporcionará evaluaciones científicas y técnicas del estado de la diversidad biológica;
b) Preparará evaluaciones científicas y técnicas de los efectos de los tipos de medidas

adoptadas de conformidad con las disposiciones del presente Convenio,
c) Identificará las tecnologías y los conocimientos especializados que sean innovadores,

eficientes y más avanzados relacionados con la conservación y la utilización sostenible
de la diversidad biológica y prestará asesoramiento sobre las formas de promover el
desarrollo y/o la transferencia de esas tecnologías;

d) Prestará asesoramiento sobre los programas científicos y la cooperación internacional
en materia de investigación y desarrollo en relación con la conservación y la uti izacion
sostenible de la diversidad biológica; y

e) Responderá a las preguntas de carácter cientifico, técnico, tecnológico y metodológico
que le planteen la Conferencia de las Partes y sus órganos subsidiarios.

3. La Conferencia de las Partes podrá ampliar ulteriormente las funciones, el mandato, la
organización y el funcionamiento de este órgano.

Articulo 26. Informes

Cada Parte Contratante, con la periodicidad que determine la
sentará a la Conferencia de las Partes informes sobre las medidas
la aplicación de las disposiciones del presente Convenio y sobre a e ic
para el logro de los objetivos del Convenio.

Articulo 27. Solución de controversias

1. Si se suscita una controversia entre Partes Contratantes en relación con la interpretación
o aplicación del presente Convenio, las Partes interesadas tratarán de resolverla mediante
negociación.

2. Si las Partes interesadas no pueden llegar a un acuerdo mediante negociación, podrán
solicitar conjuntamente los buenos oficios o la mediación de una tercera Parte.
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3. Al ratificar, aceptar, aprobar el presente Convenio, o al adherirse a él, o en cualquier
momento posterior, un Estado o una organización de integración económica regional
podrá declarar, por comunicación escrita enviada al Depositario, que en el caso de una
controversia no resuelta de conformidad con lo dispuesto en el párrafoloenel párrafo 2
del presente artículo, acepta uno o los dos medios de solución de controversias que se
indican a continuación, reconociendo su carácter obligatorio:

a) Arbitraje de conformidad con el procedimiento establecido en la parte 1 del anexo II;

b) Presentación de la controversia a la Corte Internacional de Justicia.

4. Si en virtud de lo establecido en el párrafo 3 del presente articulo, las partes en la contro
versia no han aceptado el mismo procedimiento o ningún procedimiento, la controversia
se someterá a conciliación de conformidad con la parte 2 del anexo II, a menos que las
partes acuerden otra cosa.

5. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán respecto de cualquier protocolo, salvo
que en dicho protocolo se indique otra cosa.

Artículo 28. Adopción de protocolos

1. Las Partes Contratantes cooperarán en la formulación y adopción de protocolos del pre
sente Convenio.

2. Los protocolos serán adoptados en una reunión de la Conferencia de las Partes.
3. La secretaría comunicará a las Partes Contratantes el texto de cualquier protocolo pro

puesto por lo menos seis meses antes de celebrarse esa reunión.

Artículo 29. Enmiendas al Convenio o los protocolos

^  nüaínMiírf Contratantes podrá proponer enmiendas al presente Convenio,q  e as Partes en un protocolo podrá proponer enmiendas a ese protocolo.

Convenio se adoptarán en una reunión de la Conferencia de las

el nrnfnrninX f ® Pi'otocolo se aprobarán en una reunión de las Partes en
o a cualouier nrnfnmin^ i cualquier enmienda propuesta al presente Convenio
a la<5 Partp<; pn pI inct ' Ü dispone otra cosa, será comunicado
anfp<s Hp la rpiin ' <^^6 se trate por la secretaría por lo menos seis mesesantes de la reunión en que se proponga su adopción. La secretaria comunicará también
las enmiendas propuestas a los signatarios del presente Convenio para su información.

3. Las Partes Contratantes harán todo lo posible por llegar a un acuerdo por consenso so
bre cualqmer propuesta de enmienda al presente Convenio o a cualquier protocolo. Una
vez agotados todos los esfuerzos por lograr un consenso sin que se haya llegado a un
acuerdo, la enmienda se adoptará, como último recurso, por mayoría de dos tercios de las
Partes Contratantes en el instrumento de que se trate, presentes y votantes en la reunión,
y será presentada a todas las Partes Contratantes por el Depositario para su ratificación
aceptación o aprobación.
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4. La ratificación, aceptación o aprobación de las enmiendas serán notificadas al Depositario
por escrito. Las enmiendas adoptadas de conformidad con el párrafo 3 de este artículo
entrarán en vigor, respecto de las Partes que las hayan aceptado, el nonagésimo día des
pués de la fecha del depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación
por dos tercios, como minimo, de las Partes Contratantes en el presente Convenio o de
las Partes en el protocolo de que se trate, salvo si en este último se dispone otra cosa.
De alli en adelante, las enmiendas entrarán en vigor respecto de cualquier otra Parte el
nonagésimo dia después de la fecha en que esa Parte haya depositado su instrumento
de ratificación, aceptación o aprobación de las enmiendas.

5. A los efectos de este articulo, por "Partes presentes y votantes se entiende las Partes
que estén presentes y emitan un voto afirmativo o negativo.

Artículo 30. Adopción y enmienda de anexos

1. Los anexos del presente Convenio o de cualquier protocolo formarán parte integrante del
Convenio o de dicho protocolo, según proceda, y, a menos que se disponga expresamente
otra cosa, se entenderá que toda referencia al presente Convenio o sus pro oco os a ane
al mismo tiempo a cualquiera de los anexos. Esos anexos tratarán exc usivamen e e
cuestiones de procedimiento, científicas, técnicas y administrativas.

2. Salvo si se dispone otra cosa en cualquiera de los protocolos respecto de sus anexos, para
la propuesta, adopción y entrada en vigor de anexos adicionales al presen e onve
de anexos de un protocolo se seguirá el siguiente procedimiento.
a) Los anexos del presente Convenio y de cualquier protocolo se propondrán y adop

según el procedimiento prescrito en el artículo 29;
b) Toda Parte que no pueda aceptar un anexo adicional del presente ^

de cualquiera de los protocolos en que sea Parte . neDositario.
dentro del año siguiente a la fecha de la comunicación de la ¡. recibida
El Depositario comunicará sin demora a todas las Partes ^ obíeción
Una Parte podrá en cualquier momento retirar una suieción a lo
y en tal caso los anexos entrarán en vigor respecto de dicha Parte, con sujeción a lo
dispuesto en el apartado c) del presente artículo,

o, AUencer e, Plazo de --

SZer due ™ hayan hecho una nourioadón de
conformidad con lo dispuesto en el apartado b) de este párrafo.

3. La propuesta, adopción y entrada en vigor de enmiendas a los anexos del presente
Convenio o de cualquier protocolo estarán sujetas al mismo procedimiento aplicado en el
caso de la propuesta, adopción y entrada en vigor de anexos del Convenio o anexos de
un protocolo.

4. Cuando un nuevo anexo o una enmienda a un anexo se relacione con una enmienda
al presente Convenio o a cualquier protocolo, el nuevo anexo o el anexo modificado no
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entrará en vigor hasta que entre en vigor la enmienda al Convenio o al protocolo de que
se trate.

Artículo 31. Derecho de voto

1. Salvo lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo, cada una de las Partes Contratantes
en el presente Convenio o en cualquier protocolo tendrá un voto.

2. Las organizaciones de integración económica regional ejercerán su derecho de voto, en
asuntos de su competencia, con un número de votos igual al número de sus Estados miem
bros que sean Partes Contratantes en el presente Convenio o en el protocolo pertinente.
Dichas organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen
el suyo, y viceversa.

Artículo 32. Relación entre el presente Convenio y sus protocolos

1. Un Estado o una organización de integración económica regional no podrá ser Parte en un
protocolo a menos que sea, o se haga al mismo tiempo. Parte Contratante en el presente
Convenio.

2. Las decisiones relativas a cualquier protocolo sólo podrán ser adoptadas por las Partes en
el protocolo de que se trate. Cualquier Parte Contratante que no haya ratificado, aceptado
o aprobado un protocolo podrá participar como observadora en cualquier reunión de las
Partes en ese protocolo.

Artículo 33. Firma

El presente Convenio estará abierto a la firma en Rio de Janeiro para todos los Estados y
para cualquier organización de integración económica regional desde el 5 de junio de 1992
hasta el 14 de jumo de 1992, y en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, desde el
15 de jumo de 1992 hasta el 4 de junio de 1993.

Artículo 34. Ratificación, aceptación o aprobación
1. El presente Convemo y cualquier protocolo estarán sujetos a ratificación, aceptación o

apro ación por os s ados y por las organizaciones de integración económica regional,
l^os instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación se depositarán en poder del
Depositario. ^

2. Toda orgamzación de las que se mencionan en el párrafo 1 de este articulo que pase a
ser Parte Contratante en el presente Convenio o en cualquier protocolo, sin que sean
Partes Contratantes en ellos sus Estados miembros, quedará vinculada por todas las
obligaciones contraidas en virtud del Convenio o del protocolo, según corresponda. En
el caso de dichas organizaciones, cuando uno o varios de sus Estados miembros sean
Partes Contratantes en el presente Convenio o en ei protocoio pertinente, la organización
y sus Estados miembros decidirán acerca de sus responsabilidades respectivas en cuanto
al cumplimiento de las obligaciones contraidas en virtud del Convenio o del protocolo.
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según corresponda. En tales casos, la organización y los Estados miembros no estarán
facultados para ejercer concurrentemente los derechos previstos en el presente Convenio
0 en el protocolo pertinente.

3. En sus instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación, las organizaciones mencio
nadas en el párrafo 1 de este artículo declararán el ámbito de su competencia con respecto
a las materias reguladas por el presente Convenio o por el protocolo pertinente. Esas
organizaciones también informarán al Depositario sobre cualquier modificación pertinente
del ámbito de su competencia.

Artículo 35. Adhesión

1. El presente Convenio y cualquier protocolo estarán abiertos a la adhesión de los Estados
y de las organizaciones de Integración económica regional a partir de la fecha en que
expire el plazo para la firma del Convenio o del protocolo pertinente. Los instrumentos de
adhesión se depositarán en poder del Depositario.

2. En sus instrumentos de adhesión, las organizaciones a que se hace referencia en el pánafo
1 de este articulo declararán el ámbito de su competencia con respecto a las matenas
reguladas por el presente Convenio o por el protocolo pertinente. Esas organizaciones
también informarán al Depositario sobre cualquier modificación pertinente del ámbito de
su competencia.

3. Las disposiciones del párrafo 2 del articulo 34 se aplicarán a las organizaciones de ht^
gración económica regional que se adhieran al presente Convenio o a cua quie p

Artículo 36. Entrada en vigor

1. El presente Convenio entrará en vigor el nonagésimo día después de la
haya sido depositado el trigésimo instrumento de ratificación, aceptaci , p
adhesión.

2. Todo protocolo entrará en vigor el nonagésimo día después de la
depositado el número de instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión
estipulado en dicho protocolo.

3. Respecto de cada Parte Contratante que ratifique, acepte o apruebe el presente Convenio
o que se adtriera a él después de haber sido depositado ei trigésimo instnrtnento de rab-
firicién, aceptación, aprobación o adhesión, el Convenio enirara en vtgor el noTtagésimo
dia después de la techa en que dicha Parte haya depositado su instrumento de taWicacion,
aceptación, aprobación o adhesión.

4. Todo protocolo, salvo que en él se disponga otra cosa, entrará en vigor para la Parte Con
tratante que lo ratifique, acepte o apruebe o que se adhiera a él después de su entrada en
vigor conforme a lo dispuesto en el párrafo 2 de este articulo ei nonagésimo día después
de la fecha en que dicha Parte Contratante deposite su instrumento de ratificación, acep
tación, aprobación o adhesión, o en la fecha en que el presente Convenio entre en vigor
para esa Parte Contratante, si esta segunda fecha fuera posterior.
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5. A los efectos de los párrafos1y2de este artículo, los Instrumentos depositados por una
organización de integración económica regional no se considerarán adicionales a los
depositados por los Estados miembros de tal organización.

Artículo 37. Reservas

No se podrán formular resen/as al presente Convenio.

Artículo 38. Denuncia

1. En cualquier momento después de la expiración de un plazo de dos años contado desde
la fecha de entrada en vigor de este Convenio para una Parte Contratante, esa Parte
Contratante podrá denunciar el Convenio mediante notificación por escrito al Depositario.

2. Esa denuncia será efectiva después de la expiración de un plazo de un año contado desde
la fecha en que el Depositario haya recibido la notificación, o en una fecha posterior que
se haya especificado en la notificación de la denuncia.

3. Se considerará que cualquier Parte Contratante que denuncie el presente Convenio de
nuncia también los protocolos en los que es Parte.

Artículo 39. Disposiciones financieras provisionales
A condición de que se haya reestructurado plenamente, de conformidad con las disposiclo-
nes del articulo 21, el Fondo para el Medio Ambiente Mundial, del Programa de las Naciones

nidas para el Desarrollo, el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el
anco Internacional de Reconstrucción y Fomento, será la estructura institucional a que se
ace re erenda en el artículo 21 durante el periodo comprendido entre la entrada en vigor

del presente Convenio y la primera reunión de la Conferencia de las Partes, o hasta que la
on erencia de las Partes decida establecer una estructura institucional de conformidad con

el articulo 21.

Articulo 40. Arreglos provisionales de secretaria
La secretyía ^ se hace referencia en el párrafo 2 del articulo 24 será, con carácter
provisional, desde la entrada en vigor del presente Convenio hasta la primera reunión de
te Conferencia de las Partes, te secretaria que al efecto establezca el Director Ejecutivo del
Programa de tes Naciones Unidas para el Medio Ambiente.

Articulo 41. Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas asumirá tes funciones de Depositario del Pre
sente Convenio y de cualesquiera protocolos.
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Artículo 42. Textos auténticos

El original del presente Convenio, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y
ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Nacio
nes Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente autorizados a ese efecto, fir
man el presente Convenio.

Hecho en Río de Janeiro el cinco de junio de mil novecientos noventa y dos.
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Anexo I

IDENTIFICACIÓN Y SEGUIMIENTO

1. Ecosistemas y hábitats que: contengan una gran diversidad, un gran número de especies
endémicas o en peligro, o vida silvestre; sean necesarios para las especies migratorias;
tengan importancia social, económica, cultural o científica; o sean representantivos o
singulares o estén vinculados a procesos de evolución u otros procesos biológicos de
importancia esencial;

2. Especies y comunidades que; estén amenazadas; sean especies silvestres emparentadas
con especies domesticadas o cultivadas; tengan valor medicinal o agrícola o valor econó
mico de otra índole; tengan importancia social, científica o cultural; o sean importantes para
investigaciones sobre la conservación y la utilización sostenible de la diversidad biológica,
como las especies características; y

3. Descripción de genomas y genes de importancia social, científica o económica.
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Anexo II

Parte 1

ARBITRAJE

Artículo 1

La parte demandante notificará a la secretaria que las partes someten la controversia a ar
bitraje de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 del Convenio. En la notificación se
expondrá la cuestión que ha de ser objeto de arbitraje y se hará referencia especial a los
artículos del Convenio o del protocolo de cuya interpretación o aplicación se trate. Si las
partes no se ponen de acuerdo sobre el objeto de la controversia antes de que se nombre
al presidente del tribunal, el tribunal arbitral determinará esa cuestión. La secretaría comuni
cará las informaciones asi recibidas a todas las Partes Contratantes en el Convenio o en el
protocolo interesadas.

Artículo 2

1. En las controversias entre dos Partes, el tribunal arbitral estará compuesto de tres miem
bros. Cada una de las partes en la controversia nombrará un árbitro, y los dos árbitros así
nombrados designarán de común acuerdo al tercer árbitro, quien asumirá la presidencia
del tribunal. Ese último árbitro no deberá ser nacional de ninguna de las partes en la con
troversia, ni tener residencia habitual en el territorio de ninguna de esas partes, ni estara
servicio de ninguna de ellas, ni haberse ocupado del asunto en ningún otro concepto.

2. En las controversias entre más de dos Partes, aquellas que compartan un mismo interés
nombrarán de común acuerdo un árbitro.

3. Toda vacante que se produzca se cubrirá en la forma prescrita para ei nombramiento inicial.

Artículo 3

1. Si el presidente del tribunal arbitral no hubiera sido designado dentro de los dos rneses
siguientes al nombramiento del segundo árbitro, el Secretario General de las Naciones
Unidas, a instancia de una parte, procederá a su designación en un nuevo plazo de dos
meses.

2. Si dos meses después de la recepción de la demanda una de las partes en la controver
sia no ha procedido al nombramiento de un árbitro, la otra parte podrá informar de ello al
Secretario General de las Naciones Unidas, quien designará al otro árbitro en un nuevo
plazo de dos meses.

Artículo 4

El tribunal arbitral adoptará su decisión de conformidad con las disposiciones del presente
Convenio y de cualquier protocolo de que se trate, y del derecho internacional.
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Artículo 5

A menos que las partes en la controversia decidan otra cosa, el tribunal arbitral adoptará su
propio procedimiento.

Artículo 6

El tribunal arbitral podrá, a solicitud de una de las partes, recomendar medidas de protección
básicas provisionales.

Artículo 7

Las partes en la controversia deberán facilitar el trabajo del tribunal arbitral y, en particular,
utilizando todos los medios de que disponen, deberán;

a) Proporcionarle todos los documentos, información y facilidades pertinentes; y
b) Permitirle que, cuando sea necesario, convoque a testigos o expertos para oír sus

declaraciones.

Artículo 8

Las partes y los árbitros quedan obligados a proteger el carácter confidencial de cualquier
información que se les comunique con ese carácter durante el procedimiento del tribunal
arbitral.

Artículo 9

A menos que el tribunal arbitral decida otra cosa, debido a las circunstancias particulares del
caso, los gastos del tribunal serán sufragados a partes iguales por las partes en la controver
sia. El tribunal llevará una relación de todos sus gastos y presentará a las partes un estado
final de los mismos.

Artículo 10

Toda Parte que tenga en el objeto de la controversia un interés de carácter jurídico que pue
da resultar afectado por la decisión podrá intervenir en el proceso con el consentimiento del
tribunal.

Artículo 11

El tribunal podrá conocer de las reconvenciones directamente basadas en el objeto de la
controversia y resolver sobre ellas.

Artículo 12

Las decisiones del tribunal arbitral, tanto en materia de procedimiento como sobre el fondo,
se adoptarán por mayoría de sus miembros.
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Artículo 13

Si una de las partes en la controversia no comparece ante el tribunal arbitral o no defiende
su causa, la otra parte podrá pedir al tribunal que continúe el procedimiento y que adopte su
decisión definitiva. Si una parte no comparece o no defiende su causa, ello no impedirá la
continuación del procedimiento. Antes de pronunciar su decisión definitiva, el tribunal arbitral
deberá cerciorarse de que la demanda está bien fundada de hecho y de derecho.

Artículo 14

El tribunal adoptará su decisión definitiva dentro de los cinco meses a partir de la fecha en
que quede plenamente constituido, excepto si considera necesario prorrogar ese plazo por
un periodo no superior a otros cinco meses.

Artículo 15

La decisión definitiva del tribunal arbitral se limitará al objeto de la controversia y será moti
vada. En la decisión definitiva figurarán los nombres de los miembros que la adoptaron y la
fecha en que se adoptó. Cualquier miembro del tribunal podrá adjuntar a la decisión definitiva
una opinión separada o discrepante.

Artículo 16

La decisión definitiva no podrá ser impugnada, a menos que las partes en la controversia
hayan convenido de antemano un procedimiento de apelación.

Artículo 17

Toda controversia que surja entre las partes respecto de la interpretación o forma de ejecu
ción de la decisión definitiva podrá ser sometida por cualesquiera de las partes al tribunal
arbitral que adoptó la decisión definitiva.

Parte 2

CONCILIACIÓN

Artículo 1

Se creará una comisión de conciliación a solicitud de una de las partes en la controversia.
Esa comisión, a menos que las partes acuerden otra cosa, estará integrada por cinco miem
bros, dos de ellos nombrados por cada parte interesada y un presidente elegido conjunta
mente por esos miembros.

Artículo 2

En las controversias entre más de dos partes, aquellas que compartan un mismo interés
nombrarán de común acuerdo sus miembros en la comisión. Cuando dos o más partes ten-
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gan intereses distintos o haya desacuerdo en cuanto a las partes que tengan el mismo inte
rés, nombrarán sus miembros por separado.

Artículo 3

Si en un plazo de dos meses a partir de la fecha de la solicitud de crear una comisión de
conciliación, las partes no han nombrado los miembros de la comisión, el Secretario General
de las Naciones Unidas, a instancia de la parte que haya hecho la solicitud, procederá a su
nombramiento en un nuevo plazo de dos meses.

Artículo 4

Si el presidente de la comisión de conciliación no hubiera sido designado dentro de los dos
meses siguientes al nombramiento de los últimos miembros de la comisión, el Secretario
General de las Naciones Unidas, a instancia de una parte, procederá a su designación en un
nuevo plazo de dos meses.

Artículo 5

La comisión de conciliación tomará sus decisiones por mayoría de sus miembros. A menos
que las partes en la controversia decidan otra cosa, determinará su propio procedimiento. La
comisión adoptará una propuesta de resolución de la controversia que las partes examinarán
de buena fe.

Artículo 6

Cualquier desacuerdo en cuanto a la competencia de la comisión de conciliación será deci
dido por la comisión.

SIGNATARIOS DEL CONVENIO SOBRE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA
EN LA CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL MEDIO

AMBIENTE Y EL DESARROLLO (RIO DE JANEIRO,3A14DE JUNIO DE 1992)

Signatario Fecha de la firma

1. Antigua y Barbuda 5 de junio de 1992

2. Australia 5 de junio de 1992

3. Bangladesli 5 de junio de 1992

4. Bélgica 5 de junio de 1992

5. Brasil 5 de junio de 1992

6. Finlandia 5 de junio de 1992

7. India 5 de junio de 1992

8. Indonesia 5 de junio de 1992
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9. Italia 5 de junio de 1992

10. Liechtenstein 5 de junio de 1992

11. República de Moldova 5 de junio de 1992

12. Nauru 5 de junio de 1992

13. Países Bajos 5 de junio de 1992

14. Pakistán 5 de junio de 1992

15. Polonia 5 de junio de 1992

16. Rumania 5 de junio de 1992

17. Botswana 8 de junio de 1992

18. Madagascar 8 de junio de 1992

19. Suecia 8 de junio de 1992

20. Tuvalu 8 de junio de 1992

21. Yugoslavia 8 de junio de 1992

22. Bahrein 9 de junio de 1992

23. Ecuador 9 de junio de 1992

24. Egipto 9 de junio de 1992

25. Kazajstán 9 de junio de 1992

26. Kuwait 9 de junio de 1992

27. Luxemburgo 9 de junio de 1992

28. Noruega 9 de junio de 1992

29. Sudán 9 de junio de 1992

30. Uruguay 9 de junio de 1992

31. Vanuatu 9 de junio de 1992

32. Cote dilvoire 10 de junio de 1992

33. Etiopia 10 de junio de 1992

34. Islandia 10 de junio de 1992

35. Malawi 10 de junio de 1992

36. Mauricio 10 de junio de 1992

37. Omán 10 de junio de 1992

38. Rwanda 10 de junio de 1992

39. San Marino 10 de junio de 1992

40. Seychelles 10 de junio de 1992

41. Sri Lanka 10 de junio de 1992



42. Belarús 11 de junio de 1992

43. Bhután 11 de junio de 1992

44. Burundi 11 de junio de 1992

45. Canadá 11 de junio de 1992

46. China 11 de junio de 1992

47. Comoras 11 de junio de 1992

48. Congo 11 de junio de 1992

49. Croacia 11 de junio de 1992

50. República Popular
Democrática de Corea 11 de junio de 1992

51. Israel 11 de junio de 1992

52. Jamaica 11 de junio de 1992

53. Jordania 11 de junio de 1992

54. Kenya 11 de junio de 1992

55. Letón la 11 de junio de 1992
56. Lesotho 11 de junio de 1992
57. Lituania 11 de junio de 1992
58. Monaco 11 de junio de 1992
')9. Myanmar 11 de junio de 1992
oO. Níger 11 de junio de 1992
61. Catar 11 de junio de 1992
62. Trinidad y Tabago 11 de junio de 1992
63. Turquía 11 de junio de 1992
64. Ucrania 11 de junio de 1992
65. Emiratos Arabes Unidos 11 de junio de 1992
66. Zaire 11 de junio de 1992
67. Zambia 11 de junio de 1992
68. Afganistán 12 de junio de 1992

69. Angola 12 de junio de 1992

70. Argentina 12 de junio de 1992

71. Azerbaiyán 12 de junio de 1992

72. Bahamas 12 de junio de 1992

73. Barbados 12 de junio de 1992

74. Bulgaria 12 de junio de 1992
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75. Burkina Faso 12 de junio de 1992

76. Cabo Verde 12 de junio de 1992

77. Chad 12 de junio de 1992

76. Colombia 12 de junio de 1992

79. islas Cook 12 de junio de 1992

80. Cuba 12 de junio de 1992

81. Chipre 12 de junio de 1992

82. Dinamarca 12 de junio de 1992

83. Estonia 12 de junio de 1992

84. Gabón 12 de junio de 1992

85. Cambia 12 de junio de 1992

86. Alemania 12 de junio de 1992

87. Ghana 12 de junio de 1992

88. Grecia 12 de junio de 1992

89. Guinea 12 de junio de 1992

90. Guinea-Bissau 12 de junio de 1992

91. Líbano 12 de junio de 1992

92. Liberia 12 de junio de 1992

93. Malasia 12 de junio de 1992

94. Maldivas 12 de junio de 1992

95. Malta 12 de junio de 1992

96. Islas Marshall 12 de junio de 1992

97. Mauritania 12 de junio de 1992

98. Micronesia 12 de junio de 1992

99. Mongolia 12 de junio de 1992

100. Mozambique 12 de junio de 1992

101. Namibia 12 de junio de 1992

102. Nepal 12 de junio de 1992

103. Nueva Zelandia 12 de junio de 1992

104. Paraguay 12 de junio de 1992

105. Perú 12 de junio de 1992

106. Filipinas 12 de junio de 1992

107. Saint Kitts y Nevis 12 de junio de 1992

ww 263
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108. Samoa 12 de junio de 1992

109. Santo Tomé y Príncipe 12 de junio de 1992

110. Swazilandia 12 de junio de 1992

111. Suiza 12 de junio de 1992

112. Tailandia 12 de junio de 1992

113. Togo 12 de junio de 1992

114. Uganda 12 de junio de 1992

115. Reino Unido de

Gran Bretaña e Irlanda del Norte 12 de junio de 1992

116. República Unida de Tanzania 12 de junio de 1992

117. Venezuela 12 de junio de 1992

118. Yemen 12 de junio de 1992

119. Zimbabwe 12 de junio de 1992
120. Argelia 13 de junio de 1992

121. Armenia 13 de junio de 1992
122. Austria 13 de junio de 1992
123. Belice 13 de junio de 1992
124. Benin 13 de junio de 1992
125. Bolivia 13 de junio de 1992
126. República Centroafricana 13 de junio de 1992
127. Chile 13 de junio de 1992
128. Costa Rica 13 de junio de 1992
129. Ojibouti 13 de junio de 1992
130. República Dominicana 13 de junio de 1992
131. El Salvador 13 de Junio de 1992
132. Comunidad Económica Europea 13 de junio de 1992
133. Francia 13 de junio de 1992
134. Guatemala 13 de junio de 1992

135. Guyana 13 de junio de 1992

136. Haití 13 de junio de 1992

137. Hungría 13 de junio de 1992

138. Honduras 13 de junio de 1992

139. Irlanda 13 de junio de 1992

140. Japón 13 de junio de 1992
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141. México 13 de junio de 1992

142. Marruecos 13 de Junio de 1992

143. Nicaragua 13 de junio de 1992

144. Nigeria 13 de junio de 1992

145. Panamá 13 de junio de 1992

146. Papua Nueva Guinea 13 de junio de 1992

147. Portugal 13 de junio de 1992

148. República de Corea 13 de junio de 1992

149. Federación de Rusia 13 de junio de 1992

150. Senegal 13 de junio de 1992

151. Eslovenia 13 de junio de 1992

152. Islas Salomón 13 de junio de 1992

153. España 13 de junio de 1992

154. Suriname 13 de junio de 1992

155. Túnez 13 de junio de 1992

156. Camerún 14 de junio de 1952

157. Irán (República Islámica del) 14 de junio de 1952
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CONVENCIÓN MARCO DE LAS NACIONES UNIDAS
SOBRE EL CAMBIO CLIMÁTICO

Las Partes en la presente Convención,

Reconociendo que los cambios del clima de la Tierra y sus efectos adversos son una preocu
pación común de toda la humanidad,

Preocupadas porque las actividades humanas han ido aumentando sustancialmente las con
centraciones de gases de efecto invernadero en la atmósfera, y porque ese aumento intensi
fica el efecto invernadero natural, lo cual dará como resultado, en promedio, un calentamiento
adicional de la superficie y la atmósfera de la Tierra y puede afectar adversamente a los
ecosistemas naturales y a la humanidad.

Tomando nota de que, tanto históricamente como en la actualidad, la mayor parte de las emi
siones de gases de efecto invernadero del mundo han tenido su origen en los países desa
rrollados, que las emisiones per cápita en ios países en desarrollo son todavía relativamente
reducidas y que la proporción del total de emisiones originada en esos países aumentará
para permitirles satisfacer a sus necesidades sociales y de desarrollo.

Conscientes de la función y la importancia de los sumideros y los depósitos naturales de
gases de efecto invernadero para los ecosistemas terrestres y marinos.

Tomando nota de que hay muchos elementos de incertidumbre en las predicciones del cam
bio climático, particularmente en lo que respecta a su distribución cronológica, su magnitud y
sus características regionales,

Reconociendo que la naturaleza mundial del cambio climático requiere la cooperación más
amplia posible de todos los países y su participación en una respuesta intemacional efectiva
y apropiada, de conformidad con sus responsabilidades comunes pero diferenciadas, sus
capacidades respectivas y sus condiciones sociales y económicas.

Recordando las disposiciones pertinentes de la Declaración de la Conferencia de las Nacio
nes Unidas sobre el Medio Humano, aprobada en Estocolmo el 16 de junio de 1972,
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Recordando también que los Estados, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas
y los principios del derecho internacional, tienen el derecho soberano de explotar sus propios
recursos conforme a sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad
de velar por que las actividades que se realicen dentro de su jurisdicción o bajo su control no
causen daño al medio ambiente de otros Estados ni de zonas que estén fuera de los limites
de la jurisdicción nacional,

Reafirmando el principio de la soberanía de los Estados en la cooperación internacional para
hacer frente al cambio climático,

Reconociendo que los Estados deberían promulgar leyes ambientales eficaces, que las nor
mas, los objetivos de gestión y las prioridades ambientales deberían reflejar el contexto am
biental y de desarrollo al que se aplican, y que las normas aplicadas por algunos países
pueden ser inadecuadas y representar un costo económico y social injustificado para otros
países, en particular los países en desarrollo,

Recordando las disposiciones de la resolución 44/228 de la Asamblea General, de 22 de
diciembre de 1989, relativa a la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Am
biente y el Desarrollo, y las resoluciones 43/53, de 6 de diciembre de 1988, 44/207, de 22
de diciembre de 1989, 45/212, de 21 de diciembre de 1990, y 46/169, de 19 de diciembre de
1991, relativas a la protección del clima mundial para las generaciones presentes y futuras.

Recordando también las disposiciones de la resolución 44/206 de la Asamblea General, de
22 de diciembre de 1989, relativa a los posibles efectos adversos del ascenso del nivel del
mar sobre las islas y las zonas costeras, especialmente las zonas costeras bajas, y las dispo
siciones pertinentes de la resolución 44/172 de la Asamblea General, de 19 de diciembre de
1989, relativa a la ejecución del Plan de Acción para combatir la desertificación.

Recordando además la Convención de Viena para la Protección de la Capa de Ozono, de
1985, y el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono, de
1987, ajustado y enmendado el 29 de junio de 1990,

Tomando nota de la Declaración Ministerial de la Segunda Conferencia Mundial sobre el Cli
ma, aprobada el 7 de noviembre de 1990,

Conscientes de la valiosa labor analítica que sobre el cambio climático llevan a cabo muchos
Estados y de la importante contribución de la Organización Meteorológica Mundial, el Progra
ma de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y otros órganos, organizaciones y orga
nismos del sistema de las Naciones Unidas, así como de otros organismos internacionales
e intergubernamentales, al intercambio de los resultados de la investigación científica y a la
coordinación de esa investigación.

Reconociendo que las medidas necesarias para entender el cambio climático y hacerle frente
alcanzarán su máxima eficacia en los planos ambiental, social y económico si se basan en
las consideraciones pertinentes de orden científico, técnico y económico y se revalúan conti
nuamente a la luz de los nuevos descubrimientos en la materia.
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Reconociendo también que diversas medidas para hacer frente al cambio climático pueden
justificarse económicamente por sí mismas y pueden ayudar también a resolver otros proble
mas ambientales,

Reconociendo también la necesidad de que los países desarrollados actúen de Inmediato de
manera flexible sobre la base de prioridades claras, como primer paso hacia estrategias de
respuesta integral en los planos mundial, nacional y, cuando asi se convenga, regional, que
tomen en cuenta todos los gases de efecto invernadero, con la debida consideración a sus
contribuciones relativas a la intensificación del efecto de invernadero.

Reconociendo además que los países de baja altitud y otros países insulares pequeños,
los países con zonas costeras bajas, zonas áridas y semiáridas, o zonas expuestas a inun
daciones, sequía y desertificación, y los países en desarrollo con ecosistemas montañosos
frágiles, son particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático.

Reconociendo las dificultades especiales de aquellos países, especialmente países en desa
rrollo, cuyas economías dependen particularmente de la producción, el uso y la exportación
de combustibles fósiles, como consecuencia de las medidas adoptadas para limitar las emi
siones de gases de efecto invernadero,

Afírmando que las respuestas al cambio climático deberían coordinarse de manera integrada
con el desarrollo social y económico con miras a evitar efectos adversos sobre este último,
teniendo plenamente en cuenta las necesidades prioritarias legitimas de los países en desa
rrollo para el logro de un crecimiento económico sostenido y la erradicación de la pobreza.

Reconociendo que todos los países, especialmente los países en desarrollo, necesitan tener
acceso a los recursos necesarios para lograr un desarrollo económico y social sostenible, y
que los paises en desarrollo, para avanzar hacia esa meta, necesitarán aumentar su consu
mo de energía, tomando en cuenta las posibilidades de lograr una mayor eficiencia energéti
ca y de controlar las emisiones de gases de efecto invernadero en general, entre otras cosas
mediante la aplicación de nuevas tecnologías en condiciones que hagan que esa aplicación
sea económica y socialmente beneficiosa.

Decididas a proteger el sistema climático para las generaciones presentes y futuras,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1

Definiciones*

Para los efectos de la presente Convención:

1. Por "efectos adversos del cambio climático" se entiende los cambios en el medio ambiente
físico o en la biota resultantes del cambio climático que tienen efectos nocivos significativos
en la composición, la capacidad de recuperación o la productividad de los ecosistemas

• Los títulos de los artículos se Incluyen exclusivamente para orientar al lector.
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naturales o sujetos a ordenación, o en el funcionamiento de los sistemas socioeconómicos,
o en la salud y el bienestar humanos.

2. Por "cambio climático" se entiende un cambio de clima atribuido directa o indirectamente
a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma
a la variabilidad natural del clima observada durante periodos de tiempo comparables.

3. Por "sistema climático" se entiende la totalidad de la atmósfera, la hidrosfera, la biosfera
y la geosfera, y sus interacciones.

4. Por "emisiones" se entiende la liberación de gases de efecto invernadero o sus precursores
en la atmósfera en un área y un período de tiempo especificados.

5. Por "gases de efecto invernadero" se entiende aquellos componentes gaseosos de la at
mósfera, tanto naturales como antropógenos, que absorben y reemiten radiación infrarroja.

6. Por organización regional de integración económica" se entiende una organización
constituida por los Estados soberanos de una región determinada que tiene competencia
respecto de los asuntos que se rigen por la presente Convención o sus protocolos y que
ha sido debidamente autorizada, de conformidad con sus procedimientos internos, para
firmar, ratificar, aceptar y aprobar los instrumentos correspondientes, o adherirse a ellos.

7. Por depósito se entiende uno o más componentes del sistema climático en que está
almacenado un gas de efecto invernadero o un precursor de un gas de efecto invernadero.

8. Por sumidero se entiende cualquier proceso, actividad o mecanismo que absorbe un gas
de efecto invernadero, un aerosol o un precursor de un gas de efecto invernadero de ia
atmósfera.

9. Por "fuente" se entiende cualquier proceso o actividad que libera un gas de invernadero,
un aerosol o un precursor de un gas de invernadero en la atmósfera.

Artículo 2

Objetivo

El objetivo último de la presente Convención y de todo instrumento jurídico conexo que adop
te ia Conferencia de las Partes, es lograr, de conformidad con las disposiciones pertinentes
de la Convención, ia estabilización de las concentraciones de gases de efecto invernadero
en ia atmósfera a un nivel que impida interferencias antropógenas peligrosas en el sistema
climático. Ese nivel debería lograrse en un plazo suficiente para permitir que los ecosistemas
se adapten naturalmente al cambio climático, asegurar que la producción de alimentos no se
vea amenazada y permitir que el desarrollo económico prosiga de manera sostenible.

Artículo 3

Principios

Las Partes, en las medidas que adopten para lograr el objetivo de la Convención y aplicar sus
disposiciones, se guiarán, entre otras cosas, por lo siguiente:
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1. Las Partes deberían proteger el sistema climático en beneficio de las generaciones pre
sentes y futuras, sobre la base de la equidad y de conformidad con sus responsabilidades
comunes pero diferenciadas y sus respectivas capacidades. En consecuencia, las Partes
que son países desarrollados deberían tomar la iniciativa en lo que respecta a combatir
el cambio climático y sus efectos adversos.

2. Deberían tenerse plenamente en cuenta las necesidades específicas y las circunstancias
especiales de las Partes que son países en desarrollo, especialmente aquellas que son
particularmente vulnerables a los efectos adversos del cambio climático, y las de aquellas
Partes, especialmente las Partes que son países en desarrollo, que tendrían que soportar
una carga anormal o desproporcionada en virtud de la Convención.

3. Las Partes deberían tomar medidas de precaución para prever, prevenir o reducir al minirno
las causas del cambio climático y mitigar sus efectos adversos. Cuando haya arnenaza de
daño grave o irreversible, no debería utilizarse la falta de total certidumbre cienti ica como
razón para posponer tales medidas, tomando en cuenta que las políticas y me i
hacer frente al cambio climático deberían ser eficaces en función de los eos os a n e
asegurar beneficios mundiales al menor costo posible. Atal fin, esaspo icasyme i as
deberían tener en cuenta los distintos contextos socioeconómicos, ser integrales, inc uir
todas las fuentes, sumideros y depósitos pertinentes de gases de efecto ""verra ero y
abarcar todos los sectores económicos. Los esfuerzos para hacer frente al cam lo ima co
pueden llevarse a cabo en cooperación entre las Partes interesadas.

4. Las Partes tienen derecho al desarrollo sostenible y deberían promoverlo. ^
medidas para proteger el sistema climático contra el rambio induci o por p v
deberían ser apropiadas para las condiciones específicas de ca ̂  p,,pntfl nue el
estar integradas en los programas nacionales de desarrollo, toman o
crecimiento económico es esencial para la adopción de medidas encamin
frente al cambio climático.

5. Las Partes deberían cooperar en la promoción de un sistema
abierto y propicio que condujera al crecimiento económico y desarro o sos
las Partes, particularmente de las Partes que son países en desalo P® ''
ese modo hacer frente en mejor forma a los problemas e ̂ m ^ ̂  -
das adoptadas para combatir el cambio climático, incluidas 3® " ro^trirrión encubierta
constituir un medio de discriminación arbitraria o injustificable ni una restnccion encubierta
al comercio internacional.

Artículo 4
Compromisos

1. Todas las Partes, teniendo en cuenta sus responsabilidades comunes pero diferenciadas
y el carácter específico de sus prioridades nacionales y regionales de desarrollo, de sus
objetivos y de sus circunstancias, deberán:
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a) Elaborar, actualizar periódicamente, publicar y facilitar a la Conferencia de las Partes,
de conformidad con el articulo 12, inventarios nacionales de las emisiones antropóge-
nas por las fuentes y de la absorción por los sumideros de todos los gases de efecto
invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal, utilizando metodologías
comparables que habrán de ser acordadas por la Conferencia de las Partes;

b) Formular, aplicar, publicar y actualizar regularmente programas nacionales y, según
proceda, regionales, que contengan medidas orientadas a mitigar el cambio climático,
teniendo en cuenta las emisiones antropógenas por las fuentes y la absorción por los
sumideros de todos los gases de efecto invernadero no controlados por el Protocolo
de Montreal, y medidas para facilitar la adaptación adecuada al camtiio climático;

c) Promover y apoyar con su cooperación el desarrollo, la aplicación y la difusión, incluida
la transferencia, de tecnologías, prácticas y procesos que controlen, reduzcan o pre
vengan las emisiones antropógenas de gases de efecto invernadero no controlados
por el Protocolo de Montreal en todos los sectores pertinentes, entre ellos la energía,
el transporte, la industria, la agricultura, la silvicultura y la gestión de desechos;

d) Promover la gestión sostenible y promover y apoyar con su cooperación la conser
vación y el reforzamiento, según proceda, de los sumideros y depósitos de todos los
gases de efecto invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal, inclusive la
biomasa, los bosques y los océanos, asi como otros ecosistemas terrestres, costeros
y marinos;

e) Cooperar en los preparativos para la adaptación a los impactos del cambio climático;
desarrollar y elaborar planes apropiados e integrados para la ordenación de las zonas
costeras, los recursos hidricos y la agricultura, y para la protección y rehabilitación de
las zonas, particularmente de áfrica, afectadas por la sequía y la desertificación, asi
como por las inundaciones;

f) Tener en cuenta, en la medida de lo posible, las consideraciones relativas al cambio
climático en sus políticas y medidas sociales, económicas y ambientales pertinentes
y emplear métodos apropiados, por ejemplo evaluaciones del impacto, formulados
y determinados a nivel nacional, con miras a reducir al mínimo los efectos adversos
en la economía, la salud pública y la calidad del medio ambiente, de los proyectos o
medidas emprendidos por las Partes para mitigar el cambio climático o adaptarse a él;

g) Promover y apoyar con su cooperación la investigación científica, tecnológica, técnica,
socioeconómica y de otra índole, la observación sistemática y el establecimiento de
archivos de datos relativos al sistema climático, con el propósito de facilitar la compren
sión de las causas, los efectos, la magnitud y la distribución cronológica del cambio
climático, y de las consecuencias económicas y sociales de las distintas estrategias
de respuesta y de reducir o eliminar los elementos de incertidumbre que aún subsisten
al respecto;

h) Promover y apoyar con su cooperación el intercambio pleno, abierto y oportuno de
la información pertinente de orden cientifico, tecnológico, técnico, socioeconómico y
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gastos adicionales convenidos resultantes de la aplicación de las medidas estabiecidas
en el párrafo 1 de este artículo y que se hayan acordado entre una Parte que es país en
desarrollo y la entidad internacional o las entidades internacionales a que se refiere el
artículo 11, de conformidad con ese artículo. Al llevar a la práctica esos compromisos, se
tomará en cuenta la necesidad de que la comente de fondos sea adecuada y previsible,
y la importancia de que la carga se distribuya adecuadamente entre las Partes que son
países desarrollados.

4. Las Partes que son países desarrollados y las demás Partes desarrolladas que figuran en
el anexo II también ayudarán a las Partes que son países en desarrollo particularmente
vulnerables a los efectos adversos del cambio climático a hacer frente a los costos que
entrañe su adaptación a esos efectos adversos.

5. Las Partes que son países en desarrollo y las demás Partes desarrolladas que figuran en
el anexo II tomarán todas las medidas posibles para promover, facilitar y financiar, según
proceda, la transferencia de tecnologías y conocimientos prácticos ambientalmente sanos,
o el acceso a ellos, a otras Partes, especialmente las Partes que son países en desa
rrollo, a fin de que puedan aplicar las disposiciones de la Convención. En este proceso,
las Partes que son países desarrollados apoyarán el desarrollo y el mejoramiento de las
capacidades y tecnologias endógenas de las Partes que son países en desarrollo. Otras
Partes y organizaciones que estén en condiciones de hacerlo podrán también contribuir
a facilitar la transferencia de dichas tecnologías.

6. En el cumplimiento de los compromisos contraídos en virtud del párrafo 2 la Conferencia
de las Partes otorgará cierto grado de flexibilidad a las Partes incluidas en el anexo que
están en proceso de transición a una economía de mercado, a fin de aumentar la capa
cidad de esas Partes de hacer frente al cambio climático, incluso en relación co" ®'
histórico de emisiones antropógenas de gases de efecto invernadero no controlados por
el Protocolo de Montreal tomado como referencia.

7. La medida en que las Partes que son países en desarrollo lleven a la práctica efectiva
mente sus compromisos en virtud de la Convención dependerá de la manera en que las
Partes que son países desarrollados lleven a la práctica efectivamente sus compromisos
relativos a los recursos financieros y la transferencia de tecnología, y se tendrá plenamente
en cuenta que el desarrollo económico y social y la erradicación de la pobreza son las
prioridades primeras y esenciales de las Partes que son países en desarrollo.

8. Al llevar a la práctica los compromisos a que se refiere este artículo, las Partes estudiarán
a fondo las medidas que sea necesario tomar en virtud de la Convención, inclusive me
didas relacionadas con la financiación, los seguros y la transferencia de tecnología, para
atender a las necesidades y preocupaciones específicas de las Partes que son países
en desarrollo derivadas de los efectos adversos del cambio climático o del impacto de la
aplicación de medidas de respuesta, en especial de los países siguientes;
a) Los países insulares pequeños;

b) Los países con zonas costeras bajas;
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c) Para calcular las emisiones por las fuentes y la absorción por los sumideros de gases
de efecto invernadero a los fines del inciso b), se tomarán en cuenta los conocimientos
científicos más exactos de que se disponga, entre ellos, los relativos a la capacidad
efectiva de los sumideros y a la respectiva contribución de esos gases al cambio cli
mático. La Conferencia de las Partes examinará y acordará las metodologías que se
habrán de utilizar para esos cálculos en su primer período de sesiones y regularmente
de allí en adelante;

d) La Conferencia de las Partes examinará, en su primer período de sesiones, los incisos
3) y h) para determinar si son adecuados. Ese examen se llevará a cabo a la luz de
las informaciones y evaluaciones científicas más exactas de que se disponga sobre
ei cambio climático y sus repercusiones, así como de ia información técnica, social
y económica pertinente. Sobre la base de ese examen, la Conferencia de las Partes
adoptará medidas apropiadas, que podrán consistir en la aprobación de enmiendas
a los compromisos estipulados en los incisos a) y b). La Conferencia de las Partes,
en su primer período de sesiones, también adoptará decisiones sobre criterios para
la aplicación conjunta indicada en el inciso a). Se realizará un segundo examen de
los incisos a) y b) a más tardar el 31 de diciembre de 1998, y luego otros a intervalos
regulares determinados por la Conferencia de ias Partes, hasta que se alcance el
objetivo de la presente Convención;

e) Cada una de esas Partes:

i) Coordinará con las demás Partes indicadas, según proceda, los correspondientes
ins rumen os eronómicos y administrativos elaborados para conseguir el objetivo
de la Convención; e

^ revisará periódicamente aquellas políticas y prácticas propias que
Ho na actividades que produzcan niveles de emisiones antropógenas

^ ̂ mvemadero, no controlados por el Protocolo de Montreal,mayores de los que normalmente se producirían;

^  ¡íin^nmarién^ examinará, a más tardar el 31 de diciembre de 1998,
aup nnrrp«!nnnrta int H ̂  ^ ̂  adoptar decisiones respecto de ias enmiendas
interesada- anexos I y II, con aprobación de la Parte

Sah ®' anexo I podrá, en su instrumento de ratificación aceptación, aprobación o adhesión, o en cualquier momento de allí en adelante,
notificar al Depositano su intención de obligarse en virtud de los incisos a) y b) supra.
El Depositano informara de la notificación a ios demás signatarios y Partes.

3. Las Partes que son países desarrollados y las demás Partes desarrolladas que figuran
en el anexo II, proporcionarán recursos financieros nuevos y adicionales para cubrir la
totalidad de los gastos convenidos que efectúen las Partes que son países en desarrollo
para cumplir sus obligaciones en virtud del párrafo 1 del artículo 12. También proporcio
narán los recursos financieros, entre ellos recursos para la transferencia de tecnología,
que las Partes que son países en desarrollo necesiten para satisfacer ia totalidad de los
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gastos adicionales convenidos resultantes de la aplicación de las medidas establecidas
en el párrafo 1 de este artículo y que se hayan acordado entre una Parte que es país en
desarrollo y la entidad intemacional o las entidades intemacionales a que se refiere el
artículo 11, de conformidad con ese artículo. Al llevar a la práctica esos compromisos, se
tomará en cuenta la necesidad de que la corriente de fondos sea adecuada y previsible,
y la importancia de que la carga se distribuya adecuadamente entre las Partes que son
países desarrollados.

4. Las Partes que son países desarrollados y las demás Partes desarrolladas que figuran en
el anexo II también ayudarán a las Partes que son países en desarrollo particularmente
vulnerables a los efectos adversos del cambio climático a hacer frente a los costos que
entrañe su adaptación a esos efectos adversos.

5. Las Partes que son países en desarrollo y las demás Partes desarrolladas que figuran en
el anexo II tomarán todas las medidas posibles para promover, facilitar y financiar, según
proceda, la transferencia de tecnologías y conocimientos prácticos amblentalmente sanos,
o el acceso a ellos, a otras Partes, especialmente las Partes que son países en desa
rrollo. a fin de que puedan aplicar las disposiciones de la Convención. En este proceso,
las Partes que son países desarrollados apoyarán el desarrollo y el mejoramiento de las
capacidades y tecnologías endógenas de las Partes que son países en desarrollo. Otras
Partes y organizaciones que estén en condiciones de hacerlo podrán también contribuir
a facilitar la transferencia de dichas tecnologías.

6. En el cumplimiento de los compromisos contraídos en virtud del párrafo 2 la Conferencia
de las Partes otorgará cierto grado de flexibilidad a las Partes Incluidas en el anexo I que
están en proceso de transición a una economía de mercado, a fin de aumentar la capa
cidad de esas Partes de hacer frente al cambio climático. Incluso en relación con el nivel
histórico de emisiones antropógenas de gases de efecto Invemadero no controlados por
el Protocolo de Montreal tomado como referencia.

7. La medida en que las Partes que son países en desarrollo lleven a la práctica efectiva
mente sus compromisos en virtud de la Convención dependerá de la manera en que las
Partes que son países desarrollados lleven a la práctica efectivamente sus compromisos
relativos a los recursos financieros y la transferencia de tecnología, y se tendrá plenamente
en cuenta que el desarrollo económico y social y la erradicación de la pobreza son las
prioridades primeras y esenciales de las Partes que son países en desarrollo.

8. Al llevar a la práctica los compromisos a que se refiere este artículo, las Partes estudiarán
a fondo las medidas que sea necesario tomar en virtud de la Convención, inclusive me
didas relacionadas con la financiación, los seguros y la transferencia de tecnología, para
atender a las necesidades y preocupaciones específicas de las Partes que son países
en desarrollo derivadas de los efectos adversos del cambio climático o del impacto de la
aplicación de medidas de respuesta, en especial de los países siguientes;

a) Los países insulares pequeños;

b) Los países con zonas costeras bajas;
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c) Los países con zonas áridas y semiáridas, zonas con cobertura forestal y zonas
expuestas al deterioro forestal; d) Los países con zonas propensas a los desastres
naturales;

e) Los países con zonas expuestas a la sequía y a la desertificación;

f) Los países con zonas de alta contaminación atmosférica urbana:

g) Los países con zonas de ecosistemas frágiles, incluidos los ecosistemas montañosos;

h) Los países cuyas economías dependen en gran medida de los ingresos generados por
la producción, el procesamiento y la exportación de combustibles fósiles y productos
asociados de energía Intensiva, o de su consumo;

i) Los países sin litoral y los países de tránsito.

Además, la Conferencia de las Partes puede tomar las medidas que proceda en relación con
este párrafo.

9. Las Partes tomarán plenamente en cuenta las necesidades específicas y las situaciones
especiales de los países menos adelantados al adoptar medidas con respecto a la finan
ciación y a la transferencia de tecnología.

10. Al llevar a la práctica los compromisos dimanantes de la Convención, las Partes tomarán
en cuenta, de conformidad con el artículo 10, la situación de las Partes, en especial las
Partes que son países en desarrollo, cuyas economías sean vulnerables a los efectos
adversos de las medidas de respuesta a los cambios climáticos. Ello se aplica en espe
cial a las Partes cuyas economías dependan en gran medida de los ingresos generados
por a pro uccion, e procesamiento y la exportación de combustibles fósiles y productos
asociados de energía intensiva, o de su consumo, o del uso de combustibles fósiles cuya
sustitución les ocasione serias dificultades.

Artículo 5
Investigación y observación sistemática

Al lle\^ra la práctica los compromisos a que se refiere el inciso g) del párrafo 1 del articulo
413S r dnss'

a) Apoyarán y desarrollarán aún más, según proceda, los programas y redes u organizaciones
internacionales eintergubernamenteles, que tengan por objeto definir, realizar, evaluar o
financiar actividades de investigación, recopilación de datos y observación sistemática,
tomando en cuenta la necesidad de minimizar la duplicación de esfuerzos;

b) Apoyarán los esfuerzos internacionales e íntergubernamentales para reforzar la obser
vación sistemática y la capacidad y los medios nacionales de investigación científica y
técnica, particularmente en los países en desarrollo, y para promover el acceso a los datos
obtenidos de zonas situadas fuera de la jurisdicción nacional, así como el intercambio y
el análisis de esos datos; y
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c) Tomarán en cuenta las necesidades y preocupaciones particulares de los países en de
sarrollo y cooperarán con el fin de mejorar sus medios y capacidades endógenas para
participar en los esfuerzos a que se hace referencia en los apartados a) y b).

Artículo 6

Educación, formación y sensibilización del público

Al llevar a la práctica los compromisos a que se refiere el inciso i) del párrafo 1 del articulo 4
las Partes:

a) Promoverán y facilitarán, en el plano nacional y, según proceda, en los planos subregional
y regional, de conformidad con las leyes y reglamentos nacionales y según su capacidad
respectiva:

i) La elaboración y aplicación de programas de educación y sensibilización del público
sobre el cambio climático y sus efectos;

ii) El acceso del público a la información sobre el cambio climático y sus efectos;

íii) La participación del público en el estudio del cambio climático y sus efectos y en la
elaboración de las respuestas adecuadas; y

iv) La formación de personal científico, técnico y directivo;

b) Cooperarán, en el plano intemacional, y, según proceda, por intermedio de organismos
existentes, en las actividades siguientes, y las promoverán:

i) La preparación y el intercambio de material educativo y material destinado a sensibilizar
al público sobre el cambio climático y sus efectos; y

ii) La elaboración y aplicación de programas de educación y formación, incluido el forta
lecimiento de las instituciones nacionales y el intercambio o la adscripción de personal
encargado de formar expertos en esta esfera, en particular para países en desarrollo.

Artículo 7

Conferencia de las Partes

1. Se establece por la presente una Conferencia de las Partes.

2. La Conferencia de las Partes, en su calidad de órgano supremo de la presente Convención,
examinará regularmente la aplicación de la Convención y de todo instrumento jurídico
conexo que adopte la Conferencia de las Partes y, conforme a su mandato, tomara las
decisiones necesarias para promover la aplicación eficaz de la Convención. Con ese fin:

a) Examinará periódicamente las obligaciones de las Partes y los arreglos institucionales
establecidos en virtud de la presente Convención, a la luz del objetivo de la Convención,
de la experiencia obtenida de su aplicación y de la evolución de los conocimientos
científicos y técnicos;
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b) Promoverá y facilitará el intercambio de información sobre las medidas adoptadas
por las Partes para hacer frente al cambio climático y sus efectos, teniendo en cuenta
las circunstancias, responsabilidades y capacidades diferentes de las Partes y sus
respectivos compromisos en virtud de la Convención;

c) Facilitará, a petición de dos o más Partes, ia coordinación de las medidas adoptadas
por ellas para hacer frente al cambio climático y sus efectos, tomando en cuenta las
circuristancias, responsabilidades y capacidades de las Partes y sus respectivos com
promisos en virtud de la Convención;

d) Promoverá y dirigirá, de conformidad con el objetivo y las disposiciones de la Conven
ción, el desarrollo y el perfeccionamiento periódico de metodologías comparables que
acordará la Conferencia de las Partes, entre otras cosas, con el objeto de preparar
inventarios de las emisiones de gases de efecto invemadero por las fuentes y au
a sorción por los sumideros, y de evaluar la eficacia de las medidas adoptadas para
limitar las emisiones y fomentar la absorción de esos gases;

e) Evaluará, sobre la base de toda la información que se le proporcione de conformidad
con las disposiciones de la Convención, la aplicación de la Convención por las Partes,
IOS efectos generales de las medidas adoptadas en virtud de la Convención, en parti-

®ctos ambientales, económicos y sociales, así como su efecto acumulativo
6 I a en que se avanza hacia el logro del objetivo de la Convención;

"  puwSctinT™'' " Convención y
rencióS; necesaria para la aplicación de ia Con-

" aSc ? ~aruroTir'"'"°' ^
^  ia COTv^dó^ óiganos subsidiarios que considere necesarios para ia aplicación de

" d'^Sats^X'nosr"''''"' ' proporcionará

te°d^rs óS^S'súbStoribT^"' '^fiemento y reglamento flnanciero, asi como
I) Soiicitaiá, cuando corresponda, ios seivioios y ia cooperación de las organizaciones

internacionales y de los órganos intergubemamentales y no gubernamentales com
petentes y utilizara la información que éstos le proporcionen; y

m) Desempeñará las demás funciones que sean necesarias para alcanzar el objetivo
de la Convención, así como todas las otras funciones que se le encomiendan en la
Convención.

3. La Conferencia de las Partes, en su primer período de sesiones, aprobará su propio re
glamento y los de los órganos subsidiarios establecidos en virtud de la Convención, que
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4. El primer período de sesiones de la Conferencia de las Partes será convocado oor la
secretarra provisional mencionada en el artículo 21 y tendrá lugar a más tardar un af^o
después de la eritrada en vigor de la Convención. Posteriormente, los períodos ord^arios
de sesiones de la Conferencia de las Partes se celebrarán anualmente, a menos Sue te
Conferencia decida otra cosa. "cnu» ̂ ue la

5. Los períodos extraordinarios de sesiones de te Conferencia de tes Partes se celebrarán
cada vez que la Conferencia lo considere necesario, o cuando una de las Partes lo solicte
por escrito, siempre que dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que te secretaria
haya transmitido a tes Partes la solicitud, ésta reciba el apoyo de al menos un tercio de
las Partes.

6. Las Naciones Unidas, sus organismos especializados y el Organismo Intemacional de
Energía Atómica, asi como todo Estado miembro o todo observador de esas organizacio
nes que no sean Partes en la Convención, podrán estar representados en los períodos
de sesiones de la Conferencia de tes Partes como observadores. Todo otro organismo
u órgano, sea nacional o intemacional. gubernamental o no gubernamental, competente
en los asuntos abarcados por la Convención y que haya informado a la secretaría de su
deseo de estar representado en un periodo de sesiones de la Conferencia de las Partes
como observador, podrá ser admitido en esa calidad, a menos que se oponga un tercio
de las Partes presentes. La admisión y participación de los observadores se regirá por el
reglamento aprobado por te Conferencia de las Partes.

Artículo 8

Secretaría

1. Se establece por la presente una secretaría.

2. Las funciones de la secretaria serán las siguientes:

a) Organizar los períodos de sesiones de la Conferencia de las Partes y de los órganos
subsidiarios establecidos en virtud de la Convención y prestarles los servicios nece
sarios;

b) Reunir y transmitir los informes que se le presenten;

o) Prestar asistencia a las Partes, en particular a las Partes que son países en desarrollo,
a solicitud de ellas, en la reunión y transmisión de la información necesaria de confor
midad con las disposiciones de la Convención;

d) Preparar informes sobre sus actividades y presentarlos a la Conferencia de las Partes;

e) Asegurar la coordinación necesaria con las secretarías de los demás órganos inter
nacionales pertinentes;
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f) Hacer los arreglos administrativos y contractuales que sean necesarios para el cum
plimiento eficaz de sus funciones, bajo la dirección general de la Conferencia de las
Partes: y

g) Desempeñar las demás funciones de secretaria especificadas en la Convención y en
cualquiera de sus protocolos, y todas las demás funciones que determine la Conferencia
de las Partes.

3. La Conferencia de las Partes, en su primer período de sesiones, designará una secretaría
permanente y adoptará las medidas necesarias para su funcionamiento.

Artículo 9

Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y Tecnológico

1. Por la presente se establece un órgano subsidiario de asesoramiento científico y tecno
lógico encargado de proporcionar a la Conferencia de las Partes y, según proceda, a sus
demás órganos subsidiarios, información y asesoramiento oportunos sobre los aspectos
científicos y tecnológicos relacionados con la Convención. Este órgano estará abierto a
la participación de todas las Partes y será multidisciplinario. Estará integrado por repre
sentantes de los gobiernos con competencia en la esfera de especialización pertinente.
Presentará regularmente informes a la Conferencia de las Partes sobre todos los aspectos
de su labor.

2. Bajo la dirección de la Conferencia de las Partes y apoyándose en los órganos internacio
nales competentes existentes, este órgano:

a) Proporcionará evaluaciones del estado de los conocimientos científicos relacionados
con el cambio climático y sus efectos;

b) Preparará evaluaciones científicas sobre los efectos de las medidas adoptadas para
la aplicación de la Convención;

c) Identificará las tecnologías y los conocimientos especializados que sean innovadores,
eficientes y más avanzados y prestará asesoramiento sobre las formas de promover
el desarrollo o de transferir dichas tecnologías;

d) Prestará asesoramiento sobre programas científicos, sobre cooperación internacional
relativa a la investigación y la evolución del cambio climático, así como sobre medios
de apoyar el desarrollo de las capacidades endógenas de los países en desarrollo; y

e) Responderá a las preguntas de carácter científico, técnico y metodológico que la
Conferencia de las Partes y sus órganos subsidiarios le planteen.

3. La Conferencia de las Partes podrá ampliar ulteriormente las funciones y el mandato de
este órgano.
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Artículo 10

Órgano Subsidiario de Ejecución

1. Por la presente se establece un órgano subsidiario de ejecución encargado de ayudar a
la Conferencia de las Partes en la evaluación y el examen del cumplimiento efectivo de
la Convención. Este órgano estará abierto a la participación de todas las Partes y estará
integrado por representantes gubernamentales que sean expertos en cuestiones relacio
nadas con el cambio climático. Presentará regulaimente informes a la Conferencia de las
Partes sobre todos los aspectos de su labor.

2. Bajo la dirección de la Conferencia de las Partes, este órgano:

a) Examinará la información transmitida de conformidad con el párrafo 1 del articulo 12,
a fin de evaluar en su conjunto los efectos agregados de las medidas adoptadas por
las Partes a la luz de las evaluaciones científicas más recientes relativas al cambio
climático:

b) Examinará la información transmitida de conformidad con el párrafo 2 del artículo
12, a fin de ayudar a la Conferencia de las Partes en la realización de ios exámenes
estipulados en el inciso d) del párrafo 2 del artículo 4; y

c) Ayudará a la Conferencia de las Partes, según proceda, en la preparación y aplicación
de sus decisiones.

Articulo 11

Mecanismo de financiación

1. Por la presente se define un mecanismo para el suministro de recursos financieros a tí
tulo de subvención o en condiciones de favor para, entre otras cosas, la trans erencia e
tecnología. Ese mecanismo funcionará bajo la dirección de la Conferencia de las Partes
y rendirá cuentas a esa Conferencia, la cual decidirá sus políticas, las priondades de sus
programas y los criterios de aceptabilidad en relación con la presente onvencion. u
funcionamiento será encomendado a una o más entidades intemacionales existentes.

2  Ei mecanismo financiero tendrá una representación equitativa y equilibrada de todas las
Partes en el marco de un sistema de dirección transparen e.

3. La Conferencia de lae Partes y la entidad o entidades a que se encomiende ei funciona
miento dei mecanismo financiero convendrán en ios arreglos desünados a dar efecto a
ios párrafos precedentes, entre los que se incluirán los siguien es.
a) Modalidades para asegurar que los proyectos financiados para ftacer frente ai cambio

climático estén de acuerdo con las políticas, las prioridades de los programas y los
criterios de aceptabilidad establecidos por la Conferencia de las Partes;

b) Modalidades mediante las cuales una determinada decisión de financiación puede ser
reconsiderada a la luz de esas políticas, prioridades de los programas y criterios de
aceptabilidad;
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c) La presentación por la entidad o entidades de informes periódicos a la Conferencia de
las Partes sobre sus operaciones de financiación, en forma compatible con el requisito
de rendición de cuentas enunciado en el párrafo 1; y

d) La determinación en forma previsible e identificable del monto de la financiación ne
cesaria y disponible para la aplicación de la presente Convención y las condiciones
con arreglo a las cuales se revisará periódicamente ese monto.

4. La Conferencia de las Partes hará en su primer período de sesiones arreglos para aplicar
las disposiciones precedentes, examinando y teniendo en cuenta los arreglos provisionales
a que se hace referencia en el párrafo 3 del artículo 21, y decidirá si se han de mantener
esos arreglos provisionales. Dentro de los cuatro años siguientes, la Conferencia de las
Partes examinará el mecanismo financiero y adoptará las medidas apropiadas.

5. Las Partes que son países desarrollados podrán también proporcionar, y las Partes que
sean países en desarrollo podrán utilizar, recursos financieros relacionados con la aplica
ción de la presente Convención por conductos bilaterales, regionales y otros conductos
multilaterales.

Artículo 12
Transmisión de información reiacionada con la aplicación

^  cada una de las Partes transmitirá a la
informadóír ^ Partes, por conducto de la secretaria, los siguientes elementos de

medida que lo permitan sus posibilidades, de las emi-
n ropogenas por las fuentes y la absorción por los sumideros de todos los

° invernadero no controlados por el Protocolo de Montreal, utilizandometodologías comparables que promoverá y aprobará la Conferencia de las Partes;

la"co?vínctón- medidas que ha adoptado o prevé adoptar para aplicar
c) Cualquier otra información que la Parte considere pertinente para el logro del objetivo

e a onvencion y apta para ser incluida en su comunicación, con inclusión de, si
uese ac i e, atos pertinentes para el cálculo de las tendencias de las emisiones
mundiales.

2. Cada una de las Partes que son países desarrollados y cada una de las demás Partes
comprendidas en el anexo I incluirá en su comunicación los siguientes elementos de in
formación;

a) Una descripción detallada de las políticas y medidas que haya adoptado para llevar a
la práctica su compromiso con arreglo a los incisos a) y b) del párrafo 2 del artículo 4;

b) Una estimación concreta de los efectos que tendrán las políticas y medidas a que se
hace referencia en el apartado a) sobre las emisiones antropógenas por sus fuentes
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y la absorción por sus sumideros de gases de efecto invernadero durante el período
a que se hace referencia en el inciso a) del párrafo 2 del articulo 4.

3. Además, cada una de las Partes que sea un país desarrollado y cada una de las demás
Partes desarrolladas comprendidas en el anexo II incluirán detalles de las medidas adop
tadas de conformidad con los párrafos 3,4 y 5 del articulo 4.

4. Las Partes que son países en desarrollo podrán proponer voluntariamente proyectos
para financiación, precisando las tecnologías, los materiales, el equipo, las técnicas o las
prácticas que se necesitarían para ejecutar esos proyectos, e incluyendo, de ser posible,
una estimación de todos los costos adicionales, de las reducciones de las emisiones y del
incremento de la absorción de gases de efecto invemadero, asi como una estimación de
los beneficios consiguientes.

5. Cada una de las Partes que sea un país en desarrollo y cada una de las demás Partes
incluidas en el anexo I presentarán una comunicación inicial dentro de los seis meses
siguientes a la entrada en vigor de la Convención respecto de esa Parte. Cada una de
las demás Partes que no figure en esa lista presentará una comunicación inicial dentro del
plazo de tres años contados desde que entre en vigor la Convención respecto de esa Parte
o que se disponga de recursos financieros de conformidad con el párrafo 3 del articulo 4.
Las Partes que pertenezcan al grupo de los países menos adelantados podrán presentar
la comunicación inicial a su discreción. La Conferencia de las Partes determinará la fre
cuencia de las comunicaciones posteriores de todas las Partes, teniendo en cuenta los
distintos plazos fijados en este párrafo.

6. La información presentada por las Partes con arreglo a este articulo será transmitida por
la secretaria, lo antes posible, a la Conferencia de las Partes y a los órganos subsidiarios
correspondientes. De ser necesario, la Conferencia de las Partes podrá examinar nue
vamente los procedimientos de comunicación de la información.

7. A partir de su primer periodo de sesiones, la Conferencia de las Partes tomará disposiciones
para facilitar asistencia técnica y financiera a las Partes que son países en desarrollo, a
petición de ellas, a efectos de recopilar y presentar información con arreglo a este articulo,
asi como de determinar las necesidades técnicas y financieras asociadas con los proyectos
propuestos y las medidas de respuesta en virtud del articulo 4. Esa asistencia podrá ser
proporcionada por otras Partes, por organizaciones internacionales competentes y por la
secretaria, según proceda.

8. Cualquier grupo de Partes podrá, con sujeción a las directrices que adopte la Conferen
cia de las Partes y a la notificación previa a la Conferencia de las Partes, presentar una
comunicación conjunta en cumplimiento de las obligaciones que le incumben en virtud de
este articulo, siempre que esa comunicación incluya información sobre el cumplimiento
por cada una de esas Partes de sus obligaciones individuales con arreglo a la presente
Convención.

9. La información que reciba la secretaria y que esté catalogada como confidencial por la
Parte que la presenta, de conformidad con criterios que establecerá la Conferencia de las
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Partes, será compilada por la secretaría de manera que se proteja su carácter confidencial,
antes de ponerla a disposición de alguno de los órganos que participen en la transmisión
y el examen de la información.

10. Con sujeción al párrafo 9, y sin perjuicio de la facultad de cualquiera de las Partes de hacer
pública su comunicación en cualquier momento, la secretaria hará públicas las comunica
ciones de las Partes con arreglo a este articulo en el momento en que sean presentadas
a la Conferencia de las Partes.

Artículo 13
Resolución de cuestiones relacionadas

con la aplicación de la Convención

En su primer periodo de sesiones, la Conferencia de las Partes considerará el estableci
miento de un mecanismo consultivo multilateral, al que podrán recurrir las Partes, si asi lo
solicitan, para la resolución de cuestiones relacionadas con la aplicación de la Convención.

Articulo 14
Arreglo de controversias

^  ° sobre la interpretación o la aplicación de
cualauier ntm moH" tratarán de solucionarla mediante la negociación ocualquier otro medio pacifico de su elección.

a partí^de entoríc^^ la Convención o al adherirse a ella, o en cualquier momento
económica oodrá ripHnra sea una organización regional de integración
como obliaatorio iotn instrumento escrito presentado al Depositario que reconoce
relativa a la interDretariñn°n especial, con respecto a cualquier controversiaParte que acepte la misma oM9aci?n:'°" Convención, y en relación con cualquier
a) El sometimiento de la controversia a la Corte Internacional de Justicia; o
' establererá*^en cu^to're^id°'f'°® que la Conferencia de las Partesestaoiecera, en cuanto resulte factible, en un anexo sobre el arbitraje.

de™'cl e'rsS^^^^ e?a,Sret"cT'Td'°''1 T
mientes mencionados en el inciso b). ' *' 1°^
3. Toda declaración fonnulada en virtud del párrafo 2 de este articulo seguirá en vigor hastasu expiración de conformidad r^n lo previsto en ella o hasta que hayL transcuLo tres

meses desde que se entrego al Depositarlo la notificación por escrito de su revocación.
4. Toda nueva declaración, toda notificación de revocación o la expiración de la declaración

no afectara de modo alguno los procedimientos pendientes ante la Corte internacional de
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Justicia o ante el tribunal de arbitraje, a menos que las Partes en la controversia conven
gan en otra cosa.

5. Con sujeción a la aplicación del párrafo 2, si, transcurridos 12 meses desde la notificación
por una Parte a otra de la existencia de una controversia entre ellas, las Partes interesadas
no han podido solucionar su controversia por los medios mencionados en el párrafo 1, la
controversia se someterá, a petición de cualquiera de ias partes en ella, a conciliación.

6. A petición de una de las Partes en la controversia, se creará una comisión de conciliación,
que estará compuesta por un número igual de miembros nombrados por cada Parte in
teresada y un presidente elegido conjuntamente por los miembros nombrados por cada
Parte. La Comisión formulará una recomendación que las Partes considerarán de buena
fe.

7. En cuanto resulte factible, la Conferencia de las Partes establecerá procedimientos adi
cionales relativos a la conciliación en un anexo sobre la conciliación.

8. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán a todo instrumento juridico conexo que
adopte la Conferencia de las Partes, a menos que se disponga otra cosa en el instrumento.

Artículo 15

Enmiendas a la Convención

1. Cualquiera de las Partes podrá proponer enmiendas a la Convención.

2. Las enmiendas a la Convención deberán aprobarse en un período ordinario de
de la Conferencia de las Partes. La secretaría deberá comuriícar a las Partes el texto del
proyecto de enmienda al menos seis meses antes de la reunión en la que se proponga a
aprobación. La secretaría comunicará asimismo los proyectos de enmienda a los signa
tarios de la Convención y, a título informativo, al Depositario.

3. Las Partes pondrán el máximo empeño en llegar a un acuerdo por consenso sobre cualquier
proyecto de enmienda a la Convención. Si se agotan todas las posibilidades de obtener el
consenso, sin llegar a un acuerdo, la enmienda será aprobada, como último recurso, por
mayoría de tres cuartos de las Partes presentes y votantes en la reunión. La pcretaria
comunicará la enmienda aprobada al Depositario, ei cual la hará llegar a todas las Partes
para su aceptación.

4. Los instrumentos de aceptación de las enmiendas se entregarán al Depositario. Las
enmiendas aprobadas de conformidad con el párrafo 3 de este articulo entrarán en vigor,
para las Partes que las hayan aceptado, al nonagésimo día contado desde la fecha en
que el Depositario haya recibido instrumentos de aceptación de por lo menos tres cuartos
de las Partes en la Convención.

5. Las enmiendas entrarán en vigor para las demás Partes al nonagésimo día contado des
de la fecha en que hayan entregado al Depositario el instrumento de aceptación de las
enmiendas.
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6. Para los fines de este artículo, por "Partes presentes y votantes" se entiende las Partes
presentes que emitan un voto afirmativo o negativo.

Artículo 16

Aprobación y enmienda de los anexos de la Convención

1. Los anexos de la Convención formarán parte integrante de ésta y, salvo que se disponga
expresamente otra cosa, toda referencia a la Convención constituirá al mismo tiempo una
referencia a cualquiera de sus anexos. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso b) del
párrafo 2 y el párrafo 7 del artículo 14, en los anexos sólo se podrán incluir listas, formu
larios y cualquier otro material descriptivo que trate de asuntos científicos, técnicos, de
procedimiento o administrativos.

2. Los anexos de la Convención se propondrán y aprobarán de conformidad con el procedi
miento establecido en los párrafos 2,3 y 4 del artículo 15.

3. Todo anexo que haya sido aprobado de conformidad con lo dispuesto en el párrafo an
terior entrará en vigor para todas las Partes en la Convención seis meses después de la
fecha en que el Depositario haya comunicado a las Partes su aprobación, con excepción
de las Partes que hubieran notificado por escrito al Depositario, dentro de ese periodo, su
no aceptación del anexo. El anexo entrará en vigor para las Partes que hayan retirado
su no I icación de no aceptación, al nonagésimo día contado desde la fecha en que el
Depositano haya recibido el retiro de la notificación.

c! aprobación y entrada en vigor de enmiendas a los anexos de la Convención
pn procedimiento aplicable a la propuesta, aprobación y entrada
artícSo Convención, de conformidad con los párrafos 2 y 3 de este

5.

° ""f ^ ̂n anexo, fuera necesario enmendar la Con-
112 enmienda a un anexo no entrarán en vigor hasta que la enmiendaa la Convención entre en vigor. ^

Articulo 17

Prctocolos

1. La Conferencia de las Partes podrá, en cualquier período ordinario de sesiones, aprobar
protocolos de la Convención.

2. La secretaría comunicará a las Partes el texto de todo proyecto de protocolo por lo menos
S0Ís m©s6s 3nt@s d© I© c©l©brdción d© ©s© p6riodo d© s©sion6s

3. Las condiciones para la entrada en vigor del protocolo serán establecidas por ese instru
mento.

4. Sólo las Partes en la Convención podrán ser Partes en un protocolo.
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5. Sólo las Parles en un protocolo podrán adoptar decisiones de conformidad con ese pro
tocolo.

Artículo 18

Derecho de voto

1. Salvo lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo, cada Parte en la Convención tendrá un
voto.

2. Las organizaciones regionales de integración económica, en los asuntos de su competen
cia, ejercerán su derecho de voto con un número de votos igual al número de sus Estados
miembros que sean Partes en la Convención. Esas organizaciones no ejercerán su derecho
de voto si cualquiera de sus Estados miembros ejerce el suyo, y viceversa.

Artículo 19
Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario de la Convención y de los
protocolos aprobados de conformidad con el artículo 17.

Artículo 20

Firma

La presente Convención estará abierta a la firma de los Estados Miembros de las liciones
Unidas o de un organismo especializado o que sean partes en el Estatuto de la Corte n er
nacional de Justicia y de las organizaciones regionales de integracióri económica ®
Janeiro, durante ia Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desa
rrollo, y posteriormente en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York de^2P^de^ni0^e,í-
1992 al 19 de junio de 1993.

Artículo 21

Disposiciones provísionaies

1. Las funciones de secretaria a que se hace referencia en el articulo 8 serán desempernadas
a titulo provisional, hasta que la Conferencia de las Partes termine su primer periodo de
sesiones, por la secretaria establecida por la Asamblea General de las Naciones Unidas
en su resolución 45/212, de 21 de diciembre de 1990.

2. El jefe de la secretaria provisional a que se hace referencia en el párrafo 1 cooperará es
trechamente con el Grupo intergubernamental sobre cambios climáticos a fin de asegurar
que el Grupo pueda satisfacer la necesidad de asesoramiento científico y técnico objetivo.
Podrá consultarse también a otros organismos científicos competentes.

3. El Fondo para el Medio Ambiente Mundial, del Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo, el Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente y el Banco
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Internacional de Reconstrucción y Fomento, será la entidad internacional encargada a
título provisional del funcionamiento del mecanismo financiero a que se hace referencia
en el articulo 11. A este respecto, deberla reestructurarse adecuadamente el Fondo para
el Medio Ambiente Mundial, y dar carácter universal a su composición, para permitirle
cumplirlos requisitos del articulo 11.

Artículo 22

Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión

1  La Convención estará sujeta a ratificación, aceptación, aprobación o adhesión de los
Estados y de las organizaciones regionales de integración económica. Quedará abierta
a la adhesión a partir del dia siguiente a aquél en que la Convención quede cerrada a la
firma. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión se depositarán
en poder del Depositario.

2. Las organizaciones regionales de integración económica que pasen a ser Partes en la
Convención sin que ninguno de sus Estados miembros lo sea quedarán sujetas a todas
las obligaciones que les incumban en virtud de la Convención. En el caso de las orga
nizaciones que tengan uno o más Estados miembros que sean Partes en la Convención,
la organización y sus Estados miembros determinarán su respectiva responsabilidad por
el cumplimiento de las obligaciones que les incumban en virtud de la Convención. En
esos casos, a organización y los Estados miembros no podrán ejercer simultáneamente
derechos conferidos por la Convención.

^  regionales de integración económica expresarán en sus instrumentos
nortn a aprobsción o adhesión el alcance de su competencia con res-
r a\n . 3S por la Convención. Esas organizaciones comunicarán asimismocualquier modificación sustancial en el alcance de su competencia al Depositario, el cual
a su vez la comunicara a las Partes.

Articulo 23
Entrada en vigor

1. La Convención entrará en vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en que se
haya depositado el quincuagésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión.

2. Respecto de cada Estado u organización regional de integración económica que ratifique,
acepte o apruebe la Convención o se adhiera a ella una vez depositado el quincuagésimo
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la Convención entrará en
vigor al nonagésimo día contado desde la fecha en que el Estado o la organización haya
depositado su instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

3. Para los efectos de los párrafos 1 y 2 de este artículo, el instrumento que deposite una
organización regional de integración económica no contará además de los que hayan
depositado ios Estados miembros de la organización.
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Artículo 24
Reservas

No se podrán formular reservas a la Convención.

Artículo 25
Denuncia

1. Cualquiera de las Partes podrá denunciar la Convención, previa notificación por escrito al
Depositario, en cualquier momento después de que hayan transcurrido tres años a partir
de la fecha en que la Convención haya entrado en vigor respecto de esa Parte.

2. La denuncia surtirá efecto al cabo de un año contado desde la fecha en que el Depositario
haya recibido la notificación correspondiente o, posteriormente, en la fecha que se indique
en la notificación.

3. Se considerará que la Parte que denuncia la Convención denuncia asimismo los protocolos
en que sea Parte.

Artículo 26
Textos auténticos

El original de esta Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso
son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL los infrascritos, debidamente autorizados a esos efectos,
han firmado la presente Convención.

HECHA en Nueva York el nueve de mayo de mil novecientos noventa y dos.



290 ww
INSTRUMENTOS Nacionalos o tntemacionales para la Defensa

de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

Alemania

Australia

Austria
a

Belarús

Bélgica ̂
Bulgaria

Canadá.
8

Croacia

Comunidad

Económica

Europea

Dinamarca
a'

Eslovaqui^
Eslovenia

España

Anexo I

Estados Unidos de América
a

Estonia
a

Federación de Rusia

Finlandia

Francia

Grecia
a

Hungría
Irlanda

Islandia

Italia

Japón ^
Letonia

a

Lituania

Liechtenstein

Luxemburgo

Mónaco

Noruega

Nueva

Zelandia

Países Bajos

Poíonia

Portugal

Reino Unido de Gran Bretaña e

Irlanda del Norte.
a

República checa

Rumania

Suecia

Suiza
a

TurquíaUcrania

Anexo II

Alemania

Australia

Austria

Bélgica
Canadá

Comunidad

Económica

Europea

Dinamarca

España

Estados Unidos de América

Finlandia

Francia

Grecia

Irlanda

Islandia

Italia

Japón

Luxemburgo
Noruega
Nueva Zelandia

Países Bajos
Portugal
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Nor
te

Suecia

Suiza

Países que están en proceso de transición a una economía de mercado.

* Nota editorial: Países incorporados en el anexo I mediante una enmienda que entró en vigor el13 de agosto de 1998 de
conformidad con la decisión 4/CP.3. adoptada por la CP en su tercer periodo de sesiones.
Nota editorial: Turquía fue eliminada del anexo 11 mediante una enmienda que entró en vigor el 28 de iunio de 2002 de
conformidad con la decisión 26/CP.7, adoptada por la CP en su séptimo período de sesiones.
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CONVENIO CENTROAMERICANO PARA LA
PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

Los Presidentes de las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Ni
caragua, conscientes de la necesidad de establecer mecanismos regionales de cooperación
para la utilización racional de los recursos naturales, el control de la contaminación y el res
tablecimiento del equilibrio ecológico;

Convencidos de que para asegurar una mejor calidad de vida a los pueblos centroamerica
nos, es preciso propiciar el respeto al medio ambiente en el marco de un modelo de desa^
lío sostenible, a fin de evitar los efectos pemiclosos que anteriores modelos han tenido sobre
los recursos naturales de la región;

Conscientes que la cooperación regional debe constituir un instmmento fundarnental para
la solución de los problemas ecológicos, en razón de la profunda interdependencia en e os
países del itsmo;

Y seguros de que el ordenamiento regional del uso de los recursos naturales y el medio am
biente constituye un factor fundamental para el logro de una paz duradera.

Hemos decidido suscribir el presente Convenio que se denominará.
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CONVENIO CONSTITUTIVO DE LA COMISIÓN CENTROAMERICANA
DE AMBIENTE Y DESARROLLO

CAPITULO I

ARTICULO i

ESTABLECIMIENTO. Por medio del presente Convenio, los Estados Contratantes estable
cen un régimen regional de cooperación para la utilización óptima y racional de los recursos
naturales del área, el control de la contaminación, y el restablecimiento del equilibrio ecológi
co, para garantizar una mejor calidad de vida a la población del itsmo centroamericano.

ARTÍCULO II

OBJETIVOS. El presente régimen persigue los siguientes objetivos:

a) Valorirar y proteger el Patrimonio Natural de la Región, caracterizado por su alta diversidad
biológica y eco-sistemática;

b) Establecer la colaboración entre los países centroamericanos en la búsqueda y adopción
de estilos de desarrollo sostenible, con la participación de todas las instancias concernidas
por el desarrollo;

c) Pr-omover la acción coordinada de las entidades gubernamentales, no gubernamentales
e in ernacionales para la utilización óptima y racional de los recursos naturales del área,
e con ro e a contaminación, y el restablecimiento del equilibrio ecológico;

d) Gestionar la obtención de los recursos financieros regionales e Internacionales necesarios
para alcanzar los objetivos del presente régimen;

e) Fortalecer las instancias nacionales que tengan a su cargo la gestión de los recursos
naturales y del medio ambiente;

f) Auspiciar la compatibilización de los grandes lineamientos de política y legislación na
cionales con las esyategias para un desarrollo sostenible en la región, particularmente
incorporar las consideraciones y parámetros ambientales en los procesos de planificación
nacional del desarrollo:

g) Determinar las áreas prioritarias de acción, entre otras: Educación y capacitación am
bientales, protección de cuencas hidrográficas y ecosistemas compartidos, manejo de
bosques tropicales, control de la contaminación en centros urbanos, importación y manejo
de sustancias y residuos tóxicos y peligrosos, y otros aspectos del deterioro ambiental que
afectan la salud y la calidad de vida de la población;

h) Promover en los países de la región una gestión ambiental participativa, democrática y
descentralizada.
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CAPÍTULO II

DISPOSICIONES INSTITUCIONALES

ARTÍCULO III

Se crea la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo, la cual será integrada por
los representantes nombrados por los gobiernos de cada país. Cada gobierno designará un
delegado titular ante la Comisión.

ARTÍCULO IV

La Comisión será auxiliada en sus funciones por las siguientes instancias:

a) La Presidencia de la Comisión;

b) La Secretaria, y

c) Las Comisiones Técnicas Ad-hoc que establezca la Comisión para el cumplimiento de
sus funciones;

ARTÍCULO V

La Comisión estará encargada de dirigir y administrar el régimen a que se refiere este Con
venio.

ARTÍCULO VI

ATRIBUCIONES DE LA COMISION. Corresponde a la Comisión:

a) La formulación de estrategias para promover el desarrollo ambientalmente sustentable
de los países del área;

b) La elaboración de un Plan de Acción que ponga en práctica dichas estrategias;
c) La aprobación de su Reglamento interno, asi como las regulaciones financieras y

administrativas necesarias;

d) La dirección superior de la Secretaria y la supervigilancia de la administración del
Fondo establecido por el Convenio;

e) La designación del Presidente de la Comisión, quien será el Representante Legal.

ARTÍCULO VII

LA PRESIDENCIA. El Presidente representará a la Comisión ante terceros, convocará las
reuniones de la Comisión, y las presidirá. Tendrá la facultad de delegar en el Secretario las
atribuciones que considere convenientes. La Presidencia será ejercida por periodos de un
año y se alternará de conformidad con el orden alfabético de los países miembros.
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ARTÍCULO VIII

LA SECRETARIA. Es la dependencia ejecutiva con la responsabilidad de cumplir las resolu
ciones que le asigne la Comisión y su Presidente.

ARTÍCULO IX

ATRIBUCIONES DE LA SECRETARIA. Corresponde a la Secretaría:

a) Ejecutar los Acuerdos de la Comisión y especialmente instrumentar el Plan de Acción
que establezca;

b) asesorar técnicamente a la Comisión en los asuntos que son de su competencia y
formular propuestas para el mejor cumplimiento de los objetivos de este Convenio;

c) Coordinar y dirigir a los Comités Técnicos que establezca la Comisión;

d) Coordinar la cooperación técnica entre los países miembros y con Organismos Multi
laterales;

e) Administrar el Fondo previsto en el Convenio de acuerdo con las regulaciones esta
blecidas por la Comisión;

f) Administrar al personal de la Secretaría de acuerdo a lo que dispongan las regulaciones
que formule la Comisión;

g) Representar a la Comisión en los asuntos que ésta le encomiende;
h) Coordinar las acciones a nivel nacional con el delegado titular o con el representante

técnico nacional que éste designe.

ARTÍCULO X

LAS COMISIONES TÉCNICAS. Corresponde a las Comisiones Técnicas asesorar a la Co
misión y ejecutar tareas especificas que le sean encomendadas por la misma Serán coordi
nadas por el Secretario.

CAPÍTULO III

ARTÍCULO XI

La Comisión promoverá, la asignación de recursos humanos, materiales y financieros a los
programas y proyectos que sean auspiciados por ella. Para ello realizará las gestiones que
estime oportunas ante los Gobiernos de los Estados Contratantes y ante los Gobiernos y
Organizaciones Internacionales, los Organismos de Desarrollo Regionales y Mundiales, y las
Entidades Nacionales e Internacionales de cualquier naturaleza.
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ARTÍCULO XII

La Comisión contará con un patrimonio propio para el desempeño de sus funciones, que
consistirá en un fondo a integrarse con:

a) Los aportes que hagan los Estados Contratantes.

b) Los ingresos provenientes de las donaciones y otras contribuciones que reciba la
Comisión.

c) Los bienes que la Comisión adquiera a cualquier titulo.

d) Los ingresos que se deriven de los bienes y recursos financieros de la misma Comisión.

CAPÍTULO VI

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO XIII

La Comisión velará porque los beneficios en recursos materiales, humanos y financieros, que
se deriven de la aplicación de este Convenio se extiendan en forma equitativa a todos los
países parte del mismo.

ARTÍCULO XIV

RATIFICACION. Este Convenio será sometido a la ratificación de los Estados signatarios, de
conformidad con las normas internas de cada país.

ARTÍCULO XV

DEPOSITO. Los instrumentos de ratificación serán entregados en el Ministerio de Relaciones
Exteriores de la República de Guatemala.

ARTÍCULO XVI

VIGENCIA. Para los tres primeros depositantes el Convenio entrará en vigor ocho días des
pués de la fecha en que se deposite el tercer instrumento de ratificación, y para los demás,
en la fecha de depósito de sus respectivos instrumentos de ratificación.

ARTÍCULO XVII

CAMPO DE APLICACIÓN DEL CONVENIO. Los programas y proyectos a los que se refiere
el presente Convenio podrán comprender zonas geográficas que tengan relevancia para la
protección de los ecosistemas del área.
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ARTÍCULO XVIII

RESOLUCION DE DIFERENCIAS. Las diferencias que sugieren sobre la aplicación o inter
pretación de este Convenio, serán resueltas en primera instancia y por la via de la negocia
ción, por una comisión nombrada por los mismos Estados, a petición de cualquiera de ellos.
Si la Comisión no pudiere resolver las diferencias, se recurrirá a los mecanismos establecidos
en el Derecho Internacional para la solución de diferendos.

artículo XIX

PLAZO. El Convenio tendrá una duración de diez años, contados desde la fecha de vigencia
y se renovará por periodos sucesivos de diez años. El presente Convenio podrá ser denun
ciado por cualquiera de los Estados signatarios. La denuncia surtirá efectos para el Estado
denunciante, seis meses después de depositada, y el Convenio continuará en vigor entre las
demás partes, en tanto permanezcan adheridas a él, por lo menos tres de ellas.

En testimonio de lo cual, los Presidentes de las Naciones Centroamericanas, suscribimos el
presente Convenio, en la Ciudad de San José, Costa Rica, el dia doce del mes de diciembre
de mil novecientos ochenta y nueve.
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CONVENIO REGIONAL PARA EL MANEJO Y CONSERVACIÓN
DE LOS ECOSISTEMAS NATURALES FORESTALES Y EL

DESARROLLO DE PLANTACIONES FORESTALES

El infrascrito Secretario General del Sistema de la Integración Centroamericana, SICA,
TIFICA: que el texto del "CONVENIO REGIONAL PARA EL MANEJO Y CONSERVACION
DE LOS ECOSISTEMAS NATURALES FORESTALES Y EL DESARROLLO DE PLANTA
CIONES FORESTALES", que se presenta adjunto, es copla fiel y exacta del original de dicho
convenio, el cual se encuentra depositado en el Archivo de esta Secretaría General. El mismo
fue suscrito por los Ministros de Relaciones Exteriores de Guatemala, El Salvador, Honduras,
Nicaragua, Costa Rica y por el Representante Plenipotenciario de Panamá, el día veintinueve
de octubre de mil novecientos noventa y tres, y consta de nueve hojas útiles únicamente u i-
llzadas en su anverso. Y, para ser remitida al Honorable Ministerio de Relaciones Exteriores
de la República de El Salvador, extiende la presente certificación, en la sede de la Secretaria
General del Sistema de la Integración Centroamericana, SG-SICA, en la ciudad de San Sal
vador, capital de la República de El Salvador, a los trece días del mes de diciembre de mil
novecientos noventa y tres.

H. ROBERTO HERRERA CACERES, Secretario General Sistema de la Integración Centro
americana.
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CONVENIO REGIONAL PARA EL MANEJO Y CONSERVACIÓN
DE LOS ECOSISTEMAS NATURALES FORESTALES Y EL

DESARROLLO DE PLANTACIONES FORESTALES

Los Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guate
mala. Honduras, Nicaragua y Panamá.

CONSIDERANDO:

Que el Protocolo de Tegucigalpa, que instituye el Sistema de la Integración Centroamericana
(SICA) reafirma entre sus propósitos "Establecer acciones concertadas dirigidas a la preser
vación del medio ambiente por medio del respeto y armonía con la naturaleza, asegurando
el equilibrado desarrollo y explotación racional de los recursos naturales del área, con miras
al establecimiento de un Nuevo Orden Ecológico en la Región."

Que el potencial para el desarrollo forestal de América Central está basado en 19 millones
de hectáreas existentes de bosques y en 13 millones de hectáreas de tierras de vocación
forestal que actualmente no tienen bosques;

Que la riqueza y diversidad de las diferentes zonas de vida y de especies encontradas en los
bosques tropicales de la región, unidas a su carácter ístmico, como puente entre las rnasas
continentales de Norte y de Sur América, hacen de esta región centroamericana el más im
portante depósito de riqueza genética y diversidad biológica del mundo;

Que en contraste con esta riqueza, existe otra realidad; en la actualidad; más de 20 millones
de centroamericanos viven en situación de pobreza y en particular, 14 millones de éstos
viven en condiciones de pobreza extrema, ya que no alcanzan siquiera a satisfacer sus nece
sidades básicas de alimentación. Es importante señalar que casi dos terceras partes de los
pobres viven en las zonas rurales;

Que en la región, cada día es más evidente que la pobreza empeora con la degradación del
bosque y del ambiente local y que aumenta aún más con la deuda externa y la pérdida en
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los precios de intercambio, productos todos de un proceso de crecimiento desequilibrado en
décadas anteriores;

Que en el sector rural, la concentración de la tierra es mayor aún que lo que demuestran los
índices porque, a menudo, las mejores tierras están ocupadas por quienes poseen los me
dios y la tecnología para su explotación, relegando a los pobres las tierras de mala calidad,
fundamentalmente en las laderas. Esto es causa habitual de la deforestación y de los altos
grados de erosión y pérdida de suelo que se observan en la región, lo que conduce a un ma
yor empobrecimiento de aquellos que trabajan esas tierras;

Que un ataque frontal a la pobreza forma parte fundamental de la estrategia de reestructura
ción y modernización económica.

Esta estrategia requiere la incorporación del progreso técnico, de la eficiencia productiva y
de mayor equidad social, para elevar la calidad de vida de las mayorías pobres y para faci
litar y apoyar su acceso pleno a los procesos de producción e inversión y para aumentar su
desempeño productivo;

Que los recursos forestales, que cubren más del 45% del territorio regional y los suelos de
aptitud forestal que suman a más del 60% de la región, deben jugar un papel preponderante
en esta estrategia;

Que no obstante este potencial, se estima que en América Central se deforestan alrededor
de 416,000 héctareas anuales (48 hectáreas por hora) tasa que es creciente en el tiempo;

Que la deforestación de las partes altas de las cuencas hidrográficas ha provocado erosión,
iriundaciones, sequías, pérdida del potencial productivo forestal y agrícola y pérdida de la
biodiversidad, efectos que en conjunto limitan las oportunidades de desarrollo y acentúan la
pobreza rural, reduciendo la calidad de la vida de los centroamericanos;

Que los altos niveles de endeudamiento externo y el consecuente servicio de la deuda re
ducen la posibilidad de inversión a largo plazo, particularmente la asociada con el desarrollo
sustentadle de los recursos naturales, y más bien aumentan la presión sobre ellos y sobre
el recurso suelo que corre el peligro de ser sobre-explotado en la producción de cultivos
insumos-intensivos y de corto plazo que generen las divisas requeridas para el servicio de
esta deuda;

Que el potencial de os bosques de América Central para generar bienes y servicios no está
siendo valorado en su justa dimensión, ni está siendo aprovechado en forma racional y sos
tenida. La diversidad genética, el valor escénico, su potencial productivo de bienes madera
bles y no maderables, pueden ser la base sobre la cual los recursos forestales no sólo se
conserven, sino que también contribuyan de forma determinante y sustantable a abatir el
subdesarrollo en América Central;

Que el recurso forestal deberá contribuir a mejorar la calidad de vida de la población centro
americana, mediante el fomento y promoción de acciones nacionales y regionales tendiente



INSTRUMENTOS Nadonates o Internacionales paia la Defensa on-l
de los DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDIGENAS I" * WW JU1

a disminuir la pérdida del mismo, asegurar su aprovechamiento racional y establecer los me
canismos para revertir el proceso de destrucción,

ACUERDAN EL SIGUENTE CONVENIO:

CAPÍTULO I

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

ARTÍCULO 1 .-Principio. Conforme con la Carta de las Naciones Unidas y los principales de
derecho internacional; los Estados firmantes de este Convenio, reafirman su derecho sobera
no de proceder a la utilización, la ordenación y el desarrollo de sus bosques de conformidad
con US propias políticas y reglamentación en función de:

a. Las necesidades de desarrollo.

b. Conservar y usar sosteniblemente, en función económica y social, su potencial forestal.

c. Asegurar que las actividades dentro de su jurisdicción o control, no causen daños al medio
ambiente del pais, ni a otros países de la región.

d. Fortalecer la aplicación de las políticas y estrategias contenidas en los Planes de Acción
Forestal de cada uno de los Países Miembros. Por lo tanto, el Convenio y los Programas
derivados del mismo no deben afectar las actividades que realiza cada pais en el área
forestal ni su acceso a recursos financieros ante agencias internacionales.

ARTÍCULO 2.-Ob]etivo. El objetivo del presente Convenio es promover mecanismos nacio
nales y regionales para evitar el cambio de uso de las áreas con cobertura forestal ubicada
en terrenos de aptitud forestal y recuperar las áreas deforestadas, establecer un sistema
homogéneo de clasificación de suelos, mediante la reorientación de políticas de colonización
en tierras forestales, la desincentivación de acciones que propicien la destrucción del bosque
en tierras de aptitudes forestal, y la promoción de un proceso de ordenamiento territorial y
opciones sostenibles.

CAPÍTULO II

POLÍTICAS PARA EL DESARROLLO SÜSTENTABLE DEL RECURSO
FORESTAL

ARTÍCULO 3.-L0S Estados Contratantes de este Convenio se comprometen a:

a. Mantener opciones abiertas para el desarrollo sostenible de los países centroamerica
nos, mediante la consolidación de un Sistema Nacional y Regional de Areas Silvestres
Protegidas que aseguren la conservación de las biodiversidad, el mantenimiento de los
procesos ecológicos vitales y la utilización de flujos sostenibles de bienes servicios de sus
ecosistemas forestales naturales.
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b. Orientar programas nacionales y regionales agropecuarios bajo una visión integral donde
el bosque y el árbol constituyan un elemento básico de la productividad y los suelos se
utilicen en concordancia con su mejor aptitud.

c. Orientar ios programas nacionales y regionales de manejo forestal bajo una visión con
servacionista donde;

i. La rehabilitación de bosques degradados y secundarios sea prioritaria debido a que
constituyen una masa forestal abundante en la región, con infraestructura ya establecida
lo que representa un gran potencial para mejorar el nivel de vida para las dos terceras
partes de pobres que viven en las zonas rurales.

ii. El manejo forestal del bosque natural primario cumpla una función amortiguadora para
detener o disminuir la presión para su conversión a otros usos del suelo.

d. Orientar programas nacionaies y regionales de reforestación para recuperar tierras degra
dadas de aptitud preferentemente forestal actualmente bajo uso agropecuario, que rindan
usos múltiples los diferentes usuarios y que promuevan preferiblemente el uso de especies
nativas, y la participación local en la planificación, ejecución y distribución de beneficios.
Estos programas deben dar prioridad al abastecimiento de leña para el consumo doméstico
y otros productos forestales de consumo local en las comunidades.

e. Realizar los esfuerzos necesarios para mantener en los países de la región, un inventario
dinámico a gran escala de su cobertura forestal.

CAPÍTULO III
ASPECTOS FINANCIEROS

ARTÍCULO 4.-L0S Estados Contratantes de este Convenio deberán:
a. Propiciar la creación de los Fondos Específicos Nacionales para que desde su concepción,

apoyen financieramente las prioridades nacionales identificadas en base a los lineamientos
del Capítulo II.

b. Crear mecanismos que aseguren la reinversión del ingreso generado en base al recurso
forestal (aprovechamiento forestal, ecoturismo, agua potable, producción hidroeléctrica,
biotecnología, otros).

c. Crear mecanismos, de acuerdo a las posibilidades económicas de cada país que aseguren
la cobertura crediticia a grupos tales como etnias, mujeres, juventud, asociaciones civi-
cas, comunidades locales y otros grupos vulnerables, de manera que puedan desarrollar
programas de acuerdo a los lineamientos de este Convenio. Esto deberá aplicar tanto en
los fondos específicos nacionales como en los sistemas de intermediación financiera ya
existentes.

d. Fortalecer los procesos internacionales de negociación (comercio, administración, de la
deuda externa y cooperación bilateral y multilateral) para canalizar recursos financieros
al fortalecimiento de dichos fondos.
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e. Propiciar las modificaciones metodológicas necesarias en los Sistemas de Cuentas Na
cionales de cada país, que permite introducir parámetros ambientales, de manera que se
pueda contabilizar el valor y la depreciación de los recursos forestales y suelos al calcular
los indicadores de crecimiento económico de cada país. (El Producto Nacional Bruto).

f. Establecer mecanismos para evitar el tráfico iiegal de especies de la flora y fauna, madera
y otros productos. Particular énfasis se deberá dedicar ai control del comercio ilegal en las
regiones fronterizas de los países.

CAPÍTULO IV
PARTICIPACIÓN POPULAR

ARTÍCULO S.-Los Estados de la Región deberán;

a. Promover la participación de todos ios interesados, incluidas las comunidades locales y
las poblaciones indígenas, los empresarios, los trabajadores, las asociaciones gremiales,
las organizaciones no gubernamentales y ios particulares y ios habitantes de las zonas
forestales, en la planificación, ejecución y evalucación de la política nacional que se de
como producto de esta Convención.

b. Reconocer y apoyar debidamente la diversidad cultural, respetando ios derechos, obliga
ciones y necesidades de las poblaciones indígenas, de sus comunidades y otros habitantes
de las zonas boscosas.

CAPÍTULO V

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL

ARTÍCULO 6.-L0S Estados Contratantes del presente Convenio deberán:

a. Fortalecer en cada país los mecanismos de coordinación sectorial e intersectorial, para
impulsar el desarrollo sostenibie.

b. Fortalecer el marco institucional de desarrollo forestal de los países, mediante la adopta
ción de los Planes de Acción Forestal Tropical Nacionales; como mecanismo para logra
los objetivos de este Convenio.

c. Crear procuradurías ambientales en los ordenamientos jurídicos de cada pais, que velen
por la protección y mejoramiento del recursos forestal.

d. Crear por Ley, a través de sus respectivos poderes legislativos, la obligatoriedad de realizar
estudios de impacto ambiental en las áreas forestales donde se propongan otorgar conce
siones forestales a gran escala u otras actividades económicas que afecten negativamente
a los bosques.

e. Aprovechar la ventajas comparativas de cada pais propiciando su transferencia a los
demás países.
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f. Fortalecer la capacidad técnica de la región, a través de programas de entrenamiento,
investigación aplicada y promoción de técnicas forestales en actividades productivas y de
planeación.

g. Datos de la infraestructura y medios necesarios para asegurar la cantidad y calidad de
semillas y plantas forestales necesarias.

h. Datos de personal necesarios para la vigilancia y conservación de bosques nacionales.

CAPÍTULO V

COORDINACIÓN REGIONAL

ARTÍCULO 7.-Se instruye a la Comisión Centroamericana de Ambiente y Desarrollo (CCAD)
para que, en conjunto con las Administraciones Nacionales de Ambiente y Desarrollo, im-
plementen un Consejo Centroamericano de Bosques, integrado con los Directores de los
Servicios Forestales de cada país y los Coordinadores Nacionales de los Planes de Acción
Forestal Tropical Nacional, o la autoridad que cada Estado designe quienes en conjunto,
tendrán la responsabilidad del seguimiento de este Convenio.

ARTÍCULO 8.-Se le otorga a la CCAD el mandato de solicitar apoyo a organismos inter
nacionales o gobiernos de países amigos para financiar actividades de coordinación en la
ejecución de este Convenio.

CAPÍTULO VII
DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 9.-Ratificacrón. El presente Convenio será sometido a la ratificación de los Esta
dos signatarios, de conformidad con las normas internas de cada país.

ír^Ro'"" presente Convenio queda abierto a la adhesión de los Estadosde la Región Mesoamencana.

ARTICULO 11.-Depásto. Los instrumentos de ratfeoión o de adtiesión y de denuncia dei
r  Sil ° <í8POsitados y registrados en ta SecretariaGeneral dei Sistema de la integración Centroamericana la que comunicará de ios mismos a
las Cancillerías de los demás Estados Contratantes.

ARTÍCULO 12.-\/igencia. El presente Convenio entrará en vigor en la fecha que haya sido
depositado el cuarto instrumento de ratificación. Para cada estado que ratifique o se adhiera
al convenio después de haber sido depositado el cuarto instrumento de ratificación, el mismo
entrara en vigencia para dicho Estado, en la fecha del depósito del respectivo instrumento
de ratificación.
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ARTÍCULO 13.-Registro de Naciones Unidas. Al entrar en vigor este Convenio y sus enmien
das. la Secretaria General del SICA, procederá a enviar copia certificada de los mismos a la
Secretaria General de la Organización de las Naciones Unidas, para los fines de registro que
señala el Articulo 102 de la Carta de dicha Organización.

ARTÍCULO 14.-Denuncia. El presente Convenio podrá ser denunciado cuando asi lo decida
cualquier Estado Contratante. La denuncia surtirá efectos para el Estado denunciante 180
dias después de depositada y el Convenio continuará en vigor para los demás Estados en
tanto permanezcan adheridos a él por lo menos tres de ellos.

En fe de lo cual se firma el presente Convenio en la ciudad de Guatemala, República de Gua
temala, a los veintinueve dias del mes de octubre de mil novecientos noventa y tres.

ARTURO FAJARDO MALDONADO.

MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES DE GUATEMALA.

JOSE MANUEL PACAS CASTRO.
MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES DE EL SALVADOR

MARIO CARIAS ZAPATA,

MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES DE HONDURAS

ERNESTO LEAL SANCHEZ,
MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES DE NICARAGUA

BERND NIEHAUS QUESADA,
MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES Y CULTO DE COSTA RICA

JOSE RAUL MULINO,
EMBAJADOR EXTRAORDINARIO Y PLENIPOTENCIARIO EN MISION ESPECIAL DE

PANAMA.



Segunda edición mayo de 2010,
consta de 2,000 ejemplares.

Se imprimieron en los talleres de Maya Na'oj

Tels.: 2221 3938, 2221 3952
2221 3953, 5293 9593
mayanaoj@gmail.com






